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PRESENTACIÓN 
 

Desde su misma conformación como órgano asesor técnico en la materia de su 
competencia, la Asesoría Jurídica de la Dirección General de Servicio Civil se ha 
avocado por años, entre muchas otras tareas, al conocimiento de las más diversas 
consultas que le son presentadas, en relación con el tema del empleo público al 
amparo del Régimen Estatutario.  
 
En este escenario, y en cumplimiento de sus funciones esenciales, conforme lo 
establece el Estatuto de Servicio Civil y su Reglamento, así como la demás 
normativa y jurisprudencia vigente aplicables del ordenamiento jurídico 
costarricense, este centro de trabajo ha asumido la responsabilidad de gestionar a 
través de la emisión de sus criterios jurídicos, no solo una orientación de nuestros 
usuarios respecto a la correcta aplicación del bloque de legalidad llamado a 
defender, sino además lograr, en la medida de sus posibilidades, una verdadera 
capacitación tanto de los funcionarios públicos como de la ciudadanía en general, 
hacia una correcta utilización de las normas y los principios jurídicos que 
gobiernan el quehacer y propósito primordial del Régimen de Méritos. 
 
A la luz del preámbulo anterior, es, precisamente, que nace la Revista de 
Jurisprudencia elaborada por esta Asesoría Jurídica de manera semestral, y que 
con el cierre del año 2010, arribamos, orgullosamente, al ejemplar número veinte. 
En este documento, como es lo usual, se aglutina un número considerablemente 
elevado de criterios jurídicos, que han venido, a nuestro juicio, a reforzar aún más 
los preceptos constitucionales, los fundamentos legales, reglamentarios y 
jurisprudenciales, así como los más altos principios sobre los que descansa 
nuestro régimen de empleo público, dentro de los que conviene destacar la 
transparencia, el mérito y la equidad. 
Con esta convicción, ofrecemos a todos los funcionarios públicos, especialmente, 
a los cubiertos por nuestro querido régimen de empleo, sin omitir a la ciudadanía 
en general, el presente documento, como un esfuerzo adicional de nuestra 
dependencia, en aras de contribuir, particularmente, al fortalecimiento institucional, 
y de forma general, al  
 
Régimen de Servicio Civil como un todo, en la gestión eficaz y eficiente de los 
recursos humanos, en donde prive fundamentalmente el interés de la colectividad 
y por supuesto, la buena marcha del Estado costarricense.  

  
 
 
 



 

 

 

6 
 

 
AJ-752-2010 

   20 de setiembre de 2010 
 
 
 

 
MBA.Adriana Castro Montes 
Directora de Recursos Humanos 
Ministerio de Economía, Industria y Comercio 
 
 
Estimada señora: 

 
Con la aprobación de la señora Directora de esta Asesoría 

Jurídica,  procedemos a dar respuesta a su oficio  RH-OF-524-10, de 
fecha 23 de agosto del presente año, no sin antes presentar nuestras 
disculpas por el atraso de nuestra contestación, debido a problemas 
internos por  falta de personal y gran cantidad de trabajo,  mediante el 
cual se solicita nuestro criterio jurídico, en relación con el alcance del 
primer párrafo del artículo 12 de la Ley de Salarios de la 
Administración Pública, Nº 2166 del 9 de octubre de 1957 y sus 
reformas, en lo que concierne al reconocimiento de fracciones de 
tiempo en el cálculo de anualidades. 

 
 La consulta en concreto versa sobre los siguientes aspectos: 
 
 
1. ñSi al quedar un remanente a favor del servidor el 

Departamento de Recursos Humanos debe correr la fecha de 
cumplimiento de anualidad, para efectos de que el servidor se 
le complete los 12 meses, aunque no concuerde esa fecha, 
con la fecha de ingreso o reingreso del servidor a la  
institución. 
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2. En caso de proceder dicho reconocimiento, este debe de 
aplicarse de oficio o a petición del interesado en el momento 
en que complete el tiempo.ò 

 
De previo a emitir nuestro criterio, consideramos necesario hacer 

de su conocimiento, que nuestro análisis se centrará en aquellas 
normas de carácter general que pudieran ser aplicables a la situación 
que se consulta, buscando así evitar incursionar en competencias que 
son resorte exclusivo de la Administración Activa. 

 
En relación con la interrogante planteada, nos permitimos 

indicarle que, efectivamente,  y como Usted bien lo señala en su 
misiva, este centro de trabajo se ha pronunciado en diversas 
oportunidades anteriores1sobre el tema de las anualidades, cuyos 
criterios se han sustentado en dictámenes de la Procuraduría General 
de la República 2, y en resoluciones emitidas por la Sala Segunda de 
la Corte Suprema de Justicia3. 

 
En su primer párrafo, el artículo 12 de la Ley Nº 2166, supra 

indicada, establece que: 
 

ñéLos aumentos de sueldo a que hace referencia el artículo 5º se 
concederán el primer día del mes cercano al aniversario del ingreso o 
reingreso del servidoréò 

  

 

                                                 
1 Al respecto puede ser consultado los Oficios: AJ-569-2005, AJ-360-2007, AJ-

030-2008, AJ-066-2008 y AJ-275-2009, entre otros criterios. 
2 Dictamen C-182-2005. 
3 Sentencias: Nº 13-1991 y Nº 265-1992. 
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Más adelante, en el inciso d) del mencionado numeral4, se 
señala, en lo que interesa, que: 

  
ñA los servidores del Sector P¼blico, en propiedad o interinos, se 

les reconocerá, para efectos de los aumentos anuales a que se refiere 
el artículo 5º anterior, el tiempo de servicios prestados en otras 
entidades del Sector Públicoéò 
 
 Evidentemente, con la reforma de 1982, se amplía el ámbito 
regulatorio de la norma, de manera que a partir de ese momento, se 
comienza a reconocer lo que se ha denominado ñfraccionesò de tiempo 
laborado, (menores a un año), a fin de que puedan ser acumuladas 
como experiencia por concepto de antigüedad, y puedan ser sumadas 
al tiempo de trabajo posterior del servidor, que le permita completar 
una nueva anualidad. 
 
 Esta interpretación de la norma, ha sido respaldada por la 
Procuraduría General de la República al manifestar que: 
 
 ñéDe conformidad con el inciso d) del artículo 12 de la Ley 
Número 6835 de 22 de diciembre de 1982, ( que es una adición a la 
Ley de Salarios de la Administración Pública, No. 2166 de 9 de 
octubre de 1957) así como el reiterado criterio de los Altos Tribunales 
de Trabajo y de este Órgano Consultor de la Administración Pública, 
todo  tiempo laborado en cualquier institución del Estado, debe ser 
considerado a los efectos del pago de aumentos anuales, vacaciones, 
auxilio de cesantía, pensión o jubilación, y todos aquellos derechos 
que se adquieren en raz·n de su antig¿edadéò5 
 
  
 

                                                 
4 Adicionado mediante el artículo 2 de la Ley Nº 6835 del 22/12/1982. 
5
 Dictamen C-182-2005 del 16/05/2005. 
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Igual posición ha mantenido la Sala Segunda de la Corte 
Suprema de Justicia, al señalar en uno de sus pronunciamientos, lo 
siguiente: 
 

 ñéEn realidad, el artículo 12, inciso d), de la Ley de Salarios de 
la Administración Pública, adicionado por la Ley N ° 6835 de 22 de 
diciembre de 1982,  establece claramente que, a los efectos del pago 
de anualidades, se reconocerá el "...el tiempo de servicios prestados 
en otras entidades del Sector Público",  sin fijar, como requisito para 
su aplicación, que sean años completos.  Ello significa que si se han 
laborado sólo algunos meses, estos se tienen que reconocer con 
el fin de añadirlos al tiempo de trabajo actual, para completar 
años de servicio y obtener el plus salarial correspondienteéò6 (Lo 
destacado y el subrayado no corresponde al documento fuente). 

  De lo apuntado con antelación, se deriva que todas 
aquellas fracciones de tiempo laboradas por el servidor en 
instituciones del sector público, deben ser computadas en forma 
inmediata para efectos de reconocimiento de anualidades, de manera 
que han de ser sumadas al tiempo de trabajo actual del funcionario, y 
aplicadas para efectos de obtener el plus respectivo, en el momento 
que complete el período anualizado, independientemente de que la 
fecha coincida o no con la registrada en el momento de su ingreso o 
reingreso. 

 Esto quiere decir, que al registrarse y aplicarse una nueva 
anualidad al servidor, en razón del reconocimiento de fracciones de 
tiempo laborado, menores a un año, es dable pensar que el nuevo 
cómputo de tiempo laborado, empieza a partir de ese momento, y que  

sin una intensión manifiesta de la Administración, la fecha de 
reconocimiento de anualidades posteriores, estará sujeta al momento 
en que, efectivamente, se completen los nuevos doce meses 
laborados. 

                                                 
6 Sentencia Nº 265 de las 9:30 horas del 28 de octubre de 1992. 
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 Como respuesta a su segunda interrogante, hemos de indicarle 
que en la mayor parte de las instituciones cubiertas por el Régimen 
Estatutario, el reconocimiento de dichas anualidades se ejecuta de 
oficio, lo cual no excluye la posibilidad que también pueda realizarse a 
petición de parte interesada, en virtud de que previo a su otorgamiento 
se impone un estudio pormenorizado por parte de la Administración, a 
fin de determinar la procedencia de su aplicación. Lo que debe quedar 
claro al respecto, es que el mencionado plus salarial que se produce 
como consecuencia del reconocimiento de experiencia después de un 
año laborado, es un derecho del servidor que no puede obviarse, y así 
lo ha resaltado tanto nuestros tribunales comunes, como la misma 
Procuraduría General de la República, de tal suerte que, si la 
institución, por diferentes razones, no ha reconocido el derecho de 
anualidad cumplida por el funcionario, en modo alguno, lo limita para 
que éste haga valer sus derechos como en derecho corresponde.    
  
Atentamente, 

 
 

                                                           Original firmado{ Lic.  Richard Fallas Arias 

 
 

Lic. Richard Fallas Arias 
     ASESORÍA JURÍDICA 
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AJ-918-2010 
                                              9 de noviembre del 2010. 
 

 
 
 

Señor 
José Alexander Monge Chaves 
amonge73yahoo.es   
 
 
Estimado señor: 
 
  Con la aprobación de la Señora Directora de esta Asesoría 
Jurídica, damos respuesta a su oficio de fecha 3 de noviembre del año 
en curso mediante el cual solicita criterio sobre si ñé los funcionarios 
de Corporación Bananera Nacional (Corbana) tienen derecho al 
reconocimiento del pago de anualidades al trasladarse a otra 
instituci·n del sector p¼blico.ò  
 
 Hace usted referencia a nuestro oficio AJ-412-2006 de fecha 29 
de junio de 2006, muy acertadamente, en el cual el tema tratado fue el 
reconocimiento de CORBANA como una institución del sector público 
en el que se trajo a colación dictámenes de la Procuraduría General 
de la Rep¼blica, entre los que podemos mencionar: ñ(...) En 
consecuencia,  aun cuando CORBANA sea organizada como 
sociedad anónima, constituye una empresa pública y como tal ente 
público...ò. (Dictamen C-245-95).òé 
 
 ñé, aún cuando CORBANA sea organizada como sociedad anónima, 
constituye una empresa p¼blica y como tal ente p¼blico.ò  (Dictamen 
C-093-2003).ò 
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Estos criterios fueron retomados en los oficios emitidos por esta 
Asesoría Jurídica números  AJ-616-20067 y AJ-155-078, los cuales 
como usted lo solicita,  se le están enviando vía electrónica.   

 

Atentamente, 
 
 
                                                            
                                                                        Original firmado { Licda. Oralia Torres Leytón 

  
      Licda. Oralia Torres Leytón 

ASESORIA JURÍDICA 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

                                                 
7
 Ciertamente, esta Asesoría Jurídica cambio su criterio (refiriéndose al  Oficio AJ-244-2006) en 

cuanto al reconocimiento de anualidades de los servidores que habían laborado en CORBANA, 
lo anterior por cuanto a pesar de que dicha institución es una sociedad anónima, constituye una 
empresa pública y como tal un ente público, considerándose que por los fines y atribuciones 
conferidas y particularmente por la participación del Estado en su economía y administración, la 
misma forma parte del sector público; en virtud de lo cual procede el pago de las anualidades a 
un servidor de dicha entidad, cuando éste se traslade a otra institución del sector público.  Lo 
anterior por así haberlo definido la Procuraduría General de la República, en sus dictámenes C-
245-95, C-093-2003, C-246-95. 
8
 ñ... a pesar de ser una sociedad an·nima, constituye una empresa p¼blica y como tal un ente p¼blico, 

considerándose que por los fines y atribuciones conferidas y particularmente por la participación del 

Estado en su economía y administración, la misma forma parte del sector público, en virtud de lo cual 

procede el pago de las anualidad a un servidor de dicha entidad, cuando éste se traslade a otra institución 

del sector p¼blico.ò 
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AJ-518-2010 
         14 de julio de 2010 

 
 

Señora 
Adriana Castro Montes 
Directora Recursos Humanos  
MINISTERIO DE ECONOMÍA, INDUSTRIA Y COMERCIO (MEIC) 
 
 
Estimada señora: 
 

 Con la aprobación de la señora Directora de esta Asesoría 
Jurídica se da respuesta a su oficio RH-OF-432-2010 de fecha 6 de 
julio del 2010, mediante el cual se consulta sobre la procedencia del 
reconocimiento del tiempo laborado como Diputado para efectos de 
anualidades.  

 
Previo a emitir el criterio jurídico, resulta conveniente, hacer del 

conocimiento de la consultante, que es política de esta Asesoría 
Jurídica el no pronunciarse sobre casos concretos o particulares, ya 
que suplantaríamos a la Administración Activa en la resolución de sus 
asuntos.  

 
 Aclarado lo anterior puede entrarse a conocer el asunto, para lo 
cual es de vital importancia hacer notar que el mismo parte de lo dicho 
por esta Sede en oficio número AJ-688-2006, el cual en lo atinente 
señaló que: 
 
 ñDe los funcionarios de elecci·n Popular. (Diputados) 
 En cuanto a este tipo de funcionario y de conformidad con el 
artículo 3 inciso a) del Estatuto de Servicio Civil, los mismos se 
encuentran excluidos del Régimen de Méritos, véase sobre el 
particular lo indicado por dicho norma: 
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ñArt²culo 3 .- No se consideran incluidos en este Estatuto: 

a) Los funcionarios de elecci·n popular;ò 
 

 Ahora bien estos puestos por estar excluidos del Régimen de 
Servicio civil no les asiste ningún derecho respecto del Estatuto de 
Servicio Civil, ni su reglamentación, lo anterior coincide con lo 
expuesto por la Procuraduría General de la República en su dictamen 
C-333-2002 de fecha 10  diciembre del 2002, respecto de los 
funcionarios nombrados por elección popular los cuales no resultan 
tutelados por la legislación laboral, sobre el particular véase al 
respecto: 

 
"éaquellos funcionarios que cumplen cargos de elecci·n 
popular, o que tienen el carácter de servidores públicos 
"gobernantes", tal como los denomina la doctrina, por 
estar investidos en funciones de índole esencialmente 
político con respecto al órgano que los nombra, 
precisamente en el ejercicio también de potestades 
políticas, no son considerados trabajadores, puesto 
que su relación jurídica con el Estado no es de 
naturaleza laboral, ni estatutaria, y, en consecuencia, 
no resultan tutelados por la legislación laboralé." (El 
destacado no es del original).  

(é) 
 Aunado a lo anterior es importante traer al análisis lo establecido 
en el Decreto Ejecutivo Nº DE-18181-H publicado en el diario oficial La 
Gaceta Nº 120 del 23 de junio de 1988 denominado Reglamento para 
el procedimiento del pago de Anualidades adeudadas concretamente 
en lo referido al artículo 2 inciso 4 numeral a) que al efecto establece: 
 

ñ4) No se reconocer§n anualidades: 
 

a) Cuando la relación entre el servidor  y la Administración 
no haya sido de naturaleza laboral.ò 
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De igual modo resulta de valiosa atención lo indicado en el numeral 37 
inciso j) del Estatuto de Servicio Civil, que literalmente indica: 
 

ñArt²culo 37.- Los servidores del Poder Ejecutivo 
protegidos por esta ley gozarán de los siguientes 
derechos: 
 
j) Todo servidor del Poder Ejecutivo electo al cargo de 
Diputado, al momento de asumirlo y mientras dure en 
funciones suspenderá toda relación laboral con el 
estado. Una vez finalizado el período a que corresponda 
dicha elección, será reintegrado a su puesto con los 
mismos derechos y obligaciones que tenía al momento 
de la suspensión de su contrato. 
Quien ocupe el cargo dejado temporalmente vacante por 
el Diputado, estará sometido al Régimen de Servicio 
Civil, salvo en cuanto a inamovilidad.ò  

  
 Así las cosas, podemos concluir que efectivamente al no existir 
fundamento jurídico para el reconocimiento del tiempo servido a 
quienes ocupen puestos como los aquí analizados, no procedería 
dicho reconocimiento en  los términos que establece el artículo 12 
inciso c) de la Ley de Salarios de la Administración Pública, y el 
Decreto Ejecutivo DE-18181-Héò 
 
 Precisamente es sobre lo traído a colación que nace la duda 
planteada por la consultante, en el tanto el Área de Asesoría Jurídica 
del MEIC concluye en su oficio número AJ-105-2010, que el tiempo 
servido como Diputado sí es computable para efectos de 
reconocimiento de anualidades, conclusión de la que este Despacho 
respetuosamente se aparta. 
 
 
 Y es que el mismo estudio realizado por nuestra homóloga del 
MEIC es claro en señalar que la relación que prestan los Diputados al 
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Estado no es de naturaleza laboral, citando inclusive el dictamen de la 
Procuraduría General de la República número C-003-1989, el cual no 
hace más que reiterar lo expresado en el oficio AJ-688-2006 de cita, 
pues indica que: 
 
 ñéEl Diputado, como miembro de uno de los Supremos 
Poderes, es un funcionario público, presta sus servicio, es este caso a 
la Nación, pero no lo hace en relación de dependencia respecto del 
Estado9éò El destacado es propio.  
 
 
 Ahora bien, no se puede obviar el hecho de que el inciso 4) del 
numeral 2 del Decreto Ejecutivo número 18181-H es claro en proscribir 
el pago de anualidades cuando el tiempo servido, aun en el Estado, no 
haya sido obtenido en virtud de una relación laboral, tal y como es el 
caso del lapso en que se ejerce el cargo de diputado, la claridad de la 
norma es tal que al caso no puede interponerse interpretación alguna, 
pues ésta solo es posible de aplicar en normas oscuras, incompletas u 
omisas. 
  
 Siendo así las cosas no puede esta Asesoría Jurídica 
desconocer la letra de lo estipulado en los numerales 37 inciso j) del 
Estatuto de Servicio Civil y 2 inciso 4) del Decreto Ejecutivo de 
repetida cita, ni tampoco modificar o desaplicar las conclusiones 
alcanzadas por la Procuraduría General de la República en los 
dictámenes traídos a estudio, puesto que los mismos son, en razón de 
lo dicho por el artículo 2 de la Ley Orgánica de esa Institución (Ley Nº 
6815 de 27 de septiembre de 1982), de acatamiento obligatorio para la 
Administración, de ahí que deba reiterarse lo dicho en el oficio nuestro 
número  AJ-688-2010 en el sentido de que el tiempo servido como 
Diputado, no es computable para efectos de anualidad. 
 
 Ante tal panorama, y en caso de continuar con su duda o 
disconformidad, podrá si a bien lo tiene,  elevar consulta ante el 

                                                 
9
 Conclusión que se encuentra positivizada en el numeral 37 inciso j) del Estatuto de Servicio Civil. 
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Órgano Consultivo Estatal para efecto de que éste si así lo razona, 
reconsidere lo expuesto en torno a la relación de empleo que existe 
entre los diputados y el Estado.  
  
 Sin más acotaciones que agregar, se emite así el criterio 
solicitado.  
 
   

Atentamente, 
 
 
Original firmado{ Lic. Mauricio Alvarez Rosales 

Lic. Mauricio Álvarez Rosales    
ASESORÍA JURÍDICA 
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AJ-757-2010 

   21 de setiembre de 2010 
 
 
 

 
Máster 
Maricela Tapia Gutiérrez 
SUBDIRECTORA GENERAL 
 
Estimada señora: 

 
Con la aprobación de la señora Directora de esta Asesoría 

Jurídica,  procedemos a dar respuesta a su oficio  SDG-050-2010, de 
fecha 20 de agosto del presente año, no sin antes presentar las 
disculpas correspondientes por el atraso en nuestra respuesta, debido 
a problemas que han venido afectando en las últimas semanas a este 
Despacho, como es el caso de la reducción temporal del personal y el 
gran volumen de trabajo que dicha situación ha generado para los 
restantes servidores que laboramos en la mencionada dependencia; 
situación,  que dicho sea de paso, es de pleno conocimiento de las 
autoridades superiores de la institución. 

 
  A través de su misiva, se consulta a este centro de trabajo, dos 

situaciones que se podrían interpretar y resumir de la siguiente 
manera: 

 
a) Cuál es el acto que debe emitirse en materia de asignación de 

puestos, cuando se presentan situaciones en las cuales no 
opera el sistema clasificado de puestos bajo la estructura 
ocupacional imperante en el Régimen de Servicio Civil. Esto 
por cuanto el inciso a) del artículo 105 del Reglamento del 
Estatuto de Servicio Civil, pareciera, a juicio de la consultante, 
no resolver de forma satisfactoria dicho cuadro fáctico. 

b) Cuál es la necesidad de que el Reglamento Autónomo de 
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Servicio del Tribunal Registral Administrativo deba cumplir con 
lo dispuesto en el inciso i) del artículo 13 del Estatuto de 
Servicio Civil. 

 
En relación con su primer interrogante, y como Usted bien lo 

apunta, el inciso a) del artículo 105 del Reglamento del Estatuto de 
Servicio Civil, norma lo concerniente a la figura de la ñasignaci·nò de 
puestos en las clases que correspondan dentro de la estructura 
ocupacional del Régimen de Servicio Civil, previendo dos escenarios 
muy concretos: 

 
1. En aquellos casos de puestos que anteriormente se 

encontraban excluidos del Régimen de Méritos, y,  
2. En los casos de puestos, que a pesar de pertenecer al 

Régimen Estatutario, se hubiese omitido, por diversas 
razones, su ubicación dentro de la estructura mencionada. 

 
La anterior, es la regla, que de principio, debería prevalecer en la 

normalización de dicha figura aplicable al empleo público dentro del 
Régimen Estatutario, para lo cual, se ha estructurado todo un 
procedimiento de emisión del acto respectivo, por parte de la 
dependencia técnica correspondiente al interior de la Dirección 
General de Servicio Civil. Con esto queremos decir, que tanto el 
procedimiento como el acto de asignación propiamente dicho, deviene 
en competencia exclusiva de una Unidad Técnica creada al efecto a lo 
interno de la institución, funciones sobre las cuales esta Asesoría 
Jurídica, se encuentra inhibida de participar o intervenir a priori, hasta 
tanto no se le someta a su consideración el análisis, eminentemente 
jurídico, del acto que se pretenda emitir o procedimiento que se quiera 
elaborar, por parte de la Administración, sobre un campo concreto de 
su accionar; hacer lo contrario, supondría suplantar, de una manera 
poco sana e improcedente, el criterio técnico de unidades 
institucionales especializadas en la materia de que se trate. 
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Lo dicho hasta aquí, resulta a todas luces, completamente válido 
y observable ante la situación que ventila la consultante, por cuanto 
están involucradas, quizás, (por lo menos no lo señala así la nota 
remitida), Oficinas de Recursos Humanos de instituciones cubiertas 
por la normativa estatutaria, las cuales deben analizar cada caso 
concreto sometido a su estudio, en coordinación con las unidades 
especializadas de la Dirección General de Servicio Civil y sus oficinas 
desconcentradas. Una vez realizado este proceso, y de considerarse 
necesario, podría remitirse posteriormente a este Despacho los 
documentos que consignen lo actuado previo a su ejecución, a fin de 
que se realice el análisis estrictamente jurídico de los mismos, y se 
pueda determinar de esta manera, la procedencia legal de su 
aplicación. 

 
Respecto a su segunda consulta, nos permitimos indicar que, 

efectivamente, el Tribunal Registral Administrativo se crea mediante 
Ley Nº 8039, misma que entra en vigencia el día 27 de octubre del año 
2000, señalándose en su artículo 19, en lo que interesa, lo siguiente: 

 
ñéCréase el Tribunal Registral Administrativo como órgano de 

desconcentración máxima, adscrito al Ministerio de Justicia y Gracia, 
con personalidad jurídica instrumental para ejercer las funciones y 
competencias que le asigna esta Ley. Tendrá la sede en San José y 
competencia en todo el territorio nacional. Sus atribuciones serán 
exclusivas y tendrá independencia funcional y administrativa; sus fallos 
agotarán la vía administrativaéò 

Como se podrá determinar, el rango legal que ostenta el referido 
Tribunal Administrativo, le otorga potestades claras, (administrativa y 
funcionalmente),  en la materia de su competencia, en tanto órgano de 
desconcentración máxima adscrito al Ministerio de Justicia y Paz. Esto 
es un aspecto de capital importancia, en razón de que debido a su 
particular naturaleza jurídica, le permite a dicho órgano emitir su propio 
Reglamento Autónomo de Servicio, cuerpo normativo que nace a la 
vida jurídica, precisamente, mediante el Decreto Ejecutivo Nº 33279 
del 26 de junio del año 2006, publicado en La Gaceta Nº 163 del 25 de 
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agosto del 2006, y cuyo texto entra en vigencia 15 días después de su 
publicación, es decir, el día 9 de setiembre del mismo año. 

 
Como bien lo menciona en su consulta la señora Tapia 

Gutiérrez, al ser el Tribunal supra citado un órgano público adscrito a 
una dependencia del Poder Ejecutivo, debe, en resguardo del principio 
de legalidad, cumplir con lo preceptuado en el numeral 13, inciso i) del 
Estatuto de Servicio Civil, que en lo conducente señala: 

 
ñé Son atribuciones y Funciones del Director General de 

Servicio Civil: 
 
(é) 
  
i) Dar el visto bueno a todos los reglamentos interiores de 

trabajo de las dependencias del Poder Ejecutivo antes de que 
sean sometidas a la aprobación de la Inspección General de 
Trabajoéò10 

 
Bajo esta premisa, y según lo resuelto en el oficio AJ-183-2006, 

del 7 de abril del 2006, emitido, oportunamente, por esta Asesoría 
Jurídica, se da cumplimiento con lo establecido en el numeral de 
comentario, toda vez en que dicho oficio dirigido a la Licenciada 
Guadalupe Ortiz Mora, Presidenta del Tribunal Registral 
Administrativo, se señaló lo siguiente: 

 
 ñéDamos respuesta a su oficio TRA-021-2006 de fecha 07 

de este mismo mes y año, por medio del cual remite debidamente 
corregido el Proyecto de Resolución del Reglamento Autónomo de 
Servicios de ese Tribunal según observaciones realizadas mediante 
nuestro oficio AJ-166-2006, siendo esto así y en apego al numeral 13 
inciso i) del Estatuto de Servicio Civil, el mismo se encuentra a 

                                                 
10 Cabe aclarar que por dictamen emitido por la Procuraduría General de la 

República número C-241-79, estos cuerpos jurídicos no deben ir a la 
mencionada Inspección. 
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derecho. (Lo destacado y el subrayado son suplidos por quien redacta) 

 

Por lo anterior, se le devuelve un ejemplar debidamente firmado y 
sellado para que continúen sin más dilataciones con el trámite ante el 
Departamento de Leyes y Decreto del Ministerio de la Presidencia de la 
Rep¼blicaéò 

 
Así las cosas, y por haberse consignado en el Considerando lV 

del referido reglamento, no encontramos a la fecha de esta respuesta, 
colisión alguna entre el marco normativo que fuera sometido en su 
momento a la consideración de la Dirección General de Servicio Civil, 
en tanto tarea delegada a esta Asesoría Jurídica, con las normas 
generales contempladas en el Estatuto de Servicio Civil y su 
Reglamento, (como se destaca en su oficio), de manera que, si 
persiste duda alguna sobre el procedimiento de revisión y/o 
aprobación previa del Reglamento citado supra, o bien que haya 
sobrevenido del análisis exhaustivo posterior realizado por su persona 
sobre el texto en mención, le rogamos, con todo respeto, puntualizar 
sus observaciones, a fin de que pueda ser retomadas por esta 
Asesoría Jurídica, para su estudio y posterior pronunciamiento como 
en derecho corresponda. 
  

Atentamente, 
 

 
                                                         Original firmado{ Lic.  Richard Fallas Arias 

Lic. Richard Fallas Arias 
                                                      ASESORÍA JURÍDICA 
 

 
 
1  MRH. José Joaquín Arguedas Herrera, Director General de Servicio Civil 
1  Licda. Sandra María Quirós Alvarez.  Directora Área Gestión de Recursos Humanos DGSC 
1  Lic. Guillermo Barrantes Rodríguez, Jefe OSC-Ministerio de Seguridad Pública 
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                       AJ-733-2010 
                       13 de setiembre de 2010 
 
 

Licenciada 
Sandra María Quirós Álvarez 
Directora 
ÁREA DE GESTIÓN DE RECURSOS HUMANOS 
 
 
Estimada señora: 
 
 Con ordenes superiores, atendemos consulta planteada 
mediante oficio GESTIÓN -213-2010 de fecha 20 de agosto de 2010, 
misiva que expone la siguiente situación: 
 
 ñé nos consulta sobre la continuidad en el pago por concepto de Carrera 
Profesional cuando la servidora ha estado disfrutando de permiso sin goce de 
salario y proviene de JUDESUR, además de la procedencia de considerar como 
derecho adquirido el reconocimientos de la Carrera Profesional otorgada en una 
instituci·n semiaut·noma como se¶ala la consultante, al tratarseé.bajo otros 
parámetros legales distintos a los que rigen para la aplicación de este incentivo en 
el Régimen de Servicio Civil. 
 
 En forma atenta solicito externar su criterio jurídico con respecto a esta 
consulta por cuanto se necesita una referencia jurídica para dar una respuesta 
satisfactoria al mismo,...ò 

 
 Previo a evacuar la consulta, resulta conveniente indicarle que 
es política de esta Asesoría Jurídica, el no pronunciarse sobre casos 
concretos o particulares, sino orientar la respuesta según lo dispuesto 
por el ordenamiento jurídico, en cumplimiento del Principio de 
Legalidad consagrado en el numeral 11 de la Constitución Política y su 
homólogo de la Ley General de la Administración Pública. No obstante 
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lo anterior, hemos de indicarle que la consulta planteada será 
abordada desde una perspectiva general, analizando las normas 
jurídicas que puedan ser aplicables en la materia específica y con ello 
evitar  suplantar a la administración activa, a quien compete aplicar lo 
que en derecho corresponde en el caso particular. 
      
 En la resolución DG-064-2008 de las doce horas del veintiocho 
de febrero de dos mil ocho, se encuentra presente el cuerpo normativo 
para la aplicación de la Carrera Profesional de las instancias cubiertas 
por el Régimen de Servicio Civil. En cuanto al tema objeto de consulta 
debe tenerse presente varios puntos. Primero que en dicha resolución 
en el Cap²tulo VI, referido a los ñOrganismos Ejecutoresò, dentro del 
artículo 18 se indica: 
 
 ñArtículo 18: El estudio y resolución de las solicitudes de ingreso o ajuste 
del incentivo de Carrera Profesional estará a cargo de la Oficina de Recursos 
Humanos de cada institución, la cual deberá: 
 
a) Determinar el puntaje y el incentivo económico que, por concepto de 
Carrera Profesional, corresponde al funcionario que lo solicite. 
 
b) Efectuar de oficio, tanto los estudios de ajuste por el factor experiencia, como 
los correspondientes a la capacitación recibida o impartida que se hayan realizado 
bajo su coordinación directa y sujeta a las condiciones normativas del SUCADES. 
 
c) Llevar el archivo de expedientes de los beneficiarios de la Carrera 
Profesional. En tales expedientes deben mantenerse los documentos 
presentados por los profesionales, copia de los formularios en los que se 
expresan los resultados de cada estudio efectuado, las resoluciones 
respectivas y cualquier otro documento relacionado con la concesión del 
incentivo. 
 
d) Asesorar a los profesionales de su Institución en asuntos propios de la Carrera 
Profesional y su normativa. 
 
e) Comunicar a los profesionales beneficiarios los resultados de los estudios 
efectuados. 
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f) Atender y resolver consultas sobre aspectos derivados de los estudios y 
normativa de la Carrera Profesional. 
 
g) Suscribir los formularios en que se expresen los resultados de los estudios. 
 
h) Emitir y dar el visto bueno a las resoluciones producto de los estudios 
realizados, anotando los casos analizados, puntos y montos concedidos, así como 
la fecha de vigencia del incentivo. 
 
i) Llevar un control continuo y sistemático, de los puntos otorgados por 
concepto de Carrera Profesional a cada funcionario de la institución, que 
permita evidenciar y detectar cualquier inconsistencia en su reconocimiento, 
en cuyo caso, la Oficina de Recursos Humanos deberá realizar las 
diligencias administrativas y legales para corregir los respectivos errores, 
ello de conformidad con lo que al respecto establece la Ley General de la 
Administración Pública y, complementariamente, la Ley General de Control 
Interno. 
 
j) Realizar cualquier otra función propia de su competencia.ò  (Lo resaltado no 
corresponde al original) 
 

 Como se desprende de la normativa anteriormente transcrita 
están facultadas las Oficinas de Recursos Humanos para la atención 
de temas de materia sobre Carrera Profesional, siendo estas 
instancias las que deban de realizar los estudios respectivos y 
oportunos a fin de mantener además un análisis continuo y 
sistemático, tal cual lo establece la norma que permita divisar 
cualquier tipo de inconsistencia o error en la determinación del 
reconocimiento sobre este concepto.  
 
 Bajo esta inteligencia podemos decir que el fundamento jurídico 
para la realización de tal estudio en pro de enderezar lo que ha 
derecho corresponde, se encuentra estipulado en el artículo 18 inciso 
1) de la Resolución DG-064-2008, siempre que se respete el debido 
proceso como igualmente lo señala el artículo 20 de la resolución de 
marras al establecer: 
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 ñArtículo 20: La Oficina de Recursos Humanos será responsable por la 
emisión de las resoluciones pertinentes en materia de reconocimiento del incentivo 
aquí reglamentado, pero la Dirección General de Servicio Civil tendrá la facultad 
para fiscalizar y revocar lo actuado por ella, siempre que no se trate de las 
situaciones descritas en el inciso i) del artículo 18 de este cuerpo de normas, en 
cuyo caso priva la aplicaci·n del ñDebido Procesoò, establecido en la Ley General 
de la Administración Pública. Los funcionarios responsables del pago de exceso 
de puntos, deberán responder solidariamente ante la Administración por los 
montos adeudados.ò 
 

 Ahora bien, siempre sobre ese mismo cuerpo normativo, el 
artículo 21 dispone que el Área de Gestión de Recursos Humanos de 
la Dirección General de Servicio Civil sera quién atienda las dudas y 
aclaraciones sobre esta materia, el cual literalmente dice: 
 
 ñArtículo 21: Para la atención de dudas o aclaraciones de la gestión 
cotidiana en esta misma materia, deberá recurrirse ante el Área de Gestión de 
Recursos Humanos de la Dirección General de Servicio Civilò 
 
 

 Sin más acotaciones se tiene por contestada la consulta. 
 
 
     Atentamente, 
 
                          Original firmado{  Licda .Vangie Miranda Barzallo 

 
    Licda. Vangie Miranda Barzallo   
                                    ASESORIA JURIDICA 
 
 
Cc: Licda. Floribeth Castillo Canales, Directora a.i. Recursos Humanos, Ministerio de Seguridad 
Pública. 
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                        AJ-551-2010 
                        27 de julio de 2010 
 
 

Licenciada 
Martha Fernández Fernández 
Coordinadora 
Oficina de Servicio Civil-Salud 
 
Estimada señora: 
 
 Con aprobación de la señora Directora de esta Asesoría Jurídica, 
atendemos misiva expuesta mediante el oficio OSC-MS-679-2010 del 
15 de julio del 2010 referida al reconocimiento de carrera profesional  
respecto a la capacitación recibida cuando se ha obtenido un título de 
bachiller en enseñanza superior en el extranjero y ha mediado una 
equiparación del mismo tiempo más tarde. 
 
 La situación expuesta refiere sobre la negativa para el 
reconocimiento de cursos de capacitación cuando un servidor ha 
realizado, primero sus estudios universitarios en un nivel de 
Bachillerato -requisito para que se reconozca la carrera profesional-  
en el extranjero y ahí efectuó los cursos sujetos ahora a 
reconocimiento y tiempo después a estos actos el título le es 
equiparado y reconocido por autoridades competentes en nuestro 
país, fundamentando el hecho de la negativa en que por haberse 
efectuado la capacitación anterior a la equiparación del título el 
reconocimiento por concepto de carrera profesional no puede esta 
hacerse efectiva. 
 
 Previo a evacuar la consulta, resulta conveniente indicarle que 
es política de esta Asesoría Jurídica, el no pronunciarse sobre casos 
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concretos o particulares, sino orientar la respuesta según lo dispuesto 
por el ordenamiento jurídico, en cumplimiento del Principio de 
Legalidad consagrado en el numeral 11 de la Constitución Política y su 
homólogo de la Ley General de la Administración Pública. No obstante 
lo anterior, hemos de indicarle que la consulta planteada será 
abordada desde una perspectiva general, analizando las normas 
jurídicas que puedan ser aplicables en la materia específica y con ello 
evitar  suplantar a la administración activa, a quien compete aplicar lo 
que en derecho corresponde en el caso particular. 
 
 Sobre el particular partiendo de que el reconocimiento de carrera 
profesional encuentra su asidero legal en la resolución DG-064-2008,  
transcribimos de seguido lo que establece la norma sobre los 
requisitos  para obtener este beneficio: 
 
 ñArtículo 3: Podrán acogerse al pago del incentivo por Carrera 
Profesional aquellos servidores que satisfagan los siguientes 
requisitos: 
a) (é) 
b) (é) 
c) Poseer, al menos, el grado de Bachiller Universitario que lo faculte 
para el desempeño del puesto, en una carrera propia o afín al área de 
actividad de dicho puesto.ò  
 
 Además de esta disposición y para dar una cabal respuesta a su 
interrogante, se hace necesario traer a colación toda la normativa 
relacionada y contenida dentro de la resolución referida al tema11, que 
por ejemplo en el Capítulo IV denominado ñInterpretaci·n y Aplicaci·n 
de los Factoresò, se señala en cuanto al grado académico que: 
 
 ñArtículo 5: Los grados y postgrados académicos se 
reconocerán con fundamento en la presentación del título o la 
respectiva certificación extendida por la universidad correspondiente, 
siempre que sean: 

                                                 
11 Resolución DG-064-2008 
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a)é 
d) Reconocidos y equiparados por alguna de las universidades 
del país facultadas para ello, cuando se trate de títulos obtenidos 
en el extranjero, de conformidad con las normas establecidas por 
el CONARE (19 de agosto de 1986), aportando la certificación 
respectiva emitida por el Departamento de Registro o instancia 
administrativa competente.ò(Destacado no corresponde al original) 
 
 Para tener claro el contenido de la norma transcrita supra, el 
reconocimiento de los títulos extranjeros se debe de realizar mediante  
la instancia competente a estos efectos, sea  el Consejo Nacional de 
Rectores (CONARE), instituci·n que fuera creada mediante ñConvenio 
de Coordinación de la Educación Superior Universitaria Estatal en 
Costa Ricaò, suscrito por las Instituciones de Educaci·n Superior 
Universitaria Estatal el 4 de diciembre de 1974 y reformado por éstas 
el 20 de abril de 1982, en el cual se estableció al respecto a ese acto 
en su numeral 30 que:  
 
 ñARTÍCULO 30: El reconocimiento de títulos expedidos en el 
extranjero lo hará la Institución o Instituciones de Educación Superior 
Universitaria Estatal signatarias12 de este Convenio que ofrezcan los 
programas respectivos y afines.ò(Destacado es nuestro) 
   
 De modo que son las instituciones universitarias del Estado 
signatarias del suscrito convenio (UCR, ITCR, UNA, UNED), las 
acreedoras de conformidad con este cuerpo jurídico,  de equiparar los 

                                                 
12 El Convenio fue ratificado por las instituciones signatarias así: 
 a) Universidad de Costa Rica, en sesión del Consejo Universitario número 2885 

del 30 de marzo y 2887del 13 de abril, ambas de 1982. 
 b) Instituto Tecnológico de Costa Rica, en sesión del Consejo Director número 

1070del  01 de abril de 1982. 
 c) Universidad Nacional, en sesión del Consejo Universitario número 584 del 01 

de abril de 1982. 
 d) Universidad Estatal a Distancia, en sesión de la Junta Universitaria número  

343-82 del 11 de marzo de 1982. 
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títulos profesionales obtenidos en el extranjero y siempre que se 
acaten las regulaciones contemplada en el mismo.  
 Particularmente sobre esta última norma, el 19 de agosto de 
1986 suscribieron los citados centros de enseñanza un ñReglamento 
del artículo 30 del Convenio de Coordinación de la Educación Superior 
Universitaria Estatalò, del cual se rescata las siguientes disposiciones 
de interés para el sub lite: 
 
 ñARTĉCULO 2: Se entiende por reconocimiento de un grado o de 
un título, extendido por una institución de educación superior 
extranjera, el acto mediante el cual una de las instituciones miembros 
de CONARE acepta la autenticidad de dicho grado o de dicho título y 
lo inscribe en sus registros con el propósito entre otros, de dar fe, 
mediante certificación o constancia, de la existencia del documento 
que lo acredita.  
 
ARTÍCULO 3: Se entiende por equiparación el acto mediante el cual 
una de las instituciones miembros del CONARE declara que el título o 
el grado, reconocido, equivale a un determinado título que ella misma 
confiere o a un grado de los previstos en el Convenio de Grados y 
Títulos de la Educación Superior Universitaria Estatal.  
 
ARTÍCULO 4: Tanto el reconocimiento como la equiparación se 
pueden referir al título, al grado o a ambos.  
 
ARTÍCULO 5: En todos los casos de reconocimiento y de equiparación 
de un título ïy aun cuando solo proceda el reconocimiento y no la 
equiparación de éste, por no darse en la institución que extiende el 
reconocimiento la disciplina que el título defineï, debe necesariamente 
asignarse al reconocimiento o a la equiparación de título, el grado 
académico, ya sea por vía de reconocimiento o bien de equiparación 
con alguno de los previstos en el Convenio de Grados y Títulos de la 
Educación Superior Universitaria Estatal (diplomado, bachillerato, 
licenciatura, especialista, maestría o doctorado). 
 ARTĉCULO 6: (é) 
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ARTÍCULO 10: Para los títulos y diplomas de posgrado, el 
reconocimiento corresponderá tramitarlo a la institución que tenga el 
programa de posgrado más afín, salvo que la disciplina exista en una 
sola de las instituciones miembros de CONARE, con un grado terminal 
al menos de Licenciatura, en cuyo caso el trámite se encargará a 
®sta.ò  
 
 De los argumentos presentados supra, podemos extraer que 
para que se de un reconocimiento efectivo de puntos por concepto de 
carrera profesional,  debe quién así lo solicite,  de contar con un título 
universitario de grado de Bachillerato en adelante, así que para los 
efectos relacionados con la misiva se completara este requisito con la 
equiparación y de ahí en lo siguiente se podrán reconocer sean las 
capacitaciones impartidas, recibidas, etc., que hayan sido efectuadas 
luego de concretado el requisito.   
      
 
 
     Atentamente, 
                                                     

                                                                    Original firmado{  Licda.  Vangie Miranda Barzallo 

   
     Licda. Vangie Miranda Barzallo  
                  ASESORIA JURIDICA 
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                       AJ-655-2010 
                       30 de agosto de 2010 
 

Licenciada 
Vianney Loaiza Camacho 
Directora 
Dirección de Recursos Humanos 
Ministerio de Ambiente Energía y Telecomunicaciones 
 
Estimada señora: 
 
 Con la aprobación de la señora Directora de esta Asesoría 
Jurídica, atendemos misiva expuesta en el oficio DRH-636-2010 del 16 
de agosto del 2010, en la cual se nos consulta sobre la posibilidad de 
que sea reconocido un título adicional de una licenciatura en dos 
carreras en apariencia afines como lo deja ver el texto de la consulta 
que en lo conducente indica:  
 
 ñLa Licda. épresenta una Certificaci·n extendida por la 
Universidad Latina, donde la acredita como Licenciada en 
Administración de Negocios con énfasis en Recursos Humanos. Su 
ingreso a Carrera Profesional fue con el grado de Licenciatura en 
Contadur²a P¼blica.ò 
 Previo a evacuar la consulta, resulta conveniente indicarle que 
es política de esta Asesoría Jurídica, el no pronunciarse sobre casos 
concretos o particulares, sino orientar la respuesta según lo dispuesto 
por el ordenamiento jurídico, en cumplimiento del Principio de 
Legalidad consagrado en el numeral 11 de la Constitución Política y su 
homólogo de la Ley General de la Administración Pública. No obstante 
lo anterior, hemos de indicarle que la consulta planteada será 
abordada desde una perspectiva general, analizando las normas 
jurídicas que puedan ser aplicables en la materia específica y con ello 
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evitar  suplantar a la administración activa, a quien compete aplicar lo 
que en derecho corresponde en el caso particular. 
  
 Sobre el particular y relativo el tema de Carrera Profesional 
regulado en la Resolución DG-064-2008 de las doce horas del 
veintiocho de febrero del dos mil ocho y sus reformas ñCARRERA 

PROFESIONAL NORMAS PARA SU APLICACIÓNò, con respecto a la 
ponderación de factores para el reconocimiento de este plus salarial 
se indica en el artículo 4 de dicha normativa que:  
 
 ñArt²culo 4: Para su reconocimiento, los factores de la Carrera Profesional 
indicados en el artículo 1º de esta Resolución, se ponderarán de la siguiente 
manera: 
 
Licenciatura  adicionaléé..................................................................................5ò 
 

 Por su parte el capítulo IV sobre la interpretación y aplicación de 
los factores señala:  
 
ña) GRADOS Y POSGRADOS ACADÉMICOS: 
 
Artículo 5: Los grados y postgrados académicos se reconocerán con fundamento 
en la presentación del título o la respectiva certificación extendida por la 
universidad correspondiente, siempre que sea: 
(é) 
 
Entiéndase por grados, posgrados y especialidades adicionales aquellos que sean 
obtenidos por el servidor, después de haber presentado un primer grado, 
posgrado o especialidad considerado en la ponderación de ingreso al incentivo.ò 

 
 Como puede apreciarse de la normativa que regula la carrera 
profesional, no distingue la misma alguna estipulación diferente o 
suplementaria para el reconocimiento de una licenciatura adicional. 
Por otro lado, si bien es cierto y vinculante el criterio vertido por el 
Consejo Nacional de Rectores que en primera instancia al señalar 
que: 
 ñLa carrera de Contadur²a se inici· en el pa²s como un ®nfasis de la carrera 
de Administración de Negocios. Debido a este origen común, en algunas 
universidades del país la carrera de Contaduría tiene el nombre de Administración 
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de Negocios (o de Empresas) con énfasis en Contaduría Pública, mientras que en 
otras universidades se denomina Contadur²a Publicaò 

 
 También lo es y válida recientemente la posibilidad de reconocer 
esa segunda licenciatura en cuestión, cuando en el mismo oficio 
OPES-DA-59-2010 del 30 de junio de 2010 manifestó: 
 
 ñSi bien las carreras de Contaduría comparten un núcleo común de cursos 
con las carreras de Administración, tienen perfiles profesionales y ocupacionales 
diferentes, e incluso colegios profesionales separados, el de Contadores Públicos 
y el de Profesionales en Ciencias Económicas, respectivamente. El hecho de que 
compartan asignaturas en común no implica que se trate de la misma carrera pues 
todas las carreras de la misma área por lo general tiene algunas de ellas en 
com¼nò 
 

 Podemos rescatar de lo anteriormente citado que no existen 
argumentos para denegar el reconocimiento de la licenciatura 
adicional en estos casos, porque se tratan de carrera que difieren 
entre ellas de curriculum y perfil de salida, aún cuando podrían 
tener algunas materias comunes que se pudieron en buen principio 
convalidar, situación que no encuentra asidero legal para que se 
apruebe en forma positiva la solicitud planteada sobre el 
reconocimiento de la licenciatura adicional. 
 

 Sin más acotaciones se tiene por contestada la consulta. 
 
     Atentamente, 
 
                 Original firmado{  Licda.  Vangie Miranda Barzallo 

 
     Licda. Vangie Miranda Barzallo  
               ASESORIA JURIDICA 
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  AJ-823-2010 
                                      7 de octubre del 2010 

 
 

 
Licenciado 
Guillermo Barrantes Rodríguez 
Jefe Oficina de Servicio Civil 
Ministerio de Seguridad Pública 
 
Estimado señor: 

 
Con la aprobación de la señora Directora de esta Asesoría 

Jurídica,  procedemos a dar respuesta a su oficio  OSCSP-622-2010, 
de fecha 26 de agosto del presente año, no sin antes presentar las 
disculpas correspondientes por el atraso en la emisión de nuestro 
criterio  jurídico respecto al tema consultado, debido a problemas que 
en los últimos meses han venido afectando el quehacer institucional 
de este Despacho, como es el caso de la reducción temporal del 
personal profesional y el gran volumen de trabajo que dicha situación 
ha generado para los restantes servidores que laboramos en la 
mencionada dependencia; situación,  que dicho sea de paso, fue, 
oportunamente, puesta en conocimiento de las autoridades superiores 
de la institución. 

 
Por otra parte, resulta conveniente advertir al consultante, que en 

aras de no invadir el ámbito de competencias exclusivas de la 
Administración Activa, se abordará el estudio del presente caso, desde 
una perspectiva general, invocando el cuerpo normativo que le pudiera 
ser aplicable, en la resolución del mismo. 

 
 Entrando en materia, a través de su misiva, se recibe formal 

consulta en torno a cuál es la forma correcta de nombramiento o 
escogencia, de aquellos miembros representantes de los funcionarios 
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o servidores públicos, que integrarán la Comisión de Ascensos para 
concursos internos, dentro de las instituciones cubiertas por el 
Régimen Estatutario. Según la interpretación de su decir, ¿debe 
prevalecer lo preceptuado en los numerales 12 y 13 del Decreto 
Ejecutivo Nº 24025-MP, del 13 de enero de 1995, y vigente a partir del 
1° de marzo de ese mismo año; o en su defecto, se impone lo 
normado por el artículo 66 de la Negociación Colectiva del Registro 
Nacional, 2008 ï 2011? 

 
Como punto de partida de los argumentos que se dirán, resulta 

conveniente transcribir lo que señalan, en lo pertinente para la 
resolución del presente caso, las citadas normas: 

 
ñé Artículo 12.-La Comisión de Ascensos estará integrada de la 

siguiente manera: 
(é) 
 
c) Dos representantes de los funcionarios regulares: uno de nivel 

profesional y otro de nivel de apoyo (oficinistas, técnicos, misceláneos, 
etc.) 

(é). 
 
Artículo 13.-Los representantes de los funcionarios regulares, 

con sus respectivos suplentes, deberán ser elegidos o destituidos en 
asamblea de servidores convocada por la Oficina de Recursos 
Humanos para tal fin. Su nombramiento tendrá una vigencia de dos 
años y podrán ser reelectos. De acuerdo con la estructura de la 
institución, la asamblea podrá conformarse con delegados, 
representando las unidades organizativas, regiones o zonas en que 
está distribuido el personalé13ò Se adiciona el subrayado al texto 
original. 

 

                                                 
13

 Decreto Ejecutivo Nº. 24025-MP, del 13 de enero de 1995, publicado en La 
Gaceta Nº 43 del 01 de marzo del mismo año. 
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Por otra parte, el artículo 66 de la Negociación Colectiva del 
Registro Nacional, período 2008-2011, indica, en lo pertinente, lo 
siguiente: 

ñéEl Registro Nacional, mediante el concurso interno, agotará 
las posibilidades de ascenso para llenar las plazas vacantes, de 
conformidad con la normativa aquí indicada y conforme los parámetros 
que establezca la Comisión de Ascensos, la cual estará integrada por 
dos representantes del Registro y dos del Sindicatoéò (El subrayado, 
nuevamente, no aparece en el documento fuente) 

 
Ante el enunciado de los textos previamente transcritos, 

parecería que nos encontramos frente a una, supuesta, colisión de 
normas, en relación con la integración de miembros de las llamadas 
Comisiones de Ascenso institucional, conformadas para atender el 
desarrollo de concursos internos, específicamente, en lo que respecta 
a los mecanismos de nombramiento de funcionarios y sus suplentes. 
En ese sentido y sobre el particular, surge la interrogante en torno a la 
procedencia de aplicar un cuerpo legal determinado (sea este el 
Decreto Ejecutivo o la Negociación Colectiva de repetida cita), en 
detrimento de las demás disposiciones normativas relativas a la 
materia. 

 
Parte de la solución del presente asunto, la encontramos en el 

principio de jerarquía normativa, así como la naturaleza jurídica que la 
jurisprudencia administrativa y judicial, así como el ordenamiento 
jurídico costarricense, le otorga a disposiciones vigentes en materia 
laboral. Tenemos así que el artículo 62 de nuestra Carta Magna hace 
referencia al tema objeto del estudio que nos ocupa, señalando que: 

 
ñéTendrán fuerza de ley las convenciones colectivas de 

trabajo que, con arreglo a la ley, se concierten entre patronos o 
sindicatos de patronos y sindicatos de trabajadores legalmente 
organizadoséò (El resaltado es propio.) 
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En esta misma línea, los artículos 54 y 55 del Código de 
Trabajo14, estipulan al respecto lo que sigue: 

ñéArtículo 54.- 
(é) 
La convenci·n colectiva tiene car§cter de ley profesionalé 
 
Artículo 55.- 
Las estipulaciones de la convención colectiva tienen fuerza de 

leyéò 
 
La contundencia sobre esta temática, encontrada en nuestro 

ordenamiento jurídico positivo, resulta conteste con lo expresado por 
los tribunales ordinarios de la República, quienes han señalado que: 

 
ñéLa fuerza de ley que goza la convención colectiva permite dar 

seguridad jurídica a los acuerdos logrados para la evolución de la 
relación laboral y la efectiva solución de conflictos de las partes 
involucradas, sin que alguna de ellas pueda decidir unilateralmente su 
cumplimiento. Así, en virtud de la naturaleza jurídica del convenio 
colectivo, existe la posibilidad de exigir efectivamente su coactividad. 
La fuerza de ley le está conferida en el tanto se haya acordado de 
forma válida, es decir, conforme los requisitos expuestos en la 
legislaciónéò15  

 
No obstante lo anterior, los mismos estrados judiciales16, han 

manifestado que por ninguna razón, tales Convenciones o 
Negociaciones Colectivas, pactadas entre trabajadores (funcionarios) 

                                                 
14

 Norma aplicada supletoriamente, por autorización expresa del numeral 51 del 
Estatuto de Servicio Civil. 

15
 Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia. Resolución Nº 104-2010 de las 

10:58 horas del 20 de enero del 2010. 
16

 Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia. Resolución Nº 576-2007 de las 
14:55 horas del 22 de agosto del 2007. 
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y patronos, pueden estar por encima de las leyes de orden público17, a 
las cuales por el contrario quedan sujetas y limitadas.18 

De igual manera, esta posición ha sido respaldada por la 
Procuraduría General de la República, la cual se ha manifestado en el 
sentido de que: 

 
ñéñComo puede verse, y si bien pueden formarse cuestionamientos 
en orden a razonabilidad, oportunidad y conveniencia constitucional y 
legal, la convención colectiva, suscrita con arreglo a la ley, no puede 
ser desatendida porque tiene fuerza de ley profesional, y su 
incumplimiento puede generar acciones en vía judicial con las 
responsabilidades correspondientes.  
 éNo obstante, un examen sobre la constitucionalidad de una 
Convención Colectiva de Trabajo, o de algunas de sus normas, le 
compete exclusivamente a la Sala Constitucional (é). En punto a la 
legalidad, ya se indicó que la norma estatal prevalece sobre la 
normativa de la convención colectiva.  
Así las cosas, es claro que si la Convenci·n Colectiva de (é) se 
negoció y suscribió con observancia de todos los trámites legales y 

                                                 
17

 La doctrina ha desarrollado ampliamente este tema: Al respecto se ha dicho que 
hablar de orden público, desde el punto de vista del derecho civil, se refiere al 
ñécar§cter de las normas jurídicas que se imponen por razones de moralidad o 
de seguridad, imperativas en las relaciones sociales. Las partes no pueden 
derogar las disposiciones de orden p¼blicoéò. (Guillien, Raymond y 
Vincent, Jean. Diccionario Jurídico. 2da. Edición, Editorial Temis, Bogotá ï 
Colombia, 1990. Pág. 279).  Por otra parte, Ossorio señala que el orden público 
se explica como el ñéConjunto de condiciones fundamentales de vida social 
instituidas en una comunidad jurídica, las cuales por afectar centralmente a la 
organización de ésta, no pueden ser alteradas por la voluntad de los 
individuos (é) por lo cual son irrenunciableséò (Osorio, Manuel. 
Diccionario de Ciencias Jurídicas, Políticas y Sociales. Editorial Heliasta S.R.L., 
Buenos Aires ï Argentina, 1990. Pág. 518. (El destacado es suplido en el 
texto supra transcrito) 

18
 Para mayor abundamiento sobre el tema, refiérase a los votos de la misma Sala 

Segunda de la Corte Suprema de Justicia, números  2-2006 y 213-2008, de las 
9:40 horas del 18 de enero del 2006 y 9:25 horas del 7 de marzo del 2008, en el 
orden usual. 
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administrativos, incluyendo lo dispuesto por el actual Reglamento para 
la Negociación de Convenciones Colectivas en el Sector Público 
(Decreto Ejecutivo Nº 29576-MTSS), (é), el pago establecido en el 
artículo 44 sobre horas extra a los dirigentes sindicales, deviene 
actualmente procedente, si bien parece desproporcionado e irracional. 
Lo anterior es así hasta tanto dicho numeral no sea objeto de una 
acción ante la Sala Constitucional, y ésta lo anule por violación de 
normas o principios constitucionales (é) o bien, que las partes 
interesadas, mediante el procedimiento establecido en el artículo 4º de 
la Convención Colectiva, dispongan su modificación; o se sugiera, en 
base a ese mismo procedimiento, y por las partes interesadas (é), 
una interpretaci·n que haga menos irracional su aplicaci·n (é). 
ñDe conformidad con los precedentes administrativos indicados, la 
Convención Colectiva que es negociada y suscrita según los 
procedimientos legales correspondientes y que ha sido depositada en 
el Ministerio de Trabajo, entra en vigencia según lo establecido en el 
artículo 57 del Código de Trabajo, por lo que resulta de aplicación para 
las partes que lo suscribieron (é)ò  
La otra alternativa es la contenida en el artículo 64 del Código de 
Trabajo,  que establece la posibilidad de que las cláusulas de una 
convención colectiva puedan ser denunciadas ante el Ministerio de 
Trabajo, denuncia que tendrá que hacerse necesariamente antes de 
que el actual plazo de vigencia fenezcaò(é)   
Como se ha podido observar en dicho análisis, y que es menester 
resaltar en esta oportunidad, si bien pueden existir normas 
convencionales cuyos contenidos no resultan conformes con la ley, o 
bien se establecen a través de ellas, beneficios que resultan, 
evidentemente, irracionales y desproporcionados en orden a los que 
perciben el resto de los servidores o empleados públicos, es lo cierto 
que por la naturaleza jurídica que gozan las convenciones colectivas 
de trabajo al tenor del artículo 62 de la Constitución Política y doctrina 
atinente, éstas tienen fuerza de ley; razón por la cual, mientras se 
hayan establecido bajo los trámites y procedimientos previstos en los 
artículos 56, 57, siguientes y concordantes  del Código de Trabajo, o 
en su caso, bajo los parámetros estipulados en el Decreto No. 29576-
MTSS, de 31 de mayo de 2001, denominada esta normativa 
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ñReglamento para la negociación de convenciones colectivas en 
el Sector Público ò (é) , tienen plena validez y eficacia en nuestro 
ordenamiento jur²dicoéò19 ( El resaltado pertenece al original) 
 Como se puede ver, tanto el ordenamiento jurídico positivo como 
la propia jurisprudencia administrativa y judicial, así como la misma 
doctrina, invocadas en páginas precedentes, evidencian el carácter 
imperativo de la Convención o Negociación Colectiva, cuando ésta ha 
sido pactada con estricta observancia del marco normativo que la 
regula, y que, por supuesto, no se encuentre en clara oposición a las 
leyes de orden público vigente en el ámbito social. Desconocer esta 
realidad, ñso pretextoò, de obviar su aplicabilidad, supondr²a no solo 
exponer al funcionario que así lo decida, sino además, a la misma 
Administración en forma solidaria, al régimen de responsabilidades 
administrativas existente, sin detrimento de las implicaciones civiles 
y/o penales que pudieran caber, al violentarse las disposiciones de 
orden laboral que contienen este tipo de instrumentos jurídicos. 
 El cuestionamiento de una Convención o Negociación Colectiva, 
dentro de las autorizadas por el ordenamiento jurídico en el sector 
público costarricense, al considerarse excesiva en el otorgamiento de 
derechos a los servidores, que bien podría significar un abuso 
desproporcionado a favor de los mismos, solo puede ser revisada a 
través de los mecanismos impugnatorios ya mencionados; es decir, 
mediante la interposición de una Acción de Inconstitucionalidad, o 
bien, haciendo uso del procedimiento establecido al efecto por parte 
de las dependencias técnicas correspondientes del Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social. 
 La sola posible determinación de anomalías, inconsistencias o 
extralimitaciones en estos instrumentos de negociación entre 
servidores y la Administración, no son requisito o condición suficiente, 
a juicio de este centro de trabajo, para que se torne inaplicable sus 
disposiciones, en el entendido de que dichos cuerpos normativos no 
solo tienen ñfuerza de leyò como lo han dicho en reiteradas ocasiones 

                                                 
19 Dictamen C-327-2009 del 30 de noviembre del 2009. Para mayor 

argumentación, se puede revisar al respecto el dictamen Nº 21-2010 del 25 de 
enero del presente año. 
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nuestros Tribunales Ordinarios, sino que además ostentan un rango 
constitucional que no se discute. No obstante, y como ya se dijo, tales 
disposiciones no están, en modo alguno, exentas de revisión o 
impugnación, toda vez que las mismas pueden haber sido negociadas 
a contrapelo de un ñinter®s p¼blicoò superior, que no podr²a, por 
ninguna razón valedera, sustituir.      
 
  

Atentamente, 
 

 
                                                                       Original firmado{ Lic.  Richard Fallas Arias 

 
                                                                 Lic. Richard Fallas Arias 
                                                   ASESORÍA JURÍDICA 
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 AJ-793-2010 
29  de setiembre  del  2010 

 
 
 

Licenciado 
Esteban López Flores 
Director Jurídico a.i. 
Ministerio de Gobernación y Policía 
 
Estimado señor: 
 
Damos respuesta a su oficio número ALG-1259-2010 de fecha 27 de 
setiembre del año en curso, por medio del cual consulta si los 
funcionarios cubiertos por el Régimen de Servicio Civil pueden integrar 
Convenciones Colectivas. 
 
Sobre el particular nos permitimos indicarle que de acuerdo con las 
atribuciones encomendadas por el Estatuto de Servicio Civil en su 
artículo 13, nuestra competencia para evacuar consultas se 
circunscribe a este cuerpo jurídico, no así a la materia planteada por 
su persona. 
 
No obstante lo anterior, a manera de ilustración  y fundamentados en 
el Reglamento para la Negociación de Convenciones Colectivas en el 
Sector Público que responde al Decreto Ejecutivo número 29576-
MTSS de fecha 31 de mayo del 2001, debemos indicarle que se creó 
la Comisión de Políticas para la Negociación de Convenciones 
Colectivas en el Sector Público y para esos efectos se consideró lo 
siguiente: 
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1°.-   Que la Ley General de la Administración Pública y la 
jurisprudencia dictada por el Alto Tribunal Constitucional, ha venido a 
reconocer la existencia de servidores que no ejercen gestión pública  
 
dentro de la Administración Pública, reconociendo además la 
aplicación del derecho común para los empleados, obreros y 
trabajadores de las empresas y de los servicios económicos del 
Estado, lo que permite la aplicación de un régimen de empleo de 
naturaleza laboral para estos servidores, dentro del que es posible la 
negociación de convenciones colectivas. 
 
2°.-  Se consideró además la reiterada jurisprudencia de la Sala 
Constitucional, al indicar que resulta procedente la utilización de ese 
instrumento de negociación, respetando el bloque de legalidad. 
 
3°.-  Por otra parte se dice que  para lograr un equilibrio entre las 
normas y los principios constitucionales, se hace necesario establecer 
reglas especiales de negociación colectiva en el sector público, para 
garantizar los derechos de sus servidores y las potestades públicas, la 
eficiencia y la continuidad de los servicios públicos. 
 
4°.-  Se agregó a lo anterior que se requiere en esta materia de una 
solución concertada y limitada de los conflictos en el régimen de 
empleo de naturaleza pública, siendo  necesario  reglamentar la 
operación de un régimen provisional de solución de conflictos y de 
negociación colectiva de los servidores que no ejercen gestión pública 
de la administración. 
 
 En el artículo primero de este Reglamento se indica a  que 
personal será aplicada esta  normativa, al decir: 
  
ñCon las excepciones que se dirá, este Reglamento será aplicado a 
todo el personal de: 
 
 a) Empresas Públicas del Estado o pertenecientes a alguna de 
sus instituciones; 
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 b)  Instituciones del Estado que por su régimen de conjunto y por  
 
los requerimientos de su giro puedan estimarse como empresas 
industriales o mercantiles comunes, independientemente de que se 
presten servicios económicos en régimen de competencia. 
 Igualmente, podrá aplicarse esta reglamentación a los obreros, 
trabajadores y empleados del resto de la Administración Pública, en 
cuanto no ejerzan como sus titulares, competencias de derecho 
p¼blico, otorgadas mediante ley o reglamento.ò 
 
 Por otra parte, en el numeral segundo del Decreto Ejecutivo de 
marras, se hace alusión al personal que queda excluido de su 
aplicación, entre los que se encuentran: 
 
 ña)  Los Ministros, Viceministros, Oficiales Mayores, el 
Procurador General y Procurador General Adjunto, el Contralor 
General y Subcontralor General y el Defensor y Defensor Adjunto de 
los Habitantes de la República. 
 
 b)  El personal de las empresas o instituciones a las que se 
refiere el artículo anterior, cuando se trate de quienes ocupen los 
cargos de miembros de Juntas Directivas, Presidentes Ejecutivos 
Directores Ejecutivos, Gerentes, Subgerentes, Auditores, Subauditores 
o jerarcas de las dependencias internas encargadas de la gestión de 
ingresos o egresos públicos. 
 
 c)  El personal indicado en los artículos 3, 4 y 5 del Estatuto 
del(sic) Servicio Civil, con la salvedad de los trabajadores interinos 
mencionados en este último numeral, los que sí podrán derivar 
derechos de las convenciones colectivas a que se refiere este 
Reglamento.ò 
 

Como bien lo indicamos al inicio de esta respuesta,  nos 
encontramos inhibidos para emitir criterios ajenos a los asignados por 
ley según nuestras atribuciones y competencias, por lo que el 
determinar cuáles servidores pueden ser partícipes de una convención 
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colectiva, es una tarea que le compete dilucidar a la administración 
activa, de forma tal que con la mención a la normativa que le pudiere 
ser aplicable a los casos presentados ante su  centro de trabajo, 
pueda Usted encontrar una solución satisfactoria a la situación 
planteada,  o en su defecto, si a bien lo tiene,  eleve la consulta al ente 
competente,  como lo es el  Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, 
en observancia al Capítulo Tercero del Código Laboral, cuerpo 
normativo éste que de conformidad con lo que establece el artículo 51 
del Estatuto de Servicio Civil, puede aplicarse supletoriamente, en 
ausencia de regulación sobre la materia, como es el caso que nos 
ocupa. 

 
 
 
 

Atentamente, 
 
ASESORÍA JURÍDICA  
 

                                                                          Original firmado{ Licda.  Miriam Rojas González 

 
 
Licda. Miriam Rojas González 
DIRECTORA 
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                      AJ-669-2010 
                       6 de setiembre de 2010 
 
 

Licenciada 
Elizabeth Briceño Solórzano 
Coordinadora 
Unidad de Reclutamiento y Selección de Personal 
Ministerio de Cultura y Juventud  
 
Estimada señora: 
 
 Con instrucciones superiores, atendemos misiva expuesta en el 
oficio MCJ-GIRH-ARSP-393-2010 de fecha 26 de julio de 2010 y 
remitido a esta Asesoría Jurídica por el Área de Gestión de Recursos 
Humanos de esta Dirección General de Servicio Civil, mediante el 
oficio GESTIÓN-208-2010 del 23 de agosto de 2010, documentos en 
los cuales se expone la interrogante de si es procedente legalmente 
que ñuna persona que participó en un concurso interno no ampliado 
integre la nómina en el momento en que se encuentra trasladada en 
otro Ministerioò. Esto cuando el traslado según la información 
suministrada es un traslado en propiedad. 
 
Previo a evacuar la consulta, resulta conveniente indicarle que es 
política de esta Asesoría Jurídica, el no pronunciarse sobre casos 
concretos o particulares, sino orientar la respuesta según lo dispuesto 
por el ordenamiento jurídico, en cumplimiento del Principio de 
Legalidad consagrado en el numeral 11 de la Constitución Política y su 
homólogo de la Ley General de la Administración Pública.  
 
No obstante lo anterior, hemos de indicarle que la consulta planteada 
será abordada desde una perspectiva general, analizando las normas 
jurídicas que puedan ser aplicables en la materia específica y con ello  
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evitar  suplantar a la administración activa, a quien compete aplicar lo 
que en derecho corresponde en el caso particular. 
Dentro de la normativa que atiende el tema de concursos interno se 
encuentra el Decreto base para los mismos Nº 24025 del 15 de enero 
de 1995, el cual conceptualiza el concurso interno argumentando: 
 
 ñArtículo 1º.- Cuando se desee llenar un puesto vacante por aplicación de 
los artículos 34 del Estatuto de Servicio Civil y 21 de su Reglamento o, se prefiera 
acogerse a la prerrogativa a que alude el Considerando 6º20 de este Decreto, la 
Oficina de Recursos Humanos del Ministerio o Institución donde se halle dicho 
puesto,21 debe llevar a cabo un concurso interno por oposición con el apoyo 
técnico, supervisión y control de la Dirección General de Servicio Civil y siguiendo 
las normas que se establecen en el presente Decreto y las que, de manera 
complementaria, establezca la mencionada Dirección General. 
 

Y de esta manera en el Reglamento del Estatuto de Servicio Civil, en 
su artículo 3, donde define el concurso interno como, ñaquel proceso que 

se realiza para llenar las plazas vacantes de un Ministerio o Institución, mediante 

el ascenso de los servidores mejor calificadosò      
 
De manera que, la realización de un concurso interno, atiende la 
necesidad de cubrir una plaza vacante en una institución y dicho 
concurso sigue el fin de estimular la carrera administrativa de los 
funcionarios cubiertos por el Régimen de Servicio Civil y retener los 
servidores más idóneos en las distintas áreas de actividad de la 
Administración Pública cubiertas por dicho Régimen, permitiéndose la 
participación de todos los funcionarios propietarios e interinos que 
cumplan con los requisitos académicos y legales. 
 
En el Decreto de marras en su capítulo IV señala respecto al tema: 
 
 ñDe los concursos internos 

                                                 
20
ñ Considerando 

1(é)  

6.  Que en casos de promoción al grado inmediato superior, cuando los jefes no deseen ejercer su potestad de 

efectuarlos directamente, se pueden aplicar los procedimientos establecidos en la presente normativa.ò 

 
21

 Sea la institución que efectúa el concurso interno 
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Artículo 20.- Los concursos internos se realizarán en las siguientes condiciones: 
a)é 
c) Se admitirán todos los funcionarios interesados que reúnan los requisitos de la 
clase de puesto respectiva según el Manual Descriptivo de Clases. 
d) Se admitirán primero los funcionarios de la institución en que ocurra la 
vacante22.  
Si no existieran suficientes candidatos, las Oficinas de Recursos Humanos podrán 
reclutarlos de otras instituciones cubiertas por el Régimen. Sin embargo, salvo 
norma expresa en contrario, cuando priva el interés institucional, queda a juicio de 
las Oficinas de Recursos Humanos, o de los jerarcas respectivos, hacer la 
divulgación desde el inicio de los concursos, en aquellas otras instituciones. 23 
e) Los candidatos procedentes de otras instituciones, serán evaluados con los 
mismos predictores y condiciones definidos para el concursante de la institución 
donde se encuentra el puesto sujeto de concurso interno.ò 
 

Al ser el concurso interno propio de la institución que lo efectúa, el 
resultado obtenido de ese concurso, sea, una lista de elegibles para 
las plazas vacantes conciernen a los funcionarios de esa institución y 
no así a los de otras entidades cuando no se trata de un concurso 
interno ampliado.  
 
Bajo esta inteligencia, si el funcionario dejo por un ascenso en 
propiedad de pertenecer a la dependencia en la cual realizó el 
concurso, éste no podría formar parte de las nóminas para las plazas 
vacantes en las que en principio concurso, pues ya pertenecería a otra 
institución al momento de la resolución del puesto. Esto siempre que 
se guarden ciertas medidas y se valoren ciertos detalles, como lo son 
consignar por la Comisión de Ascensos de la Institución24 un acta 
donde se indique el porqué no se consideró al funcionario dentro de la 
nómina. 
      

                                                 
22

 Concurso Interno Institucional (referido al Ministerio que requiere llenar la vacante) 
23

 Esto se refiere a los concursos internos ampliados, indicación que debe realizarse y comunicarse en el 

cartel del concurso, para su validez. 
24

 Sobre la Comisión de Ascensos indica el articulo 4 del Decreto Nº 24025:  

ñArtículo 4º.- Para los efectos de la normativa que se establece en este Decreto, entiéndase por: 

a)é 

f) Comisiones de Ascensos: las Comisiones de Ascensos de las Instituciones. 
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Sin más acotaciones se tiene por atendida la consulta. 
 

 

 

 
     Atentamente, 
 
    
                                                                     Original firmado{  Licda.  Vangie Miranda Barzallo 

 
     Licda. Vangie Miranda Barzallo  
               ASESORIA JURIDICA 
 
 
 
 
1  Licenciada Sandra María Quirós Álvarez, Directora Área de Gestión de Recursos 

Humanos. Dirección General de Servicio Civil 
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                             AJ-672-2010 
                             6 de setiembre de 2010 
 

Licenciada 
María Elena Castillo Solera 
melecaso@hotmail.com 
Ministerio de Educación Pública  
 
Estimada señora: 
 
 Con instrucciones superiores, atendemos misiva expuesta por 
medio de correo en la que expone que trabaja en el Programa de 
Mejoramiento de la Calidad de la Educación (PROMECE) que es una 
unidad ejecutora de préstamos internacionales del Ministerio de 
Educación Pública, e indica que quisiera saber  si puede participar en 
concursos internos del MEP(sic).  
 
Previo a evacuar la consulta, resulta conveniente indicarle que es 
política de esta Asesoría Jurídica, el no pronunciarse sobre casos 
concretos o particulares, sino orientar la respuesta según lo dispuesto 
por el ordenamiento jurídico, en cumplimiento del Principio de 
Legalidad consagrado en el numeral 11 de la Constitución Política y su 
homólogo de la Ley General de la Administración Pública.  
 
No obstante lo anterior, hemos de indicarle que la consulta planteada 
será abordada desde una perspectiva general, analizando las normas 
jurídicas que puedan ser aplicables en la materia específica y con ello  
evitar  suplantar a la administración activa, a quien compete aplicar lo 
que en derecho corresponde en el caso particular. 
 
Dentro de la normativa que atiende el tema de concursos interno se 
encuentra el Decreto base para los mismos Nº 24025 del 15 de enero 
de 1995, el cual conceptualiza el concurso interno argumentando: 
 

mailto:melecaso@hotmail.com


 

 

 

52 
 

 ñArtículo 1º.- Cuando se desee llenar un puesto vacante por aplicación de 
los artículos 34 del Estatuto de Servicio Civil y 21 de su Reglamento o, se prefiera 
acogerse a la prerrogativa a que alude el Considerando 6º25 de este Decreto, la 
Oficina de Recursos Humanos del Ministerio o Institución donde se halle dicho 
puesto,26 debe llevar a cabo un concurso interno por oposición con el apoyo 
técnico, supervisión y control de la Dirección General de Servicio Civil y siguiendo 
las normas que se establecen en el presente Decreto y las que, de manera 
complementaria, establezca la mencionada Dirección General. 
 

Y de esta manera en el Reglamento del Estatuto de Servicio Civil, en 
su artículo 3, donde define el concurso interno como, ñaquel proceso que 
se realiza para llenar las plazas vacantes de un Ministerio o Institución, mediante 

el ascenso de los servidores mejor calificadosò      
 
De manera que, la realización de un concurso interno, atiende la 
necesidad de cubrir una plaza vacante en una institución y dicho 
concurso sigue el fin de estimular la carrera administrativa de los 
funcionarios cubiertos por el Régimen de Servicio Civil y retener los 
servidores más idóneos en las distintas áreas de actividad de la 
Administración Pública cubiertas por dicho Régimen, permitiéndose la 
participación de todos los funcionarios propietarios e interinos que 
cumplan con los requisitos académicos y legales. 
 
En el Decreto de marras en su capítulo IV señala respecto al tema: 
 
 ñDe los concursos internos. 

Artículo 20.- Los concursos internos se realizarán en las siguientes condiciones: 
a) Estarán a cargo de la Oficina de Recursos Humanos, bajo el control de la 
comisión de Ascensos y la asesoría y supervisión de la Dirección General.  
b) Deberán efectuarse con una divulgación adecuada en tiempo y profusa en 
ámbito, de manera que la información llegue a los funcionarios interesados y 
tengan la opción de participar. 

                                                 
25
ñ Considerando 

1(é)  

6.  Que en casos de promoción al grado inmediato superior, cuando los jefes no deseen ejercer su potestad de 

efectuarlos directamente, se pueden aplicar los procedimientos establecidos en la presente normativa.ò 

 
26

 Sea la institución que efectúa el concurso interno 
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c) Se admitirán todos los funcionarios interesados que reúnan los requisitos de la 
clase de puesto respectiva según el Manual Descriptivo de Clases. 
d) Se admitirán primero los funcionarios de la institución en que ocurra la 
vacante27.  
Si no existieran suficientes candidatos, las Oficinas de Recursos Humanos podrán 
reclutarlos de otras instituciones cubiertas por el Régimen. Sin embargo, salvo 
norma expresa en contrario, cuando priva el interés institucional, queda a juicio de 
las Oficinas de Recursos Humanos, o de los jerarcas respectivos, hacer la 
divulgación desde el inicio de los concursos, en aquellas otras instituciones. 28 
e) Los candidatos procedentes de otras instituciones, serán evaluados con los 
mismos predictores y condiciones definidos para el concursante de la institución 
donde se encuentra el puesto sujeto de concurso interno.ò 
 

Si usted se encuentra en esta condición podrá participar según el 
Decreto señalado.      
 
     Atentamente, 
 
                     Original firmado { Licda. Oralia Torres Leytón 

 
     Licda. Oralia Torres Leytón  
               ASESORIA JURIDICA 
 
 
 
1  Licenciada Sandra María Quirós Álvarez, Directora Área de Gestión de Recursos 

Humanos. Dirección General de Servicio Civil 
 

 
 
 

 
 

 
 
 

                                                 
27

 Concurso Interno Institucional (referido al Ministerio que requiere llenar la vacante) 
28

 Esto se refiere a los concursos internos ampliados, indicación que debe realizarse y comunicarse en el 

cartel del concurso, para su validez. 
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                       AJ-639-2010 
                      20 de agosto de 2010 
 
 

Licenciada 
María Lucrecia Siles Salazar 
Coordinadora 
UNIDAD DE RECURSOS HUMANOS 
 
Estimada señora: 
 
 Con la aprobación de la señora Directora de esta Asesoría 
Jurídica, atendemos misiva expuesta en el oficio RH-607-2010 de 
fecha 9 de agosto de 2010, en el cual nos solicita criterio referido a la 
posibilidad de que a un funcionario se le apruebe un nuevo contrato de 
capacitación, teniendo ya uno,  el cual no ha finalizado aún. 
 

Dentro del marco de la consulta se describe la siguiente 
situación fáctica: 
 
 ñéMediante un contrato de capacitación, debidamente 
refrendado por las autoridades competentes, con vigencia del ocho de 
junio del dos mil nueve al  junio del dos mil once, a un funcionario de 
esta Dirección General, se le concedió una facilidad de un día con 
permiso con sueldo completo, para cursar estudios de Maestría en 
Administración y Dirección de Empresas, en un centro de estudios de 
enseñanza superior ubicado en San José, Costa Rica. 
 

No obstante lo anterior, la Agencia española de Cooperación 
Internacional para el Desarrollo (AECID) le otorgó, recientemente, a 
dicho funcionario, una beca para optar al grado de Máster en 
Administración y Gerencia Pública, el cual será impartido por el 
Instituto Nacional de Administración Pública (INAP) en colaboración  
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con la Universidad de Alcalá, del primero de octubre del dos mil  diez 
al treinta y uno de julio del dos mil once, en Madrid, Espa¶a.ò 

Previo a evacuar la consulta, resulta conveniente indicarle que 
es política de esta Asesoría Jurídica, el no pronunciarse sobre casos 
concretos o particulares, sino orientar la respuesta según lo dispuesto 
por el ordenamiento jurídico, en cumplimiento del Principio de 
Legalidad consagrado en el numeral 11 de la Constitución Política y su 
homólogo de la Ley General de la Administración Pública. No obstante 
lo anterior, hemos de indicarle que la consulta planteada será 
abordada desde una perspectiva general, analizando las normas 
jurídicas que puedan ser aplicables en la materia específica y con ello 
evitar  suplantar a la administración activa, a quien compete aplicar lo 
que en derecho corresponde en el caso particular. 
      

Para atender la consulta planteada debe ser analizado el bloque 
de legalidad en el cual se fundamentan los contratos de capacitación, 
como el que nos ocupa en el presente supuesto, mismos que se 
desarrollan bajo la normativa de la Ley de Licencias para 
Adiestramiento de Servidores Públicos Nº3009 del 25de julio de 1962, 
el Reglamento a esta  Ley  según el Decreto Ejecutivo Nº 17339-P del 
15 de junio de 1986, y la Resolución DG-155-97 de esta Dirección 
General de Servicio Civil de las ocho horas del once de diciembre de 
mil novecientos noventa y siete, por medio de la cual se da la  
ñIntegración de normativa aplicable en el Subsistema de Capacitación 
del  Régimen de Servicio Civilò. 

 
Dentro de esta normativa se señalan para los efectos pertinentes 

al caso en cuestión, el siguiente articulado: 
 

Resolución DG-155-97 
 
 ñArt²culo 45. La concesi·n de licencias para el aprovechamiento 
de becas y otras facilidades para la capacitación se regulará por medio 
de la Ley de Licencias para Adiestramiento de Servidores Públicos -
Ley # 3009- y sus reformas, su Reglamento y las disposiciones de 
esta Resoluci·n.ò 
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Ley Nº 3009 
 ñArt²culo 10.- Los servidores que hayan disfrutado de becas o 
facilidades de adiestramiento, de acuerdo con esta ley o con la Nº 
1302 de 14 de junio de 1951, durante nueve o más meses, por 
períodos consecutivos o intermitentes, no podrán obtener nuevas 
licencias para estudios con goce de sueldo, por un término de cinco 
años, salvo casos muy calificados que, a juicio del respectivo  Ministro 
y de la Dirección General de Servicio Civil, justifiquen la concesión de 
nuevas facilidades antes de que haya transcurrido el período 
dicho.ò(Destacado no corresponde al original) 
 
Decreto Ejecutivo Nº 17339-P 
 
 ñArt²culo 12.-La concesión de licencias para adiestramiento con 
goce de sueldo, antes de que haya transcurrido el término de cinco 
años establecido en la Ley de Licencias, para los servidores que 
hayan disfrutado de becas o facilidades durante nueve o más meses, 
por períodos consecutivos o intermitentes, requerirá un estudio técnico 
y una recomendación favorable de parte de la unidad de 
adiestramiento respectiva. En el caso de funcionarios cubiertos por el  
 
Régimen de Servicio Civil, el informe deberá ser de la aceptación del 
Departamento de Adiestramiento.ò(Subrayado no es del original) 
 

Como puede extraerse de la normativa supra citada,  al poseer 
ya un beneficio o facilidad dentro de un contrato de estudio por parte 
de algún funcionario, por un tiempo superior o igual a los nueve meses 
que estipula la norma29,  hace que exista una imposibilidad de que se 
efectué o se otorgue un nuevo contrato de capacitación para esos 
mismos efectos,  si no ha transcurrido el plazo que señala el canon de 
la ley sobre el tema30, situación que no parece complacer el supuesto 
expuesto para la emisión de este criterio. 
                                                 
29

 Como lo hace parecer la información dentro de la consulta 
30

 Cinco años, salvo casos muy calificados que, a juicio del respectivo. Ministro y de la Dirección General de 
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Esto aunado a que el principio de legalidad que consagra el 
artículo 11 de nuestra Constitución Política y su homólogo de la Ley 
General de la Administración Pública, significa que los actos y 
comportamientos de la Administración deben de estar regulados por 
norma escrita, lo que implica desde luego, el sometimiento a la 
Constitución,  a la ley, y en general a todas las normas del 
ordenamiento jurídico.  Esto  es lo que se conoce como el principio de 
juridicidad de la Administración, sea que las instituciones públicas solo 
pueden actuar en la medida en que se encuentren apoderadas para 
hacerlo por el mismo ordenamiento y normalmente a texto expreso. En 
consecuencia, solo le es permitido lo que esté constitucional y 
legalmente autorizado en forma expresa y todo lo que no le esté 
autorizado,  le está vedado, de modo que un funcionario de la 
Administración o empleado público debe manejar su actuar igualmente 
sobre este principio. 
 

Siendo lo anteriormente expuesto no sería posible actuar  
 

contrario a la normativa que señala que deben de ser respetados 
plazos para dicho actuar, salvo como también lo describe la norma,  
que existan casos muy calificados que requieren de un estudio técnico 
y una recomendación y aprobación por parte de la Unidad de 
Adiestramiento respectiva.31 
 
     Atentamente, 
 
                                   Original firmado {  Licda .Vangie Miranda Barzallo 
     Licda. Vangie Miranda Barzallo  
               ASESORIA JURIDICA 

        
 
 
 
 

                                                                                                                                                     
Servicio Civil. 

31 Hoy CECADES 
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        AJ-734-2010 
         13 de setiembre del 2010 

 
 
Máster 
Gaudy Calvo Valerio 
Encargada de Cooperación Internacional 
Dirección General de Servicio Civil  
 
 
Estimada señora: 

 
Con instrucciones superiores, se procede a dar respuesta a su 

oficio DG-CI-024-2010, fechado 23 de agosto del presente año, 
mediante la cual se solicita a este centro de trabajo la interpretación 
jurídica del Decreto Ejecutivo Nº 21310-MP, publicado en el Diario 
Oficial La Gaceta Nº 120 del 24 de junio de 1992, además del margen 
de acción y beneficio que pudiera obtenerse de la aplicación del 
cuerpo normativo supra citado. 

 
En relación con lo anteriormente apuntado, resulta de capital 

importancia aclarar a la consultante, que la interpretación de cualquier  
disposición o cuerpo normativo, deviene en un ejercicio de carácter 
intelectual, mediante el cual se busca determinar el significado y 
alcance que tiene, (entre otros atributos y condiciones), el texto 
estudiado.   Con esto queremos decir, que, en principio, la norma debe 
estar redactada de forma tal, que su comprensión no requiera de un 
esfuerzo mayor, más allá del que podría significar la aplicación lógica 
de su estructura semántica. 

 
  No obstante, este ñdeber serò de la laboriosa actividad creadora 

del texto normativo muy pocas veces se logra, lo que ocasiona que en 
muchos casos, se tenga que recurrir a la interpretación de la norma 
jur²dica, al no deducirse de su literalidad, lo que el ñhacedorò32 de la 
                                                 
32

 Lo cierto es que, en muy pocas veces la norma requiere de una interpretación auténtica, que estaría en 

manos del legislador, o bien del análisis que pudiera realizarse del proyecto de ley que le dio origen; tarea 
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misma quiso en realidad reglar. La doctrina señala que la 
interpretaci·n de una norma jur²dica ñéno consiste solamente en 
exponer el sentido exacto de un texto que sería poco claro, sino 
también en determinar su alcance, es decir, el ámbito de aplicación 
temporal, espacial y jurídico, así como su eventual superioridad sobre 
otras normaséò33 
 
 De lo anterior se colige que, el Decreto Ejecutivo de previa cita, 
establece, con meridiana claridad, ese ámbito de aplicación que 
persigue la norma, aunque se podría reconocer que de una manera 
sucinta o escueta, y que no por ello deja de cumplir su cometido.  Los 
escasos cuatro artículos del Decreto en mención, establecen los 
alcances que tendrá el Programa de Cooperación Técnica de la 
Dirección General de Servicio Civil, señalando que las actividades que 
se deriven del mismo se generarán a lo interno de la institución, razón 
por la cual, estará facultada para suscribir, por intermedio de su 
Director General, las alianzas y convenios necesarios con este 
propósito. 
 
 Así las cosas, el texto normativo viene no sólo a crear el 
programa referido, sino también a reglar las futuras actividades que de 
conformidad con este marco dispositivo se puedan llevar a cabo, en 
aras de potenciar las capacidades del capital humano dentro del 
Régimen de Méritos.  No obstante, resultaría imposible, a juicio de 
esta Asesoría Jurídica, consignar en el mismo, todas las posibles 
actividades, alianzas o convenios nacionales e internacionales, que a 
la luz de dicha norma, podrían establecerse. 
  

Bajo estas consideraciones, resulta menester indicar a la 
consultante, que de persistir su inquietud, se sirva concretar o detallar 
en su consulta los aspectos que desde el punto de vista jurídico, 
pudieran estar causándole algún inconveniente en la aplicación del 

                                                                                                                                                     
que en todo caso debería ser excepcional.  

33
 Guillien, Raymond y Vicent, Jean. (1990). Diccionario Jurídico. Editorial Temis, Segunda Edición, Bogotá, 

Colombia. Pág. 223. 
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texto normativo de repetida cita, y que por tanto, requiera de nuestro 
criterio técnico para su solución. 
 
 Sin más acotaciones que hacer al respecto, damos por evacuada 
su consulta. 

  
 
  

Atentamente, 
 

                                                             Original firmado{ Lic.  Richard Fallas Arias 

 
 

Lic. Richard Fallas Arias 
                                          ASESORÍA JURÍDICA 
 
 

 

Cc: Lic. José Joaquín Arguedas Herrera, Director General.  

Cc: Lic. Anabelle Rodríguez Córdoba, Jefa de Despacho.  
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AJ-607-2010 
                11 de agosto del  2010 

 
 
Licenciada 
Miriam Rojas González  
Directora de la Asesoría Jurídica  
DIRECCIÓN GENERAL DE SERVICIO CIVIL  
 
 
Estimada señora: 
 
 De acuerdo con sus instrucciones se procede a analizar el tema 
de ñDerecho a la Informaci·nò, indicaci·n de la normativa aplicable y 
alcances tanto de obligaciones como la normativa en que se ampara 
esta Dirección General en este tema. 
 
 Sobre el particular,  al hacer una revisión sobre el argumento en 
los criterios de la Procuraduría General de la República,  se ubicaron 
dos en particular que aunque no son dirigidos directamente a esta 
Dirección General,  indican situaciones de derecho rescatables para 
toda la Administración Pública, los cuales pueden ser adaptadas a lo 
interno, y así poder cumplir con la tarea encomendada. 
 
  Como preámbulo de la exposición, debemos considerar que la 
Dirección General de Servicio Civil es un órgano que cuenta con 
desconcentración máxima de la Presidencia de la República, siendo 
su misión, fondos, patrimonio y control de sus gastos y actividades de 
índole totalmente estatal, por lo que debe regirse por los principios de 
publicidad y transparencia. Por tal motivo, toda la información que le 
concierne es de interés público34. 

                                                 

34 ñI.- TRANSPARENCIA Y PUBLICIDAD ADMINISTRATIVAS. En el marco del 
Estado Social y Democrático de Derecho, todos y cada uno de los entes y órganos 
públicos que conforman la administración respectiva, deben estar sujetos a los 
principios constitucionales implícitos de la transparencia y la publicidad que deben 
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ser la regla de toda la actuación o función administrativa. Las organizaciones 
colectivas del Derecho Público ïentes públicos- están llamadas a ser verdaderas 
casas de cristal en cuyo interior puedan escrutar y fiscalizar, a plena luz del día, 
todos los administrados. Las administraciones públicas deben crear y propiciar 
canales permanentes y fluidos de comunicación o de intercambio de información 
con los administrados y los medios de comunicación colectiva en aras de 
incentivar una mayor participación directa y activa en la gestión pública y de actuar 
los principios de evaluación de resultados y rendición de cuentas actualmente 
incorporados a nuestro texto constitucional (artículo 11 de la Constitución Política). 
Bajo esta inteligencia, el secreto o la reserva administrativa son una excepción 
que se justifica, únicamente, bajo circunstancias calificadas cuando por su medio 
se tutelan valores y bienes constitucionalmente relevantes. Existen diversos 
mecanismos para alcanzar mayores niveles de transparencia administrativa en un 
ordenamiento jurídico determinado, tales como la motivación de los actos 
administrativos, las formas de su comunicación ïpublicación y notificación-, el 
trámite de información pública para la elaboración de los reglamentos y los planes 
reguladores, la participación en el procedimiento administrativo, los 
procedimientos de contratación administrativa, etc., sin embargo, una de las 
herramientas más preciosas para el logro de ese objetivo lo constituye el derecho 
de acceso a la información administrativa.  

II.-   EL DERECHO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN ADMINISTRATIVA. El 
ordinal 30 de la Constitución Política garantiza el libre acceso a los 
ñdepartamentos administrativos con prop·sitos de informaci·n sobre asuntos de 
inter®s p¼blicoò, derecho fundamental que en la doctrina se ha denominado 
derecho de acceso a los archivos y registros administrativos, sin embargo, la 
denominación más acertada es la de derecho de acceso a la información 
administrativa, puesto que, el acceso a los soportes materiales o virtuales de las 
administraciones públicas es el instrumento o mecanismo para alcanzar el fin 
propuesto que consiste en que los administrados se impongan de la información 
que detentan aquéllas. Es menester indicar que no siempre la información 
administrativa de interés público que busca un administrado se encuentra en un 
expediente, archivo o registro administrativo. El derecho de acceso a la 
información administrativa es un mecanismo de control en manos de los 
administrados, puesto que, le permite a éstos, ejercer un control óptimo de la 
legalidad y de la oportunidad, conveniencia o mérito y, en general, de la eficacia y 
eficiencia de la función administrativa desplegada por los diversos entes públicos. 
Las administraciones públicas eficientes y eficaces son aquellas que se someten 
al control y escrutinio público, pero no puede existir un control ciudadano sin una 
adecuada información. De este modo, se puede establecer un encadenamiento 
lógico entre acceso a la información administrativa, conocimiento y manejo de 
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Así las cosas, la información que maneja esta Dirección General, 
está amparada por el derecho de acceso a la información pública35. No  

                                                                                                                                                     

ésta, control ciudadano efectivo u oportuno y administraciones públicas eficientes. 
El derecho de acceso a la información administrativa tiene un profundo asidero en 
una serie de principios y valores inherentes al Estado Social y Democrático de 
Derecho, los cuales, al propio tiempo, actúa. Así, la participación ciudadana 
efectiva y directa en la gestión y manejo de los asuntos públicos resulta 
inconcebible si no se cuenta con un bagaje importante de información acerca de 
las competencias y servicios administrativos, de la misma forma, el principio 
democrático se ve fortalecido cuando las diversas fuerzas y grupos sociales, 
económicos y políticos participan activa e informadamente en la formación y 
ejecución de la voluntad pública. Finalmente, el derecho de acceso a la 
información administrativa es una herramienta indispensable, como otras tantas, 
para la vigencia plena de los principios de transparencia y publicidad 
administrativas. El contenido del derecho de acceso a la información 
administrativa es verdaderamente amplio y se compone de un haz de facultades 
en cabeza de la persona que lo ejerce tales como las siguientes: a) acceso a los 
departamentos, dependencias, oficinas y edificios públicos; b) acceso a los 
archivos, registros, expedientes y documentos físicos o automatizados ïbases de 
datos ficheros-; c) facultad del administrado de conocer los datos personales o 
nominativos almacenados que le afecten de alguna forma, d) facultad del 
administrado de rectificar o eliminar esos datos si son erróneos, incorrectos o 
falsos; e) derecho de conocer el contenido de los documentos y expedientes 
físicos o virtuales y f) derecho de obtener, a su costo, certificaciones o copias de 
los mismos.ò   (Reiterado en Resoluciones 3335-2005 de las diecisiete horas 
veinte minutos del veintinueve de marzo del dos mil cinco y  4831-2009 de las 
doce horas y cincuenta y nueve minutos del veinte de marzo del dos mil nueve) 
Sala Constitucional voto N° 2120-03, de las trece horas y treinta minutos del 
catorce de marzo de dos mil tres. 

 

35 Sobre el particular indicó la Sala Constitucional, mediante voto 136-2003 de 15: 
22 hrs. de 15 de enero de 2000, reafirmada por la N ° 2120-2003 de 13:30 hrs. de 
14 de marzo de 2003. ñé acceder cualquier informaci·n en poder de los 
respectivos entes y órganos públicos, independientemente, de su soporte, sea 
documental ïexpedientes, registros, archivos, ficheros-, electrónico o informático ï
bases de datos, expedientes electrónicos, ficheros automatizados, disquetes, 
discos compactos-, audiovisual, magnetof·nico, etcò.  
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obstante ese derecho no es absoluto, ya que cuenta con 
demarcaciones precisamente delimitadas como por ejemplo el 
carácter confidencial de la información.  

 
Es precisamente este límite de la confidencialidad, el que es 

estudiado por el ente consultor muy recientemente, mediante el criterio 
C-019-2010 del 25 de enero del presente año, el cual explica la 
necesidad de contar con la declaratoria de confidencialidad de 
información pública, así como la obligatoriedad de la publicidad de los 
documentos que cargan sobre sus hombros las diferentes 
dependencias estatales. 
 
 Debido a la necesidad de resguardar los derechos 
fundamentales, la Administración Pública debe de brindarle al 
administrado una verdadera transparencia y publicidad en todas sus 
acciones, con esto se logra un verdadero vínculo Administración-
Administrado, que al mismo tiempo beneficia a la primera, al facilitar al 
segundo externar su criterio en relación con la actividad Estatal, así 
como proponer mejoras para de esta forma facultar a la Gestión 
Pública desarrollarse con las verdaderas y actuales necesidades de 
sus clientes, y al mismo tiempo, se logra identificar más fácilmente los 
eventuales actos de corrupción.  
 

La Administración debe de procurar ser vista por el administrado 
como un ente eficaz y eficiente, sometiéndose al escrutinio más 
minucioso, para que se compruebe lo efectivo de su actividad y el 
adecuado gasto del erario público. 

 
Ahora, no basta con el deber de proporcionar libremente el 

acceso a la información al administrado, ya que se debe contar con 
mecanismos36 que aseguren el acceso a esa información, que 
permitan  
                                                                                                                                                     

 
36 ñVII.- OBJETO DEL DERECHO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN 
ADMINISTRATIVA. El texto constitucional en su numeral 30 se refiere al libre 
acceso a los "departamentos administrativos", siendo que el acceso irrestricto a 
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exigir explicaciones sobre la actuación administrativa y garanticen la 
divulgación de la información de interés público, establecido 
constitucionalmente como el principio de publicidad37.  
 

Como se viene apuntando, la Administración tiene la obligación 
de brindar a todos los administrados el derecho al acceso a la 
información, para así alcanzar una mejor gestión en su actividad y al 
mismo tiempo ganar la confianza y respeto del administrado, pero 
parte de esta información podría estar protegida por la reserva 
establecida por el Secreto de Estado38. 

                                                                                                                                                     

las instalaciones físicas de las dependencias u oficinas administrativas sería inútil 
e insuficiente para lograr el fin de tener administrados informados y conocedores 
de la gestión administrativa. Consecuentemente, una hermenéutica finalista o 
axiológica de la norma constitucional, debe conducir a concluir que los 
administrados o las personas pueden acceder cualquier información en poder de 
los respectivos entes y órganos públicos, independientemente, de su soporte, sea 
documental -expedientes, registros, archivos, ficheros-, electrónico o informático -
bases de datos, expedientes electrónicos, ficheros automatizados, disquetes, 
discos compactos-, audiovisual, magnetof·nico, etc.ò (El resaltado no corresponde 
al original) Sala Constitucional voto N° 2120-03, de las trece horas y treinta 
minutos del catorce de marzo de dos mil tres. 

 
37Artículo 30 de la Constitución Política de la República de Costa Rica. 

 
38Artículo 24 de la Constitución Política de la República de Costa Rica. Ver 
también la resolución de la Sala Constitucional N° 7885 -2002 de 14:45 hrs. de 20 
de agosto de 2000.  
 
ñEn lo concerniente a las limitaciones o l²mites extr²nsecos del derecho de acceso 
a la información administrativa tenemos los siguientes: 1) El artículo 28 de la 
Constitución Política establece como límite extrínseco del cualquier derecho la 
moral y el orden público. 2) El artículo 24 de la Constitución Política le garantiza a 
todas las personas una esfera de intimidad intangible para el resto de los sujetos 
de derecho, de tal forma que aquellos datos íntimos, sensibles o nominativos que 
un ente u órgano público ha recolectado, procesado y almacenado, por constar en 
sus archivos, registros y expedientes físicos o automatizados, no pueden ser 
accedidos por ninguna persona por suponer ello una intromisión o injerencia 
externa e inconstitucional. Obviamente, lo anterior resulta de mayor aplicación 
cuando el propio administrado ha puesto en conocimiento de una administración 
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En este momento, siendo que ya se ha abarcado el tema del 
derecho al acceso a la información, se hace necesario iniciar con el 
an§lisis de la ñdeclaratoria de confidencialidadò, la cual como se indic· 
supra,  está respaldada en el artículo 24 de la Constitución Política. 

 
En dicho numeral se encierran diversos derechos fundamentales 

que regulan el derecho a la intimidad y a la vida privada, la 
inviolabilidad de los documentos privados, el secreto de las 
comunicaciones y el derecho a la autodeterminación informativa o 
derecho a tener control sobre las informaciones que terceros ostenten 
sobre la persona de que se trate.  

 
Estos derechos de  rango constitucional están protegidos por el 

principio de reserva de ley en materia de Derechos Fundamentales. 
Esto implica que su régimen jurídico debe ser establecido por la ley, 
por lo que cualquier restricción o limitación para el ejercicio del 
derecho,  debe provenir de una norma de rango legal.  
 

De este modo, si la Administración requiere de información 
confidencial para alcanzar sus fines, claro está, en procura únicamente 
del beneficio de la colectividad, podrá utilizar toda la información de los 
particulares con carácter confidencial que requiera, no obstante, esta 
información no podrá ser utilizada para otros fines ni tampoco podrá 
ser transferida a diferentes entidades o terceros, exceptuando la 
posibilidad de que el particular desee que su información sea  
 
transmitida abiertamente. 

 
A manera de ejemplo, en esta Dirección General se encuentran 

las ofertas de servicios de miles de costarricenses, estas ofertas están 

                                                                                                                                                     

pública información confidencial, por ser requerida, con el propósito de obtener un 
resultado determinado o beneficio. En realidad esta limitación está íntimamente 
ligada al primer límite intrínseco indicado, puesto que, muy, probablemente, en tal 
supuesto la información pretendida no recae sobre asuntos de interés público sino 
privado.ò (El resaltado no corresponde al original) Sala Constitucional voto N° 
2120-03, de las trece horas y treinta minutos del catorce de marzo de dos mil tres. 
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colmadas de información de carácter privado, pero al mismo tiempo, y 
para los efectos de esta Institución,  son públicos de carácter 
confidencial, y únicamente podrá utilizarlos para los fines que fueron 
registrados en las ofertas, sea, la solicitud de un particular de ingresar 
en el Régimen de Servicio Civil. 

 
No obstante, de acuerdo con el análisis supra, si alguna otra 

oficina de esta Dirección General, así como otra entidad pública 
requiera esa información, para satisfacer una necesidad de la 
colectividad, esos datos podrán ser suministrados, no obstante, 
deberá quedar constancia de cuál es el motivo para el cual se está 
brindando esa información, ya que si la misma es utilizada para otros 
fines, se estaría contraviniendo el derecho constitucional a la intimidad 
y privacidad de la información del particular39 arriba analizado, además 
de la salvedad referente al deseo de universalizar su información 
privada que tenga el particular. Aunado a lo anterior, se debe tener 
presente lo dispuesto en el artículo 2 de la Ley de Protección al 
Ciudadano del Exceso de Requisitos y Trámites Administrativos40, que  

 
literalmente dice en su segundo párrafo: 

 
ñéPara que una entidad, ·rgano o funcionario de la 

Administración Pública pueda remitir información del administrado a 

                                                 
39

   ñéconcierne las actividades a que se dedica, su situación económica o 
financiera, sus lazos comerciales o en el caso de las personas físicas se refiera 
a sus lazos familiares, creencias u opiniones, sus preferencias sexuales, por 
ejemplo. Para que la persona pueda alegar el interés privado de la información 
debe existir un nexo entre la información de que se trata y la propia persona. 
Esta debe ser titular de esa información. Si ese nexo no existe, no podría 
afirmarse que, por el hecho de que una información sea tenida por un particular, 
esa información está protegida por la garantía constitucional. Por consiguiente, 
es esta informaci·n la que puede ser considerada confidencial.ò Procuraduría 
General de la República, Criterio C-019-2010, 25 de enero del 2010. 

 
40

 Ley número 8220, publicada en el Alcance número 22 a La Gaceta número 49 del 11 de 

marzo del 2002. 
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otra entidad, órgano o funcionario, la primera deberá contar con el 
consentimiento del administrado.òé  

 
Del mismo modo, trayendo a ejemplo los expedientes de las 

gestiones de despido y reclamos ubicados en la Asesoría Jurídica de 
la Dirección General de Servicio Civil, si ocurriera la solicitud de 
información de datos que consten en los mismos, se debe de dejar 
constancia de la persona, o ente, que revisa el expediente, su 
intención al revisarlo, además de la comprobación de su carácter de 
parte o tercero autorizado, ya que de acuerdo con lo analizado, no 
basta lo indicado en el artículo 14041 del Código Procesal Civil, en 
cuanto a los facultados para ver expedientes, escritos y documentos, 
siendo imperante, en el caso de terceros ajenos al proceso,  aclarar 
los motivos por los cuales examina los expedientes, ya que los datos 
que se extraigan de los mismos,  únicamente podrán ser utilizados  
para los fines que se indiquen por parte de los terceros autorizados,  
 
bajo la responsabilidad del solicitante.    

 
La Sala Constitucional mediante el voto N° 2120-03, de las trece 

horas y treinta minutos del catorce de marzo de dos mil tres,  abarcó 
con magnífica claridad los alcances del derecho de la información en 
las administraciones, indicando la diferencia entre los sujetos 
intervinientes dentro de un proceso, así como de la confidencialidad de 
la información de los mismos.  Sobre el particular se transcribe: 

 
                                                 
41

 ARTÍCULO 140 Código Procesal Civil.- Derecho para ver expedientes, escritos y documentos. 
( NOTA: los Párrafos 1º y 2º del presente artículo fueron DEROGADOS por el artículo 25 de la Ley 
de Reorganización Judicial Nº 7728 de 15 de diciembre de 1997, por lo que se han suprimido del 
presente texto). 
Los documentos originales quedarán en la caja de la respectiva oficina y serán mostrados a la 
parte contraria si ésta los pidiere. 
Sin embargo, podrán agregarse a los autos las certificaciones de piezas fácilmente reponibles. 
(Texto así modificaco por Resolución de la Sala Constitucional Nº 2305-93 de las 15:24 horas del 1 
de junio de 1993). 
(Reformado tácitamente por el artículo 18 de la Ley de Notificaciones No.7637 de 21 de octubre de 
1996, que autoriza la revisión y fotocopia del expediente a abogados, estudiantes y egresados de 
Derecho, debidamente identificados, y asistentes de los abogados acreditados en autos) 
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 ñ V.-  TIPOLOGIA DEL DERECHO DE ACCESO A LA 
INFORMACIÓN ADMINISTRATIVA. Se puede distinguir con claridad 
meridiana entre el derecho de acceso a la información administrativa 
(a) ad extra -fuera- y (b) ad intra -dentro- de un procedimiento 
administrativo. El primero se otorga a cualquier persona o 
administrado interesado en acceder una información administrativa 
determinada -uti universi- y el segundo, únicamente, a las partes 
interesadas en un procedimiento administrativo concreto y específico -
uti singuli-. Este derecho se encuentra normado en la Ley General de 
la Administración Pública en su Capítulo Sexto intitulado "Del acceso 
al expediente y sus piezas", Título Tercero del Libro Segundo en los 
artículos 272 a 274. El numeral 30 de la Constitución Política, 
evidentemente, se refiere al derecho de acceso ad extra, puesto que, 
es absolutamente independiente de la existencia de un procedimiento 
administrativo. Este derecho no ha sido desarrollado legislativamente 
de forma sistemática y coherente, lo cual constituye una seria y grave 
laguna de nuestro ordenamiento jurídico que se ha prolongado en el 
tiempo por más de cincuenta años desde la vigencia del texto 
constitucional. La regulación de este derecho ha sido fragmentada y 
sectorial, así, a título de ejemplo, la Ley del Sistema Nacional de 
Archivos No. 7202 del 24 de octubre de 1990, lo norma respecto de 
los documentos con valor científico y cultural de los entes y órganos 
públicos -sujetos pasivos- que conforman el Sistema Nacional de 
Archivos (Poderes Legislativo, Judicial, Ejecutivo y demás entes 
públicos con personalidad jurídica, así como los depositados en los  

 

archivos privados y particulares sometidos a las previsiones de ese 
cuerpo legal).  

VI.-  SUJETOS ACTIVO Y PASIVO DEL DERECHO DE ACCESO A 
LA INFORMACIÓN ADMINISTRATIVA. El sujeto activo del derecho 
consagrado en el artículo 30 de la Carta Magna lo es toda persona o 
todo administrado, por lo que el propósito del constituyente fue reducir 
a su mínima expresión el secreto administrativo y ampliar la 
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transparencia y publicidad administrativas. Independientemente de lo 
anterior, el texto constitucional prevé, también, un acceso institucional 
privilegiado a la información administrativa como, por ejemplo, del que 
gozan las comisiones de investigación de la Asamblea Legislativa 
(artículo 121, inciso 23, de la Constitución Política) para el ejercicio de 
su control político. Debe advertirse que el acceso institucional 
privilegiado es regulado por el ordenamiento infraconstitucional para 
otras hipótesis tales como la Contraloría General de la República 
(artículos 13 de la Ley Orgánica No. 7428 del 26 de agosto de 1994; 
20, párrafo 2º, de la Ley sobre el Enriquecimiento Ilícito de los 
Servidores Públicos, No. 6872 del 17 de junio de 1983 y sus 
reformas), la Defensoría de los Habitantes (artículo 12, párrafo 2º, de 
la Ley No. 7319 del 17 de noviembre de 1992 y sus reformas), las 
comisiones para Promover la Competencia y Nacional del Consumidor 
(artículo 64 de la Ley No. 7274 del 20 de diciembre de 1994), la 
administración tributaria (artículos 105, 106, y 107 del Código de 
Normas y Procedimientos Tributarios), etc.. En lo tocante a los sujetos 
pasivos del derecho de acceso a la información administrativa, debe 
tomarse en consideración que el numeral 30 de la Constitución Política 
garantiza el libre acceso a los "departamentos administrativos", con lo 
que serán sujetos pasivos todos los entes públicos y sus órganos, 
tanto de la Administración Central -Estado o ente público mayor- como 
de la Administración Descentralizada institucional o por servicios -la 
mayoría de las instituciones autónomas-, territorial -municipalidades- y 
corporativa -colegios profesionales, corporaciones productivas o 
industriales como la Liga Agroindustrial de la Caña de Azúcar, el 
Instituto del Café, la Junta del Tabaco, la Corporación Arrocera, las 
Corporaciones Ganadera y Hortícola Nacional, etc.-. El derecho de 
acceso debe hacerse extensivo, pasivamente, a las empresas públicas 
que asuman formas de organización colectivas del derecho privado a 
través de las cuales alguna administración pública ejerce una actividad 
empresarial, industrial o comercial e interviene en la economía y el 
mercado, tales como la Refinadora Costarricense de Petróleo 
Sociedad Anónima (RECOPE), la Compañía Nacional de Fuerza y Luz 
Sociedad Anónima (CNFL), Radiográfica de Costa Rica Sociedad 
Anónima (RACSA), Correos de Costa Rica Sociedad Anónima, la 
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Empresa de Servicios Públicos de Heredia Sociedad Anónima 
(EPSH), etc., sobre todo, cuando poseen información de interés 
público. Por último, las personas privadas que ejercen de forma 
permanente o transitoria una potestad o competencia pública en virtud 
de habilitación legal o contractual (munera pubblica), tales como los 
concesionarios de servicios u obras públicas, los gestores interesados, 
los notarios, contadores públicos, ingenieros, arquitectos, topógrafos, 
etc. pueden, eventualmente, convertirse en sujetos pasivos cuando 
manejan o poseen información -documentos- de un claro interés 
p¼blico.ò (El resaltado no corresponde al original) 

 Como se desprende del extracto del voto supra indicado, 
actualmente existe un grave problema al identificar cuando se puede 
tener acceso a la información en un procedimiento administrativo42,  

cuando los sujetos no son parte del expediente43, no obstante, el 
vacíose ha suplido por diversas normas, pero se considera necesario 

                                                 

42 Artículo 273 de la Ley General de la Administración Pública: 1. No habrá acceso 
a las piezas del expediente cuyo conocimiento pueda comprometer secretos de 
Estado o información confidencial de la contraparte o, en general, cuando el 
examen de dichas piezas confiera a la parte un privilegió indebido o una 
oportunidad para dañar ilegítimamente a la Administración, a la contraparte o a 
terceros, dentro o fuera del expediente. 2. Se presumirán en esta condición, salvo 
prueba en contrario, los proyectos de resolución, así como los informes para 
·rganos consultivos y los dict§menes de ®stos antes de que hayan sido rendidos.ò  

 
43 ñAhora bien, la inviolabilidad de la informaci·n y de los documentos privados es 
una de las manifestaciones del derecho a la intimidad consagrada expresamente 
en el texto constitucional:  ñEsta garant²a protege la confidencialidad de los 
documentos e informaciones privadas, impide a los particulares el acceso a ellos y 
prohíbe a las instituciones y los privados su suministro a tercerosò (Voto N.Á 5376-
94 de las 11:45 horas del 16 de setiembre de 1994).  Como ya lo ha señalado esta 
Procuraduría en anteriores ocasiones, para que pueda hablarse de que se está 
ante informaci·n privada ñ(é) es requisito indispensable que dicha información 
ataña directamente a la esfera de la persona, física o jurídica, ya sea porque 
concierna las actividades a que se dedica, su situación económica o financiera, 
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aclarar que a la fecha no hay una norma específica que regule en ese 
sentido. 

 La sentencia analizada supra, también indica otro elemento que 
ha sido descuidado por el legislador, sea el ñSecreto de Estadoò44, el 
cual a la fecha no cuenta con el dictado de una ley de secretos de 
estado y materias clasificadas. Esta laguna legislativa, obviamente, ha 
provocado una grave incertidumbre y ha propiciado la costumbre 
contra legem del Poder Ejecutivo de calificar, por vía de decreto 
ejecutivo, de forma puntual y coyuntural, algunas materias como 
reservadas o clasificadas por constituir, a su entender, secreto de 
Estado. Esto en lo relacionado con: seguridad nacional (interna o 
externa), la defensa nacional frente a las agresiones que atenten 
contra la soberanía e independencia del Estado y las relaciones 
exteriores concertadas entre éste y el resto de los sujetos del Derecho 
Internacional Público45. Siendo de relevancia para el efecto de esta 
investigación el secreto impuesto a los funcionarios o servidores 
públicos (ratione personae) quienes por motivo del ejercicio de sus 
funciones conocen cierto tipo de información, respecto de la cual 
deben guardar un deber de sigilo y reserva46.  

                                                                                                                                                     

sus lazos comerciales o en el caso de las personas físicas se refiera a sus lazos 
familiares, creencias u opiniones, sus preferencias sexuales, por ejemplo.  Para 
que la persona pueda alegar el interés privado de la información debe existir un 
nexo entre la informaci·n de que se trata y la propia persona...ò (Dictamen C-003-
2003   del 14 de enero del 2003).ò  (Dictamen C-295-2006 del 21 de julio del 2006) 
44

 El secreto de Estado se encuentra regulado en el bloque de legalidad de forma 
desarticulada, dispersa e imprecisa, por ejemplo: Ley General de Policía No. 7410 
del 26 de mayo de 1994, al calificar de confidenciales y, eventualmente, 
declarables secreto de Estado por el Presidente de la República los informes y 
documentos de la Dirección de Seguridad del Estado -artículo 16-; la Ley General 
de Aviación Civil respecto de algunos acuerdos del Consejo Técnico de Aviación 
Civil -artículo 303-, etc. 
45

 Artículo 284 del Código Penal, al tipificar el delito de "revelación de secretos" 
46

 Artículo 337 del Código Penal tipifica y sanciona el delito de "divulgación de 
secretosò 
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Así las cosas, se concluye de la investigación realizada que la 
Dirección General debe actuar siempre procurando el derecho 
fundamental del acceso a la información y documentos públicos, 
facilitando por los medios adecuados la información a los particulares.  

La Dirección General no está facultada para revelar información 
personal privada que conste en ninguna de sus áreas, salvo las 
excepciones del interés público o con la anuencia del particular, no 
obstante, tiene el deber de facilitar cualquier otra información que no 
pueda ubicarse en esa clasificación.  
 
 Se deberá de hacer el análisis en cada caso en particular para 
determinar cual información puede ser conocida por cualquier tercero, 
y cual tiene carácter confidencial. 
   

Atentamente, 
                                       
                                                         
                                                        Original firmado{  Lic. César Soto Solís 

 
                                      Lic. César Soto Solís 
                                       ASESORÍA JURÍDICA 

                         
 
 
 
 
 
 
 
 
                        AJ-589-2010 
                        05 de agosto de 2010 
 
 

Máster 
Juan Antonio Gómez Espinoza 
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Director 
Dirección de Recursos Humanos  
Ministerio de Educación Pública 
 
Estimado señor: 
 
 Con aprobación de la señora Directora de esta Asesoría Jurídica, 
damos respuesta a la consulta formulada mediante oficio DRH-PPRH-
UL-7080-2010 del 16 de junio de 2010, en el cual se solicita la emisión 
de criterio legal por parte de esta Asesor²a Jur²dica respecto a ñlos 
casos de funcionarios que se encuentras en propiedad en el Ministerio 
de Educación Pública y que paralelamente cuentan con propiedad en 
otras instituciones del Estado, tanto del Poder Ejecutivo como de 
instituciones descentralizadas o aut·nomasò. 
 
Previo a evacuar la consulta, resulta conveniente indicarle que es 
política de esta Asesoría Jurídica, el no pronunciarse sobre casos 
concretos o particulares, sino orientar la respuesta según lo dispuesto 
por el ordenamiento jurídico, en cumplimiento del Principio de 
Legalidad consagrado en el numeral 11 de la Constitución Política y su 
homólogo de la Ley General de la Administración Pública. No obstante 
lo anterior, hemos de indicarle que la consulta planteada será  
 
 
abordada desde una perspectiva general, analizando las normas 
jurídicas que puedan ser aplicables en la materia específica y con ello  
evitar  suplantar a la administración activa, a quien compete aplicar lo 
que en derecho corresponde en el caso particular. 
 Conforme el artículo 17 de la Ley Contra la Corrupción y el 
Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública, N° 8422 de 6 de octubre 
de 2004, el cual dispone: 
 
 ñArt²culo 17. ðDesempeño simultáneo de cargos públicos.  Ninguna 
persona podrá desempeñar, simultáneamente, en los órganos y las entidades de 
la Administración Pública, más de un cargo remunerado salarialmente. De esta 
disposición quedan a salvo los docentes de instituciones de educación superior, 
los músicos de la Orquesta Sinfónica Nacional y los de las bandas que 
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pertenezcan a la Administración Pública, así como quienes presten los servicios 
que requieran la Comisión Nacional de Prevención de Riesgos y Atención de 
Emergencias para atender emergencias nacionales así declaradas por el Poder 
Ejecutivo, el Tribunal Supremo de Elecciones, durante los seis meses anteriores a 
la fecha de las elecciones nacionales y hasta tres meses después de verificadas, 
así como otras instituciones públicas, en casos similares, previa autorización de la 
Contraloría General de la República.  
(é.).  
  

  Las excepciones dispuestas en el párrafo primero del 
artículo 17 de la Ley de marras, deberán entenderse aplicables a los 
supuestos en los que la remuneración percibida por el funcionario 
respectivo, sea de naturaleza salarial, mediante dietas, honorarios o 
similares. 
 
 Al respecto, cuando ambas normas utilizan el término 
"simultáneamente" para definir los empleos públicos cuyo ejercicio no 
es autorizado, debemos de entender que ese concepto implica una 
superposición horaria, o a lo sumo de una jornada superior a tiempo 
completo, pues su la intención de la norma es la de evitar un abuso en 
el manejo de fondos públicos, de modo que el legislador (y 
posteriormente el Poder Reglamentario) determinaron la imposibilidad  
 
de desempeñar dos cargos públicos en forma paralela, salvo casos de 
excepción expresamente previstos.  
  
Reviste importancia resaltar la exigencia de que no exista 
superposición horaria, pues se trata de una regla de principio que 
debe respetarse incluso si no estuviera recogida de modo expreso 
como lo hace la norma de cita, toda vez que se deriva directamente de 
las obligaciones que impone el régimen de empleo público. 
 
 Tal condición tiende a evitar que las labores y responsabilidades 
públicas se descuiden o sean atendidas en forma indebida o 
ineficiente, lo cual cobra importancia al tomar en cuenta que 
justamente la eficiencia es uno de los principios que inspiran la 
prestación de los servicios públicos, de conformidad con el artículo 4° 
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de la Ley General de la Administración Pública, así como el deber de 
probidad que señala el numeral  3° de la Ley N° 842247.  
 
 Lo anterior, por cuanto el salario con el cual se retribuye la 
relación de servicio con el Estado apareja una serie de obligaciones, 
siendo una de las más importantes el efectivo cumplimiento de las 
labores del cargo, obligación que no puede atenderse apropiadamente 
si dentro de la jornada,  el funcionario se distrae en actividades o 
funciones ajenas a su puesto, aun cuando se trate de labores para 
otra institución pública.  
 
 Bajo este orden de ideas, debe tenerse presente que la 
superposición horaria en el desempeño de dos cargos públicos 
conllevaría además un enriquecimiento sin causa, pues para uno de 
los puestos el funcionario estaría laborando un tiempo menor al que se 
le ha remunerado efectivamente.  
 
 Sobre el tema de la no superposición horaria, la Procuraduría 
General de la República en su dictamen N° C-396-2005 del 15 de 
noviembre de 2005, ilustro sobre el particular: 
  
 ñIncluso dejando de lado los inconvenientes administrativos que tal cosa 
aparejaría de modo inevitable, ubicándonos en el supuesto específico que aquí se 
consulta, es necesario detenerse a analizar el espíritu de la regla instaurada por la 
Ley N° 8422 relativa al desempeño simultáneo de cargos públicos, en el sentido 
de que las sesiones de junta directiva a las cuales va a asistir el funcionario 
público se realicen fuera de su jornada laboral.  
Por un lado, se persigue impedir una doble remuneración, es decir, que el 
funcionario no perciba su salario y a la vez la dieta por su asistencia a las sesiones 
de un órgano colegiado cuya celebración coincide con su horario de trabajo.  
Pero además, entendemos que la inteligencia de la norma está igualmente 
orientada a asegurar que el servidor público se dedique íntegramente a las 
funciones y responsabilidades que le demanda su puesto durante su horario de 
trabajo, lo que a su vez garantiza la sana prestación del servicio público en 
condiciones de eficiencia y continuidad, postulado consagrado con rango legal por 
virtud del artículo 4° de la Ley General de la Administración Pública.  

                                                 
47  Ley Contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública 
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Bajo este entendido, y en armonía con el deber de probidad recogido en el artículo 
3° de la Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública, 
el funcionario público está obligado a orientar su gestión a la satisfacción del 
interés público, el cual se manifiesta, entre otras cosas, en el cumplimiento de los 
deberes de su puesto de forma eficiente y continua, y teniendo como prioridad la 
correcta satisfacción de los objetivos propios de la institución en la que se 
desempeña. Lo anterior conlleva indiscutiblemente administrar bajo esos 
lineamientos todos los recursos involucrados en la relación de servicio, entre los 
cuales está justamente el tiempo de su jornada laboral.  
Nótese que la modificación que sufrió el numeral 17 analizado se aprobó con una 
intención de flexibilizar la regla, al autorizar la posibilidad de percibir 
simultáneamente dietas y salario, pero sin soslayar la premisa fundamental de 
la que parte esa norma, cual es que las actividades adicionales ajenas a su 
puesto que un funcionario pueda desempeñar se realicen una vez cumplida 
su jornada, pues a fin de cuentas el objetivo que permea estas disposiciones es 
que el funcionario no desatienda indebidamente las labores sustantivas de su 
puesto, pues con ello se deteriora la eficiente y adecuada prestación del servicio 
público.  
 
Así, como es bien sabido, la Ley N° 8422 se promulgó con el objeto de erradicar 
una serie de prácticas indebidas o al menos poco recomendables que venían 
dándose en la función pública, entre ellas el descuido o la desmejora en la 
atención de sus funciones por parte del servidor que se distrae en otros  
 
menesteres ajenos a su puesto, m§s propios de su inter®s personalò.  
 

             Atentamente, 
                            Original firmado{  Licda .Vangie Miranda Barzallo  
      
                                          Licda. Vangie Miranda Barzallo  
               ASESORIA JURIDICA 
 

                        AJ-670-2010 
                        06 de setiembre de 2010 
 
 

Máster 
Juan Antonio Gómez Espinoza 
Director 
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Dirección de Recursos Humanos  
Planificación y Promoción del Recurso Humanos 
Unidad de Licencias 
Ministerio de Educación Pública 
 
Estimado señor: 
 
 Con instrucciones superiores, damos respuesta a la consulta 
formulada mediante oficio DRH-PPRH-UL-10630-2010 del 26 de 
agosto de 2010, en el cual se solicita la emisión de criterio legal por 
parte de esta Asesor²a Jur²dica respecto a ñsi un funcionario que 
ostenta propiedad en una institución cubierta por el Régimen del 
Servicio Civil o excluida, puede tener propiedad en el Ministerio de 
Educación u otra institución; y además que pueda pedir permiso sin 
Goce de Salario para laborar en esa institución donde igualmente tiene 
propiedad ò. 
 
Previo a evacuar la consulta, resulta conveniente indicarle que es 
política de esta Asesoría Jurídica, el no pronunciarse sobre casos 
concretos o particulares, sino orientar la respuesta según lo dispuesto 
por el ordenamiento jurídico, en cumplimiento del Principio de 
Legalidad consagrado en el numeral 11 de la Constitución Política y su 
homólogo de la Ley General de la Administración Pública.  
 
No obstante lo anterior, hemos de indicarle que la consulta planteada 
será abordada desde una perspectiva general, analizando las normas  
 
jurídicas que puedan ser aplicables en la materia específica y con ello 
evitar  suplantar a la administración activa, a quien compete aplicar lo 
que en derecho corresponde en el caso particular. 
      
 Sobre el particular dicho tema fue abordado mediante oficio de 
esta Asesoría Jurídica AJ-589-2010 de fecha 05 de agosto de 2010, 
en el cual fue claro al indicar la negativa y la limitación existente para 
que funcionarios que encontrándose con un nombramiento en 
propiedad puedan laborar en otra institución del Estado o puedan 
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obtener propiedad en otra cede gubernamental simultáneamente, 
debido esto a la prohibición hecha en materia de Corrupción y 
Enriquecimiento Ilícito como se desarrollo en el oficio AJ-589-2010, de 
su conocimiento. 
 
 Aunado a esto solo se podría agregar que es incompatible el 
doble desempeño mediante un permiso sin Goce Salarial pues dentro 
de la Ley de Salarios para la Administración Pública se indica en su 
numeral 15  que:  

ñArt²culo 15.- Ningún servidor podrá devengar dos o más sueldos, salvo 
que correspondan a distintos puestos, no exista superposición horaria y entre 
todos no sobrepasen la jornada ordinaria48.  

  
Por otro lado en el oficio AJ-425-2009 del 11 de Agosto de 2009, 
también emitido por esta Asesoría Jurídica y referido a la posibilidad 
de que personal incluido en el Titulo I del Estatuto de Servicio Civil 
pudiese ocupar simultáneamente puestos dentro del Título II y 
viceversa de dicha normativa se indico particularmente que: 
 
 ñEn relaci·n con este tema, hemos de indicarle que esta Asesor²a Jur²dica 
acoge en todos sus extremos el criterio técnico externado por su representada49,  
 
(supra transcrito), en la medida de que, como Usted bien lo apunta, la materia de 
ascensos, reasignaciones y reingresos, dentro del Título I y Título II del Estatuto 
de Servicio Civil, se encuentran reguladas por leyes distintas, sobre la base de 
procedimientos y requisitos igualmente diferentes, para uno u otro servidor según 
corresponda. 
Ante consultas similares como la que se indica en su misiva, esta Asesoría 
Jurídica ha manifestado en criterios anteriores lo siguiente: 
 

                                                 
48

 Ley 2166, del  09 de octubre de 1957, Ley de Salarios de la Administración Pública. 

 
49

 ñé en nuestro criterio los movimientos anteriormente indicados no son procedentes dado que si bien se 

habla de un Régimen de Servicio Civil y de un solo patrono, lo cierto es que la regulación de esas 

relaciones se da por leyes diferentes y en tanto no exista en cada ley norma expresa que los autorice, por el 

principio de legalidad, as² los consideramoséò Leonel Obando Obando, Director del Área de Carrera 

Docente de la Dirección General de Servicio Civil. 



 

 

 

80 
 

ñéSi bien el R®gimen de Servicio Civil es uno solo, en el sentido de que se halla 
integrado por principios comunes a ambos títulos del Estatuto, en particular los 
principios de idoneidad comprobada y estabilidad en el empleo, lo cierto es que el 
procedimiento de ingreso para los servidores regulares difiere por completo 
en uno y otro título del Estatuto, pues dicho procedimiento obedece a las 
particularidades del proceso concursal que debe llevarse a cabo para los 
distintos tipos de funcionarioséò50 (El destacado es del redactor)ò 
  

  De modo que y ante los argumentos ya citados, no procede ni 
por parte del Estatuto de Servicio Civil, ni por Ley de Salarios de la 
Administración Pública o por la Ley Contra la Corrupción y el 
Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública, que se efectúen 
nombramientos simultáneos de propiedad a un mismo funcionario.  
 

 Sin más que apuntar se tiene por contestada la consulta 
planteada por ese Ministerio. 
 

     Atentamente, 
 
                      Original firmado{  Licda.  Vangie Miranda Barzallo 
     Licda. Vangie Miranda Barzallo  
               ASESORIA JURIDICA 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

       

                                                 
50

 Véase al respecto el oficio AJ-168-2005, fechado 23 de febrero del 2005. 
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                             AJ-475-2010 
1 de julio de 2010 

 
 
Máster 
Francisco Chang Vargas  
Director  
Área de Salarios e Incentivos 
 
Estimado señor: 
 

 Con la aprobación de la señora Directora de la Asesoría 
Jurídica se da respuesta a su correo electrónico del día 22 de junio del 
2010, mediante el cual realiza dos consultas respecto al tema del 
despacho de constancias por parte del Área que representa, 
específicamente sobre la posibilidad de que las mismas sean 
atendidas cuando la solicitud se hace vía telefónica o bien mediante 
correo electrónico, e igualmente, sobre la viabilidad que una vez 
realizadas dichas constancias sean remitidas a la dirección electrónica 
del solicitante. 

 
Previo a emitir el criterio jurídico, resulta conveniente,  hacer del 

conocimiento del consultante, que es política de esta Asesoría Jurídica 
el no pronunciarse sobre casos concretos o particulares, ya que 
suplantaríamos a la Administración Activa en la resolución de sus 
asuntos.  

 
 Aclarado lo anterior, se pueden abordar las preguntas 

planteadas, para lo cual resulta conveniente previamente recordar que 
la potestad de emitir constancias o certificaciones51 por parte de la 
Administración Pública no es una decisión antojadiza de ésta, más por 
el contrario se forja de lo preceptuado por el numeral 65 de la Ley 

                                                 
51 Pese a que entre ambas figuras puedan existir diferencias, para los efectos del 

presente oficio se tomaran estos vocablos como símiles. 
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General de la Administración Pública (Ley Nº 6227 del 2 de mayo de 
1978), el cual indica en su apartado 2 que: 

 
ñLa potestad de emitir certificaciones corresponderá únicamente 

al órgano que tenga funciones de decisión en cuanto a lo certificado o 
a su secretario.ò 

  
Como puede verse la potestad certificadora de la Administración 

se impone entonces como una competencia legalmente dada, que 
puede, y debe, ser ejercida solamente por un grupo predeterminado 
de servidores. Así de conformidad con la norma transcrita, en el caso 
del Área de Salarios e Incentivos de la Dirección General de Servicio 
Civil52 el funcionario competente para expedir las constancias de 
hechos, productos o servicios realizados en ella, es quien ostente el 
cargo de director de Área.  

 
 Ahora bien, otra acotación que si bien no forma parte 

consustancial de lo planteado, sí reviste cierta importancia en lo que 
se dirá, es el hecho de  que una constancia constituye una declaración 
de conocimiento por parte de la Administración, cuya finalidad es 
asegurar la verdad de lo que en ella se contenga, así lo ha sostenido 
la Procuraduría General de la República, por ejemplo en su dictamen 
número  C-116-96, cuando definió la figura como: 

 
ñéPrueba fehaciente de la realidad de una afirmación o de un 

acto. Las actas notariales y las autorizadas por los secretarios 
judiciales establecen por excelencia la constancia de un hecho o de 
una declaración comprobada por los otorgantes de la fe pública."é 

 
 

 En el mismo sentido la doctrina ha definido la potestad 
administrativa certificante como aquella que: 
 

                                                 
52 En adelante tambi®n llamada ñSalariosò. 
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  ñées desarrollada por el Estado de forma exclusiva o por 
entidades públicas o paraestatales e incluso por personas físicas por 
su concepción, que tiene por objeto la acreditación de la verdad, real o 
formal, de hechos, conductas o relaciones, en intervenciones de las 
relaciones jurídicas individuales, o intervenciones jurídicas públicas, 
por razones de seguridad o interés general...ò53.  
 

 Espec²ficamente sobre las certificaciones llamadas ñde 
conocimientoò se ha apuntado que:  
 

ñéEl acto de certificación es una declaración de conocimiento 
con la finalidad de asegurar la verdad de lo que en él se contenga y 
que la Administración conoce. La Administración, para emitir estos 
actos, constituye unos datos que, por razones de seguridad jurídica e 
interés general, va a declarar son ciertos. Esta declaración la realiza 
mediante un acto administrativo de certificación en el que manifiesta 
ser verdad (real o formal) aquello que conoce y es objeto de dicho 
acto...ò.54  
 
 Así, el acto de certificación va precedido de otros actos previos 
sobre los cuales se constituye la base sobre la que se certifica; la 
Administración asegura mediante este instrumento la verdad de un 
hecho o situación, de ahí que posea un objetivo de importantes 
consecuencias que no puede ser tomado con ligereza. Siendo esto 
así, el Órgano Consultivo Estatal ha sostenido que las constancias o 
certificaciones deben cumplir ciertas formalidades, indicándose en el 
dictamen número  C-187-2002 que: 
 

                                                 
53 MARTÍNEZ JIMÉNEZ, José Esteban; La función Certificante del Estado; Madrid; 
IEAL; 1977; Pág. 21. 
54 GARCÍA-TREVIJANO FOS, José Antonio; Tratado de Derecho Administrativo; 
Madrid; Editorial Revista de Derecho Privado, segunda edición, Tomo II, Vol. I; 
1971; Pág.226. 
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 ñéAhora bien, como tal declaración de conocimiento se realiza 
mediante un acto administrativo de certificación, a juicio de esta 
Procuraduría, el mismo deberá contener:  

a. Nombre y firma de la persona responsable. Considerando que a 
tenor del artículo 65 de la Ley General de la Administración 
Pública, la potestad certificaste (sic) no es propia de todos los 
funcionarios públicos, debe entenderse entonces que el 
legitimado para ello, es el titular del órgano que ostenta la 
competencia, es decir, quien tenga funciones de decisión en 
cuanto a lo certificado, entendida estas funciones de decisión, 
como la facultad para adoptar un acto decisorio externo, propio 
de su competencia (é) 

b.  Debe indicarse en forma clara y precisa el hecho que se va a 
certificar. Teniendo en cuenta que la certificación tiene por objeto 
la acreditación de la verdad real o formal de hechos o conductas, 
debe indicarse entonces en forma clara y precisa los hechos o 
situaciones que están bajo la custodia de la Contabilidad 
Nacional y que se han de certificar.  

b. Debe indicarse en forma clara la hora y la fecha en que se emite 
la certificación.  

c. Debe constar el sello de la dependencia que la emite.  
d. Salvo que el solicitante se encuentre exento por ley, debe 
cubrirse el importe de los timbreséò 

 
El valor de la concurrencia de dichos requisitos en las 

constancias emanadas del Área de Salarios, se verá más adelante al 
analizar el segundo cuestionamiento planteado.  

 
Ahora bien, se consulta sobre la posibilidad de atender 

solicitudes tendientes a lograr constancias, realizadas vía telefónica o 
bien al correo electrónico del Área o de alguno de los servidores de la 
misma. En este sentido debe aclararse que, ante la ausencia de un 
procedimiento especial que oriente al Área de Salarios en torno a la 
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atención de solicitudes de constancias, la tramitación de éstas deben 
asimilarse a la interposición de un procedimiento administrativo 
tendiente a obtener el dictado de un acto en particular, y 
consecuentemente la solicitud como sí misma debe tenerse como una 
petición de apertura de proceso, derivada del derecho estipulado en 
los artículos 27 y 41 de la Constitución Política.55  

 
La pregunta se torna válida si se toma en cuenta que ambos 

medios son mecanismos de comunicación remotos en los que no se 
tiene presencia física del solicitante, medios que han sido reconocidos, 
a grandes rasgos, por las normas que componen el bloque de 
legalidad imperante, así a manera de ejemplo la antigua redacción del 
numeral 6 bis de la Ley Orgánica del Poder Judicial (Ley Nº 7333 del 5 
de mayo de 1993), disponía en lo conducente que: 

 
 ñArtículo 6 bis.- Tendrán la validez y eficacia de un documento 
físico original, los archivos de documentos, mensajes, imágenes, 
bancos de datos y toda aplicación almacenada o transmitida por 
medios electrónicos, informáticos, magnéticos, ópticos, telemáticos o 
producidos por nuevas tecnologías, destinados a la tramitación 
judicial, ya sea que contengan actos o resoluciones judiciales (é) Las 
partes también podrán utilizar esos medios para presentar sus 
solicitudes y recursos a los tribunales, siempre que remitan el 
documento original dentro de los tres días siguientes56, en cuyo caso 
la presentación de la petición o recurso se tendrá como realizada en el 
momento de recibida la primera comunicaci·néò El subrayado es suplido.  

 

                                                 
55 Disponen estos numerales en su orden:  ñArt²culo 27.-  Se garantiza la libertad 

de petición, en forma individual o colectiva, ante cualquier funcionario público o 
entidad oficial, y el derecho a obtener pronta resoluci·n.ò  ñArt²culo 41.-
Ocurriendo a las leyes, todos  han  de encontrar reparación para las injurias o 
daños que hayan recibido en su persona, propiedad o intereses morales.  Debe 
hacérseles justicia pronta, cumplida, sin denegación y en estricta conformidad 
con las leyes.ò  

56 Frase que fuera derogada por la Ley de Notificaciones Judiciales (Ley Nº 8687 
del 4 de diciembre del 2008)  
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Esta disposición ha sido retomada por nuevas leyes que 
implementan la validez de medios de comunicación no presenciales 
como formas de interacción entre la Administración Pública y los 
administrados, brindándole celeridad y eficacia a las gestiones que se 
realicen bajo esos medios, a la vez que se trata de que el gobernado 
no deba transportarse largos trayectos, ni realizar gastos en 
combustibles o transportes, por actuaciones que pudiera realizar a 
distancia.  

 
Precisamente esta línea de pensamiento que parece estar 

guiando las actuaciones administrativas, ha sido recogida por el 
legislador común y desarrollada posteriormente por el Ejecutivo al 
dictarse el artículo 5 de la Ley de Protección al Ciudadano del Exceso 
de Requisitos y Trámites Administrativos (Ley Nº 8220 del 4 de marzo 
del 2002) y 20 de su Reglamento (Decreto Ejecutivo Nº 32565 del 28 
de abril del 2005), normas que respectivamente disponen que: 

 
ñArtículo 5ºðObligación de informar sobre el trámite. Todo 

funcionario, entidad u órgano público estará obligado a proveer, al 
administrado, información sobre los trámites y requisitos que se 
realicen en la respectiva unidad administrativa o dependencia. Para 
estos efectos, no podrá exigirle la presencia física al administrado, 
salvo en aquellos casos en que la ley expresamente lo requieraé.ò 

 
ñArtículo 20. ðPresencia del administrado. Salvo los casos 

establecidos por disposición normativa, la presencia del interesado 
para realizar las tramitaciones ante la Administración Pública no será 
indispensable. Para tales efectos, bastará con la presentación de una 
autorización emitida por el interesado, la cual deberá ser autenticada 
por un Notario, en los casos en que esté estipulado por la normativa 
jurídica, o bien por simple autorización acompañada de la copia de la 
c®dula de identidad del interesado, en los dem§s casos.ò Los 
destacados son de quien rubrica.  

 
Ahora, nótese que las normas crean un supuesto general a favor 

del administrado, mas no una regla absoluta, pues ambas reconocen 
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que existirán ocasiones en las que las gestiones deberán realizarse 
necesariamente con la presencia de aquel. Cabe entonces 
preguntarse si ¿la solicitud de constancias es necesariamente una de 
estas ocasiones en las que debe obligarse al administrado a 
presentarse? La respuesta a tal pregunta es sí. 

 
Se dice que sí es necesario en tanto al ser un proceso de 

petición (tal y como se dijo supra) el solicitante deberá cumplir con la 
serie de requisitos que son impuestos por la Ley General de la 
Administración Pública, norma que en su artículo 285 dice que: 

 
 ñArtículo 285.- 
 1. La petición de la parte deberá contener:  
 a) Indicación de la oficina a que se dirige; 
 b) Nombre y apellidos, residencia y lugar para notificaciones de 
la parte y de quien la representa; 
 c) La pretensión, con indicación de los daños y perjuicios que se 
reclamen, y de su estimación, origen y naturaleza; 
 d) Los motivos o fundamentos de hecho; y  

 e) Fecha y firma.  

 2. La ausencia de los requisitos indicados en los numerales b) y 
c)  obligará al rechazo y archivo de la petición, salvo que se puedan 
inferir claramente del escrito o de los documentos anexos.  

 3. La falta de firma producirá necesariamente el rechazo y 
archivo de la petici·n.ò  

  
Como puede notarse,  la solicitud que debe darse para que la 

administración, en este caso el Área de Salarios, inicie un 
procedimiento tendiente al dictado de un acto administrativo,  conlleva 
una serie de requisitos que no pueden ser cumplidos a cabalidad 
cuando se presentan utilizando medios electrónicos como los 
consultados, de ahí que se consideren medios no idóneos para la 
presentación, y consecuentemente la atención, de la gestión 
presentada, conclusión a la que igualmente ha llegado el Alto Estrado 
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Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, quien recientemente 
señaló que: 

 
 ñéEl reclamo del recurrente radica en que no le han 

respondido sus gestiones realizadas por medio de correo electrónico 
en donde puso en conocimiento al Instituto Costarricense de 
Electricidad su molestia por la falta de instalación del servicio de 
telefonía fija en su apartamento, ya que en un primer momento se le 
indicó que la conexión se haría en 8 días. Sin embargo, ha 
transcurrido el tiempo y aún no ha recibido el servicio solicitado. Cabe 
indicar al recurrente que, de acuerdo a lo estipulado en el artículo 285 
de la Ley General de la Administraci·n P¼blica, ñ...La petici·n de la 
parte deberá contener: a) Indicación de la oficina a que se dirige; b) 
Nombre y apellidos, residencia y lugar para notificaciones de la parte y 
de quien la representa; c) La pretensión, con indicación de los daños y 
perjuicios que se reclamen, y de su estimación, origen y naturaleza; d) 
Los motivos o fundamentos de hecho; y e) Fecha y firma. 2. La 
ausencia de los requisitos indicados en los numerales b) y c) obligará 
al rechazo y archivo de la petición, salvo que se puedan inferir 
claramente del escrito o de los documentos anexos. 3. La falta de 
firma producirá necesariamente el rechazo y archivo de la petici·nò. 
De lo anterior, la Sala concluye que las solicitudes presentadas por 
medio de correo electrónico carecen de las formalidades mínimas que 
la ley estableceéò Voto Nº 2010-008084  

 
 ñéIII.-En razón de lo señalado, la falta de atención a las 

gestiones presentadas por la recurrente por medio de correo 
electrónico no viola derecho fundamental alguno, ya que la 
Administración no estaba obligada a contestarle en los términos de lo 
dispuesto en el artículo 27 de la Constitución Política. En 
consecuencia, el recurso es improcedente, de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 9° de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, 
como al efecto se declaraéò Voto Nº 2010-004778  

 
En igual sentido pueden consultarse los votos de esa Sala Nº 

2009-03204, 2009-05749, 2009-000413 y 2008-013502. 
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Pero, debe quedar claro que esta aseveración no implica la 
inatención de toda gestión que sea presentada mediante esos 
mecanismos de comunicación.  

 
Y es que no puede negarse el hecho de que en muchas 

ocasiones las gestiones que se interponen ante las distintas instancias 
administrativas son presentadas por medios tecnológicos, sea bien 
correo electrónico, fax, o vía telefónica, son perfectamente atendibles 
por ese medio, a razón de ejemplo basta señalar que incluso esta 
consulta ha sido diligenciada mediante el correo electrónico 
institucional, por lo que no se puede negar categóricamente dicha 
posibilidad, pues en todo caso la Ley General de la Administración 
Pública le otorga a la Administración la potestad discrecional de 
tramitar las peticiones que sean presentadas ante su autoridad sin 
cumplir con los requisitos procesales y formales, al decir en su 
numeral 292 apartados 1 y 2 que: 

 
 ñ1. Toda petici·n o reclamaci·n mal interpuesta podr§ ser 

tramitada de oficio por la autoridad correspondiente. 2. Sin embargo, la 
autoridad administrativa no estará sujeta a término para pronunciar su 
decisión al respecto, ni obligada a hacerlo, salvo en lo que respecta a 
la inadmisibilidad de la petición o reclamaciónéò  

 
Entonces, tocará a la administración el determinar en cuáles 

casos se encuentra ante una gestión que puede ser presentada vía 
correo electrónico o telefónicamente (incluido aquí el fax), y en cuales 
no, conservando siempre el deber de informarle al solicitante sobre la 
inadmisibilidad del medio que se está utilizando, a la vez que, 
agregamos, se le indique por motivos de celeridad e informalidad de la 
sede administrativa, cuál es el medio idóneo para lograr obtener el 
dictado del acto solicitado.  

 
No está por demás recordar en este punto que la decisión que se 

tome en ejercicio de la potestad discrecional otorgada debe tomar en 
cuenta elementos de oportunidad, racionabilidad, razonabilidad, 
equidad, celeridad y demás, pues el no hacerlo tornaría la misma en 
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una mera arbitrariedad donde la decisión se vuelve antojadiza, y se 
ata a la voluntad del servidor, situación que no puede existir en el 
ambiente administrativo tal y como lo señalara la Procuraduría General 
de la República en su dictamen número C-287-2005, cuando dijo que: 

 
ñéLa discrecionalidad y la arbitrariedad son conceptos 

antagónicos. El único poder que el Derecho de la Constitución acepta 
como legítimo en su concreto ejercicio es el que se presenta como 
resultado de una voluntad racional, demostrándose en cada caso que 
se cuente con razones justificativas, objetivas y consistenteséò. 

 
Ahora, respecto a la segunda pregunta en torno a la viabilidad 

legal de enviar las constancias que son producidas en esa Área a una 
dirección electrónica (e-mail), debe acotarse lo siguiente.  

 
Como ya se dijo, la constancia según cita el dictamen C-187-

2002, necesita cumplir con una serie de requisitos para ser 
considerada un documento idóneo de cumplir su fin. Parte importante 
de dichos requisitos la compone la firma del servidor, elemento que, 
de toda suerte, es requerido para el dictado de cualquier acto 
administrativo según marca el apartado 2 del numeral 134 de la Ley 
General de la Administración Pública, el cual señala que: 
 

 ñ2. El acto escrito deber§ indicar el órgano agente, el derecho 
aplicable, la disposición, la fecha y la firma, mencionando el cargo del 
suscriptor.ò 
 

Como puede colegirse claramente de la norma trascrita, el 
elemento ñfirmaò resulta por dem§s necesario para la validez del 
respectivo acto administrativo57, razón por la cual se asevera que 
aquel que se encuentre sin firmar, no ha nacido a la vida jurídica, 
conclusión que fuera expuesta de manera sucinta por la Sala 

                                                 
57 Valga recordar que la validez del acto es lo que determina la idoneidad que 

tiene el mismo para generar efectos jurídicos, de ahí que el acto inválido nunca 
ha nacido a la vida jurídicamente hablando.  
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Constitucional de la Corte Suprema de Justicia en su Voto Nº 2006-
7906, donde indicó que: 
 

ñéV.- CASO CONCRETO. De la relación de hechos 
demostrados, se tiene que a la fecha, no se ha resuelto en forma 
definitiva, el recurso de reposición presentado por el amparado el 19 
de marzo del 2004, pese a que se encuentra de sobra vencido, el 
plazo legal de un mes dispuesto al efecto. Según lo informado por el 
Ministro accionado, el despacho a su cargo procedió a elaborar el 
proyecto de resolución número 699-2006 del 23 de mayo del 2006, a 
través del cual, se resolvió la impugnación cuyo defecto aquí se acusa, 
no obstante, aún faltaba la firma del Presidente de la República según 
corresponde. De este modo, resulta evidente que a la fecha, no se ha 
dictado resolución final respecto del recurso en referencia, pues ese 
proyecto de resolución no constituye un acto administrativo al adolecer 
de un requisito de validez como es la firma del órgano que lo emitió, a 
tenor de lo dispuesto en el artículo 134 de la Ley General de la 
Administración Públicaé.ò El subrayado es suplido.  

 
En caso de un documento electrónico (único que puede ser 

enviado a una dirección electrónica) como es un archivo creado en 
ñPdfò o bien ñWordò, ñexcelò o similares, la ¼nica forma de cumplir con 
el requisito recién indicado es mediante la inclusión de una ñfirma 
digitalò cumpliendo para ello con los requisitos establecidos por la Ley 
de Certificados, Firmas Digitales y Documentos Electrónicos (Ley Nº 
8454 del 30 de agosto del 2005) y su Reglamento (Decreto Ejecutivo 
Nº 33018 del 20 de marzo del 2006), pues como señala el artículo 9 de 
la citada ley: 

 

 ñArtículo 9ºðValor equivalente. Los documentos y las 
comunicaciones suscritos mediante firma digital, tendrán el mismo 
valor y la eficacia probatoria de su equivalente firmado en manuscrito. 
En cualquier norma jurídica que se exija la presencia de una firma, se 
reconocerá de igual manera tanto la digital como la manuscrita. 

http://www.pgr.go.cr/scij/Busqueda/Normativa/Normas/nrm_repartidor.asp?param1=NRM&nValor1=1&nValor2=56884&nValor3=74725&strTipM=FN
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 Los documentos públicos electrónicos deberán llevar la firma 
digital certificada.ò 

Siendo así las cosas, al no poseer la Dirección General de 
Servicio Civil ni sus dependencias, firma digital certificada, el 
documento electrónico por sí mismo no tendrá validez alguna al 
faltarle el elemento ñfirmaò, de ah² que sea necesario que el acto 
administrativo dictado sea retirado, o bien notificado, de manera física 
para que pueda cumplir cabalmente con los requisitos que le son 
impuestos y genere así los efectos jurídicos deseados y necesarios.  

 
Por último, debe indicarse que una vez que es aceptada la 

solicitud realizada por el administrado, el Área respectiva debe expedir 
la constancia solicitada sin que pueda oponerse al caso el hecho de 
que posiblemente el administrado ñno aparece posteriormenteò, pues 
la competencia es según el Órgano Consultivo Estatal: 

 
 ñéun poder-deber lo que implica que no existe disponibilidad de 
la competencia. Por ende, el principio es la imperatividad de la 
competencia. Lo que lleva a afirmar que la competencia debe ser 
ejercida por el órgano a quien expresamente le ha sido atribuida. En 
consecuencia, no puede ser renunciada ni dispuestaéò Dictamen C-140-

2003. Los subrayados son de quien suscribe.  

 
El hecho de que la actividad administrativa sea ejercida para el 

dictado de un acto que no es posteriormente utilizado por el 
administrado, si bien es lastimoso y reprochable, no enerva el 
cumplimiento de los deberes que guarda la Administración.   

 
Sin más acotaciones que agregar, se evacuan así las consultas 

planteadas.  
   

Atentamente, 
Original firmado{ Lic. Mauricio Alvarez Rosales 

Lic. Mauricio Álvarez Rosales  
ASESORÍA JURÍDICA 
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 AJ-1032-2010 
23 de diciembre de 2010  

 
 
 
 
Máster 
Francisco Chang Vargas 
Director  
Área de Salarios e Incentivos 
 
Estimado señor: 
  
 Con aprobación de la señora Directora de esta Asesoría Jurídica, 
atendemos la consulta planteada mediante oficio SI-191-2010 con 
fecha diecisiete de noviembre de dos mil diez, en el cual nos solicita 
emitir criterio jurídico tocante a:  
 
 ñ1. Si con base en lo que señala el artículo 1º de la Ley de 
Salarios de la Administración Pública, la Escala de Sueldos de la 
Administración Pública contenida en el artículo 4º de la misma, es de 
aplicación exclusivamente para los puestos contenidos en el Manual 
de puestos (sic) del Régimen de Servicio Civil. 
 2. Si por el contrario, con base en lo que indica el artículo 4º de 
dicha Ley, esa Escala de Sueldos es de aplicación en un ámbito 
mayor al cubierto por el citado Régimen; es decir, a otras instituciones 
públicas. 
 3. Si los contenidos de ese artículo 4º demandan de la existencia 
de una Escala de Sueldos con una única estructura interna; sea, tal 
como se encuentra la contenida en nuestra Resolución DG-265-2010; 
o por el contrario, si la misma podría tener diferentes estructuras, con 
otras diferentes a las de salario base y anualidades, con conceptos 
como salario único, sin anualidades e incluso remuneraciones en otras 
monedas.ò 
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 En aras de atender las consultas expuestas dentro del oficio de 
marras, analizaremos en primera instancia la normativa relacionada y 
mencionada dentro de dicha misiva la cual refiere a la Ley de Salarios 
de la Administración Pública, Ley 2166 del 15 de octubre de 1957, y 
sus reformas,  la cual dispone en su numeral primero: 
 
 ñArt²culo 1Á.- La presente ley se dicta para garantizar la eficiencia 
de la Administración Pública y constituirá el sistema oficial de 
retribución para todas las clases de puestos clasificados en el Manual 
Descriptivo de Puestos, conforme lo dispone el Capítulo X del Estatuto 
de Servicio Civil.ò (Subrayado de quien transcribe) 
 
 De conformidad con el texto supra citado,  la referencia hecha 
remite  al Capítulo X del Estatuto de Servicio Civil58, el cual 
corresponde al Régimen de Sueldos, disponiendo en su artículo único 
que: 
 
            ñArt²culo 48.-Los sueldos de los funcionarios y empleados 
protegidos por esta ley59, se regirán de acuerdo con las siguientes 
reglas:  
 
a) Ningún empleado o funcionario devengará un sueldo inferior al 
mínimo que corresponda al desempeño del cargo que ocupe.  
 
b) Los salarios de los servidores del Poder Ejecutivo serán 
determinados por una Ley de Salarios que fijará las sumas mínimas, 
intermedias y máximas correspondientes a cada categoría de 
empleos.    
 
c) Para la fijación de sueldos se tomarán en cuenta las condiciones 
fiscales, las modalidades de cada clase de trabajo, el costo de la vida 
en las distintas regiones, los salarios que prevalezcan en las empresas 

                                                 
58 En adelante Estatuto. 
59 Sean los funcionarios cubiertos por el Régimen de Méritos. 
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privadas para puestos análogos y los demás factores que estipula el 
Código de Trabajo.    
 
d) Dentro de las cifras mínimas y máximas de que habla el inciso b), 
los Jefes respectivos podrán acordar aumentos de sueldos, 
atendiendo a factores como la eficiencia, la antigüedad, la conducta, 
las aptitudes y demás cualidades que resulten de la calificación 
periódica de sus servidores, todo esto con sujeción a lo que al efecto 
disponga la Ley de Salarios. Los Jefes de las diversas secciones del 
personal administrativo, deberán obtener, de previo a tales aumentos, 
la venia del supervisor jerárquico; aumentos que estarán sujetos a lo 
dispuesto en el inciso e) de este mismo artículo; y    
 
e) Queda prohibido a la Tesorería Nacional extender giros a favor de 
empleados o funcionarios, por sumas distintas a las mínimas fijadas 
en el Presupuesto o Ley de Salarios; y en el caso del inciso anterior, el 
aumento no se hará efectivo sino cuando esté incluido en la Ley de 
Presupuesto Ordinario, o en un presupuesto extraordinario. La 
Dirección General de Servicio Civil, informará a la Tesorería Nacional 
de los aumentos de los sueldos de los servidores p¼blicos.ò 
(Subrayado no corresponde al original) 
 
 En virtud de lo anterior se desprende que,  conforme a la lectura 
del artículo 48 del Estatuto de Servicio Civil, la Ley de Salarios de la 
Administración Pública, se aplicará conforme a los parámetros ahí 
establecidos y para quienes se encuentren amparados a esta ley60.  
 
 Dentro del alcance como tal del Estatuto de Servicio Civil, se 
habla de Poder Ejecutivo y no de Estado, pese a que dentro de la 
Carta Fundamental,  el constituyente previó una repercusión general 
de dicho Estatuto para todos los servidores del Estado, expresión que 
deriva en el concepto de ñservidores p¼blicosò61, lo cual abarcaría a 
todos los funcionarios de cualquiera de los poderes de la República y 
no solo al Ejecutivo, situación que al momento de su creación 
                                                 
60

 Ley 5188. Del 31 de mayo de 1953, Estatuto de Servicio Civil. 
61

 Termino designado dentro de la teoría de Estado Único Patrono por la Procuraduría de la República. 
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resultaría ardua y compleja por lo que la propia Constitución Política 
en su transitorio X dispuso una incorporación paulatina de los puestos, 
gradualidad que el transitorio VI del Estatuto también contempló, 
quedando como plazo máximo el 8 de noviembre de 1959, producto 
de esto es la lectura del artículo 4 de la Ley de Salarios de la 
Administración Pública  que reza: 
 
 ñArtículo 4°.- Créase la siguiente escala de sueldos con setenta y 
tres categor²as y con las siguientes asignaciones; (é) 
 La anterior escala regirá para todo el Sector Público y cuando las 
circunstancias lo demanden, después de un estudio técnico efectuado 
por la Dirección General de Servicio Civil, esa institución podrá 
variarla, mediante resolución. 
En ningún caso se rebajará la base del salario de los empleados que 
resulten afectados y se respetarán sus derechos adquiridos. La suma 
del salario de clase, más los sobresueldos, constituyen el nuevo 
salario base, el cual servirá para la correspondiente ubicación en la 
presente escala salarial. (Así reformado por el artículo 1° de la Ley N° 
6835, de 22 de diciembre de 1982.)ò(Subrayado de quién transcribe) 
 
 Como ley general los puestos que se desempeñan dentro del 
Poder Ejecutivo se encuentran cubiertos por  este Estatuto, mientras 
que las excepciones deben ser calificadas y legalmente determinadas 
en esta ley (puestos excluidos, de confianza y exceptuados de la 
norma62) y en otras leyes específicas de índole no presupuestaria.  
 
 En razón de esto existe una necesidad permanente de controlar 
que los puestos que sean creados o trasladados a cargos fijos en las 
distintas dependencias amparadas por el sistema de méritos sean 
tratados y regulados por las disposiciones del Estatuto de Servicio 
Civil, considerando que existen diversas leyes a través de los años 
que han ampliado el articulado y ámbito de aplicación de dicho cuerpo 
normativo, el cual contiene principios y valores que pueden ser 
aplicados en caso de necesidad,  por vacio o para integrar otras 

                                                 
62

 Artículos 3-5 del Estatuto de Servicio Civil. 
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normas de diversos regímenes de empleo público vigentes, de manera 
supletoria.  
 
 Lo anterior aduce a que existe un alcance parcial del Estatuto de 
Servicio Civil pues a pesar de que originariamente está creado dicho 
documento para regular ñlas relaciones entre el Estado y los 
servidores públicos, con el propósito de garantizar la eficiencia de la 
administraci·nò, lo cierto es que no se reguló el propio régimen 
económico, aspecto de gran importancia dentro de esa relación, así 
como tampoco se atendió el sometimiento que existe entre los otros 
entes administrativos al régimen laboral público63. 
 
 Desde la promulgación de la Ley de Salarios de la 
Administración Pública en 1957,  se dejaba claramente establecido 
que el plan de salarios que se propuso en un inicio no debía de 
confundirse con un simple aumento de sueldos inspirado en simpatías 
personales o políticas64 dentro del Poder Ejecutivo, si no que 
respondía a un criterio técnico que comprendía la totalidad de los 
servidores públicos incluidos en la Ley de Servicio Civil65. 
  
 Sobre lo anterior mencionaba el Dictamen de la Sala de 
Comisiones de la Asamblea Legislativa de la Comisión de Trabajo y 
Previsión social del 30 de mayo de 1957 que: 
 
 ñLa Ley como la proponemos en primer lugar hace justicia y 
estimamos que traerá más eficiencia a el trabajo de la administración 
Pública. A la vez que no solo encarga o quién corresponde el estudio 
de estas materias de puestos públicos y sus remuneraciones, como es 
la Dirección General de Servicio Civil que trata de sustraer ese trabajo 

                                                 
63 Referido al tema podemos apreciar como diversas instituciones se someten de 

manera voluntaria a la Escala de Salarios dispuesta y contemplada dentro de la 
Ley de Salarios de la Administración Pública  y determinada por las 
Resoluciones emitidas al efecto por esta Dirección General de Servicio Civil, la 
cual se encuentra de momento vigente con el número DG-265-2010. 

64 Esto  atendía la realidad nacional en esa década. 
65 Nombrada así por nuestra constitución Política en su artículo 192  
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de la Asamblea Legislativa el cuerpo menos técnico y adecuado para 
ese fin, esas presiones y molestias relacionadas con los Sueldos de 
los Servidores Públicos, la que tan claro establece nuestra constitución 
en su T²tulo XV sobre el Servicio Civil.ò  
 
  Particularmente podemos denotar como a lo largo del desarrollo 
del  articulado se designa como órgano para la atención, 
implementación y aplicación al ñServicio Civilò como se aprecia 
igualmente en el artículo 2 de la Ley supra citada: 
 
 ñArt²culo 2Á.- Por Manual Descriptivo de Puestos se entenderá el 
conjunto de especificaciones que indican los deberes y atribuciones de 
las clases del Servicio Civil y los requisitos mínimos exigidos a quienes 
hayan de desempeñarlos. Será emitido por Decreto del Poder 
Ejecutivo así como las modificaciones posteriores que lleguen a ser 
necesarias.ò 
 
 Pero para excluir de la generalidad de funciones otorgadas en un 
inicio por la Ley de marras en la cual el texto original del artículo 3 
señalaba: 
 
 ñArt²culo 3Á.- Para los efectos del inciso a) del artículo 1366 del 
Capítulo X del Estatuto de Servicio Civil, el Poder Ejecutivo enviará a 
la Asamblea Legislativa, para su información junto con el Proyecto de 
Ley de Presupuesto de cada año, una relación de los puestos de la 
Administración Pública, agrupados por unidades administrativas según 
su asignación presupuestaria. Además el Poder Ejecutivo elaborará un 
Manual de Organización Administrativa, con el detalle de las 
categorías, asignaciones a éstas, títulos, clasificadores y salarios de 
cada puesto y que emitir§ mediante Decreto Ejecutivo.ò 

                                                 
66

 Artículo 13.- Son atribuciones y funciones del Director General de Servicio Civil:  

a) Analizar, clasificar y valorar los puestos del Poder Ejecutivo comprendidos dentro de esta ley y asignarlos 

a la categoría de salario correspondiente de la escala de sueldos de la Ley de Salarios de la Administración 

Pública N° 2166 de 9 de octubre de 1957.  

Así reformado este inciso a) por el artículo 1° de la Ley N° 3299, de 13 de julio de 1964. Para efectos de este 

inciso ver transitorio citado en la Ley N° 3299. 
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Dicho artículo fue derogado por el numeral  127 de la Ley de la 
Administración Financiera de la República y Presupuestos Públicos, 
Ley N° 8131 de 18 de setiembre de 2001, en donde entre otros 
artículos que desarrollan lo derogado se encuentra el artículo 21 que 
cita: 
 
 ñArt²culo 21.-Autoridad Presupuestaria 
 
Para los efectos del ordenamiento presupuestario del sector público, 
existirá un órgano colegiado denominado Autoridad Presupuestaria. 
Además de asesorar al Presidente de la República en materia de 
política presupuestaria, tendrá las siguientes funciones específicas: 
a) Formular, para la aprobación posterior del órgano competente 
según el inciso b) del presente Artículo, las directrices y los 
lineamientos generales y específicos de política presupuestaria para 
los órganos referidos en los incisos a), b) y c) del Artículo 167, incluso 

                                                 
67 ARTÍCULO 1.- Ámbito de aplicación 
La presente Ley regula el régimen económico-financiero de los órganos y entes 

administradores o custodios de los fondos públicos. Será aplicable a: 
a. La Administración Central, constituida por el Poder Ejecutivo y sus 

dependencias. 
b. Los Poderes Legislativo y Judicial, el Tribunal Supremo de Elecciones, sus 

dependencias y órganos auxiliares, sin perjuicio del principio de separación de 
Poderes estatuido en la Constitución Política. 

c. La Administración Descentralizada y las empresas públicas del Estado. 
d. Las universidades estatales, las municipalidades y la Caja Costarricense de 

Seguro Social, únicamente en cuanto al cumplimiento de los principios 
establecidos en el título II de esta Ley, en materia de responsabilidades y a 
proporcionar la información requerida por el Ministerio de Hacienda para sus 
estudios. En todo lo demás, se les exceptúa de los alcances y la aplicación de 
esta Ley. 

También esta Ley se aplicará, en lo que concierna, a los entes públicos no 
estatales, las sociedades con participación minoritaria del sector público y las 
entidades privadas, en relación con los recursos de la Hacienda Pública que 
administren o dispongan, por cualquier título, para conseguir sus fines y que 
hayan sido transferidos o puestos a su disposición, mediante partida o norma 
presupuestaria, por los órganos y entes referidos en los incisos anteriores o por 
los presupuestos institucionales de los bancos del Estado. 
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lo relativo a salarios, empleo, inversión y endeudamiento. No estarán 
sujetos a los lineamientos de la Autoridad Presupuestaria los órganos 
mencionados en el inciso d) del Artículo 1, además de los entes 
públicos, cuyos ingresos provengan, mediante una legislación 
especial, del aporte de los sectores productivos a los que representan.  
b) Presentar, para conocimiento del Consejo de Gobierno y 
aprobación del Presidente de la República, las directrices y los 
lineamientos de política presupuestaria para los órganos referidos en 
los incisos a) y c) del Artículo 1. En el caso de los órganos citados en 
el inciso b) del Artículo 1 de esta Ley, los mencionados lineamientos y 
directrices se propondrán a los jerarcas respectivos para su 
conocimiento y aprobación. 
c) Velar por el cumplimiento de las directrices y los lineamientos de 
pol²tica presupuestaria.ò. 
 
Bajo esta inteligencia y de conformidad con los argumentos 
establecidos podemos decir que la aplicaci·n de la Ley NÁ 2166 ñLey 
de Salarios de la Administraci·n P¼blicaò es de aplicaci·n solamente 
para el Régimen de Méritos en su globalidad.  
 
 Y sobre la misiva expuesta en su apartado 368, debemos de 
indicar que la misma corresponde a un ámbito meramente técnico por 

                                                                                                                                                     

Las disposiciones de esta Ley no serán aplicables a los bancos públicos, excepto 
en lo correspondiente al trámite de aprobación de sus presupuestos, así como a 
lo ordenado en los artículos 57 y 94 y en el título X de esta Ley. 

Las normas técnicas básicas para aplicar esta Ley serán dictadas por los órganos 
competentes del Poder Ejecutivo, previa consulta a la Contraloría General de la 
República, la  cual dictará las correspondientes a las universidades, 
municipalidades y los bancos públicos. 

En cuanto al ámbito de aplicación de esta Ley, rigen las restricciones dispuestas 
en este artículo para el resto de las disposiciones establecidas. 

68 ñ3. Si los contenidos de ese artículo 4º demandan de la existencia de una 
Escala de Sueldos con una única estructura interna; sea, tal como se encuentra 
la contenida en nuestra Resolución DG-265-2010; o por el contrario, si la misma 
podría tener diferentes estructuras, con otras diferentes a las de salario base y 
anualidades, con conceptos como salario único, sin anualidades e incluso 
remuneraciones en otras monedas.ò 
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lo cual se encuentra fuera de nuestras competencias referirnos a dicho 
punto.  
 
 
   

Atentamente, 
 

                                                                                      Original firmado{  Licda.  Vangie Miranda Barzallo 

 
Licda. Vangie Miranda Barzallo 

                                                       ASESORÍA JURÍDICA 
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                        AJ-800-2010 
                        4 de octubre de 2010 
 
 

Señora 
Jeny Guardia 
 jgm180@gmail.com 
 
 
Estimada señora: 
 
 Con aprobación de la señora Directora de esta Asesoría Jurídica, 
atendemos consulta formulada vía correo electrónico en la cual solicita 
la emisión de criterio por parte de este centro de trabajo en atención a 
una situación en la que no se efectuó la evaluación del desempeño, 
dos periodos atrás.  
 
 Expone dentro de la consulta que al laborar para una institución 
por un periodo superior a los seis meses (enero 2007- al quince de 
noviembre de 2007), no se le realizó la evaluación correspondiente y 
que ahora al ingresar a otra institución cubierta por el Régimen de 
Méritos no se le reconoce la anualidad respectiva a ese tiempo pues 
no consta la evaluación de desempeño por ese periodo. Solicita que si 
respecto a esta situación puede darse alguna solución que tenga 
relación con el punto 8.5 del ñManual de Procedimientos para la 
Evaluación del Desempeño de los Servidores Cubiertos por el Título I 
del Estatuto de Servicio Civil y el artículo Nº 41 del Reglamento del 
Estatuto de Servicio Civilò para quede este modo puedan ser 
reconocidas anualidades.  
   
 Previo a evacuar la consulta, resulta conveniente indicarle que 
es política de esta Asesoría Jurídica, el no pronunciarse sobre casos 
concretos o particulares, sino orientar la respuesta según lo dispuesto  
 
por el ordenamiento jurídico, en cumplimiento del Principio de 
Legalidad consagrado en el numeral 11 de la Constitución Política y su 

mailto:jgm180@gmail.com
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homólogo de la Ley General de la Administración Pública. No obstante 
lo anterior, manifestamos  que la consulta planteada será abordada 
desde una perspectiva general, analizando las normas jurídicas que 
puedan ser aplicables en la materia específica y con ello evitar  
suplantar a la administración activa, a quien compete aplicar lo que en 
derecho corresponde en el caso particular. 
 
 Para poder ser conteste al planteamiento que nos trae a análisis, 
debemos tener presente el contenido de la Resolución DG-637-2008 
de las trece horas del veinticinco de setiembre de dos mil ocho, ñGu²a 
de Aplicación para la Evaluación del Desempeño de los Servidores 
Cubiertos por el Título I del Estatuto de Servicio Civilò, con la cual se 
modifica el ñManualò anteriormente citado por la consultante y en el 
cual se establecen los procedimientos indicados para que se lleve a 
cabo la correcta evaluación del desempeño de los funcionarios 
cubiertos por el Régimen de Méritos y las situaciones para que dicha 
evaluación no se efectué. 
 
 Dentro de dicha normativa se señala en el punto 5.1: 
 
 ñ5.1. El ciclo de evaluación  
 Comprende un periodo de doce meses, del 1 de diciembre al 30 de 
noviembre. La calificación del desempeño se efectuará durante la segunda 
quincena del mes de noviembre, con fundamento en los resultados del 
rendimiento laboral que el colaborador(a) haya demostrado durante el ciclo.ò 

(Subrayado de quien transcribe)   
      
 Más adelante apunta dicha resolución en cuanto a los 
procedimientos administrativos en su aparte numero 8: 
 
 ñ8. ASPECTOS ADMINISTRATIVOS IMPORTANTES  
 
8.1 Si el colaborador(a) es trasladado(a) en forma temporal a otra dependencia del 
Estado cubierta por el Régimen de Servicio Civil, su evaluación del desempeño la 
efectuará el funcionario que actúe como su jefe inmediato durante el periodo de su 
traslado, siempre que dicho periodo NO SEA INFERIOR a los SEIS MESES.  
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8.2 El colaborador(a) que, por motivos de licencias o incapacidades, hubiera 
interrumpido sus servicios y a la fecha de calificación de su desempeño, tuviere 
menos de SEIS MESES de tiempo efectivamente laborado NO SERÁ EVALUADO 
y, para cualquier efecto de orden administrativo, se le considerará la resolución 
resultante de su EVALUACIÓN ANTERIOR.  
 
Igual criterio se aplicará en el caso del colaborador(a) que, por razones 
debidamente justificadas por sus superiores jerárquicos, no haya sido evaluado. 
Sin embargo, tal justificación debe ser valorada y aceptada por la OFICINA DE 
RECURSOS HUMANOS o la Unidad Competente de la respectiva institución.  
 
8.3 El colaborador(a), que haya laborado durante un período NO INFERIOR A 
LOS SEIS MESES durante el ciclo de evaluación, pero, por motivos de vacaciones 
o los indicados en el numeral anterior, a la fecha de evaluación se encuentra 
ausente de su puesto, será evaluado cuando regrese al trabajo.  
 
8.4 Solamente en las situaciones señaladas, o cuando exista justificación por 
causa fortuita o fuerza mayor debidamente valorada por las Oficinas de Recursos 
Humanos o las unidades competentes, serán aceptadas las evaluaciones del 
desempeño realizadas fuera del período estipulado en el artículo 41 del 
Reglamento del Estatuto de Servicio Civil.69  
 
8.5 El colaborador(a) que haya tenido varios jefes durante el ciclo de evaluación, 
será evaluado por el jefe con el que laboró más tiempo. Si hubiera trabajado por 
igual tiempo con los diferentes jefes, será evaluado por el último de ellos.  
 
8.6 Si, por razones de fuerza mayor, el jefe o los jefes con los que el 
colaborador(a) laboró más tiempo no pueden efectuar la evaluación, ésta la 
realizará el jefe actual, independientemente del tiempo que tenga de haber 
asumido el cargo. Para ello, podrá sustentar sus apreciaciones y criterios de  
 
evaluación en los datos contenidos en el EXPEDIENTE DE EVALUACIÓN DEL 
DESEMPEÑO, y en la que aporten su superior inmediato y los anteriores jefes que 
tuvo el colaborador(a), durante el ciclo de evaluación.  
 
8.7 Cuando el colaborador(a) dependa técnicamente de un jefe y 
administrativamente de otro, la evaluación se hará de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 44, inciso b) del Reglamento del Estatuto de Servicio Civil. 
En este caso, el JEFE ADMINISTRATIVO actuará COMO JEFE INMEDIATO y 

                                                 
69

 Sobre el punto debe aclararse que para que se efectué esta evaluación fuera del plazo o extemporánea debe 

mediar un tiempo razonablemente prudencial y no el que nos ocupa superior a los dos periodos.  
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realizará la evaluación en consulta con el JEFE TÉCNICO. Por su parte, el JEFE 
SUPERIOR JERÁRQUICO actuará COMO SUPERIOR para resolver una eventual 
disconformidad con la resolución resultante de la evaluación del desempeño, 

atendiendo los criterios del JEFE T£CNICOò (Subrayado de quien transcribe) 
 
 Como se señalo supra la normativa transcrita reforma la citada 
por usted, lo cual y ante la inexistencia de regulación legal que 
autorice que se efectué una evaluación del desempeño a casi tres 
periodos luego de que debió realizarse la misma se imposibilita, 
amparado al principio de legalidad que dicho acto se pueda ejecutar. 
 
 En vista de lo anterior si la consultante considera que de alguna 
manera se han violentado sus derechos o se ve afectada por la 
situación descrita,  podrá actuar, si bien lo tiene,  de conformidad con 
lo que dispone el artículo 88 del Reglamento del Estatuto de Servicio 
Civil que dice:  
 
 ñArtículo 88.- En toda reclamación contra disposiciones o resoluciones de 
los jefes, cuando el servidor alegue perjuicio causado por ella, se observarán las 
siguientes reglas: 
 
a) Si se tratare de reclamos contra los jefes inmediatos de cualquier órgano, antes 
de recurrir al Tribunal de Servicio Civil, deberá agotarse la vía administrativa, a 
cuyos efectos deberá obtenerse un primer pronunciamiento del superior jerarca de 
la dependencia de que se trate, y un segundo pronunciamiento del Ministro 
respectivo. Si el reclamo se presentaré contra un acto del propio Ministro, no se 
requiere más trámite que impugnarlo directamente ante dicho funcionario. 
 
En estos últimos dos casos, tanto el jerarca como el Ministro, tendrán un plazo 
máximo de ocho días hábiles para resolver lo procedente, entendiéndose que el 
mismo se tendrá por agotado si no se diere respuesta durante su transcurso; 
(Inciso reformado por el artículo 1° del Decreto N° 19824 del 27 de junio de 1990) 
 
b) Cumplido el trámite anterior, si el servidor persistiere en su reclamo, podrá 
recurrir ante el Tribunal, llenando al efecto los requisitos establecidos en el artículo 
81 de este Reglamento. El Tribunal ordenará levantar información por medio de la 
Dirección General, si así lo estimare necesario para dictar su fallo, que será 
definitivo; y 
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c) La Dirección General cumplirá, en lo que fuere dable, las disposiciones del 
inciso e) del artículo 43 del Estatuto, y tramitará las respectivas diligencias con 
intervención del reclamante y del jefe contra quien se dirija la acción. Sin embargo, 
una vez levantada la información y antes de ser devuelto el expediente al Tribunal, 
se concederá audiencia al respectivo Ministro, cuando no haya sido parte del 
asunto, para lo que estime conveniente proponer o manifestar.ò 
 

  
   
     Atentamente, 
                                                                      

                                                                      Original firmado{  Licda.  Vangie Miranda Barzallo 
                                                 
                       Licda. Vangie Miranda Barzallo  
                      ASESORIA JURIDICA 
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AJ-869-2010 
25 de octubre de 2010  

 
 
 
Señor 
Mario Enrique Bolaños Ramírez 
Director 
Dirección de Recursos Humanos 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social 
 
Estimado señor: 
 
 Con aprobación de la señora Directora de esta Asesoría Jurídica, 
atendemos consulta planteada mediante oficio DRH-2799-2010 del 14 
de octubre del 2010, dentro del cual se nos esbozan las siguientes 
interrogantes: 
  
 ñé 1-Si el requisito legal que establecen las clases para puestos 
profesionales de conformidad con el Manual de Clases de la Dirección 
General de Servicio Civil ñincorporaci·n al Colegio Profesional 
respectivo, en los casos en que dicha entidad lo exija parra el ejercicio 
del correspondiente grado profesionalò, considera el requerir que el 
funcionario(a) que se nombre esté incorporado con el status de 
Bachiller o Licenciado (Maestría), según la clase de puesto a ocupar.  
 2-Si para el reconocimiento de Dedicación Exclusiva o 
Prohibición, se requiere que el servido (a) este(sic) incorporado al 
Colegio respectivo con el status de Bachiller o Licenciado (Maestría), 
según el porcentaje a otorgar. 
 3-Si únicamente se requiere que el funcionario (a) se encuentre 
incorporado, indistintamente del status, que mantenga en el Colegio 
Profesional, sea de Bachiller o Licenciado (a).ò 
 
 Previo a evacuar la consulta, resulta conveniente indicarle que 
es política de esta Asesoría Jurídica, el no pronunciarse sobre casos  
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concretos o particulares, sino orientar la respuesta según lo dispuesto 
por el ordenamiento jurídico, en cumplimiento del Principio de 
Legalidad consagrado en el numeral 11 de la Constitución Política y su 
homólogo de la Ley General de la Administración Pública. No obstante 
lo anterior, hemos de indicarle que la consulta planteada será 
abordada desde una perspectiva general, analizando las normas 
jurídicas que puedan ser aplicables en la materia específica y con ello 
evitar  suplantar a la administración activa, a quien compete aplicar lo 
que en derecho corresponde en el caso particular. 
 
 Dentro del Manual de Clases propuesto por la Dirección General 
de Servicio Civil se encuentra para el estrato profesional que se 
cuente para los puestos allí detallados con el requisito legal de 
ñincorporaci·n al Colegio Profesional respectivo, en los casos en que 
dicha entidad lo exija para el ejercicio legal del correspondiente grado 
profesionalò, de modo que debemos aclarar que en aras de no 
promover el ejercicio ilegal de la profesión,  si el puesto establece 
como requisito la incorporación a un Colegio Profesional, éste no 
podrá ser obviado, salvo que no exista Colegio Profesional al cual 
pueda incorporarse el servidor. 
 
 Sobre la materia en consulta,  esta Asesoría Jurídica ha emitido 
criterio,  señalando mediante el oficio número AJ-187-2003, lo 
siguiente: 
 
 ñé Del análisis que antecede, se desprende que todo servidor 
que ocupe un puesto dentro de la Administración Pública de clase 
profesional que exija el grado académico de Licenciatura, debe de 
contar con la incorporación al respectivo Colegio Profesional, si éste 
existe, toda vez que dicho acto responde a un requisito de legalidad 
para el ejercicio de la profesión tanto en el sector público como 
privado.ò 
 
  

Como puede apreciarse, ha sido criterio sostenido por esta 
Asesoría Jurídica, que el requisito de incorporación a un Colegio 
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Profesional debe ser posible, es decir, que exista posibilidad objetiva 
de cumplimiento por parte del sujeto, pues de lo anterior se infiere que 
ante la inexistencia de Colegio Profesional, el requisito de 
incorporación se torna imposible de ser cumplido y en ese sentido, se 
hace manifiesta la regla imposibilium nulla obligatio est (no hay 
obligación de lo imposible) o, formulada en otros términos ad 
imposibilia nemo patitur (Nadie está obligado a lo imposible). 
 
 Así las cosas, la exigencia de incorporación a un Colegio 
Profesional deberá determinarse de conformidad con los requisitos 
indicados para el puesto en el Manual de Clases o bien Manual de 
Puestos Institucional, cuando éste exista en el área correspondiente. 
  
 Ahora bien, referido a si el agremiado ha de incorporarse de 
acuerdo al status respectivo con el que cuente, es un asunto 
meramente de trámite interno que le corresponde al Colegio 
Profesional respectivo si existen directrices o políticas internas que así 
lo requieran, sobre este tipo de disposiciones internas ha señalado la 
Procuraduría General de la República en su opinión jurídica N° OJ-
045-2003 del 18 de marzo del 2003, en donde concluyen lo siguiente:  
 
 ñ... el grado acad®mico que ostente el servidor no es el relevante 
para el pago de la compensación, siempre que ese grado académico 
le permita, de acuerdo a(sic) la profesión que ostente, y a las reglas 
que rigen su ejercicio profesional, ejercer liberalmente su profesión. 
Habrá Colegios Profesionales cuyas normas admitan el ejercicio de la 
profesión con el grado académico de bachiller universitario, otros con 
el de licenciatura, etc. Por ello, lo que realmente interesa, es que el 
servidor que realice funciones de auditoria, esté habilitado para el 
ejercicio liberal de su profesión, y que se vea impedido para hacerlo 
por la prohibición que se analiza, en cuyo caso, se hará acreedor al 
pago de la compensaci·n del 65% sobre su salario base.ò  
 
 Esto por cuanto las competencias atribuibles a dichos 
organismos al igual que por ejemplo las asignadas a esta Dirección 
General son únicas, exclusivas y excluyentes unas de otras, de modo 
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que por un lado es deber y compromiso de las Áreas de Recursos 
Humanos encargadas de realizar los trámites de nombramientos,  el 
verificar si el oferente que pretende laborar en un puesto de la 
Administración Pública,  cuenta a la hora de su ingreso con todos los 
requisitos técnicos y legales que se disponen en el Manual de Clases 
elaborado a tal efecto, correspondiéndole por  otro lado al Colegio 
Profesional, identificar si el mismo se encuentra o no incorporado con 
el correspondiente grado académico que ostente, si existe alguna 
disposición interna de la institución que haga obligatorio o que requiera 
que los agremiados a éste deban de actualizar su nivel académico 
ante esta instancia, como se cito supra. 
 
 Según lo ha sostenido anteriormente la Procuraduría General de 
la República70, al Estado le corresponde velar por el derecho 
fundamental al ejercicio de la profesión71, y además el ejercer el 
control sobre determinadas profesiones tituladas, facultad ésta última 
que ha sido delegada, conforme a la Ley, en organizaciones 
corporativas: los Colegios Profesionales. El Estado delega en los 
Colegios Profesionales el cumplimiento de determinadas funciones 
públicas, relacionadas con la vigilancia, disciplina y fomento de la 
actividad de  
los agremiados, a la par de las tareas dirigidas al puro interés 
particular de sus miembros, tomados tanto singularmente como la 
colectividad sectorial. 
 

                                                 
70

 En su pronunciamiento número C-055-2001 del 27 de febrero de 2001. 
71

 Si bien es cierto que la Constitución Política costarricense no consagra expresamente la 

libertad profesional, según lo ha estimado la Procuraduría General, esa libertad puede 

deducirse de la conjunción de varios derechos constitucionales, tal como sucede con la 

libertad de contratación, y tiene como contenido esencial el derecho de elección de la 

profesión y el derecho de ejercicio de la actividad profesional escogida. (Véase al 

respecto el dictamen C- 054-2000 de 17 de marzo de 2000). Y cabe advertir, que ese 

carácter de libertad fundamental ha sido reconocido por la Sala Constitucional, en sus 

resoluciones Nºs. 1626-97 de 15:21 hrs. del 18 de marzo de 1997 y 7123-98 de 16:33 

hrs. del 6 de octubre de 1998.  
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 Cada institución -sea el Colegio Profesional respectivo y la 
Unidad de Recursos Humanos- con respecto al área específica de su 
competencia, están llamados a analizar el cumplimiento de los 
requisitos académicos necesarios y obligatorios para incorporación de 
los nuevos profesionales, no solo desde el punto de vista formal sino 
también de manera sustancial, lo cual supone, en aras del estricto 
cumplimiento de la ley, una imprescindible colaboración y coordinación 
entre ambos, lo que además admite una nueva visión del principio de 
legalidad, complementado con la exigencia de eficiencia, de manera 
que toda actividad administrativa que se requiera en ejercicio de 
atribuciones públicas, para que sea legítima y admisible, además de 
coincidir con la ley, deberá ser eficaz para alcanzar los objetivos que le 
hayan sido fijados por el ordenamiento, redundando así positivamente 
en la obtención del bienestar general.  
 
 Con respecto al requisito de incorporación para el pago de los 
pluses salariales de Dedicación Exclusiva y Prohibición resolvió la 
Procuraduría General de la República en su dictamen número C-144-
2007: 
 
 ñéEn fin, se extrae de lo expuesto, que el pago de la 
compensación económica en favor de determinados servidores 
públicos, solamente se justifica en los casos en que la prohibición a la 
que estén sujetos, les irrogue un perjuicio económico, y además, que 
ese pago est® claramente autorizado por una norma legal.ò  
Así las cosas, debe tenerse presente que el pago de la compensación 
económica a favor de determinados servidores públicos se justificará 
en aquellos casos en que la prohibición que se impone lleve consigo la 
posibilidad de generar un perjuicio, ya que la misma es de carácter 
indemnizatorio.  
Es menester de esta Procuraduría aclarar que se entiende como 
profesiones liberales ñé aquellas que, además de poderse ejercer en 
el mercado de servicio en forma libre, es necesario contar con un 
grado académico universitario y estar debidamente incorporado al 
respectivo colegio profesional, en el caso de que exista. En otras 
palabras, las profesiones liberales serían aquellas que desarrolla un 
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sujeto en el mercado de servicios, el cual cuenta con un grado 
académico universitario, acreditando su capacidad y competencia para 
prestarla en forma eficaz, responsable y ética, y que está incorporado 
a un colegio profesional72ò.  
 
  Sobre el tema y retomando la supra citada opinión jurídica N° 
OJ-045-2003 del órgano consultor del Estado del 18 de marzo del 
2003 además se expone: 
 
 ñComo se advierte, este r®gimen de prohibici·n est§ concebido 
única y exclusivamente para el ejercicio de profesiones liberales, mas 
no para cualquier otra ocupación respecto de la que puede ostentarse 
un grado profesional, pero que no conlleva una actividad susceptible 
de ser ejercida en forma liberal (é) 
En vista de lo expuesto, lleva razón el criterio legal aportado en su 
consulta, cuando concluye que para los funcionarios enumerados en el 
artículo 14 de la Ley N° 842273, el grado académico ïasí como su 
incorporación al colegio profesional, cuando así corresponda, 
agregamos nosotrosï es un requisito indispensable para la aplicación 
del régimen de prohibición, de ahí que no es posible jurídicamente 
extender este régimen a los funcionarios que no estén habilitados para 
el ejercicio liberal de una profesi·n (é)ò 
 
 Bajo los supuestos anteriormente señalados se desprende que 
es requisito para el reconocimiento del pago por concepto de 
prohibición y dedicación exclusiva que el oferente o servidor cuente  
 
con su respectiva incorporación al Colegio Profesional según sea su 
especialidad si existiera órgano para hacerlo y que en definitiva es 
requisito que quienes ocupen o sean candidatos para ocupar un 
puesto profesional dentro de la Administración Pública cuenten con 
dicha incorporación si así lo requiere el Manual de Clases y siempre 
en acato de los requisitos legales ahí entablados y bajo las 
disposiciones contempladas dentro del mismo. Las demás 
                                                 
72

Procuraduría General de la República oficio OJ-076-2003 del 22 de mayo del 2003 
73

 Ley 8422. Contra el Enriquecimiento Ilícito y la Corrupción en la Función Pública. 
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implicaciones y supuestos deberán entenderse sobre los argumentos 
señalados. 
 
 
 

 
Atentamente, 
 
Original firmado{  Licda.  Vangie Miranda Barzallo 
Licda. Vangie Miranda Barzallo 

                                                      ASESORÍA JURÍDICA 
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29 de octubre del 2010 
 
 
 
Licenciada 
Martha Fernández Fernández  
Coordinadora  
Oficina Servicio Civil 
Ministerio de Salud.  
 
 
Estimada señora: 
 
 Con la aprobación de la señora Directora de esta Asesoría 
Jurídica, procedemos a dar respuesta a su oficio OSC-MS-1146-2010, 
de fecha 19 de octubre del presente año, en el cual se consulta sobre 
la aplicabilidad de artículo 11 del Reglamento del Estatuto de Servicio 
Civil a un servidor del Instituto Nacional de Aprendizaje, en el que se 
indica lo siguiente: 
 

ñSe solicita el ingreso al Régimen de un funcionario del INA, cuyo 
puesto se asignó al Régimen el 16 de agosto del 2010, sin 
embargo, en el cómputo del período de más de dos años de que 
establece el artículo 11 del Reglamento del Estatuto de Servicio 
Civil, para el caso en particular se tiene que, el período del 17 de 
mayo a la fecha se encuentra nombrado en el puesto que se 
asignó al Régimen, y del 02 de mayo del 2006 al 17 de mayo del 
2010, se encontraba nombrado como Subgerente Administrativo 
del INA, en un puesto de confianza.ò 
 

 Previo a emitir el criterio jurídico, resulta conveniente hacer del 
conocimiento de la consultante, que es política de esta Asesoría 
Jurídica, el no pronunciarse sobre casos concretos o particulares, ya                      
que suplantaríamos a la Administración Activa en la resolución de sus  
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asuntos, no obstante lo anterior, hemos de indicarle que la consulta 
será abordada desde una perspectiva general, analizando las normas 
jurídica que puedan ser aplicables a la situación en examen.  
 
 Analizamos el numeral 11 del citado Reglamento el cual dispone 
lo siguiente:   
 

ñArt²culo 11.- Cuando un puesto excluido del Régimen de 
Servicio Civil, pasare al sistema de méritos que regulan el 
Estatuto y el presente Reglamento, el servidor que no estuviera 
desempeñando podrá adquirir la condición de servidor regular, si 
a juicio de la Dirección General ha demostrado o demuestra su 
idoneidad por los procedimientos que esa Dirección General 
señale, y siempre que tuviera más de dos años de prestar sus 
servicios ininterrumpidos al Estado.  La misma norma se aplicará 
al servidor sustituto interino, con dos o más años de laborar 
ininterrumpidamente en el mismo puesto, si éste quedare 
vacante al vencer la licencia otorgada al titular de la plaza, y 
siempre que el servidor sustituto, hubiere sido escogido del 
Registro del Elegibles que lleva la Direcci·n General. (é) ò (el 
subrayado es propio) 

 
La norma recién transcrita prevé dos supuestos de aplicación: 1) 

el de las personas que ocupen un puesto excluido del Régimen de 
Servicio Civil que luego ñpasareò a formar parte de ®l, y que tuviesen 
más de dos años de prestar sus servicios, ininterrumpidamente, al 
Estado; 2) que haya demostrado o demuestra su idoneidad por los 
procedimientos que esa Dirección General de Servicio Civil señale. 
  

El ñpasarò de un puesto excluido a uno incluido en el Régimen, 
es un requisito para la aplicación del artículo 11 del Reglamento al 
Estatuto de Servicio Civil.  En ese sentido, la Procuraduría,  en su 
dictamen C-151-2009 del 28 de mayo de 2009, indicó lo siguiente:  
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ñéel numeral 11 transcrito de primero se refiere a la situaci·n en 
que un puesto que antes estaba excluido del Régimen de Servicio Civil 
pasa a éste, y seguidamente establece los requisitos que debe cumplir 
quien lo esté ocupando para adquirir la condición de servidor regular; 
en lo que aquí interesa, que tenga acumulados dos años de ocupar el 
puesto a la fecha del ñpasareò a que hace referencia inicialmente dicha 
norma.  
Por su parte, el artículo 105 inciso a) también resulta aquí relevante, 
debido a que viene a ratificar lo dispuesto por el 11 (lo complementa), 
en cuanto establece que para que pueda efectuarse la asignación de 
un puesto, éste necesariamente tiene que haber perdido la condición 
de ñexcluidoò que ten²a ñantesò; es decir que ya debe haberse incluido 
en el Régimen de Servicio Civil.   Ello por la simple razón de que dicha 
disposición, en la parte que interesa, a lo que hace referencia es a un 
puesto que ñ antes estuviere excluidoò, lo que implica que para que 
sea factible su asignaci·n īseg¼n la definici·n que de ella se hace 
all²ī esa situaci·n de ñexcluidoò tiene que haber desaparecido (de 
hecho, resultaría absurdo pensar en la posibilidad de efectuar la 
asignaci·n ñdentro de la estructura ocupacional del R®gimen de 
Servicio Civilò de un puesto que a¼n no est® comprendido all²). Lo 
anterior significa a su vez īy conforme se analizar§ tambi®n adelanteī 
que para que pueda llevarse a cabo tal asignación, ineludiblemente 
tiene que haber ocurrido el ñpasareò (traducido en la inclusión) a que 
hace referencia el citado numeral 11 transcrito de primero, cuyo texto 
ha provocado las dudas de que se han ocupado los diferentes 
pronunciamientos de esta Procuradur²aéò.  
 
            En este sentido es necesario hacer énfasis en que para 
ingresar al Régimen de Servicio Civil no basta con nombrar a una 
persona en un puesto nuevo, y esperar a que transcurran dos años 
para luego invocar la aplicación del artículo 11 del Reglamento del 
Estatuto de Servicio Civil.  Por el contrario, la aplicación de ese 
artículo (que además debe ser restrictiva por estar en un Reglamento 
y por tratarse de una excepción al procedimiento legalmente previsto  
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para el ingreso al Régimen de Servicio Civil en el Estatuto) no debe 
servir de base para evadir los procedimientos normales de 
reclutamiento y selección dispuestos para el ingreso al Régimen.   
 
 Sobre este punto, la Sala Constitucional en sentencia N° 5057-
93 de las 14:15 horas del 14 de octubre de 1993) ha indicado lo 
siguiente:  
 
ñéel hecho de que a los recurrentes se les hubiese contratado y se 
hubieren desempeñado en el Centro recurrido en forma ininterrumpida 
por m§s de un a¶o īen todos los casos mediante la suscripci·n de un 
nuevo contrato de serviciosī, no tiene la virtud de constituir derecho 
adquirido alguno a su favor que obligue a la Administración a 
nombrarlos en propiedad en esa plazas, pues el derecho a ocupar una 
cargo público no se adquiere con el simple transcurso del tiempo o por 
haber ocupado otras similares por cierto período, sino por tener la 
idoneidad comprobada para desempeñarla conforme a lo dispuesto 
por el artículo 192 Constitucional, teniendo éstos, a lo sumo, el 
derecho a participar, con arreglo a las disposiciones legales y 
reglamentarias aplicables, en los concursos convocados para llenar 
las plazas que les interesan, y así ingresar en el Régimen del 
Servicioò.  (El subrayado no es del original)  
 
 En cuanto a la idoneidad comprobada que dispone el artículo 
192 de la Constitución Política, que configura todo el proceso de 
selección y reclutamiento seguido por la Dirección General de Servicio 
Civil e indicada en el artículo 20 del Estatuto de Servicio Civil74, que 
son los principios del ingreso por ñidoneidad comprobadaò, del cual se 
deduce que para garantizar esa eficiencia de la Administración 
Pública, el ingreso de servidores regulares al Régimen de Servicio  
 

                                                 
74

 Establece en el inciso d) que para ingresar al Régimen se requiere ñDemostrar idoneidad 
sometiéndose a las pruebas, exámenes o concursos que contemplan esta ley y sus 
reglamentosò.  
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Civil debe estar precedido por un trámite de reclutamiento y selección 
mediante el cual se compruebe la idoneidad de las personas 
interesadas en ocupar cargos públicos.  Sobre ese tema, la Sala 
Constitucional ha indicado lo siguiente:  
 

"éen el sector P¼blico los concursos para llenar plazas es el 
medio natural mediante el cual se abre la posibilidad a todos 
aquellos sujetos que cumpliendo los requisitos académicos, y de 
experiencia laboral sean aptos para ocupar el puesto que se 
sacó a concurso, para con ello cumplir con el mandato 
constitucional establecido en el art²culo 192, de la óidoneidad 
comprobadaô garantiz§ndose la eficiencia de la funci·n de la 
administraci·nò. (Sala Constitucional, sentencia n.° 3611-93 de 
las 14:39 horas del 28 de julio de 1993). 

 
 Por lo que se concluye que, el artículo 11 del Reglamento del 
Estatuto de Servicio Civil es un ingreso a Régimen de carácter 
excepcional, el cual no exime de aquellos requisitos de rango legal 
que deben cumplirse. 
 
 Por otra parte, en cuanto a los puestos de confianza, debemos 
recordar que son puestos excluidos del Régimen de Méritos y, por lo 
tanto, de nombramiento exclusivo del jerarca de la institución que se 
trate75, y en este sentido ha señalado la Sala Constitucional de la 
Corte Suprema de Justicia en Voto Nº1119-90 del 18 de setiembre de 
1990 expresó lo siguiente: 
 

ñé , que en esos cargos de dirección existe "... una relación de 
confianza que obliga a otorgar una mayor libertad para el 
nombramiento y la eventual remoción del funcionario; ello 
independientemente de la naturaleza permanente de la función. 
Esta relación de confianza puede fundarse, según los  
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 Artículo 4 del Estatuto de Servicio Civil 
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requerimientos del cargo, en aspectos puramente subjetivos, de 
orden personal; pero también puede derivar de elementos 
objetivos nacidos de una comunidad ideológica (política en el 
buen sentido del término), necesaria para el buen manejo de la 
cosa pública conforme a planes y programas" (-el destacado no 
es del original-)  

 
 Por otra parte en oficio DL-248-90 de fecha 21 de agosto de 
1990, emitido por este centro de trabajo, se expuso lo siguiente:  ñési 
estamos frente a puestos que pertenecen al Régimen de Servicio Civil, 
los cuales, mediante autorización  otorgada por el legislador a esta 
Dirección General, y previa resolución razonada, pueden destinarse al 
desempeño de funciones de confianza de los ministros y viceministros, 
no es posible, sin forzar el texto legal comentado, aplicar a sus 
ocupantes los beneficios del artículo 11 del Reglamento del Estatuto 
de Servicio Civil, y así pretender otorgarles el privilegio de demostrar 
idoneidad mediante examen sin oposición, incluyéndoles de esa 
manera, dentro del R®gimen de Servicio Civil.ò (El subrayado no es del 
original). 
  
 
 Atentamente, 
      

 
Original firmado { Licda. Oralia Torres Leytón 

 

                                                            Licda. Oralia Torres Leytón  
      ASESORÍA JURÍDICA 
    

 

 

 
            
            
 
 

         AJ-799-2010 
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        4 de octubre de 2010 
 
 
 

 
Licenciada 
Miriam Rojas González 
Directora de la Asesoría Jurídica 
 
 
Estimada señora: 

 
 
De conformidad con sus instrucciones verbales del día 29 de 

setiembre del año en curso, se emita criterio jurídico, en relación con 
el alcance del artículo 30, inciso b) del Código de Trabajo, en aquellos 
casos cuando el servidor o servidora se encuentran incapacitados 
durante los últimos meses de vigencia de su relación de servicio. 

 
 Reza el supra citado numeral, en lo que interesa, lo siguiente: 
 
ñéEl preaviso y el auxilio de cesant²a se regir§n por las 

siguientes reglas comunes: 
(é) 
 
b) La indemnización que corresponda se calculará tomando 

como base el promedio de salarios devengados por el trabajador 
durante los últimos seis meses que tenga de vigencia el contrato, o 
fracci·n de tiempo menor si no se hubiere ajustado dicho t®rminoéò 
(El destacado es suplido). 

 
En primera instancia, se debe indicar, que como norma laboral, 

el mencionado artículo resulta conteste con lo preceptuado en los  
 
numerales 37, inciso f),  y 27, inciso c), del Estatuto de Servicio Civil y 
su Reglamento respectivamente, en términos del reconocimiento de la 
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indemnización que corresponda pagar al servidor por concepto de 
auxilio de cesantía, ante la terminación de su relación de servicio con 
la Administración y con responsabilidad para el Estado.   

 
Ahora bien, el mencionado artículo 30 del Código de Trabajo, 

establece, con meridiana claridad, que en el supuesto anteriormente 
indicado, dicho pago debe ser calculado con base en el promedio de 
los salarios devengados durante los últimos seis meses de vigencia 
del contrato de trabajo76. Ante esto, evidentemente, si el servidor o 
servidora gozó de una incapacidad en el último mes o meses de la 
relación de servicio establecida con la Administración, por motivo de 
enfermedad, no podría, en modo alguno, computarse los recursos 
económicos percibidos por el servidor en ese período de tiempo, para 
la estimación del mencionado extremo laboral, en virtud de que, 
conforme lo establece el artículo 79 del Código citado líneas atrás, así 
como los numerales 31, inciso b), 34 y 49, inciso c) del Reglamento 
del Estatuto de Servicio Civil,  esta condición especial supone una de 
las causales de suspensión77 de la relación de servicio, con 
responsabilidad para el Estado, lapso de tiempo durante el cual, el 
funcionario, percibe un subsidio económico y no un salario o sueldo, 
propiamente dicho.    

 
Esta posición ha sido respaldada por la propia Procuraduría 

General de la República, que sustentada en resoluciones incluso del 
mismo Tribunal Superior de Trabajo, ha señalado que: 

ñé    En lo que respecta a los salarios con que deben calcularse 
sus prestaciones legales, los Tribunales de Trabajo han establecido,  
 
reiteradamente, que para ello no deben tomarse en cuenta las sumas 
recibidas por el funcionario o empleado durante el tiempo en que 
estuvo incapacitado, sino los sueldos percibidos durante los seis 

                                                 
76

 En materia de empleo público, resulta más apropiado hablar de relación de 

servicio.  
 
77 Que no es lo mismo que la ñcontinuidadò del servicio, la cual permanece 

incólume, de conformidad con el numeral 30, inciso c) del Código de Trabajo. 
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meses de vigencia de la relación de servicio habida entre él y la 
Administración Pública o empresa, ya que, aquellos montos, no 
tuvieron el carácter de salarios, sino de subsidios por enfermedadéò78 

 
Continúa indicando el Ente Asesor del Estado, al citar lo resuelto 

por el Tribunal de Trabajo aludido: 
 

ñé"é Este Tribunal ha sostenido que en casos como éste en que no 
se disuelve el contrato de trabajo, sino que solamente se suspenden 
algunos de sus efectos, tales como la prestación de servicios y 
percepción de salarios, la indemnización correspondiente al auxilio de 
cesantía ha de fijarse tomando en cuenta el salario que el trabajador 
devengó durante los seis meses anteriores a la vigencia normal de su 
contrato laboral, es decir, durante el tiempo que prestó servicios y 
percibió sus salarios regulares, y no lo percibido durante su 
incapacidad, ya que el trabajador no percibe salarios durante la 
suspensiónéò (El subrayado no aparece en el documento fuente). 

 
   Para explicar esta situación tan particular, especialmente en la 

clarificación de los conceptos de salario y subsidio, el mismo Ente 
Asesor ha dicho lo siguiente: 

 
ñé".existe una clara distinci·n entre los conceptos de salario y 
subsidio. El primero, se entiende como la remuneración que recibe el 
trabajador por el servicio prestado. Es, pues, el salario, en palabras de 
Guillermo Cabanellas ,".la retribución que recibe el trabajador a 
cambio de un servicio que con su actividad ha realizado y, más 
concretamente aún dentro del Derecho del Trabajo, se considera 
como todo beneficio obtenido por el trabajador mediante un servicio  
 
cumplido por cuenta de otra persona."(.)" Conforme a nuestro Código 
de Trabajo de Trabajo, artículo 162, salario o sueldo es la retribución 
que el patrono debe pagar al trabajador en virtud de un contrato de 
trabajo.  

                                                 
78

 Dictamen C-046 del 18 de febrero del 2002. 
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En cambio, el subsidio es el aporte económico que recibe el 
trabajador por motivo de incapacidad o de licencia (artículo 10 del 
Reglamento de Seguro Social). En los casos de enfermedad y 
maternidad, lo que sucede es que se da una suspensión de los efectos 
del contrato de trabajo."(.)" es decir, ".la paralización, durante cierto 
lapso, del principal efecto del contrato de trabajo: la prestación de los 
servicios. (.)" Cuando la suspensión de los efectos del contrato de 
trabajo ocurre por las causas apuntadas, la consecuencia es que el 
trabajador no recibe su salario o solo percibe una parte "(.)", ya que no 
se da una prestación efectiva del servicio. Es así como nace entonces 
el subsidio, cuya finalidad es sustituir parcialmente la pérdida de 
ingresos que sufre el asalariado a causa de la incapacidad por 
enfermedad o de la licencia por maternidad (ver artículo 28 del 
Reglamento de Seguro de Salud)éò79 

 
Con estas consideraciones, resulta dable pensar que, al 

establecer la norma como parámetro para el cálculo de la 
indemnización que le corresponde al servidor o servidora, en razón del 
reconocimiento del auxilio de cesantía, los salarios efectivamente 
percibidos durante los últimos seis meses de vigencia de relación de 
servicio,  obedece a que es en este lapso de tiempo, en el que, 
precisamente, el funcionario se mantuvo laborando o prestando su 
servicio.  Con esto queremos decir, que si por ejemplo, un servidor o 
servidora cualquiera laboró cinco de los últimos seis meses de su 
relación de servicio en forma completa, percibiendo en cada mes ñXò 
monto de salario, y el último mes de dicha prestación de servicios solo 
laboró medio mes, por estar incapacitado el otro cincuenta por ciento  
 
del tiempo de dicho período, siempre percibirá un salario por el tiempo 
que prestó su servicio dentro de ese mes respectivo, monto que en 
este caso será, indudablemente, diferente; es decir, para efectos del 
ejemplo, podr²amos definirlo como un monto ñXXò, de tal suerte, que la 

                                                 
79 Dictamen C-088, del 9 de mayo del 2000. Para mayor abundamiento sobre el 

tema, se puede de igual manera consultar el Dictamen C-040 emitido el 10 de 
marzo de 1998 por el Ente Procurador. 
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relación matemática promedio para la determinación del extremo 
laboral que nos ocupa, deviene de la consideración de cinco salarios 
ñXò  y un salario ñXXò. 

 
Bajo esta tesitura, y en resguardo de los principios de legalidad, 

proporcionalidad, justicia y seguridad jurídica, entre otros, no parecería 
correcto establecer como mecanismo de cálculo del referido extremo 
laboral, la fórmula mediante la cual, estando en presencia de 
situaciones donde existen constantes incapacidades médicas del 
servidor, deba retrotraerse el tiempo hasta aquellos últimos seis 
meses completos de efectiva relación de servicio, desestimando 
aquellos en que sólo se hubiere trabajado unos días, dado que se 
estaría castigando, de manera indirecta el salario del servidor, y 
consecuentemente, el cálculo de sus prestaciones, toda vez que la 
estimación matemática se haría con salarios, comparativamente, 
devaluados a los recientemente percibidos, aunque por períodos 
menores a un mes completo. Nótese que inclusive, al no encontrarse 
en la revisión de los meses de trabajo anteriores al fenecimiento de la 
relación de servicio, la posibilidad de contar con meses completos de 
servicio, como consideramos está mal interpretada la norma, podría 
crear una inseguridad jurídica no solo para el servidor perjudicado, 
sino también para su misma familia, que requiere del mencionado 
reconocimiento económico. 

 
De acuerdo con la interpretación que hace esta Asesoría 

Jurídica, el salario mensual que percibe cualquier funcionario, debe y 
es proporcional al tiempo efectivo de trabajo realizado, por lo que si 
este pago mensual corresponde al servicio prestado durante algunos 
días del mes correspondiente, el monto de dinero que reciba como 
contraprestación al mismo, será, como consecuencia, el salario  
 
correspondiente a ese mes específico, igualmente valedero para ser 
tomado en cuenta en la estimación que se haga del auxilio de cesantía 
que le corresponda, en el entendido que su relación haya finalizado, y 
si dicho salario forma parte de los percibidos en los últimos seis meses 
laborados.     
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Atentamente, 
 
 

                                                                  Original firmado{ Lic.  Richard Fallas Arias 

 
                                                                      Lic. Richard Fallas Arias 
                                                       ASESORÍA JURÍDICA 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

    
   AJ-888-2010 

        02 de noviembre  de 2010 
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Máster 
José Joaquín Arguedas Herrera 
DIRECTOR GENERAL 
 
Estimado señor: 

 
Con la aprobación de la señora Directora de esta Asesoría 

Jurídica,  procedemos a dar respuesta a su oficio  DG-666-2010, de 
fecha 30 de setiembre del presente año, mediante el cual se nos 
consulta respecto al tema de las incapacidades extendidas por el 
Instituto Nacional de Seguros (INS), con ocasión de accidentes de 
trabajo en que se encuentren involucrados funcionarios públicos, y la 
posible afectación que una situación de esta índole podría, 
eventualmente, acarrear para efectos de las deducciones de ley de las 
cuotas obrero patronales y del régimen de pensiones al que se 
encuentra adscrito el servidor incapacitado. La consulta concreta versa 
sobre lo siguiente: 

 
ñé quién debe reportar la incapacidad ante la CCSS y si le 

corresponde a dicha entidad realizar alguna gestión para garantizar el 
rebajo de las cuotas pertinentes (...) en cuáles normas encuentra 
fundamento legal, el pago, por parte del funcionario incapacitado, del 
monto que por estos rubros dejó de cotizar a estas instancias y por 
ende, evitar la futura afectaci·n del monto de la pensi·néò 

 
El texto supra transcrito, evidencia un cuadro fáctico que se 

presenta con bastante regularidad, diríamos, en las cotidianas 
relaciones de servicio establecidas entre el Estado como patrono y sus 
servidores. No obstante, el ordenamiento jurídico costarricense, 
pareciera no resolver, de la forma más satisfactoria que quisiéramos, 
tal escenario laboral. Sólo veamos algunos fundamentos jurídicos que 
nos ayudarán a comprender, de manera más clara, la situación antes 
descrita. 
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En primera instancia, conviene indicar que el marco normativo 
aplicable a la situación en estudio, resulta de la combinación de 
disposiciones provenientes del Código de Trabajo, que a su vez 
incorpora las modificaciones o reformas parciales de la Ley Nº 7983, 
vigente desde el 18 de febrero del año 2000, denominada Ley de 
Protección al Trabajador, así como de la Ley sobre Riesgos del 
Trabajo, Nº 6727, del 9 de marzo de 1982, la Ley Constitutiva de la 
Caja Costarricense del Seguro Social CCSS, Nº 17 del 22 de octubre 
de 1943 y sus diversas reformas, el Reglamento del Seguro de 
Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense de Seguro Social, 
Nº 6898, con vigencia desde el 10 de marzo de 1995, el Reglamento 
del Seguro de Salud de la Caja Costarricense de Seguro Social, Nº 
7082, con rige a partir del 01 de enero de 1997, así como también y en 
lo que fuera aplicable, la Ley de Pensiones y Jubilaciones del 
Magisterio Nacional, Nº 2248, con rige al 31 de diciembre de 1958, la 
Ley Orgánica del Poder Judicial, Nº 8 vigente desde el 1° de diciembre 
de 1937, y sus respectivas reformas,  además de la diferente 
normativa conexa aplicable en esta materia, relacionada con otros 
regímenes de pensión particulares .  

 
Como punto de partida del análisis que se hará, tenemos que la 

Ley Constitutiva de la Caja Costarricense del Seguro Social CCSS, Nº 
17 del 22 de octubre de 1943, antes citada, establece en sus artículos 
3 y 30 lo siguiente: 

 
ñéArtículo 3º.- Las coberturas del Seguro Social -y el ingreso al 
mismo- son obligatorias para todos los trabajadores manuales e 
intelectuales que perciban sueldo o salario. El monto de las cuotas que 
por esta ley se deban pagar, se calculará sobre el total de las 
remuneraciones que bajo cualquier denominación se paguen, con 
motivo o derivados de la relación obrero-patronal. 
 
(é);  
 
Artículo 30.- Los patronos, al pagar el salario o sueldo a sus 
trabajadores, les deducirán las cuotas que éstos deban satisfacer y 
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entregarán a la Caja el monto de las mismas, en el tiempo y forma que 
determine la Junta Directivaéò (Se suple en ambos casos el 
subrayado dentro del texto) 
 
 En esa misma línea, el citado Reglamento del Seguro de Salud 
de la Caja Costarricense de Seguro Social, estipula en su artículo 7 lo 
siguiente: 

 ñéDe la obligatoriedad. La afiliación al Seguro de Salud es 
obligatoria para todos los trabajadores asalariados, los trabajadores 
independientes y para los pensionados de los regímenes nacionales 
de pensión, en el territorio nacional, sin perjuicio de lo que dispone el 
artículo Nº 4 de la Ley Constitutiva de la Caja. (El subrayado es 
propio) 

 En iguales términos, se consigna lo normado en el Reglamento 
del Seguro de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense de 
Seguro Social, traído a colación páginas atrás, al señalar que: 

 ñArtículo 2ºðEl Seguro de Invalidez, Vejez y Muerte es 
obligatorio para los trabajadores asalariados de los sectores público y 
privado así como para los trabajadores independientes, con las 
excepciones hechas en los artículos 4º y 65º de la Ley Constitutiva de 
la Caja y voluntario para todos los demás habitantes del país no 
considerados en las condiciones antes indicadas, de acuerdo con el 
reglamento respectivo. 

Para todos los efectos del presente Reglamento, los trabajadores 
de ambos sexos, que cotizan o se encuentran pensionados en el 
Seguro de Invalidez, Vejez y Muerte, se denominan asegurados. La 
cotización o aporte que se efectúa mensualmente a este Seguro se 
denomina cuota.  Se registrará una sola cuota por cada mes, ya sea 
que el aporte provenga de uno o varios patronos, o bien cuando se 
encuentre cotizando como asalariado y trabajador independiente a la 
vezéò 
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Continúa señalando la norma de comentario, respecto a los 
recursos para el financiamiento de dicha sistema de seguridad social: 

ñé Art²culo 32.ðLos recursos para el financiamiento de los 
programas que    desarrolle este Seguro serán los siguientes: 

(é), 

b) Las cuotas con que obligatoriamente deben contribuir el 
patrono, el trabajador asalariado y el Estado como tal. 

(é),  

 Artículo 33.ðEn cuanto a los ingresos por concepto de 
contribuciones regirán las siguientes disposiciones: 

  a) En el caso de los asalariados se cotizará un 10.50% sobre el 
total de salarios devengados por cada trabajador, según los 
siguientes porcentajes: 

   Patrono: 5.75% de los salarios de sus trabajadores. 

Trabajador: 3.50% de su salario. 

Estado como tal: 1.25% de los salarios en todos los 
trabajadoreséò (El subrayado es suplido)80 

                                                 
80

 Según la Ley  de Pensiones y Jubilaciones del Magisterio Nacional , Nº 2248, 
vigente desde el 31 de diciembre de 1958, y sus diversas reformas, en el caso 
de los funcionarios cubiertos por este régimen de retiro, deberán cotizar con el 
8% de su salario devengado (artículo 14), cifra que difiere de las retenciones 
obligatorias para estos efectos, realizada por el Poder Judicial a sus servidores, 
establecida en un 9% del total de salarios de los funcionarios activos, de 
conformidad con el numeral 236 de su Ley Orgánica, Nº 8, entrada en vigencia 
a partir del 01 de diciembre de 1937, y sus diversas reformas. De hecho, la 
misma Ley Orgánica del Poder Judicial, antes citada, señala la obligatoriedad 
de que todos los funcionarios cubiertos por dicho cuerpo normativo, en materia 
de seguro social, deban seguir cotizando ordinariamente para el mencionado 
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 Finalmente, este cuerpo normativo, establece los mecanismos o 
procedimientos pertinentes, para la ejecución de retenciones 
obligatorias de ley, correspondientes a dichos aportes o cotizaciones; 
indica así el numeral 37 respectivo: 

ñéEl Ministerio de Hacienda se encargará de deducir a los 
trabajadores del Estado los aportes correspondientes a las cuotas 
obreras. La Tesorería Nacional se encargará de realizar el pago de 
dichos aportes a la Caja Costarricense de Seguro Social dentro de los 
plazos que el presente Reglamento establece como obligatorios. Para 
tal efecto, la Tesorería de la Caja Costarricense de Seguro Social 
deberá diseñar los mecanismos de control necesarios. 

Por su parte, la Tesorería Nacional suministrará la información 
que requiere el ente asegurador. 

Para garantizar cumplidamente el pago de la contribución del 
Estado como tal y como patrono, el Ministerio de Hacienda incluirá 
oportunamente en el Presupuesto Nacional de la República, las sumas 
que corresponden según la información que, de conformidad con los 
cálculos realizados por la Dirección Actuarial y de Planificación 
Económica, suministrará la Presidencia Ejecutiva de la Caja a ese 
Ministerioéò (Se adiciona el subrayado). 

Resulta más que evidente suponer, a partir de la normativa supra 
transcrita, que tanto las cuotas obrero patronales retenidas por ley 
para el seguro obligatorio, como aquellas destinadas a cotizar para un 
régimen particular de pensión o jubilación, devienen en retenciones 
exigidas, de los salarios efectivamente percibidos por el funcionario 
activo, con lo que se entendería, el subsidio que recibe el servidor en 
virtud de encontrarse gozando de un período de incapacidad médica, 
no podría, en modo alguno, verse afectado por tales deducciones, 
debido a la naturaleza jurídica particular de este tipo de subvención, o 
como semánticamente podríamos catalogar, auxilio económico 
extraordinario, concedido por un organismo público competente. 

                                                                                                                                                     

fondo de jubilación (artículo 240, párrafo final). 
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No obstante lo dicho anteriormente, podría existir en normas 
especiales sobre la materia en discusión, algunas disposiciones que 
convirti®ndose, de alguna manera, en ñficciones jur²dicasò, podr²an 
establecer, taxativamente, excepciones a la regla para casos 
concretos, sin que esto signifique un quebrantamiento a ultranza del 
ordenamiento jurídico vigente. A manera de ejemplo, encontramos lo 
regulado en el artículo 38 de la Ley de Pensiones y Jubilaciones del 
Magisterio Nacional, antes citada, que a la letra y en lo que interesa, 
señala: 

ñéSubsidios sustitutos del salario. En caso de que el 
funcionario esté devengando prestaciones por incapacidad laboral 
transitoria, tendrá derecho a que esas cotizaciones se le consideren 
tanto para calcular el salario de referencia como para determinar el 
número de cuotas pagadas, siempre y cuando continúe cotizando 
sobre tales prestaciones en favor del Régimen de Pensiones y 
Jubilaciones. 
Para los efectos del párrafo anterior, son prestaciones por incapacidad 
laboral transitoria las otorgadas: 
a) Por el seguro obligatorio de enfermedad y maternidad administrado 
por la Caja Costarricense de Seguro Social. 
b) Por el seguro obligatorio de accidentes de trabajo y enfermedades 
profesionales. 
c) Por el seguro de accidentes de tránsito, administrado por el Instituto 
Nacional de Seguros. 
d) De conformidad con los artículos 167, 168 y 169 de la Ley de 
Carrera Docente, mientras estuvieron vigenteséò (El destacado y el 
subrayado lo suple quien redacta) 
 
 De igual manera, la Ley sobre Riesgos del Trabajo, Nº 6727 del 
09 de marzo de 1982, reza en su artículo 252, lo que a continuación se 
transcribe: 
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 ñéLas prestaciones en dinero reconocidas81 al amparo de este 
Título, no excluyen ni suspenden el giro de ninguno de los beneficios 
establecidos en las leyes de jubilaciones, pensiones y subsidios de 
carácter general o especial..ò 
 
 Al amparo de las consideraciones, argumentos y marco 
normativo precedente, se puede afirmar que el sistema de retenciones 
de las cuotas obrero patronales, está cimentado en forma clara sobre 
una base o plataforma de carácter salarial, sin perjuicio de las 
excepciones hechas; por lo que, en acatamiento del principio de 
legalidad que contempla el numeral 11 de nuestra Carta Fundamental 
y su homólogo de la Ley General de la Administración Pública, el 
cumplimiento de lo establecido en la ley reguladora respectiva, pasa 
necesariamente, por la ejecución de deducciones de las planillas 
públicas debidamente reportadas a la Caja Costarricense de Seguro 
Social, según su ley constitutiva de repetida cita, mediante los 
mecanismos presupuestarios y de rebajo previamente establecidos 
por el Ministerio de Hacienda y tramitados a través de los sistemas de 
pago de servidores de la Administración Pública. 
 
 Con base en lo que se ha venido afirmando, resulta 
perfectamente aceptable pensar que, cumplir lo estipulado en la ley 
supone llevar a cabo las retenciones salariales obligatorias 
correspondientes a funcionarios públicos, por concepto de cuotas 
ñobrero ï patronalesò, por parte del organismo p¼blico competente, y 
mediante los procedimientos de traslado y pago respectivos al Ente de 
la seguridad social costarricense; de forma tal que, al existir un 
período de incapacidad médica de por medio, extendido en el caso de 
la presente consulta, por el Instituto Nacional de Seguros conforme a 
la Ley de Riesgos del Trabajo, antes mencionada, no operaría para 
períodos completos de pago deducción de cuota alguna, con lo que, 
evidentemente, no se estaría incumpliendo el precepto normativo, el 
cual establece un procedimiento y forma diferente para este tipo de 
trámite. 
                                                 
81

 Entiéndase el subsidio otorgado por el Ente Asegurador al funcionario o trabajador siniestrado, 
por concepto de incapacidad médica temporal. 
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 Con esta explicación, queda claro que para efectos de retiro o 
jubilación, no solo por este motivo, sino además por algunas otras 
causas que no viene al caso referirse, podría cualquier servidor 
público o trabajador de este país, llegar al final de sus años de servicio 
sin completar el número de cuotas requeridas, conforme a la ley, para 
el goce de su pensión. Al revisar las leyes constitutivas de los 
diferentes regímenes de pensiones existentes, vemos que esta 
situación ha sido prevista en prácticamente el cien por ciento de 
dichos cuerpos normativos, estableciendo reglas ajustadas y 
proporcionales para solventar el incumplimiento de este requisito 
fundamental, lo cual, en el peor escenario posible y de acuerdo con  
las expectativas de retiro del servidor, podría significar la postergación 
de la solicitud de su pensión hasta poder completar las cuotas 
exigidas. 
 
 Finalmente, conviene indicar que todo patrono, sea de derecho 
público o privado, está en la obligación de asegurar a sus servidores 
contra los riesgos del trabajo, y prestar así las asistencias médicas y 
prestaciones en dinero correspondientes, que permitan la 
recuperación física y mental de los mismos, cuando éstos hayan 
sufrido algún tipo de accidente del trabajo. De manera que, cualquier 
incapacidad que se registre por este concepto, deben ser 
comunicadas por los patronos según lo establece la ley, a través de 
las oficinas técnicas competentes, y respaldadas en los reportes 
reales de planillas, que en los plazos establecidos dentro de los 
reglamentos del Instituto Nacional de Seguros y la Caja Costarricense 
de Seguro Social, deben operar. 
 
 En algunos casos como los exceptuados en el presente criterio 
páginas atrás, o bien en virtud de convenios que pueden haberse 
suscrito entre instituciones públicas con el Instituto Nacional de 
Seguros, podría, eventualmente, seguir corriendo las deducciones de 
cuotas obrero patronales de servidores, aún en aquellos casos donde 
se hayan registrado incapacidades por este concepto, en cumplimiento 
de esas regulaciones especiales o convenios suscritos. 
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Atentamente, 
 

 
                                                                Original firmado{ Lic.  Richard Fallas Arias 

 
Lic. Richard Fallas Arias 

ASESORÍA JURÍDICA 
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Señor 
Mario Enrique Bolaños Ramírez 
Director 
Dirección de Recursos Humanos 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social 
 
Estimado señor: 
 
 Con aprobación de la señora Directora de esta Asesoría Jurídica, 
atendemos consulta planteada mediante oficio DRH-2799-2010 del 14 
de octubre del 2010, dentro del cual se nos esbozan las siguientes 
interrogantes: 
  
 ñé 1-Si el requisito legal que establecen las clases para puestos 
profesionales de conformidad con el Manual de Clases de la Dirección 
General de Servicio Civil ñincorporaci·n al Colegio Profesional 
respectivo, en los casos en que dicha entidad lo exija parra el ejercicio 
del correspondiente grado profesionalò, considera el requerir que el 
funcionario(a) que se nombre esté incorporado con el status de 
Bachiller o Licenciado (Maestría), según la clase de puesto a ocupar.  
 2-Si para el reconocimiento de Dedicación Exclusiva o 
Prohibición, se requiere que el servido (a) este(sic) incorporado al 
Colegio respectivo con el status de Bachiller o Licenciado (Maestría), 
según el porcentaje a otorgar. 
 3-Si únicamente se requiere que el funcionario (a) se encuentre 
incorporado, indistintamente del status, que mantenga en el Colegio 
Profesional, sea de Bachiller o Licenciado (a).ò 
 
 Previo a evacuar la consulta, resulta conveniente indicarle que 
es política de esta Asesoría Jurídica, el no pronunciarse sobre casos  
concretos o particulares, sino orientar la respuesta según lo dispuesto 
por el ordenamiento jurídico, en cumplimiento del Principio de 
Legalidad consagrado en el numeral 11 de la Constitución Política y su 
homólogo de la Ley General de la Administración Pública. No obstante 
lo anterior, hemos de indicarle que la consulta planteada será 
abordada desde una perspectiva general, analizando las normas 
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jurídicas que puedan ser aplicables en la materia específica y con ello 
evitar  suplantar a la administración activa, a quien compete aplicar lo 
que en derecho corresponde en el caso particular. 
 
 Dentro del Manual de Clases propuesto por la Dirección General 
de Servicio Civil se encuentra para el estrato profesional que se 
cuente para los puestos allí detallados con el requisito legal de 
ñincorporaci·n al Colegio Profesional respectivo, en los casos en que 
dicha entidad lo exija para el ejercicio legal del correspondiente grado 
profesionalò, de modo que debemos aclarar que en aras de no 
promover el ejercicio ilegal de la profesión,  si el puesto establece 
como requisito la incorporación a un Colegio Profesional, éste no 
podrá ser obviado, salvo que no exista Colegio Profesional al cual 
pueda incorporarse el servidor. 
 
 Sobre la materia en consulta,  esta Asesoría Jurídica ha emitido 
criterio,  señalando mediante el oficio número AJ-187-2003, lo 
siguiente: 
 
 ñé Del análisis que antecede, se desprende que todo servidor 
que ocupe un puesto dentro de la Administración Pública de clase 
profesional que exija el grado académico de Licenciatura, debe de 
contar con la incorporación al respectivo Colegio Profesional, si éste 
existe, toda vez que dicho acto responde a un requisito de legalidad 
para el ejercicio de la profesión tanto en el sector público como 
privado.ò 
 
  
 

Como puede apreciarse, ha sido criterio sostenido por esta 
Asesoría Jurídica, que el requisito de incorporación a un Colegio 
Profesional debe ser posible, es decir, que exista posibilidad objetiva 
de cumplimiento por parte del sujeto, pues de lo anterior se infiere que 
ante la inexistencia de Colegio Profesional, el requisito de 
incorporación se torna imposible de ser cumplido y en ese sentido, se 
hace manifiesta la regla imposibilium nulla obligatio est (no hay 
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obligación de lo imposible) o, formulada en otros términos ad 
imposibilia nemo patitur (Nadie está obligado a lo imposible). 
 
 Así las cosas, la exigencia de incorporación a un Colegio 
Profesional deberá determinarse de conformidad con los requisitos 
indicados para el puesto en el Manual de Clases o bien Manual de 
Puestos Institucional, cuando éste exista en el área correspondiente. 
  
 Ahora bien, referido a si el agremiado ha de incorporarse de 
acuerdo al status respectivo con el que cuente, es un asunto 
meramente de trámite interno que le corresponde al Colegio 
Profesional respectivo si existen directrices o políticas internas que así 
lo requieran, sobre este tipo de disposiciones internas ha señalado la 
Procuraduría General de la República en su opinión jurídica N° OJ-
045-2003 del 18 de marzo del 2003, en donde concluyen lo siguiente:  
 
 ñ... el grado acad®mico que ostente el servidor no es el relevante 
para el pago de la compensación, siempre que ese grado académico 
le permita, de acuerdo a(sic) la profesión que ostente, y a las reglas 
que rigen su ejercicio profesional, ejercer liberalmente su profesión. 
Habrá Colegios Profesionales cuyas normas admitan el ejercicio de la 
profesión con el grado académico de bachiller universitario, otros con 
el de licenciatura, etc. Por ello, lo que realmente interesa, es que el 
servidor que realice funciones de auditoria, esté habilitado para el 
ejercicio liberal de su profesión, y que se vea impedido para hacerlo 
por la prohibición que se analiza, en cuyo caso, se hará acreedor al 
pago de la compensaci·n del 65% sobre su salario base.ò  
 
 Esto por cuanto las competencias atribuibles a dichos 
organismos al igual que por ejemplo las asignadas a esta Dirección 
General son únicas, exclusivas y excluyentes unas de otras, de modo 
que por un lado es deber y compromiso de las Áreas de Recursos 
Humanos encargadas de realizar los trámites de nombramientos,  el 
verificar si el oferente que pretende laborar en un puesto de la 
Administración Pública,  cuenta a la hora de su ingreso con todos los 
requisitos técnicos y legales que se disponen en el Manual de Clases 
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elaborado a tal efecto, correspondiéndole por  otro lado al Colegio 
Profesional, identificar si el mismo se encuentra o no incorporado con 
el correspondiente grado académico que ostente, si existe alguna 
disposición interna de la institución que haga obligatorio o que requiera 
que los agremiados a éste deban de actualizar su nivel académico 
ante esta instancia, como se cito supra. 
 
 Según lo ha sostenido anteriormente la Procuraduría General de 
la República82, al Estado le corresponde velar por el derecho 
fundamental al ejercicio de la profesión83, y además el ejercer el 
control sobre determinadas profesiones tituladas, facultad ésta última 
que ha sido delegada, conforme a la Ley, en organizaciones 
corporativas: los Colegios Profesionales. El Estado delega en los 
Colegios Profesionales el cumplimiento de determinadas funciones 
públicas, relacionadas con la vigilancia, disciplina y fomento de la 
actividad de  
los agremiados, a la par de las tareas dirigidas al puro interés 
particular de sus miembros, tomados tanto singularmente como la 
colectividad sectorial. 
 
 Cada institución -sea el Colegio Profesional respectivo y la 
Unidad de Recursos Humanos- con respecto al área específica de su 
competencia, están llamados a analizar el cumplimiento de los 
requisitos académicos necesarios y obligatorios para incorporación de 
los nuevos profesionales, no solo desde el punto de vista formal sino 

                                                 
82

 En su pronunciamiento número C-055-2001 del 27 de febrero de 2001. 
83

 Si bien es cierto que la Constitución Política costarricense no consagra expresamente la 

libertad profesional, según lo ha estimado la Procuraduría General, esa libertad puede 

deducirse de la conjunción de varios derechos constitucionales, tal como sucede con la 

libertad de contratación, y tiene como contenido esencial el derecho de elección de la 

profesión y el derecho de ejercicio de la actividad profesional escogida. (Véase al 

respecto el dictamen C- 054-2000 de 17 de marzo de 2000). Y cabe advertir, que ese 

carácter de libertad fundamental ha sido reconocido por la Sala Constitucional, en sus 

resoluciones Nºs. 1626-97 de 15:21 hrs. del 18 de marzo de 1997 y 7123-98 de 16:33 

hrs. del 6 de octubre de 1998.  
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también de manera sustancial, lo cual supone, en aras del estricto 
cumplimiento de la ley, una imprescindible colaboración y coordinación 
entre ambos, lo que además admite una nueva visión del principio de 
legalidad, complementado con la exigencia de eficiencia, de manera 
que toda actividad administrativa que se requiera en ejercicio de 
atribuciones públicas, para que sea legítima y admisible, además de 
coincidir con la ley, deberá ser eficaz para alcanzar los objetivos que le 
hayan sido fijados por el ordenamiento, redundando así positivamente 
en la obtención del bienestar general.  
 
 Con respecto al requisito de incorporación para el pago de los 
pluses salariales de Dedicación Exclusiva y Prohibición resolvió la 
Procuraduría General de la República en su dictamen número C-144-
2007: 
 
 ñéEn fin, se extrae de lo expuesto, que el pago de la 
compensación económica en favor de determinados servidores 
públicos, solamente se justifica en los casos en que la prohibición a la 
que estén sujetos, les irrogue un perjuicio económico, y además, que 
ese pago est® claramente autorizado por una norma legal.ò  
Así las cosas, debe tenerse presente que el pago de la compensación 
económica a favor de determinados servidores públicos se justificará 
en aquellos casos en que la prohibición que se impone lleve consigo la 
posibilidad de generar un perjuicio, ya que la misma es de carácter 
indemnizatorio.  
 
Es menester de esta Procuraduría aclarar que se entiende como 
profesiones liberales ñé aquellas que, adem§s de poderse ejercer en 
el mercado de servicio en forma libre, es necesario contar con un 
grado académico universitario y estar debidamente incorporado al 
respectivo colegio profesional, en el caso de que exista. En otras 
palabras, las profesiones liberales serían aquellas que desarrolla un 
sujeto en el mercado de servicios, el cual cuenta con un grado 
académico universitario, acreditando su capacidad y competencia para 
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prestarla en forma eficaz, responsable y ética, y que está incorporado 
a un colegio profesional84ò.  
 
  Sobre el tema y retomando la supra citada opinión jurídica N° 
OJ-045-2003 del órgano consultor del Estado del 18 de marzo del 
2003 además se expone: 
 
 ñComo se advierte, este r®gimen de prohibici·n est§ concebido 
única y exclusivamente para el ejercicio de profesiones liberales, mas 
no para cualquier otra ocupación respecto de la que puede ostentarse 
un grado profesional, pero que no conlleva una actividad susceptible 
de ser ejercida en forma liberal (é) 
En vista de lo expuesto, lleva razón el criterio legal aportado en su 
consulta, cuando concluye que para los funcionarios enumerados en el 
artículo 14 de la Ley N° 842285, el grado académico ïasí como su 
incorporación al colegio profesional, cuando así corresponda, 
agregamos nosotrosï es un requisito indispensable para la aplicación 
del régimen de prohibición, de ahí que no es posible jurídicamente 
extender este régimen a los funcionarios que no estén habilitados para 
el ejercicio liberal de una profesi·n (é)ò 
 
 Bajo los supuestos anteriormente señalados se desprende que 
es requisito para el reconocimiento del pago por concepto de 
prohibición y dedicación exclusiva que el oferente o servidor cuente  
 
con su respectiva incorporación al Colegio Profesional según sea su 
especialidad si existiera órgano para hacerlo y que en definitiva es 
requisito que quienes ocupen o sean candidatos para ocupar un 
puesto profesional dentro de la Administración Pública cuenten con 
dicha incorporación si así lo requiere el Manual de Clases y siempre 
en acato de los requisitos legales ahí entablados y bajo las 
disposiciones contempladas dentro del mismo. Las demás 
implicaciones y supuestos deberán entenderse sobre los argumentos 
señalados. 
                                                 
84

Procuraduría General de la República oficio OJ-076-2003 del 22 de mayo del 2003 
85

 Ley 8422. Contra el Enriquecimiento Ilícito y la Corrupción en la Función Pública. 
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Atentamente, 
 
Original firmado{  Licda.  Vangie Miranda Barzallo 
Licda. Vangie Miranda Barzallo 
ASESORÍA JURÍDICA 
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                            AJ-500-2010 
09 de julio de 2010 

 
Señora 
Carolina Santamaría Ulloa 
santamaria@wisc.edu 
 
 
Estimada señora: 
 

 Con la aprobación de la señora Directora de esta Asesoría 
Jurídica se da respuesta a su oficio sin numeración de fecha 30 de 
junio del 2010, recibido en esta Sede vía fax, mediante el cual se 
consulta puntualmente si con base al art²culo 7 de la ñLey de Licencias 
Adiestramiento Servidores Públicosò: 

 
¿La obligación de prestar servicios al Estado que adquiere el 

beneficiario de una licencia con goce de salario tiene como tope un 
periodo de 3 años? 

 
Previo a emitir el criterio jurídico, resulta conveniente,  hacer del 

conocimiento de la consultante, que es política de esta Asesoría 
Jurídica el no pronunciarse sobre casos concretos o particulares, ya 
que suplantaríamos a la Administración Activa en la resolución de sus 
asuntos.  

 
 Aclarado lo anterior, y ya que la consulta parte de la letra 

del artículo 7 de cita  debe traerse el mismo a colación: 
 
 ñArtículo 7º.- El beneficiario deberá obligarse a seguir 

prestando sus servicios al Estado, en el ramo de su especialidad, una 
vez completado su adiestramiento, como sigue:  
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 a) Si su licencia para adiestramiento fue sin goce de sueldo, los 
prestará durante un tiempo igual al de la licencia otorgada para 
disfrute de la beca; 
 b) Si su licencia fue con goce de sueldo completo, los prestará 
durante un tiempo tres veces mayor al de la licencia; y 
 c) Si su licencia fue con goce de una parte de su sueldo, los 
prestará durante un tiempo proporcional a la partes de sueldo de que 
gozó, en relación con el tiempo durante el cual habría tenido que 
prestarlos si hubiese gozado de su sueldo completo. 

 No obstante, dicha obligación no será por más de tres 
a¶os.ò 

 
 De la norma fácilmente se evidencia que aun cuando se 

impone una obligación de, una vez concluido el adiestramiento 
recibido, el servidor continúe prestando sus servicios para con el 
Estado, basándose para ello en lapsos escalonados que dependerán 
de las circunstancias que han rodeado la licencia otorgada para la 
recepción del citado beneficio, dicha obligación tendrá un tope máximo 
de tres años, plazo que debe entenderse aplicable a todos los 
supuestos regulados.  

 
Y es que a pesar de la cercanía que tiene, en lo que a aspectos 

de redacción se refiere, el citado tope con el inciso c) del artículo 7 de 
marras, lo cierto es que no debe restringirse a éste, pues véase que si 
se parte de una interpretación semántica de la norma esta excepción 
menciona que ñdicha obligación no será por más de tres añosò, ante lo 
que cabe preguntarse ¿cuál obligación? De la literalidad de la norma 
se denota que la única mención expresa de obligaciones se hace a su 
inicio, precisamente donde se erigen las reglas a seguir en cuanto a 
tiempo, de ahí que se tenga que la excepción es de aplicación global y 
no especifica sobre un solo inciso, línea de pensamiento que armoniza 
con otros instrumentos normativos que regulan situaciones similares, 
de los que se pueden ver por ejemplo: 
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 ñArtículo 19.- De las obligaciones del beneficiario. Todo 
funcionario que participe en actividades de capacitación u obtenga 
alg¼n beneficio o facilidad, tendr§ las siguientes obligaciones: (é)  
 
 h) El beneficiario quedará obligado a seguir prestando de la 
siguiente manera sus servicios al Poder Legislativo una vez que haya 
concluido sus estudios: 
 
 1.- Si su beca, licencia o facilidad fue sin goce de sueldo, durante 
un tiempo igual a la beca otorgada. 
 
 2.- Si su beca, licencia o facilidad fue con goce de sueldo, 
durante el doble del tiempo de los estudios. 
 
 3.- En circunstancias diferentes a las indicadas en los incisos 
anteriores, conforme lo establezca la Comisión de Becas, sin que 
pueda ser inferior a un año ni superior a treséò Reglamento de becas y 
licencias de estudios para el personal de la Asamblea Legislativa (Acuerdo 
Legislativo Nº 018-2001) 

 

 ñArtículo 38.- El servidor a quien se le conceda licencia para 
asistir a cursos de estudio, quedará obligado a prestar sus servicios al 
Estado, hasta por el término de tres años, en el ramo de su 
especialidad una vez completados sus estudios, en la proporción de 
un año por cada año lectivo, en que hubiere disfrutado de licencia de 
media jornada diaria con goce de sueldo. Si la licencia fuere por 
menos de media jornada diaria, el compromiso será 
proporcionalmente menor, sin que en ningún caso exceda al máximo 
señalado. A este efecto, el contrato que deberá suscribirse con el 
Ministro, ante la Dirección General, determinará la garantía que 
proceda.  
 
 Las licencias que se conceden sin goce de sueldo, no estarán 
sujetas a las estipulaciones de este art²culo.ò  Reglamento del Estatuto 
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de Servicio Civil (Decreto Ejecutivo Nº 21 del 14 de diciembre de 1954). Los 
destacados no aparecen en los originales.  

 
El tema en cuestión no ha sido ajeno a esta Área, la cual desde 

el año 1992 concluyó que: 
 
 ñDe la normativa transcrita se desprende que en los contratos de 
adiestramiento, el servidor público se obliga a seguir prestando sus 
servicios al Estado una vez que haya terminado su adiestramiento, ya 
sea que su licencia haya sido con total o parcial goce de sueldo o sin él, 
de manera que en cualquiera de los tres supuestos, el funcionario se 
obliga a prestar el servicio, y esa prestación, constituye una verdadera 
contraprestación dentro del contrato de adiestramiento, que el servidor 
suscribió. La normativa transcrita limita la obligación del servidor por el 
término de tres años (é) 
 
 Como se puede extraer de esta norma, el servidor a quien se le 
haya concedido licencia para asistir a cursos de estudio tiene la 
obligación de prestar servicios al Estado hasta por el término máximo 
de tres añoséò Oficio DL-017-92. El subrayado es de quien rubrica.  
  
 Sin más acotaciones que agregar, se emite así el criterio 
solicitado.  
 
      Atentamente, 

 
Original firmado{ Lic. Mauricio Alvarez Rosales 

Lic. Mauricio Álvarez Rosales    
                                            ASESORÍA JURIDICA 
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AJ-974-2010 
                  3 de diciembre del 2010 

 
 
 
Señor 
Julio César Rodríguez Céspedes 
Jcrc1509@yahoo.com  
 
 
Estimado señor:  
 
Con la aprobación de la señora Directora de esta Asesoría Jurídica, 
damos respuesta a su consulta realizada vía correo electrónico de 
fecha 18 de noviembre de 2010 mediante la cual indica que es ñé 
funcionario del MEP, quisiera que me puedan dar su interpretación en 
relación con las llegadas tardías que(sic) es lo que tiene vigencia, si 
son los cinco minutos o los 10 minutos, éò. 
 
  Sobre el particular debemos indicarle que el 
numeral 28 de  la Ley General de la Administración Pública señala que 
: 
ñArt²culo 28.- 

1.- El Ministro será el órgano jerárquico superior del respectivo 
Ministerio. 

2.- Corresponderá exclusivamente a los Ministros: 

a) Dirigir y coordinar todos los servicios del Ministerio; 

(é) 

d) Agotar la vía administrativa, resolviendo recursos pertinentes, salvo 
ley que desconcentre dicha potestad; 

e) Resolver las contiendas que surjan entre los funcionarios u 
organismos de su Ministerio;  

(é).ò   
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 Como usted puede apreciar, corresponde exclusivamente a los 
Ministros, resolver todos los asuntos internos de la Institución que 
dirigen, como lo es el caso expuesto en su misiva, ante el cual esta 
Dirección General no tiene competencia para pronunciarse. 

 

 No obstante lo anterior, si debemos indicarle que en  el caso de  
que usted  no esté conforme con una disposición de sus superiores,  la 
protección que le da el Régimen de Servicio Civil, es que si usted a bien 
lo tiene pueda reclamar ante el Tribunal de Servicio Civil,  previo 
agotamiento de la vía administración, según lo que  establece el numeral 
88 del Reglamento del Estatuto de Servicio Civil, que señala: 
 

ñArtículo 88.- En toda reclamación contra disposiciones o resoluciones 
de los jefes, cuando el servidor alegue perjuicio causado por ella, se 
observarán las siguientes reglas: 
a) Si se tratare de reclamos contra los jefes inmediatos de cualquier 

órgano, antes de recurrir al Tribunal de Servicio Civil, deberá 
agotarse la vía administrativa, a cuyos efectos deberá obtenerse un 
primer pronunciamiento del superior jerarca de la dependencia de 
que se trate, y un segundo pronunciamiento del Ministro respectivo. 
Si el reclamo se presentaré contra un acto del propio Ministro, no 
se requiere más trámite que impugnarlo directamente ante dicho 
funcionario. 
En estos últimos dos casos, tanto el jerarca como el Ministro, 
tendrán un plazo máximo de ocho días hábiles para resolver lo 
procedente, entendiéndose que el mismo se tendrá por agotado si 
no se diere respuesta durante su transcurso; 
(Inciso reformado por el artículo 1° del Decreto N° 19824 del 27 de 
junio de 1990) 

b)  Cumplido el trámite anterior, si el servidor persistiere en su 
reclamo, podrá recurrir ante el Tribunal, llenando al efecto los 
requisitos establecidos en el artículo 81 de este Reglamento. El 
Tribunal ordenará levantar información por medio de la Dirección 
General, si así lo estimare necesario para dictar su fallo, que será 
definitivo; y 
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c) La Dirección General cumplirá, en lo que fuere dable, las 
disposiciones del inciso e) del artículo 43 del Estatuto, y tramitará 
las respectivas diligencias con intervención del reclamante y del 
jefe contra quien se dirija la acción. Sin embargo, una vez 
levantada la información y antes de ser devuelto el expediente al 
Tribunal, se concederá audiencia al respectivo Ministro, cuando no 
haya sido parte del asunto, para lo que estime conveniente 
proponer o manifestar.ò 

 
 
  Atentamente, 
      

 
                                                            Original firmado { Licda. Oralia Torres Leytón 

 

Licda. Oralia Torres Leytón  
 ASESORÍA JURÍDICA 
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                  AJ-718-2010 
                     10 de setiembre de 2010 

 
 
 

 
Licenciada 
María Eugenia Espinoza Zamora 
COORDINADORA 
UNIDAD DE SISTEMAS DE INFORMACIÓN AUTOMATIZADOS 
 
 
Estimada señora: 
 
 

Con instrucciones superiores,  procedemos a dar respuesta a su 
oficio  CSIA-003-2010, de fecha 23 de agosto del 2010, en el cual, se 
nos solicita la emisión de un criterio jurídico concerniente a los 
movimientos de personal que se pueden presentar entre Título I y 
Título II y viceversa.  

 
Previo a emitir el criterio jurídico, resulta conveniente,  hacer del 

conocimiento del consultante que es política de esta Asesoría Jurídica, 
el no pronunciarse sobre casos concretos o particulares, ya que 
suplantaríamos a la Administración Activa en la resolución de sus 
asuntos, de ahí que no resulte procedente atender los casos 
hipotéticos o concretos planteados. Sin embargo, hemos de indicarle 
que la consulta será abordada desde una perspectiva general, 
analizando las normas jurídicas que puedan ser aplicables a la 
situación en examen. 

 
Ya en varias oportunidades esta Asesoría Jurídica ha externado 

criterio en relación a esta materia, especialmente dentro del oficio AJ-
425-2009 del 11 de agosto del año 2009 en el cual ante la consulta 
hecha por el Área de Carrera Docente sobre la posibilidad de autorizar  
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movimientos de personal en los siguientes casos:  
1º. Ascenso directo en propiedad de funcionarios cubiertos 
por el Título II del Estatuto de Servicio Civil a puestos 
pertenecientes al Título I del mismo, o viceversa. 
 
 
2º. Reasignaciones de plazas ocupadas en propiedad, de 
clases correspondientes al Título I a clases del Título II y 
viceversa. 
 
 
3º. Ascensos en propiedad por la vía del concurso interno de 
plazas correspondientes al Título I a plazas del Título II y 
viceversa. 
 
 
4º. Reingresos de funcionarios que dejaron plazas del Título II 
y ahora existe interés de aplicar este movimiento con base en 
el artículo 14 del Reglamento del Estatuto de Servicio Civil. 
 

 
Se concluyo diciendo en su momento q ue los movimientos indicados 
supra no son procedentes, aún y cuando se establezcan dentro de los 
mismas el principio de Estado Único Patrono, no son relaciones 
provenientes de iguales regulaciones y en la medida en que no exista 
en cada una de las leyes de donde se originan (sean Título I y Titulo II) 
una norma que permita o autorice dichos movimientos, no pueden ser 
realizables, esto atendiendo el principio de legalidad.  

 
Desarrolla el oficio AJ supra citado que: 
 
ñéla materia de ascensos, reasignaciones y reingresos, dentro 

del Título I y Título II del Estatuto de Servicio Civil, se encuentran 
reguladas por leyes distintas, sobre la base de procedimientos y 
requisitos igualmente diferentes, para uno u otro servidor según  
corresponda.ò 
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De igual manera en el oficio AJ-168-2005, del 23 de febrero de 

2005, en respuesta a similar misiva se indicó: 
 ñéSi bien el Régimen de Servicio Civil es uno solo, en el sentido 

de que se halla integrado por principios comunes a ambos títulos del 
Estatuto, en particular los principios de idoneidad comprobada y 
estabilidad en el empleo, lo cierto es que el procedimiento de 
ingreso para los servidores regulares difiere por completo en uno 
y otro título del Estatuto, pues dicho procedimiento obedece a las 
particularidades del proceso concursal que debe llevarse a cabo 
para los distintos tipos de funcionarioséò (El destacado es del 
redactor)  

 
Por otro lado se debe atender que si bien es cierto el 

Reglamento de la Carrera Docente, Decreto Ejecuto Nº 223586, 
autoriza la aplicación, de manera supletoria, del Reglamento del 
Estatuto de Servicio Civil, en ciertos supuestos y concretos no 
previstos dentro del primero, dicha autorización no podría de ninguna 
manera, interpretarse como la posibilidad que los movimientos de 
personal requeridos en la consulta, se materialicen con el traslado de 
puestos del Título I al Título II del Estatuto de Servicio Civil, y 
viceversa, señalamiento que se apuntó por este Despacho así: 

 
ñécabe cuestionarse si es procedente reasignar a un puesto 

cubierto por el Título II del Estatuto de Servicio Civil, a un servidor 
nombrado según las normas del Título I de dicho cuerpo normativo, 
aplicando para ello en forma subsidiaria el artículo 110 del Reglamento 
del Estatuto de Servicio Civil, por autorizarlo así el artículo 92 del 
Reglamento de la Carrera Docente.  Esta Asesoría Jurídica considera  
 
que la respuesta a tal interrogante debe ser negativa (é). 
Consideramos que el artículo 110 sí se puede aplicar subsidiariamente 
a los servidores cubiertos por el Título II del Estatuto de Servicio Civil y 
siempre que se trate de puestos cubiertos por este Título II, pero no 

                                                 
86

 Reglamento de la Carrera Docente, Nº 2235
86

, vigente desde el 16 de abril de 1972. 
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para autorizar la reasignación de un puesto cubierto por el Título I 
a otro cubierto por el Título II, o viceversa, pues en tal caso se 
estarían incumpliendo los procedimientos de ingreso 
establecidos en cada una de las leyes que regulan los diferentes 
títuloséò87 (Destacado de quien transcribe) 

 
Es significativo perpetuar, que por medio de la Resolución DG-

394-2003, de las doce horas del 18 de setiembre del 2003, se derogó 
la Resolución DG-049-86 del 26 de febrero de 1986, documentación 
en al que se autorizaban los movimientos de servidores docentes a 
puestos vacantes del Título I del Estatuto de Servicio Civil, como un 
acto que la Administración consideró necesario para ajustar las 
normas vigentes al requisito de validez de los procedimientos en 
materia de empleo público, referidos a ambos títulos; lo cual es criterio 
de esta Asesoría Jurídica que es aplicable a los casos de su consulta.  

 
Continúa indicando el oficio AJ-425-2009:  
 
ñLo afirmado en p§ginas precedentes, se sustenta en el principio 

de legalidad que gobierna el accionar del sector público, consignado 
en nuestra Carta Magna y en la Ley General de la Administración 
Pública, lo cual imposibilita implementar y ejecutar un procedimiento 
como los descritos anteriormente (movimientos de puestos del Título I 
al Título II del Estatuto de Servicio Civil), siendo que los mismos no se 
hayan contemplados, en forma expresa, en las Leyes Nº 1581 y Nº 
4565, del 30 de mayo de 1953 y 04 de mayo de 1970, 
respectivamente; así como en sus reformas.ò 

 
Para finalizar, nos permitimos recordarle al consultante, que el 

ámbito de competencia de esta Asesoría Jurídica, en relación con este 
tipo de consultas, se circunscribe a la emisión de criterios técnicos 
legales, enmarcando las normas y principios generales de derecho, 
que pudiesen servir en la atención y resolución de las interrogantes 
planteadas; no obstante, se recomienda que de persistir dudas en 
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 Oficio 168-2005. 
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relación con las situaciones sometidas a análisis, se eleve su consulta 
a la Procuraduría General de la República, a fin de que pueda 
encontrar otros elementos que complementen el presente criterio. 

 
 

 Atentamente, 
 
       Original Firmado {Licda. Vangie Miranda Barzallo 

 
     Licda. Vangie Miranda Barzallo  
               ASESORIA JURIDICA 
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     AJ-743-2010 
        16 de setiembre de 2010 

 
 
 

 
Licenciada 
María Eugenia Espinoza Zamora 
COORDINADORA 
UNIDAD DE SISTEMAS DE INFORMACIÓN AUTOMATIZADOS 
 
 
Estimada señora: 
 
 

Con aprobación de la señora Directora de esta Asesoría Jurídica,  
emanamos respuesta  que satisfaga su oficio CSIA-005-2010  de 
fecha 13 de setiembre del 2010, en el cual  se  solicita ampliar el 
criterio jurídico vertido mediante el oficio número AJ-718-2010 de este 
Despacho, concerniente a los movimientos de personal, sean 
ñascensos y descensos interinos  de puestos de Título I a clases de 
puestos de Título II y viceversa, y de ascensos y descensos interinos 
de puestos a lecciones y viceversaò.  

 
Como se señalo en el oficio AJ-718-2010 del 9 de setiembre del 

año en curso por medio del cual se atendió su  misiva número CSIA-
003-2010 del 23 de agosto del año en curso, se enfatizó en el punto 
de que ambos Títulos  si bien es cierto se encuentran contemplados 
dentro del cuerpo normativo del Estatuto de Servicio Civil,  lo cierto es 
que tanto Título I como Título II de ese bloque legal,  fueron creados 
por leyes diferentes las cuales no permiten dentro de su contenido que 
dicho tipo de movimientos de personal sean procedentes  como se 
explicó  en el oficio señalado, esto por cuanto no hay normativa que 
autorice dicho acto ni para nombramientos en propiedad y mucho 
menos de tipo interino. 
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La normativa no satisface que se de una autorización en ese 
sentido por las razones ya expuestas en su oportunidad. 

 
 

  Atentamente, 
 
                 Original Firmado {Licda. Vangie Miranda Barzallo 

 
     Licda. Vangie Miranda Barzallo  
               ASESORIA JURIDICA 
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AJ-871-2010 
                 25 de octubre del 2010 

 
 
 
Señora 
Jenny Hernández Delgado 
jhdelgado@costarricense.cr 
 
 
Estimada señora: 
 
 Con la aprobación de la Señora Directora de la Asesoría 
Jurídica,  damos respuesta a su correo electrónico de fecha 15 de 
octubre del presente año, mediante el cual solicita criterio jurídico en 
materia de preaviso que debe darse ante una renuncia al cargo que 
ocupa.  
 
 Previo debemos indicar que esta Asesoría Jurídica no analiza 
situaciones particulares, por lo que nuestros criterios se emiten 
únicamente sobre situaciones genéricas, en las cuales no se aprecie 
la existencia de un sujeto participar a quien se aplicarán las 
consecuencias derivadas de nuestro discernimiento, por lo que 
corresponderá a la Administración Activa resolver lo pertinente. 
 
 En cuanto al preaviso señala el artículo 50 inciso i) del 
Reglamento del Estatuto de Servicio Civil lo siguiente:  ñ Deberes de 
los servidores públicos: Los servidores públicos cumplirán los deberes 
que expresamente le señalan el artículo 39 del Estatuto de Servicio 
Civil y el 71 del Código de Trabajo así como todos los que fueren 
propios del cargo que desempeñan, de conformidad con el Manual 
Descriptivo de Puestos y los reglamentos interiores de trabajo, a 
efecto de obtener la mayor eficiencia en los servicios de la 
Administración Pública. Tendrán, además, las siguientes obligaciones: 
 
(é) 

mailto:jhdelgado@costarricense.cr
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i)Dar por escrito, el caso de renuncia del cargo, el preaviso que 
corresponda, de acuerdo con las reglas del artículo 28 del Código de 
Trabajo.ò. 
 
 Ahora bien, ese mencionado numeral del Código de Trabajo, 
cuya aplicación supletoria autoriza el artículo 51 del Estatuto de 
Servicio Civil, dispone en lo que intesa lo siguiente:. 
 
 

a) Después de un trabajo continuo no menor de tres meses ni 
mayor de seis, con un mínimo de una semana de anticipación. 

b) Después de un trabajo continuo que exceda de seis meses y no 
sea mayor de un año, con un mínimo de quince días de 
anticipación. 

c) Después de un año de trabajo continuo con un mínimo de un 
mes de anticipación. 

 
Siendo esto así, deberá recurrir a la institución para la que labora para 
que analice lo correspondiente en el caso concreto, analizando para 
tales efectos su expediente y determinando así,  si hubo o no 
continuidad en la prestación de sus servicios.   
 
   Atentamente, 
      
                                                   Original firmado { Licda. Oralia Torres Leytón  
                                  Licda. Oralia Torres Leytón  
                                  ASESORÍA JURÍDICA 
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AJ-1016-2010 
                 20 de diciembre del 2010 

 
Señor 
Henry Solano Vargas 
h.solano@hotmail.es 
 
Estimado señor: 
 
 Con la aprobación de la Señora Directora de esta Asesoría 
Jurídica, damos respuesta a su correo electrónico recibido  el 16 de 
diciembre del presente año, y enviado a este centro de trabajo por 
parte de la señora Flory Cordero, Coordinadora de Administración de 
Servicios Institucionales de esta Dirección General.  
 
 Su consulta indica lo siguiente: 
 
 ñéLe cuento mi situación, yo trabaje(sic)  por espacio de 5 años en el 
Poder Judicial en una forma continua y(sic)  interina, se me aplicó un 
asunto disciplinario donde me dieron un cese de nombramientos por 
falta de requisito de la licencia al día ya que me la suspendieron el 
año pasado, por lo que me quede(sic)  sin trabajo, no me pagarón(sic) 
las prestaciones, estoy pensando consultar con un abogado para 
incluir un documento a la sala cuarta para solicitar el pagó(sic), a mi 
me dijeron en el Poder Judicial (o(sic) tengo nada escrito) que yo 
puedo trabajar para cualquier institución del Estado despúes(sic) de 
pasar 125 días que era lo proporcional al tiempo trabajado, situación 
que ya paso(sic) ya que tengo ya que tengo(sic) 180 días (6 meses), 
las preguntas son las siguientes: 
 
Con estas condiciones yo puedo laborar en una Insituciòn(sic) que 
este(sic)  dentro del régimen del Servicio Civil, tomando en cuenta y 
recibo o no la liquidación, lo anterior ya que me indicaron que si recibo 
las prestaciones no se  
puede laborar para el gobierno y que uno tiene que firmar una 
declaración jurado(sic)  donde dice que el artículo 12 del decreto 
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ejecutivo 20152-h del 18 de enero 1991, artículo 27 ley 6955 del 02 
marzo 1984, articulo(sic) 6 del decreto ejecutivo 15656-4 del 20 de 
setiembre del 1984, con la indicación que si uno ha sido despedido por 
causa justa en la administración pública y que no se ha recibido de 
ninguna institución estatal o empresa pública durante los cinco años, 

muchas gracias por su ayuda, bendiciones.ò 
 

De previo debemos indicarle que esta Asesoría Jurídica tiene por 
política no referirse a casos concretos, pues nuestros criterios se 
emiten únicamente sobre situaciones genéricas, en las cuales no se 
aprecia la existencia de un sujeto particular a quien se aplicarán las 
consecuencias derivadas de nuestro criterio, correspondiéndole a la 
administración activa hacer el estudio particular y resolver lo que en 
derecho corresponde. 
 

Ahora bien, entrando en materia,  debemos aclarar que si un 
funcionario fue despedido por alguna de las causales del Artículo 81 
del Código de Trabajo, o de cualquier otra disposición jurídica 
aplicable,  sin responsabilidad patronal, el servidor no recibe 
prestaciones legales y de ingresar a laborar bajo el Régimen de 
Servicio Civil,  podrá hacerlo siempre y cuando cumpla con los 
requisitos que establecen los artículos 20 del Estatuto de Servicio  
Civil y 9 de su Reglamento. 
 
Dichas disposiciones jurídicas disponen lo siguiente: 
 
ñArt²culo 20.-Para ingresar al Servicio Civil, se requiere:  

a)  Poseer aptitud moral y física propias para el desempeño del 
cargo, lo que se comprobará mediante información de vida y 
costumbres y certificaciones emanadas del Registro Judicial de 
Delincuentes, de los Archivos Nacionales, del Gabinete de 
Investigación y del Departamento respectivo del Ministerio de 
Salubridad Pública.  
 
b)  Firmar una declaración jurada de adhesión al régimen 
democrático que establece la Constitución de la República.    
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c) Satisfacer los requisitos mínimos especiales que establezca el 
"Manual Descriptivo de Empleos del Servicio Civil" para la clase de 
puesto de que se trate.  
   
d)  Demostrar idoneidad sometiéndose a las pruebas, exámenes o 
concursos que contemplan esta ley y sus reglamentos.  
   
e)  Ser escogido de la nómina enviada por la oficina encargada de 
seleccionar el personal. f) Pasar el período de prueba; y  
   
g) Llenar cualesquiera otros requisitos que establezcan los 
reglamentos y disposiciones legales aplicables.ò  
 
 Por su parte, el numeral 9 dice textualmente: 
 
ñArtículo 9 - Son requisitos para ingresar al Servicio Civil, aparte de lo 
establecido por el artículo 20 del Estatuto, los siguientes: 
 
a)  ANULADO por resolución de la Sala Constitucional No. 5569-00 
de las 9:04 horas del 7 de julio de 2000.  
 
b)  No estar ligado por parentesco de consanguinidad o de afinidad 
en línea directa o colateral hasta tercer grado inclusive, con el jefe 
inmediato ni con los superiores inmediatos de éste en el respectivo 
Departamento, Oficina o Ministerio.  
c)  No obstante, cuando se compruebe mayor idoneidad para un 
puesto determinado y así lo amerite la necesidad del servicio público, 
a juicio del Ministro o jerarca nominador, el Tribunal podrá 
excepcionalmente, dispensar al interesado de este requisito.  
  
d)  Poseer aptitud física, psíquica y moral satisfactorias. Para este 
efecto se realizarán las investigaciones que se estimen pertinentes, 
para lo cual las instituciones y servidores públicos brindarán toda 
información que les sea requerida. Si como resultado de dichas 
investigaciones se comprobare que los candidatos no poseen aptitud 



 

 

 

161 
 

satisfactoria, se podrá, en forma temporal o indefinida, no tramitar las 
ofertas o la elegibilidad del candidato.  
 
e)  Los funcionarios que en razón de sus cargos tengan 
conocimiento de las investigaciones precitadas y de sus resultados 
deberán guardar discreción, so pena de merecer las sanciones 
respectivas por divulgar información de carácter confidencial.  
 
f)  No haber sido destituido por infracción de las disposiciones del 
Estatuto, del presente Reglamento o de los reglamentos autónomos 
respectivos en los tres años anteriores a la fecha de ingreso, o en un 
plazo mayor, si a juicio de la Dirección General, la gravedad de la falta 
lo amerita.  
 
g)  Se considerará como inelegible indefinidamente el servidor que 
por segunda vez haya sido destituido por causal de despido sin 
responsabilidad patronal en el Poder Ejecutivo o en cualquiera de las 
instituciones del Estado. 
  
h)  Satisfacer los requisitos que para la clase se establezcan, así 
como los requerimientos que señalan en los perfiles de puesto y las 
bases de selección;  
 
i)  Poseer salud compatible con el servicio, comprobada mediante 
carné del Ministerio de Salud o cualesquiera otros procedimientos de 
prueba o diagnóstico a juicio de la Dirección General.  
j)Los requisitos consignados en los incisos b), c), e) y f), serán 
exigidos también para efectos de carrera administrativa.ò  
 

 Ahora bien, en cuanto al impedimento que pudiera tener un 
servidor interino o propietario que cesa en su trabajo, para volver a 
trabajar en la Administración Pública, habiendo recibido las 
prestaciones legales a las que tenía derecho, el Código de Trabajo, 
cuya aplicación supletoria autoriza el artículo 51 del Estatuto de 
Servicio Civil, dispone  en el numeral 586 inciso b) lo siguiente: 
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ñ...Los servidores que se acojan a los beneficios de este artículo, no podrán 

ocupar cargos remunerados en ninguna dependencia del Estado, durante un 

tiempo igual al representado por la suma recibida en calidad de auxilio de 

cesantía.  Si dentro de ese lapso, llegaren a aceptarlo, quedarán obligados a 

reintegrar al Tesoro Público las sumas percibidas por ese concepto 

deduciendo aquellas que representan los salarios que habían devengado 

durante el t®rmino que permanecieron cesantes. éò 

 
Se trae a colación un criterio de la Procuraduría General de la 

República sobre el tema que nos ocupa y es el dictamen número C-
255-2002 del cual se extrae lo siguiente: 

 por su parte, si sus prestaciones fueron canceladas por otra causa88, 
prevalece lo que dispone el Código de Trabajo en la normativa 
transcrita supra, debiendo esperar el servidor que transcurran igual 
número de meses a los años cancelados, o en su defecto, si desea 
volver a trabajar antes de que venza ese período, queda obligado a 
reintegrar al Tesoro Público las sumas percibidas por ese concepto, 
deduciendo aquellas que representen los salarios que habían 
devengado durante el t®rmino que se permaneci· cesante.ò ( la nota 
al pie de página, no corresponde al original). 

  

 
  Atentamente, 
      
                                         Original firmado { Licda. Oralia Torres Leytón 

           
Licda. Oralia Torres Leytón  
 ASESORÍA JURÍDICA 

 
 
 
 

                                                 
88 Refiriéndose por ejemplo a la Movilidad Laboral, que contempla el artículo 25 y 

siguientes de la Ley para el Equilibrio Financiero del Sector Pública número 
6955 del 24 de febrero de 1984. 
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AJ-991-2010 
9 de diciembre del  2010 

 
 

Señor 
Mario Enrique Bolaños Ramírez  
Director de Recursos Humanos 
MINISTERIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL  
 
 
Estimado señor: 
 

Con la aprobación de la Directora de esta Asesoría Jurídica, 
damos respuesta a su oficio DRH-3228-2010 del día 02 de diciembre 
del 2010, remitido a esta Sede el día 6 del mismo mes y año, mediante 
el cual se consulta si es viable el pago del incentivo denominado 
ñpeligrosidadò a funcionarias de dicho Ministerio que se destaquen 
como trabajadoras sociales.  

 
Previo a emitir el criterio jurídico, resulta conveniente hacer del 

conocimiento del consultante, que es política de esta Asesoría 
Jurídica, el no pronunciarse sobre casos concretos o particulares, ya 
que suplantaríamos a la Administración Activa en la resolución de sus 
asuntos, no obstante lo anterior, hemos de indicarle que la consulta 
será abordada desde una perspectiva general, analizando las normas 
jurídicas que puedan ser aplicables a la situación en examen. 
 

Dado que lo consultado gira en torno a la aplicación o no de un 
sobresueldo o ñplusò salarial, es importante iniciar el estudio de marras 
con este extremo, para lo cual se debe, en primer lugar, tenerse claro 
el significado del termino ñplus salarialò, siendo trascendental para 
estos efectos traer a colación lo dispuesto por la Sala Segunda de la 
Corte, en su Voto N° 00005 de fecha 18 de enero del 2002, en el cual 
indicó que: 
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ñLa voz francesa "plus", siguiendo la jurisprudencia de la antigua 
Sala de Casación (véase el Voto No. 10, de las 16:00 horas, del 21 de 
enero de 1975), es una acepción gramatical y semántica que significa 
"más", y es aceptada como un galicismo jurídico. El Diccionario de 
Derecho Usual de Cabanellas define "plus" como "... "sobresueldo o 
bonificación" que se da a las tropas en campaña por servicios 
especiales. Cualquier pago suplementario; como gratificaciones, dietas, 
viáticos, primas, premios, etc. ...". Con fundamento en esa definición, se 
afirmó que el "plus salarial", se funda en otro "servicio especial" a 
remunerar, extendiéndose a cualquier pago suplementario, como los 
indicados. Pérez Botija...en su Manual de Derecho de Trabajo los define 
también como "emolumentos que se agregan a la retribución base para 
compensar trabajos generales o especiales... ". Esa compensación, 
entonces, no es gratuita ni general; es especial, directa y personal, o 
sea, se funda en la compensación por la relación laboral particular de 
cada trabajador. Constituyen pluses los aumentos por antigüedad que 
se le hace al trabajador en reconocimiento de los años de servicio, a su 
buen desempeño y a la mayor experiencia adquirida en sus labores, 
como también lo que percibe por zonaje, puesto que con este rubro se 
compensan los mayores desembolsos que debe hacer el trabajador que 
tiene que ejecutar sus labores en lugares distintos al centro de trabajo. 
El "MAS" trabajo se gratifica con un suplemento salarial y afecta, 
mejorando, el salario total, pero no el salario base.ò El destacado es suplido. 

 
Lo subrayado de la cita en mención deja ver un elemento 

importante en lo que a pluses o sobresueldos se refiere, y es el hecho 
de que los mismos son compensaciones que responden a una situación 
especial que fundamentan su estipendio, es decir nace un requisito sine 
qua non para su otorgamiento, y es la necesaria existencia de 
elementos de hecho o de derecho que lo justifiquen.  

 
Resulta importante rescatar el elemento de derecho que, 

necesariamente, debe existir para otorgar cualquier tipo de estipendio 
que se genere dentro de la hacienda pública. Y es que, el eco que  
muchas ocasiones se escucha al hablar del principio de legalidad 
contenido en el artículo 11 de la Ley General de la Administración 
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Pública y su homónimo constitucional que, valga recordar, ata las 
actuaciones que puede realizar la Administración Pública en su diario 
quehacer, se magnifica de sensible manera cuando a otorgamientos de 
derechos pecuniarios se refiere, principio que fuera expuesto 
ampliamente por la Procuraduría General de la República, en su 
dictamen C-213-2009, en el que señalara en lo conducente que: 
 
 ñéAhora bien, como ha sido reiterada la posición de este 
Órgano Asesor, el reconocimiento de sobresueldos dentro de la 
administración pública está sujeta a la existencia previa de una norma 
jurídica que autorice su pago, en razón de la sujeción de la 
Administración al Principio de Legalidad.  
 
 En efecto, recordemos que el principio de Legalidad de la 
Administración consagrado en el artículo 11 de la Constitución Política, 
y desarrollado también en el artículo 11 de la Ley General de la 
Administración Pública, orienta sujeta toda la actuación de la 
Administración a la existencia de una norma jurídica previa que le 
autorice su accionar. (é) 
 
 De lo anteriormente señalado, es claro que el principio de 
legalidad sostiene que  toda autoridad o institución pública puede 
actuar, solamente, en la medida en que se encuentre autorizada para 
hacerlo por el ordenamiento jurídico.  
 
 Dicho principio resulta de aplicación al reconocimiento de 
beneficios económicos a los funcionarios públicos, en este caso, el 
pago del sobresueldo ñRiesgo por Peligrosidad.ò  
 
 Esta Procuraduría General de la República ha insistido en la 
necesidad de contar con una norma legal para el otorgamiento de 
ciertos beneficios a los funcionarios públicos. (é) 
 
 Es preciso señalar que dicho principio se encuentra reconocido 
también en el artículo 56 de la Ley Contra la Corrupción y el 
Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública, al establecer:  



 

 

 

166 
 

 
 Art²culo 56: ñReconocimiento ilegal de beneficios laborales.   
Será penado con prisión de tres meses a dos años, el funcionario 
público que, en representación de la Administración Pública y por 
cuenta de ella, otorgue o reconozca beneficios patrimoniales derivados 
de la relación de servicio, con infracción del ordenamiento jurídico 
aplicableéò Los subrayados no aparecen en el original. 
 
 Como puede desprenderse claramente de lo recién citado, para 
que el otorgamiento de un plus salarial sea procedente debe existir 
una norma que no solo permita el pago del mismo, sino que también 
creé un marco de aplicación clara en el cual se defina, aunque sea a 
groso modo, las situaciones que pueden ser contempladas como 
hechos generadores que hagan que aquellos que se encuentren en 
los mismos, sean acreedores del pago contemplado en la norma que 
exista al efecto.  
 
 En el caso que hoy se cuestiona, ha de indicarse que contrario a 
lo que sucede con los policías, guardias carcelarios, o similares, no se 
ha encontrado norma especial respecto al pago de peligrosidad que 
cobije a los trabajadores sociales, ni en general, ni respecto del 
Ministerio consultante, de ahí que para poder determinar la 
procedencia o no de dicho reconocimiento deberá echarse mano de la 
norma general que rige en los puestos cubiertos por el Régimen de 
Méritos, la cual para el caso se refleja en la Resolución 330-2005 de la 
Dirección General de Servicio Civil, denominada ñNormas para el 
Reconocimiento del Incentivo Retribuci·n por Peligrosidadò, misma 
que en sus artículos 2 y 3 establece el parámetro de aplicación 
general, al decir que: 
 
 ñArtículo 2. Para efectos del incentivo salarial denominado 
ñRetribuci·n por Peligrosidadò, se define como actividad o tarea 
peligrosa aquella que realiza el servidor en la cual expone a un nivel 
de alto riesgo su salud física por causa de la atención a personas, 
manipulación de objetos, sustancias, animales u otros elementos, 
donde, a pesar de la aplicación de medidas de seguridad, podría 
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contraer enfermedades incapacitantes, infectocontagiosas, 
cancerígenas y otras similares que incluso pueden llegar a ser letales.ò 
  
 ñArticulo 3. Para acogerse al pago de este incentivo los 
servidores deben cumplir con los siguientes requisitos: 
 
 a) Ocupar un puesto cubierto por el Régimen de Servicio Civil. 
 
 b) Que las actividades o tareas habituales del puesto, por su 
propia naturaleza, sean consideradas como peligrosas, según la 
definición citada en el artículo segundo anterior. 
 
 c) Que las condiciones identificadas como peligrosas no sean 
consecuencia del desacato a las normas de seguridad e higiene 
ocupacional, requeridas para el desarrollo de las actividades que 
ejecuta el servidor y que deben existir en cada centro de trabajo. 
 
 d) Que el puesto que ocupa el servidor contemple dentro de la 
descripción de las condiciones de trabajo, el carácter de peligrosidad y 
la exposición a contraer enfermedades infectocontagiosas; o a 
productos altamente tóxicos o radioactivos; o que el puesto tenga 
asignado algún grupo de especialidad o exija una carrera académica 
atinente relacionada con: Citología, Enfermería, Entomología, Lucha 
contra Insectos, Medicina(específicamente en la atención permanente 
de pacientes afectados de enfermedades infectocontagiosas o con 
una alta exposición a ellas, por lo requieren de un control sanitario 
periódico), Microbiología, Neumología, Odontología, Química, 
Radiología, Salud Rural y Comunitaria y que los ocupantes de los 
puestos se encuentren ejecutando las actividades relacionadas con 
tales grupos de especialidad o carreras acad®micas atinentes.ò El 
subrayado no pertenece al original.  

 Entonces, quieren las normas decir que para que un servidor sea 
acreedor del rubro por peligrosidad debe existir un evidente riesgo en 
su integridad física, pero, no por esto puede pensarse que cualquier 
riesgo que se dé dentro de las relaciones de empleo estatutarias 
pueden estar afectas al plus en mención, pues para ello la misma 
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norma condiciona la afectación a la naturaleza de las funciones que 
realice el servidor,  circunscribiéndolas a la posible afectación de salud 
que puede generar el riesgo, o bien deduciéndolo de la especialidad, 
carrera académica, o atinencia que exista en el puesto. 
 
 Siendo esto así no encuentra esta Sede que exista norma alguna 
que permita el pago del incentivo de peligrosidad o riesgo a los 
funcionarios que se desempeñen como trabajadores sociales, lo cual 
acarrearía que, con base en el principio de legalidad ya expuesto, sea 
improcedente su pago, esto sin detrimento de que dichas carreras 
resulten atinentes a las estipuladas en el numeral 3 inciso d) recién 
citado, para lo cual la oficina de Recursos Humanos consultante 
deberá efectuar estudio técnico al respecto, competencia que le es 
impuesta por la misma Resolución en cita, la cual señala en su artículo 
4 que: 
 ñArticulo 4. La existencia de actividades de naturaleza peligrosa, 
será determinada mediante estudio técnico que realizará la Oficina de 
Recursos Humanos respectiva, previa solicitud escrita del interesado, 
que contenga el detalle de las actividades o tareas peligrosas que 
realiza; dicha solicitud debe contar con la autorización de su superior 
inmediato y cumplir con los requisitos establecidos en el artículo 
tercero anterior.ò 
   
 Sin más acotaciones que agregar, se tiene por evacuada la 
consulta planteada.  

Atentamente, 
 

                                                               Original firmado { Lic. Mauricio Álvarez Rosales 

Lic. Mauricio Álvarez Rosales 
ASESORÍA JURÍDICA 
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AJ-649-2010 
26 de agosto  del  2010 
 
 
 

 
Mba. Rolando Sánchez C 
Director 
Dirección de Recursos Humanos 
Ministerio de Agricultura y Ganadería 
 
 
Estimado señor: 
 
 

Damos respuesta a su oficio número 999-10 de fecha 3 de 
agosto del año en curso, dirigido al señor Director General y que 
ingresara a esta Asesoría Jurídica el  día 26 del mismo mes y año, por 
medio del cual consulta si el periodo de prueba es aplicable a los 
funcionarios interinos y por consiguiente pueden despedirse 
libremente durante ese período. 

Sobre el particular nos permitimos indicarle que al servidor 
interino no se le aplica  período de prueba,  únicamente a aquellos 
funcionarios que son nombrados en propiedad en consideración a que 
fueron escogidos de una terna o nómina o en aquellos casos en que a 
juicio de la Administración se solicite se les aplique en ascensos o 
traslados.89  

En lo que respecta a la procedencia de cesar a los interinos, 
debemos indicarle que esta Asesoría Jurídica se ha pronunciado sobre 
el tema  y  así, mediante el Oficio número  AJ-168-94 del 19 de mayo 
de 1994, se  indican  algunos de los  motivos justificados que permiten  

 

 

                                                 
89 Artículos 30 y 31 del Estatuto de Servicio Civil y 24 de su Reglamento. 



 

 

 

170 
 

el cese de un interino o la no prórroga de su nombramiento, señalando 
que: 

" 1- El escogimiento de un nuevo empleado en propiedad, de la 
nómina o terna respectiva ( cfr. Voto # 1989-92 de las dieciséis horas 
cuarenta y dos minutos del veintitrés de julio de mil novecientos 
noventa y dos entre otros).  

2- El regreso del servidor titular a la plaza que ocupa el sustituto 
interino.  
3- El que el servidor incurra en faltas a la función pública, que ameriten 
el cese, previo cumplimiento del debido proceso que asegure el 
derecho de defensa del servidor.  
4- El que el servidor interino deje de cumplir con los requisitos 
establecidos en el Manual Descriptivo de Clases, por un cambio en el 
mismo ( cfr. Voto # 6773 de las dieciséis horas treinta minutos del 
veintidós de diciembre de mil novecientos noventa y tres), no pudiendo 
prorrogarse su nombramiento en estos casos.  

5- El no poderse prorrogar el nombramiento del interino por la 
transformación de la clasificación de su puesto ( cfr. Voto # 4744 de 
las dieciséis horas veintiún minutos del veintinueve de setiembre de 
mil novecientos noventa y tres)". 

Agregamos para su ilustración, al pie de página,  otros votos de 
la Sala Constitucional sobre este mismo tema.90 

                                                 
90 Voto 17376-05: ñéCaso concreto. De los argumentos expuestos por la 

amparada, se colige que ella ha venido sustituyendo de manera interina a la 
funcionaria Cecilia Montero Vargas. Sin embargo, se desprende que su 
nombramiento cesó porque la titular regresó a su plaza, pero se le reubicó en 
otro tipo de funciones debido a sus problemas de salud. Así las cosas, el cese 
del nombramiento de la amparada en el puesto que había venido 
desempeñando, es legítimo en el tanto se trata de una causa justificada de 
finalización de la relación, en los términos de la jurisprudencia constitucional. 
Ahora bien, por el hecho de venir ocupando dicho puesto, no se le concede un 
derecho subjetivo a que se le nombre en el nuevo código requerido por las 
autoridades del centro educativo para ocupar la plaza de miscelánea. Tales 
planteamientos deben ser ventilados ante las autoridades educativas para que 
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se escoja a la persona idónea para desempeñar el puesto, conforme con las 
plazas disponibles. Por lo expuesto, el amparo debe desestimarse.òé 

 
Voto 00943-2002: ñéEs cierto que la jurisprudencia de la Sala es conteste en 
punto a que resulta violatorio del Derecho de la Constitución que en el sector 
público se hagan sustituciones de interinos por otros interinos, pero precisamente 
en el caso concreto, por sus peculiares características esta situación no se da, en 
tanto la sustitución de la amparada por otra persona en forma interina obedece a 
que ella venía siendo nombrada desde hace varios años en un puesto de docente 
pero efectuando funciones administrativas, situación a todas luces anómala que 
ha hecho bien el Ministerio recurrido en corregir. Ahora bien, al realizarse los 
estudios necesarios se determinó que en el Conservatorio Castella se requerían 
los servicios administrativos de las siguientes clases de puesto: un oficinista 2 y un 
auxiliar administrativo. Esos puestos le fueron ofrecidos a la amparada, 
considerando que ella y otra servidora desempañaban la función denominada 
"Registros de Estudiantes Académico y Artístico"; no obstante, Mayela Arce 
Jiménez (amparada) no presentó los atestados que le permitieran ser nombrada 
en ninguno de esos puestos y analizado su expediente personal se determinó que 
no cuenta con los requisitos mínimos establecidos para las clases de puestos que 
se crearon, de manera que no podía continuar siendo nombrada sin cumplir con lo 
establecido en el Manual de Clase de Puestos de la Dirección General del Servicio 
Civil en lo que respecta a requisitos e idoneidad de los servidores nombrados y 
por esa razón, al concluir el nombramiento interino que tenía la amparada se 
nombró en el puesto de Oficinista 2 ïrecién creadoï a otra servidora que también 
laboraba en el Conservatorio Castella desde 1997, quien sí cuenta con los 
requisitos establecidos.  

III.- 

El marco fáctico antes descrito no permite a la Sala más que concluir que lo 
actuado por lo Administración se ajusta a Derecho, a pesar de que ciertamente 
ha habido una sustitución de interino por interino, pero en las circunstancias 
concretas era la única solución adecuada y razonable. Lo anterior, obviamente 
reconociendo y cancelando oportunamente a la amparada los extremos 
laborales a los que tiene derecho, por los años servidos en la Institución.òé 

 
Voto 08745 -98.- ñéSobre el fondo. Del examen de las circunstancias que ha 
ocurrido en este caso y de los hechos que se tienen por comprobados, la Sala 
arriba a la conclusión de que el amparado se encontraba nombrado en la plaza 
13834 denominada Odontólogo Jefe Clínica en virtud de un ascenso interino 
efectuado por el período del 16 de abril de 1998 hasta el 9 de octubre de 1998. 
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Una vez que venció dicho nombramiento, se le comunicó que debía volver al 
puesto de Odontólogo General que ocupa en propiedad y, en la plaza 13834 fue 
nombrada otra servidora en forma interina, acto que es impugnado por el 
recurrente por considerarlo contrario a los derechos del amparado.  
 
Ha explicado la autoridad recurrida los motivos por los cuales se consideró 
conveniente reintegrar al amparado a su puesto en propiedad y nombrar en el 
puesto de Odontólogo Jefe Clínica a otra servidora, e indica que el puesto aludido 
es un puesto de confianza. Sin embargo, no consta en el expediente prueba 
alguna que permita tener por acreditado que el puesto aludido sea de confianza, a 
pesar de que la Sala previno a la recurrida aportar dicha información.  
 
Por el contrario, del examen de la documentación aportada, se constata que 
aunque el recurrido se refiera al puesto en disputa como Supervisor Regional, el 
nombre correcto que aparece en la acci·n de personal es el de ñOdont·logo Jefe 
Cl²nicaò y no consta dicho documento ni se ha suministrado a la Sala fundamento 
Jurídico alguno que demuestre que es un puesto de confianza. Por tal motivo, no 
procede atribuirle al puesto las características propias de uno de confianza que 
permiten el libre nombramiento y remoción del servidor. 
 
Por el contrario, debemos asumir que el cargo que ocupaba el amparado como 
Odontólogo Jefe Clínica está cubierto por las características de inamovilidad 
propias de los funcionarios públicos. En este caso, dado que el amparado se 
encontraba nombrado interinamente, ha reconocido la Sala que disfrutaba de una 
inamovilidad o estabilidad relativa, de manera que solo puede removérsele cuando 
concurran las circunstancias que así lo exijan, tal como el regreso del titular del 
puesto. Sin embargo, en la jurisprudencia de esta Sala se establece:  

"...de conformidad con el artículo 56 de la Constitución, el trabajo es derecho de 
todo individuo. De ello se desprende que exista también a favor de los ciudadanos 
el derecho a la estabilidad en el empleo, siempre y cuando ello se dé dentro del 
margen de respeto a la Constitución y las leyes. (...) Por otra parte, la figura del 
servidor interino ha sido concebida con el fin de hacer posible la sustitución 
temporal de los servidores públicos regulares, garantizando de esta forma la 
continuidad de la labor del estado, pero no para que mediante el uso de esta figura 
jurídica, la Administración viole lo dispuesto por el artículo 192 de la Constitución 
ni lesione el derecho de los individuos a la estabilidad laboral, el cual deriva de la 
concepción del trabajo como un derecho fundamental del hombre." (Sentencia 
867-91 de las 15:08 horas del 3 de mayo de 1991).  
"En reiteradas ocasiones esta Sala ha dicho que un servidor interino sólo puede 
ser sustituido por otro servidor nombrado en propiedad, pero no por otro interino. 
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Por último le recordamos  su obligación de resguardar el derecho 
al debido proceso y al derecho de defensa que le asiste a todo 
                                                                                                                                                     

Si bien el funcionario interino no goza de inamovilidad en el puesto, sí posee 
estabilidad, la cual puede hacer valer frente a cualquier otro funcionario que 
pretenda nombrarse en forma interina en el mismo puesto por él ocupado.  
ñEn el caso de que el nombramiento sea en sustituci·n del propietario, dicha 
designación está subordinada a la eventualidad de que el titular del puesto regrese 
a su plaza, caso en el cual debe cesar su nombramiento, ya que éste no le es 
oponible al titular. Pero, en tratándose de plazas vacantes, el servidor interino 
goza de una estabilidad relativa o impropia, en el sentido de que no puede ser 
cesado de su puesto a menos que se nombre en él a otro funcionario en 
propiedad. Lo contrario constituye una  violación al derecho al  trabajo del servidor 
interino, que establece el artículo 56 constitucional.  
ñEn efecto, si la titular del puesto había renunciado, esa circunstancia no 
autorizaba al Directorio Legislativo a cesar al recurrente, pues si bien éste estaba 
nombrado en forma interina y por el tiempo que durara la incapacidad de la 
funcionaria titular, como ésta no se reintegró a su puesto por la razón apuntada, lo 
procedente era mantenerlo en él hasta tanto no se nombrara en propiedad a otro 
servidor o eventualmente al recurrente, de cumplir con los requisitos necesarios.  
ñDebe tenerse presente que el recurrente gozaba de una estabilidad relativa en el 
puesto que es oponible a cualquier otro servidor interino, menos al titular del 
puesto. De modo que al haberlo cesado para nombrar a otra servidora interina se 
produjo la acusada violación a sus derechos fundamentales, sin que tenga 
relevancia alguna el hecho de que su nombramiento ya no fuera en sustitución de 
ningún servidor, pues con mucha más razón debió mantenérsele el nombramiento 
interino si la plaza quedó vacante, pues no existía propietario frente al cual no 
pudiera hacer valer sus derechos.ò (Sentencia 7249-94 de las 17:18 horas del 7 de 
diciembre de 1994.)  
En el caso que se examina, consideramos que la remoción o cese del amparado 

del puesto 13834, denominado Odontólogo Jefe Clínica, no debió realizarse con 
el fin de nombrar a otro servidor interino pues aunque tal decisión pretendió 
darle alguna estabilidad laboral a la Doctora nombrada, tal acto lesiona los 
derechos fundamentales del primero. Conviene insistir en que la remoción 
procedería únicamente a efecto de nombrar en dicha plaza vacante a un 
servidor titular o propietario, lo cual no se hizo. En consecuencia, concluimos 
que el recurso deberá declararse con lugar y ordenar la reinstalación del 
accionante en el puesto aludido hasta tanto no concurran las circunstancias que 
ha establecido la Sala permitirían que válidamente se efectúe el cese del 
nombramiento interino el amparado.òé 
 

 



 

 

 

174 
 

administrado. 

 

Atentamente, 
 
ASESORÍA JURÍDICA  
 

                                                                               Original firmado{ Licda.  Miriam Rojas González 

 
Licda. Miriam Rojas González 
DIRECTORA 
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                      AJ-824-2010 
                       7 de octubre del 2010 
 
 

M. Sc 
Jorge Alberto Vásquez Rodríguez 
Jefe Departamento de Análisis Administrativo 
CONSEJO NACIONAL DE VIALIDAD 
 
Estimado señor: 
 
 Con aprobación de la señora Directora de esta Asesoría Jurídica, 
atendemos misiva expuesta en el oficio número AAA-09-10-410 de 
fecha 22 de setiembre de dos mil diez, por medio del cual solicita la 
emisión de nuestro criterio jurídico sobre la posibilidad de que un 
servidor nombrado en propiedad pero que se encuentre en período de 
prueba, pueda ser trasladado a un puesto vacante de la misma 
categoría y especialidad a otra institución. 
 
 Previo a evacuar la consulta, resulta conveniente indicarle que 
es política de esta Asesoría Jurídica, el no pronunciarse sobre casos 
concretos o particulares, sino orientar la respuesta según lo dispuesto 
por el ordenamiento jurídico, en cumplimiento del Principio de 
Legalidad consagrado en el numeral 11 de la Constitución Política y su 
homólogo de la Ley General de la Administración Pública. No obstante 
lo anterior, hemos de indicarle que la consulta planteada será 
abordada desde una perspectiva general, analizando las normas 
jurídicas que puedan ser aplicables en la materia específica y con ello 
evitar  suplantar a la administración activa, a quien compete aplicar lo 
que en derecho corresponde en el caso particular. 
      
 Para iniciar deben de razonarse varios aspectos de importante 
atención y figuras que emergen de la consulta de marras. Véase que 
de las definiciones establecidas en el artículo 3 incisos u) y v) del 



 

 

 

176 
 

Reglamento del Estatuto de Servicio Civil91 se colige que el traslado y 
la permuta ha de efectuarse a los funcionarios regulares, como puede 
apreciarse de su texto: 
   
 ñArt²culo 3: Para los efectos de las disposiciones de este texto se entiende:  
  a)é 
  u) Por ñtrasladoò: el paso de un servidor regular de un puesto a otro 
del mismo nivel salarial.  
  v) Por ñpermutaò: el intercambio de plazas de igual o distinta clase 
pero de un mismo nivel salarial, entre dos servidores regulares, con la anuencia de 
éstos y de las respectivas jefaturas, siempre y cuando reúnan los requisitos 

respectivos (é)ò (Subrayado de quien transcribe) 
 
 Como se desprende de los conceptos plasmados con 
anterioridad se puede valorar que el traslado y la permuta distan de su 
definición por cuando el objeto de movimiento para el que fueron 
creados es distinto. Además refieren ambos significados el hecho de 
que deben darse a servidores regulares, por lo cual debemos atender 
lo dispuesto en el artículo 30 del Estatuto de Servicio Civil92 que dice: 
 
 ñArt²culo 30.- Para que el servidor público reciba la 
protección de esta ley, debe pasar satisfactoriamente un período 
de prueba hasta de tres meses de servicio contados a partir de la 
fecha de vigencia del acuerdo de su nombramientoò93. (Destacado no 
es del original) 
 
 Bajo esta inteligencia debemos entender que para que sea 
posible que se efectúe una ñpermutaò de un servidor a otra institución 
en los términos del artículo 35 del Estatuto de Servicio Civil que en lo 
conducente reza: ñLas permutas de servidores p¼blicos que ocupen 
cargos de igual clase podrán ser acordadas sin otro trámite por los 
Jefes respectivos, si hubiere anuencia de los interesadosò, no puede 
ser utilizado para solventar la situación que genera la consulta del 
caso, pues al estar el funcionario en período de prueba no cuenta el 

                                                 
91

 Reglamento del Estatuto de Servicio Civil, Decreto Ejecutivo Nº 21 de 14 de diciembre de 1954. 
92

 Ley 1581 del 31 de mayo de 1953. 
93

 Concordante con el artículo 20 inciso f) del Estatuto de Servicio Civil.  
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mismo aún con un nombramiento en propiedad como tal, dentro del 
Régimen de Méritos, pues es requisito al fin haber aprobado dicho 
período94, para que le puedan ser aplicables las disposiciones 
contenidas dentro del cuerpo normativo que reviste a los funcionarios 
que integran el Régimen de Servicio Civil. 
 
 Por otro lado establece el artículo 22 del Reglamento del 
Estatuto de Servicio Civil que las permutas establecidas en el artículo 
35 del Estatuto de Servicio Civil deben atender ciertas disposiciones: 
 
 ñArt²culo 22.- Las permutas se regirán por las siguientes disposiciones: 
 a) Cuando se trate de puestos de igual clase, se requerirá anuencia de los 
servidores afectados y de sus jefes. 
 b) Si se tratare de puestos de clase diferente, se requerirá, además de lo 
señalado en el inciso anterior, la aprobación de la Dirección General, la que 
deber§ determinar si los servidores afectados, re¼nen los requisitos respectivosòò 
 

 Situación descrita en la consulta de marras que no es aplicable a 
la figura de la permuta por no calzar el supuesto dentro de la 
taxatividad de la norma, pues dentro de la misiva se expone que el 
servidor requiere un traslado del puesto en que se encuentra en 
período de prueba a otro de igual nivel en otra institución.  
 
  Del análisis de las normas transcritas se derivan varias 
consecuencias. En primer lugar, el período de prueba es un 
mecanismo legal que el Ordenamiento Jurídico, a través del Estatuto 
de Servicio Civil y su Reglamento, le otorga a la Administración para 
determinar si un funcionario que ha sido nombrado en determinado 
puesto es capaz, en la práctica, de desempeñar sus funciones en 
forma eficiente. Por regla general, sólo se aplicará en los casos de 
iniciación del nombramiento, pero, a juicio de la Administración, podrá 
ser aplicado en todos los casos de ascensos o traslados en que sea 
necesario para garantizar mejor el servicio público, lo cual implica que 

                                                 
94 Artículo 20 inciso f)  del Estatuto de Servicio Civil: "Para ingresar al Servicio 

Civil, se requiere: 
f) Pasar el per²odo de prueba; (é) 
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la Administración en estos casos, podría prescindir del período de 
prueba si no lo considera necesario.   
 
 Dentro del plazo para la realización de la evaluación del período 
de prueba, se dijo párrafos atrás en la transcripción del numeral 30 del 
Estatuto de Servicio Civil que el mismo hace referencia de ñhasta tres 
mesesò, tiempo recomendado por dicho cuerpo jurídico para completar 
plenamente la idoneidad de los funcionarios incluidos en el Régimen 
de Méritos, más como ya antes ha manifestado esta Asesoría Jurídica 
en su oficio AJ-737-200395: ñEl período de prueba se puede aplicar hasta por 

tres meses, pero su duración podría ser menor, de manera que una vez que el 
funcionario ha obtenido una buena calificación de su desempeño durante el 
período de prueba, ya no podría el jefe cesarlo sin una justa causa, aunque aún no 
hayan transcurrido los tres meses, pues se trataría de una actuación arbitraria e 
infundada de la Administración, violatoria del Principio de Legalidad que 
consagran el numeral once de nuestra Constitución Política y su homólogo de la 
Administraci·n P¼blica.ò 
 

 Lo cual hace que exista la excepción legal de que dicho período 
de prueba pueda ser calificado con anterioridad a esos tres meses, ya 
que no puede dudarse que el t®rmino ñhastaò, impone una limitaci·n 
en el tiempo que puede tomar la Administración activa para someter al 
funcionario al período de prueba, por lo que por el contrario no sería 
de recibo extender el plazo, pero si reducir el mismo. Sobre este 
particular puede observarse el oficio AJ-1036-2003 del 26 de 
noviembre de 2003, mismo que expuso: 
 
ñLa norma transcrita se¶ala claramente que el plazo del per²odo de prueba ser§ 
hasta de tres meses, lo cual significa que se trata de un plazo máximo, que puede 
ser reducido discrecionalmente por la Administración, pero en ningún caso 
aumentado; es decir, que el plazo del período de prueba podría ser inferior a tres 
meses, pero jam§s superior a ese lapso.ò 

   
 Siempre bajo el análisis del cuerpo normativo estatutario, en el 
capítulo VI del Reglamento del Estatuto de Servicio Civil sobre los 

                                                 
95

 Oficio AJ-737-2003 del 3 de setiembre de 2003 
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movimientos de personal nos señala el mismo dentro de las 
excepciones descritas en el artículo 20 bajo el inciso b) que:  
 
 ñ b) S·lo podr§ acordarse un nuevo ascenso para el mismo servidor 
después de trascurrido, a partir de la fecha del anterior un plazo mínimo de seis 
meses.  
 Queda a salvo el derecho del servidor para ser nombrado en un puesto de 
grado superior mediante concurso externoò 

 
 Ante este panorama sería factible un movimiento de este tipo, 
siempre y cuando medie un concurso externo en el cual por medio de 
terna se haya escogido al servidor que se encuentra realizando 
periodo de prueba en otro puesto en diferente dependencia 
gubernamental. 
 
 De modo que dados los argumentos descritos párrafos atrás, 
deberá la Administración activa valorar los supuestos en los que se 
encuentra el funcionario y de conformidad a los mismos, analizar la 
procedencia o no de ejecutar tal movimiento. 
 
     Atentamente, 
                                              
                                                       Original firmado{  Licda.  Vangie Miranda Barzallo                           
     Licda. Vangie Miranda Barzallo  
               ASESORIA JURIDICA 
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AJ-890-2010 
2 de noviembre de 2010  

 
 
 
Señora 
Adriana Castro Montes 
Directora de Recursos Humanos  
Ministerio de Economía, Industria y Comercio  
 
Estimada señora: 
 
   Con aprobación de la señora Directora de esta Asesoría 
Jurídica, atendemos misiva expuesta  vía correo electrónico de fecha 
veinticinco de octubre de dos mil diez, dentro del cual nos solicita 
criterio concerniente a la devolución de dinero recibido del erario 
público por concepto de pago de cesantía. 
 
 Textualmente la misiva dispone: 
 
  ñé Si un trabajador de esa empresa (CORBANA) recibe el pago 
de prestaciones por Convención Colectiva, (sic) e ingresa en un 
puesto dentro del Régimen de Servicio Civil, debe reintegrar al erario 
público la suma percibida por ese concepto?ò... . 
 
 Previo a evacuar la consulta, resulta conveniente indicarle que 
es política de esta Asesoría Jurídica, el no pronunciarse sobre casos 
concretos o particulares, sino orientar la respuesta según lo dispuesto 
por el ordenamiento jurídico, en cumplimiento del Principio de 
Legalidad consagrado en el numeral 11 de la Constitución Política y su 
homólogo de la Ley General de la Administración Pública. No obstante 
lo anterior, hemos de indicarle que la consulta planteada será 
abordada desde una perspectiva general, analizando las normas 
jurídicas que puedan ser aplicables en la materia específica y con ello 
evitar  suplantar a la administración activa, a quien compete aplicar lo 
que en derecho corresponde en el caso particular. 
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 Para dar inicio a la contestación del supuesto citado,  es 
menester traer a colación la normativa referida a dicho tema y 
contemplada dentro de nuestro Código de Trabajo, cuya aplicación 
supletoria autoriza el numeral 51 del Estatuto de Servicio Civil, el cual 
literalmente dispone en el numeral 586 inciso b): 
 
  
 

ñb) Los servidores que se acojan a los beneficios de este art²culo 
no podrán ocupar cargos remunerados en ninguna dependencia del 
Estado, durante un tiempo igual al representado por la suma recibida 
en calidad de auxilio de cesantía. Si dentro de ese lapso llegaren a 
aceptarlo, quedarán obligados a reintegrar al Tesorero Público las 
sumas percibidas por ese concepto deduciendo aquellas que 
representen los salarios que habían devengado durante el termino que 
permanecieron cesantes.ò 
 
 Concretamente sobre la consulta planteada se ha referido la 
Procuraduría General de la República en cuyo dictamen C-070-94 del 
6 de marzo de 1994 señaló puntualmente sobre un supuesto en donde 
existieron casos en que los funcionarios de Instituto Nacional de 
Seguros reingresaron a laborar en ella, después de haber recibido el 
pago del auxilio de cesantía a que se refería uno de los capítulos de la 
Convención Colectiva que rige en esa entidad: 
 
 ñCiertamente, el ·ptimo manejo de los fondos públicos así como 
la buena imagen de las entidades del Estado, conlleva 
necesariamente a la adecuación de la conducta del funcionario 
público, a las normas y principios que gobiernan su ejercicio. Por ello, 
esta Procuraduría, en el caso concreto que se comenta, considera 
que, al no existir disposición alguna, ni en la ley, ni en la convención, 
que autorice expresamente el reingreso al servicio de personas que 
han recibido pago de prestaciones legales, sin la obligación de 
reintegrar suma alguna de todo o parte de ese beneficio, cuando el 
reingreso se produzca dentro del tiempo representado por la suma 
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recibida en calidad de auxilio de cesantía, no le es posible a la 
administración otorgar ese tipo de ventajas; mucho menos cuando 
existe normativa especial para los servidores del Estado y sus 
Instituciones, como la del inciso b) del artículo 57996 del Código de 
Trabajo. En consecuencia, no puede permitirse que servidores que 
reciben pago de prestaciones legales, seguidamente pasen a ocupar 
puestos remunerados en la Administración Pública, pues de lo 
contrario, se estaría propiciando un sacrificio infundado de los fondos 
públicos y el advenimiento de situaciones verdaderamente 
inconvenientes, basado todo ello en la interpretación de una norma 
convencional (artículo 133, hoy 131 de la Convención colectiva), que 
en todo caso no tiene relación con este tema, en detrimento del 
artículo 579 del Código de Trabajo que, en forma expresa, para los 
servidores del Estado y sus Instituciones, sí regula la cuestión que nos 
ocupa.ò 
 
 Lo anterior aduce efectivamente que, en caso de que a un 
servidor público se le paguen sus prestaciones legales, no podría en 
razón de lo dispuesto en el  
 
artículo 586 inciso b), ocupar cargo remunerado en el Estado o sus 
Instituciones, sino, hasta que expire el tiempo representado por la 
suma recibida en calidad de auxilio de cesantía, excepto que proceda 
a reintegrar en los términos que el inciso b) del artículo antes citado lo 
demanda. 
 
 De modo que considerar la posibilidad de aplicar la normativa 
que implica la retribución del dinero recibido por concepto de auxilio de 
cesantía dispuesto en el Código de Trabajo a un grupo de servidores 
únicamente, sería incurrir en discriminaciones contrarias a nuestra 
Constitución Política, en la medida en que a unos servidores se les 
obliga a reintegrar todo o parte de la cesantía recibida, mientras que a 
otros no97, cuando lo procedente es que cuando haya mediado pago 

                                                 
96

 Hoy 586, según reforma introducida por Ley Nº7360 de 4 de noviembre de 1993. 
97

 Los cuales han obtenido derecho al beneficio de la Cesantía por encontrarse bajo una Convención Colectiva 

de Trabajo. 
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de prestaciones legales fundamentados en el Código de Trabajo o 
bien en Convenciones Colectivas de Trabajo, si se reingresa a ocupar 
cargo alguno remunerado en el Sector Público, se debe de atender lo 
estipulado en el artículo 586 inciso b) del reseñado código.  
 
  
 

 

Atentamente, 
 
 
Original firmado{  Licda.  Vangie Miranda Barzallo 

Licda. Vangie Miranda Barzallo 
        ASESORÍA JURÍDICA 
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AJ-997-2010 
                   13 de diciembre del 2010 

 
 
Licenciada 
Seydi Segura Garbanzo 
aaeguragarbanzo@gmail.com 
 
 
Estimada señora: 
 
 Con la aprobación de la Señora Directora de la Asesoría 
Jurídica, damos respuesta a su oficio de fecha 6 de diciembre del 
presente año, mediante el cual solicita criterio respecto a la situación 
que se presentó  en una entrevista para un puesto en el Archivo 
Nacional en la que le manifestaron que ñé la comunicaci·n directa 
antes de iniciar cualquier proceso de entrevista, es que se debía 
realizar una prueba específica, que nos daban el material y la 
computadoraéò 
 
 Previo debemos indicar que esta Asesoría Jurídica no analiza 
situaciones particulares, por lo que nuestros criterios se emiten 
únicamente sobre situaciones genéricas, en las cuales no se aprecie 
la existencia de un sujeto participar a quien se aplicarán las 
consecuencias derivadas de nuestro discernimiento, por lo que 
corresponderá a la Administración Activa resolver lo pertinente. 
 
 No obstante lo anterior, le manifestamos  que el nombramiento 
de los servidores, de acuerdo con lo que dispone la Constitución 
Política en su artículos 191 y 192, y el Estatuto de Servicio Civil, 
deberá ser a base de idoneidad comprobada mediante la selección de 
los candidatos elegibles para integrar el personal del Poder Ejecutivo 
98. 

                                                 
98 Artículo 13 inciso b) del Estatuto de Servicio Civil.  
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 Con tal fundamento para el ingreso al Régimen de Servicio Civil, 
es que todo aspirante para un nombramiento deberá comprobar 
previamente su idoneidad, la cual estará basada en las pruebas 
sicométricas así como la valoración de los atestados presentados,  
sean estos de carácter laboral como académicos, cuya participación 
es realizada en igualdad de condiciones, atestados que le permiten 
participar en un concurso, lo que hace que pueda ser constituido como 
un proceso de selección idóneo para su escogencia,  circunstancias 
que se plasman en los artículos 20 del Estatuto de Servicio Civil y 9 de 
su Reglamento, los cuales rezan: 
 
ñArtículo 20.- Para ingresar al Servicio Civil, se requiere:  

a) Poseer aptitud  moral y física propias para el desempeño del cargo, lo que 
se comprobará mediante información de vida y costumbres y certificaciones 
éò. 

b) (é) 
c) Satisfacer los requisitos mínimos especiales que establezca el ñManual 
Descriptivo de Empleos del Servicio Civilò99 para la clase de puesto de que 
se trate; 

d) Demostrar idoneidad sometiéndose a las pruebas, exámenes o concursos 
que contemplan esta ley sus reglamentos; 

e) Ser escogido de la nómina enviada por la oficina encargada de seleccionar 
el personal; 

f) Pasar el período de prueba; 
g) Llenar cualesquiera otros requisitos que establezcan los reglamentos y 
disposiciones legales aplicables.ò   
 

ñArtículo 9.- Son requisitos para ingresar al Servicio Civil, aparte de lo establecido 
por el artículo 20 del Estatuto, los siguientes: 

a. ANULADO por resolución de la Sala Constitucional No. 5569-00 de las 9:04 
horas del 7 de julio de 2000.  

b. No estar ligado por parentesco de consanguinidad o de afinidad en línea 
directa o colateral hasta tercer grado inclusive, con el jefe inmediato ni con 
los superiores inmediatos de éste en el respectivo Departamento, Oficina o 
Ministerio.  
No obstante, cuando se compruebe mayor idoneidad para un puesto 
determinado y así lo amerite la necesidad del servicio público, a juicio del 

                                                 
99 Manual Descriptivo de Clases. Resolución DG-55-97  
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Ministro o jerarca nominador, el Tribunal podrá excepcionalmente, 
dispensar al interesado de este requisito.  

c. Poseer aptitud física, psíquica y moral satisfactorias. Para este efecto se 
realizarán las investigaciones que se estimen pertinentes, para lo cual las 
instituciones y servidores públicos brindarán toda información que les sea 
requerida. Si como resultado de dichas investigaciones se comprobare que 
los candidatos no poseen aptitud satisfactoria, se podrá, en forma temporal 
o indefinida, no tramitar las ofertas o la elegibilidad del candidato.  
Los funcionarios que en razón de sus cargos tengan conocimiento de las 
investigaciones precitadas y de sus resultados deberán guardar discreción, 
so pena de merecer las sanciones respectivas por divulgar información de 
carácter confidencial.  

d. No haber sido destituido por infracción de las disposiciones del Estatuto, del 
presente Reglamento o de los reglamentos autónomos respectivos en los 
tres años anteriores a la fecha de ingreso, o en un plazo mayor, si a juicio 
de la Dirección General, la gravedad de la falta lo amerita.  
Se considerará como inelegible indefinidamente el servidor que por 
segunda vez haya sido destituido por causal de despido sin responsabilidad 
patronal en el Poder Ejecutivo o en cualquiera de las instituciones del 
Estado.  

e. Satisfacer los requisitos que para la clase se establezcan, así como los 
requerimientos que señalan en los perfiles de puesto y las bases de 
selección;  

f. Poseer salud compatible con el servicio, comprobada mediante carné del 
Ministerio de Salud o cualesquiera otros procedimientos de prueba o 
diagnóstico a juicio de la Dirección General.  
Los requisitos consignados en los incisos b), c), e) y f), serán exigidos 
también para efectos de carrera administrativa.  

  
Siendo esto así y habiéndose cumplido con lo que establece la 
normativa vigente para la que fue creada, el aspirante en razón de 
haber participado en igualdad de condiciones en un concurso,  cumplió 
con los requisitos necesarios y exigibles para el puesto para el cual 
concursó. 
  Atentamente, 
                                                 
                                                                                       Original firmado { Licda. Oralia Torres Leytón 
      Licda. Oralia Torres Leytón 
      ASESORÍA JURÍDICA 
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AJ-791-2010 
 29 de setiembre de 2010 

 
 
Licenciada 
Sandra María Quirós Álvarez 
DIRECTORA 
ÁREA DE GESTIÓN DE RECURSOS HUMANOS 
 
Estimada señora: 
 

Con la aprobación de la señora Directora de esta Asesoría 
Jurídica, procedemos a dar respuesta a su oficio  GESTIÓN-264-2010, 
de fecha 10 de setiembre del 2010, en el cual se nos solicita emitir 
criterio jurídico en relación con algunas interrogantes surgidas en torno 
a los servidores públicos que se desempeñan como oficiales de 
seguridad en las instituciones cubiertas por el Régimen de Servicio 
Civil. Señala la consultante lo siguiente: 

 
a) ñéexiste alguna normativa legal que obligue a los servidores 

que ejercen tal actividad en las instituciones de Gobierno, a 
portar un arma, según ha sido siempre la norma en las clases 
de ñGuardaò, ñAgente de Seguridad y Vigilanciaò u ñOficial de 
Seguridad de Servicio Civilò como se denomina hoyéò 
 

b) ñéen la eventualidad de que la Clase definida en el Manual 
de Régimen de Servicio Civil no se establezca dicho requisito, 
podría quedar a juicio y responsabilidad de la Administración 
activa, la decisión de que los funcionarios que ejerzan la 
actividad de seguridad utilicen armas o no y en caso de 
utilizarla, quedaría claro que sí entraría en vigencia la 
obligatoriedad del requisito en cuesti·néò 

 
Como preámbulo de nuestra respuesta, resulta conveniente 

aclarar a la consultante, que en cumplimiento de nuestras 
competencias legales, nos encontramos inhibidos para emitir criterios 
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ajenos al área eminentemente jurídica, como bien podría ser la 
definición o creación de nuevas clases ocupacionales al interior del 
Manual de Puestos del Régimen de Méritos, que por su naturaleza, se 
convierten en resorte exclusivo de la Administración activa, y de las 
Unidades Técnicas creadas al efecto. Por esta razón, abordaremos 
sus dudas desde una perspectiva general, de forma tal que con la 
mención a la normativa que le pudiere ser aplicable a los casos 
presentados ante este centro de trabajo, pueda Usted encontrar una 
solución satisfactoria a la situación planteada. 

 
En primera instancia, debemos decir que los servidores públicos 

asignados a puestos de seguridad (o vigilancia, como normalmente se 
le ha llamado), ingresan al Régimen de Servicio Civil en cumplimiento 
de una serie de requisitos generales que establece la normativa 
estatutaria  para cualquier funcionario que así lo desee, (Ley   N° 1581 
del 30 de mayo de 1953 y su Reglamento, así como el Manual de 
Clases vigente), por medio de la cual, y según el precepto 
constitucional (artículos 191 y 192 de la Carta Magna), se logra 
comprobar su idoneidad y mérito para el puesto a que se aspira. 

 
Ahora bien, en el caso particular de los denominados Oficiales 

de Seguridad, existen además de esos  requisitos generales, algunos 
otros requerimientos específicos, que le impone el ordenamiento 
jurídico costarricense a las instituciones públicas y a aquellos 
servidores que pretendan desempeñarse en cargos relacionados con 
esta área tan importante de la organización, en los cuales se requiera, 
necesariamente, la portación de armas. Nos referimos a la Ley de 
Armas y Explosivos, Nº 7530 del 10 de julio de 1995, vigente a partir 
del 23 de agosto de ese mismo año, y sus diversas reformas, el 
Reglamento a esta Ley, emitido mediante el  Decreto Ejecutivo Nº 
25120-SP del 17 de abril de 1996 y vigente desde el 13 de junio del 
mismo año, la Ley General de Policía, Nº 7410, del 26 de mayo de 
1994, que entró en vigencia sólo cuatro días después de su creación, 
y demás normativa aplicable. 

Al revisar el marco normativo citado supra, se puede evidenciar, 
sin mucha dificultad, que las regulaciones establecidas en el mismo, 
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obedecen a disposiciones dirigidas a toda la generalidad de la 
sociedad costarricense, sean personas físicas o jurídicas, privadas o 
públicas, definiendo una serie de requerimientos legales de 
observancia obligatoria, para aquellas organizaciones, empresas, e 
instituciones (sea cual sea su naturaleza jurídica), que soliciten el uso 
y portación de armas por parte de sus empleados o funcionarios, en la 
prestación de servicios de seguridad y vigilancia de infraestructuras, 
bienes y/o personas. 

 
Como podrá comprobar la consultante, el imperativo legal de 

comentario, no establece, al menos de forma expresa, la 
obligatoriedad, (si se puede decir de esta manera), de que los 
servidores públicos que ejerzan la actividad de seguridad, deban 
portar, como requisito ñsine qua nonò,  un arma para el desempe¶o de 
sus funciones. Contrario a esta situación, sería el supuesto de que las 
instituciones incluyan dentro de su reglamentación interna dicha 
obligación, o que, en su defecto, esté considerado como requisito para 
el puesto específico dentro del Manual de Clases respectivo, 
escenario en el cual sí entra a jugar un papel fundamental la referida 
Ley 7530 y su Reglamento, exigiendo, para el caso que nos ocupa, 
una serie de reportes y registros de armas a las instituciones públicas, 
así como la obligación de tramitar los respectivos permisos de 
portación de armas de los servidores públicos, ante el Departamento 
de Control de Armas y Explosivos de la Dirección General de 
Armamento del Ministerio de Seguridad Pública. 

  
Llamamos la atención de que el Manual de Clases vigente dentro 

del Régimen de Servicio Civil, establece para las clases de Oficial de 
Seguridad de Servicio Civil 1 y Oficial de Seguridad de Servicio Civil 2, 
el requisito obligatorio y requisito legal, respectivamente, denominado  
ñpermiso para la portaci·n de armas vigenteò, que como se podr§ 
determinar, es muy diferente a la obligatoriedad de portar armas.  

No obstante lo anterior, y si bien es cierto, ni el mismo derecho 
sustantivo de repetida cita, resuelve el problema en los términos aquí 
planteados, resulta menester indicar que esta Asesoría Jurídica se 
pronunció anteriormente en relación con el tema de los requisitos para 
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funcionarios ubicados en el área de seguridad y vigilancia100, haciendo 
hincapié en el hecho de que la incorporación de determinados 
requerimientos indispensables dentro del Manual de Clases del 
Régimen Estatutario (diríamos: o de cualquier Manual Institucional de 
Clases confeccionado científicamente desde el punto de vista técnico), 
se convierte no solo en un mecanismo válido, sino muchas veces 
necesario, que a juicio de la Administración, permite asegurar la 
comprobación de idoneidad y mérito en el funcionario que ingresa al 
servicio público bajo este régimen de empleo.  

 
En esta misma línea se ha manifestado el Ente Asesor del 

Estado, al señalar que: 
ñé De lo anterior se colige, que un Manual Institucional de 

Clases constituye un valioso instrumento para delimitar con precisión 
la descripción de los cargos y de los requisitos necesarios para 
ocuparlos, de manera que se asegure una efectiva prestación de los 
servicios, en consonancia con los requerimientos que cada puesto 
exigeéò101 

Así las cosas, sería dable pensar, que en realidad, tanto el 
Manual de Clases vigente en el Régimen de Mérito, como la misma 
legislación especial que regula la materia traída a colación en el 
presente análisis, no establece una obligación expresa para este tipo 
de servidores, en el sentido de que deban, necesariamente, portar 
arma en el ejercicio de sus funciones. Por el contrario, si define un 
imperativo legal en los casos en que esta condición opere 
institucionalmente, para que tales servidores cuenten con su 
respectivo ñpermiso de portaci·n de armasò, que les faculte a utilizar 
esta herramienta de trabajo durante su jornada laboral. 

Con estos argumentos, queda claro, que la decisión de 
suministrar este tipo de ñpertrechosò o instrumental de seguridad a los 
servidores públicos con ocasión del ejercicio de sus funciones de 
vigilancia, deviene en una decisión exclusiva de la Administración 
activa, quien debe valorar, además de la relación costo ï beneficio, el 

                                                 
100

 Refiérase al oficio AJ-035-2008,  del 24 de enero del 2008. 
101

 Procuraduría General de la República. Dictamen C-294 del 04 de noviembre del 2002. 
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riesgo potencial que significa una decisión de esta índole, y el impacto 
también potencial que pueda tener en la población hacia la que se 
dirige el servicio a prestar. 

 
Asimismo, y como se indicara páginas atrás, por estar centrada, 

estrictamente, parte de la competencia de este centro de trabajo en la 
emisión de criterios legales como el que nos ocupa, consideramos 
sano y oportuno omitir pronunciamiento alguno respecto al 
procedimiento en materia de creación de clases ocupacionales, toda 
vez que estaríamos suplantando su quehacer técnico, llamado a 
cumplir a la luz del bloque de legalidad vigente, expuesto supra. 

 
  

Atentamente, 
 

  
                                          
                                                 Original firmado{ Lic.  Richard Fallas Arias 

 
    Lic. Richard Fallas Arias 

        ASESORÍA JURÍDICA 
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 AJ-843-2010 
14 de octubre de 2010  

 
 
 
Señor 
Elián Sanchez Hernández 
eliangsanchez@gmail.com 
 
 
Estimado señor: 
 
   
 Con instrucciones superiores, procedemos a dar respuesta a la 
consulta efectuada por medio de correo electrónico con fecha 5 de 
octubre del año en curso, mediante el cual se nos plantea la siguiente 
interrogante : ñqu® condiciones debe tener el puesto para poder 
acogerse a la prohibici·n(sic)ò, la misma referida al derecho de pago 
por concepto de prohibición que se establece dentro del Reglamento 
Autónomo de Servicio del Ministerio de Agricultura y Ganadería, 
Decreto Ejecutivo Nº 26922-MAG, del 23 de marzo de 1998, mismo 
que entró en vigencia el día 21 de mayo de ese mismo año, así como 
lo contemplado para esos efectos, en la Ley Nº 8495, denominada 
ñLey General del Servicio Nacional de Salud Animalò, del 6 de abril del 
2006, y vigente a partir del 16 de mayo del mismo año. 
 
 Previo a evacuar la consulta, resulta conveniente indicar al 
consultante, que es política de esta Asesoría Jurídica, el no 
pronunciarse sobre casos concretos o particulares sometidos a su 
estudio, por lo que orientaremos la respuesta según lo dispuesto en el 
ordenamiento jurídico costarricense, en cumplimiento del principio de 
legalidad consagrado en el numeral 11 de la Constitución Política y su 
homólogo de la Ley General de la Administración Pública. En razón de 
lo anterior, hemos de indicarle que la consulta planteada será 
abordada desde una perspectiva general, analizando las normas 
jurídicas que puedan ser aplicables en la materia específica y con ello 

mailto:eliangsanchez@gmail.com
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evitar  suplantar a la Administración Activa, a quien compete aplicar lo 
que en derecho corresponde en el caso particular. 
 
 Tendiente a dar una efectiva respuesta a la consulta planteada, 
analizaremos entre otros, la figura jurídica del plus de reconocimiento 
económico por concepto de pago por prohibición, sus alcances y 
particularidades así como los puestos afectos a este incentivo, de igual 
manera revisaremos la normativa señalada en la misiva a fin de 
determinar si el puesto consultado se encuentra o no afecto a dicho 
aliciente salarial.  
    
 De conformidad con el artículo 1 de la Ley de Compensación 
Económica por Concepto de Pago de Prohibición102, la misma consiste 
en un resarcimiento económico sobre el salario base de la escala de 
sueldos de la Ley de Salarios de la Administración Pública. Señala 
textualmente la norma de comentario: 
 
 ñArt²culo 1. Se establece la siguiente compensaci·n econ·mica 
mínima sobre el salario base de la Escala de Sueldos de la Ley de 
Salarios de la Administración Pública, para el personal de la 
Administración Tributaria que se encuentre sujeto, en razón de sus 
cargos, a la prohibición contenida en el artículo 113 del Código de 
Normas y Procedimientos Tributarios, con excepción de los miembros 
del Tribunal Fiscal Administrativo: a) De un 50% para los profesionales 
a nivel de licenciatura en el área específica de la actividad. b) De un 
45% para los egresados c) De un 30% para quienes hayan aprobado 
el cuarto año de la respectiva carrera. ch) De un 25% para los que 
tengan aprobado el tercer año o una combinación equivalente de 
estudios académicos. En todos los casos dentro de la disciplina antes 
citada.ò 
 
 De conformidad con lo que se establece en el artículo 2 del 
Reglamento la Ley de Prohibición103, consiste en la inhibición 

                                                 
102

 Ley Nº 5867 del 15 de diciembre de 1975 
103

 Decreto Ejecutivo Nº 22614-H, del 22 de octubre de 1993, vigente a partir del 2 de noviembre del mismo 

año. 
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obligatoria e irrenunciable para ejercer funciones propias del cargo o 
de la profesión que se ostenta, fuera de la Institución, así como 
también las actividades relacionadas con el ejercicio liberal de la 
profesión. La prohibición deriva de una incompatibilidad de intereses. 
La incompatibilidad es la imposibilidad de desempeñar al mismo 
tiempo dos puestos o funciones. 
 
 Dicho incentivo procederá únicamente cuando exista una ley 
expresa o resolución judicial que así lo autorice104, la lista de puestos 
que cuentan con el plus salarial a que nos referimos es interminable 
pero, en todos los casos es regla común que se le concede el 
beneficio de la prohibición en las distintas reformas legales, o leyes de 
presupuesto, a todos aquellos servidores, a quienes se le prohibía 
ejercer liberalmente su profesión, y para quienes, sus cargos de 
acuerdo con su categoría o clase, les ponía como requisito, el ser 
profesional, o en su caso, egresado universitario.  
 
 Dado el principio de legalidad que rige el accionar de la 
Administración Pública, según el cual sólo es posible prestar aquellos 
servicios y realizar aquellos actos expresamente permitidos por el 
ordenamiento jurídico, para reconocer la compensación económica por 
pago de prohibición es preciso que se cumplan los siguientes 
requisitos:  

ñéa) Que ocupen puestos que estén afectados legalmente por 
prohibición; 

b) Que reúnan alguno de los requisitos académicos indicados en 
el artículo 1° la Ley 5867 y sus reformas; 

c) Que exista ley expresa o resolución judicial que autorice la 
compensación económica; y 

                                                 
104

 Artículo 5 de la Ley Nº 5867.  
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d) Que ostenten una formación académica afín con el cargo que 
desempeñen; que dentro del ámbito del Régimen de Servicio 
Civil, quedará a juicio de Direcciónéò105 

 
 Cumplido lo anterior, luego quedar§ por determinar el ñquantumò 
o porcentaje salarial al que tiene derecho el servidor de que se trate. 
 
 De modo que por ejemplo en la ley No. 7015 del 22 de 
noviembre de 1985, se otorga similar beneficio a los trabajadores del 
Instituto Costarricense de Electricidad que fueron contratados como 
profesionales de acuerdo con su clasificación de puestos. Asimismo, la 
ley No. 6995 del 22 de julio de 1985, concedió este beneficio a los 
Técnicos de la Oficina Técnica Mecanizada, a los funcionarios de 
Auditoría en las diferentes entidades del Gobierno Central y del Poder 
Legislativo, así como a los funcionarios de los Programas de Pesca y 
Agricultura del Ministerio de Agricultura y Ganadería.  
 
 Como puede apreciarse y se dijo supra es necesario que exista 
una ley que modifique el presupuesto y permita que un puesto 
específico obtenga el beneficio de la prohibición dentro de su 
remuneración salarial.  
 
 Dentro de la Ley General del Servicio Nacional de Salud Animal 
(SENASA) Nº 8495 del 06 de abril de 2006 indica en su numeral 30 
que: 
 
 ñArtículo 30. ðRégimen de prohibición. El SENASA 
determinará cuáles cargos requerirán la prohibición absoluta del 
ejercicio liberal de la profesión, con el objetivo de garantizar la 
objetividad en el desempeño de las funciones oficiales asignadas a los 
servidores públicos. Para tal efecto, el Área de Recursos Humanos 
coordinará con la Dirección General de Servicio Civil. (Subrayado no 
corresponde al original) 

                                                 
105

 Artículo 9,  Decreto Ejecutivo  Nº 22614, supra citado.  
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 Además de conformidad con el Reglamento Autónomo de 
Servicio del Ministerio de Agricultura y Ganadería, Decreto Ejecutivo 
Nº 26922- MAG, del 21 de mayo de 1998, en su capítulo XII, artículo 
40 sobre los beneficios e incentivos de los servidores señala: 
 
 ñArtículo 40. ðLos servidores con cargos técnicos y los 
profesionales, podrán acogerse al beneficio económico por concepto 
de prohibición del ejercicio particular de la profesión, que establece la 
Ley N° 5867, del 15 de diciembre de 1975, su reglamento y reformas, 
cuando exista disposición legal o judicial, que lo autorice.ò 
 
 Al relacionar los preceptos normativos precedentes, se puede 
colegir, con meridiana claridad, que los funcionarios con puesto 
técnicos que se destaquen dentro de dicha sede ministerial pueden 
contemplar dentro de su remuneración salarial el incentivo de pago por 
concepto de prohibición siempre y cuando el SENASA106 , de 
conformidad con el numeral referido, determine que el mismo se 
encuentra afecto al mencionado plus salarial, lo cual, por supuesto, 
debe quedar estipulado en una ley o resolución judicial que así lo 
autorice, lo cual escapa al ámbito de competencias de esta Dirección 
General. 
 
 

 
Atentamente, 
 
Original firmado{  Licda.  Vangie Miranda Barzallo 
 

Licda. Vangie Miranda Barzallo 
            ABOGADA 

 
 
 

 
 
 

                                                 
106

  ñServicio Nacional de Salud Animalò 
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 AJ-600-2010 
                                9 de agosto de 2010 

 
Máster 
José Joaquín Arguedas Herrera 
Director General 
 
Estimado señor: 

 
Con la aprobación de la señora Directora de esta Asesoría 

Jurídica, damos respuesta a su solicitud  girada en días pasados, 
mediante la cual se requiere conocer la posición de este centro de 
trabajo, en torno a la posibilidad de que una dependencia ministerial 
como la Dirección General de Servicio Civil pueda contar, 
eventualmente, y en el futuro cercano, con una Proveeduría 
Institucional, a través de alguno de los mecanismos legalmente 
observados, que como el caso de la ñdelegaci·nò, pudiera ser utilizado 
por organismos públicos con este propósito, o en su defecto por medio 
del dictado de un decreto ejecutivo. 

 
 Al respecto resulta menester indicar, en primera instancia, 

que el marco jurídico aplicable al tema de la creación, organización y 
funcionamiento de las Proveedurías Institucionales dentro del sector 
público, y más específicamente, en lo que se refiere al Poder 
Ejecutivo, lo es, precisamente, la Ley de Contratación Administrativa, 
Nº 7494, la Ley de la Administración Financiera de la República y 
Presupuestos Públicos, Nº 8131, sus reformas y reglamentos, así 
como el Reglamento para el Funcionamiento de las Proveedurías 
Institucionales de los Ministerios de Gobierno, Decreto Ejecutivo Nº 
30640-H, vigente desde el 30 de agosto del año 2002, y demás 
normativa concerniente a la materia. 

 
Efectivamente, el artículo 105 de la Ley 7494, supra citada, 

dispone en lo conducente que: 
ñéEn cada uno de los órganos y sujetos públicos sometidos a 

los alcances de esta Ley, existirá una dependencia encargada de los 
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procedimientos de contratación administrativa, con la organización y 
las funciones que, en cada caso, se determinarán por medio del 
reglamento.  

 
Cuando el volumen de las operaciones o la organización 

territorial lo hagan necesario, podrá existir más de una unidad 
administrativa encargada de los procedimientos de contratación.  

 
El Poder Ejecutivo regulará, mediante decreto, la organización y 

el funcionamiento de las proveedurías institucionales que considere 
pertinente crear dentro del Gobierno Centraléò Lo subrayado es de 
quien redacta.  
 
 En esta misma línea, el Decreto Ejecutivo Nº 30640-H, antes 
citado, señala en su artículo 26, lo que se detalla a continuación:  
 

ñé Cada Ministerio contará con una única proveeduría 
institucional. 

En caso de que por el volumen de operaciones o la organización 
territorial lo hagan necesario, mediante resolución, el Jerarca motivará 
ante la Dirección General de Administración de Bienes y Contratación 
Administrativa, la necesidad de crear otra u otras proveedurías 
institucionales. 

Corresponderá a la Dirección General el estudio de dicha 
resolución, a fin de determinar mediante una resolución razonada la 
procedencia o no de la creación de la misma. Con la aprobación de la 
Dirección General de Administración de Bienes y Contratación 
Administrativa, mediante Decreto Ejecutivo, se creará la Proveeduría 
Institucional respectivaéò Lo resaltado es propio. 

 De las normas supra transcritas se colige, que como principio 
general, cada una de las instituciones u organismos públicos cubiertos 
por la mencionada normativa, pueden y deben tener una unidad o 
proveeduría, encargada de liderar los procesos de contratación 
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administrativa gestados a su interior, exceptuando aquellos casos en 
los cuales (previa resolución fundada por el organismo competente), 
requieran más de una dependencia técnica, para el cumplimiento de 
tales fines. 

 
Parece quedar claramente establecido a través del referido 

cuerpo legal, la posibilidad de que un mismo Ministerio gestionante, 
por la vía de la excepción, llegue a contar con dos o más unidades de 
proveeduría; sin embargo, la norma no prevé que dicha concesión sea 
extensiva a los órganos que ostentan una desconcentración 
administrativa o financiera, (en grado máximo o mínimo), de la 
institución a la que pertenecen. 

 
Bajo este panorama, se podría pensar, si es posible que ante 

tales condiciones, un Ministerio cualesquiera, pueda, eventualmente, 
delegar los mencionados procesos de contratación en el inferior 
jerárquico, de manera que este último adquiera la competencia legal 
para adquirir bienes y servicios, y suscribir todos aquellos contratos 
necesarios en su ejecución. La lógica jurídica parece indicar que esto 
no es tan fácil de lograr, veamos algunos argumentos que explican 
esta afirmación: 

 
El artículo 140 constitucional establece, taxativamente, los 

deberes y obligaciones que le corresponden realizar, conjuntamente, 
al Presidente de la República y a los Ministros de Estado; señala, en lo 
que interesa, la norma de comentario: 

 
ñ (é) 19) Suscribir los contratos administrativos no comprendidos 

en el inciso 14) del art²culo 121 de esta Constituci·néò  
 
Por otra parte, y en esta misma línea, la Ley General de la 

Administración Pública, señala lo siguiente:  
 
ñArt²culo 28.- 
(é) 
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2. Corresponderá exclusivamente a los Ministros: 
(é) 
 
h) Firmar en nombre del Estado los contratos relativos a asuntos 

propios de su Ministerioéò 
 
Esta capacidad de contratación, como evidentemente lo dispone 

la norma, está circunscrita al ámbito de competencias del superior 
jerárquico, el cual, institucionalmente, se encuentra representado por 
una unidad técnica creada al efecto (llamada Proveeduría), de 
conformidad con el Decreto Ejecutivo Nº. 30640-H supra citado, cuya 
función primordial está dirigida a conducir y administrar los procesos 
de adquisición de bienes y servicios que requiere la organización para 
su funcionamiento. 

 
Con las anteriores consideraciones y retomando el caso 

particular del organismo público que goza de una desconcentración, 
máxima o mínima, de la institución a la que está adscrita 
orgánicamente, resulta importante traer a discusión lo indicado por la 
Procuraduría General de la República, respecto a la naturaleza jurídica 
de tales entes, así como lo que señala al respecto nuestro 
ordenamiento positivo. 

 
Como punto de partida, la Ley Nº 6227 de repetida cita, 

incorpora la figura de la desconcentración, indicando que: 
 

ñéArt²culo 83.- 

1. Todo órgano distinto del jerarca estará plenamente 
subordinado a éste y al superior jerárquico inmediato, salvo 
desconcentración operada por ley o por reglamento.  

2. La desconcentración mínima se dará cuando el superior no 
pueda:  
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a) Avocar competencia del inferior; y  

b) Revisar o sustituir la conducta del inferior, de oficio o a 
instancia de parte.  

3. La desconcentración será máxima cuando el inferior esté 
sustraído además, a órdenes, instrucciones o circulares del superior.  

4. La imposibilidad de revisar o sustituir la conducta del inferior 
hará presumir la potestad de avocar la misma y a la inversa.  

5. Las normas que crean la desconcentración mínima serán de 
aplicación restrictiva en contra de la competencia del órgano 
desconcentrado y las que crean la desconcentración máxima serán de 
aplicaci·n extendida en su favoréò  
 

El reconocimiento de límites a la desconcentración de órganos 
públicos consignados en la norma, encuentra eco en los 
pronunciamientos de la Procuraduría General de la República, que al 
citar fundamentos doctrinales sobre este tema, ha señalado en lo 
pertinente para el presente caso, que:   

 

ñéEn t®rminos generales la desconcentraci·n se produce cuando una 
norma "... atribuye en forma directa una determinada atribución en 
calidad de exclusiva a un órgano inserto en un sistema de jerarquía 
...". En tal sentido, "... los actos en cuya virtud [el órgano 
desconcentrado] desarrolla sus facultades son emitidos por la entidad 
misma con plena eficacia exterior. Finalmente, no cabe el ejercicio de 
ciertas atribuciones del jerarca ni los recursos que se derivan de ellas. 
Esto trae como consecuencia una deformación en la línea jerárquica 
del órgano sobre la porción de materias que la norma objetiva 
expresamente le ha conferido,  

(é)  

A la luz (é) de la Ley General de la Administraci·n P¼blica, podemos 
observar que el jerarca pierde, con respecto del órgano 
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desconcentrado, la potestad contralora, es decir, no puede avocar sus 
competencias ni revisar lo actuado por él; ello, sin perjuicio de la 
sobrevivencia de las restantes potestades propias de un vínculo de 
jerarquía que, aunque distorsionado, persiste. Cuando la 
desconcentración es máxima desaparece, además de la contralora, la 
potestad de mando, entendida como la posibilidad de dar órdenes, 
instrucciones o circulares.  

Conviene aclarar que la comentada desaparición de las 
potestades contralora y de mando se verifica, evidentemente, en 
relación con el ejercicio de las funciones reservadas al órgano 
desconcentrado, que es el ámbito donde se preestablece una 
actuación independiente, sea, libre de injerencias por parte del jerarca. 
Fuera de ese ámbito, el Ministro (o funcionario equivalente en el sector 
descentralizado) recupera todo su vigor jerárquico, pudiendo ejercer 
respecto del órgano desconcentrado todos los atributos propios de ese 
vínculo (art. 102 de la Ley General de la Administración Pública), por 
ser este último una dependencia más del Ministerio o institución de 
que se trate. De igual manera, el accionar administrativo del órgano 
desconcentrado queda sujeto a la dirección del jerarca (art. 99.2 
iusibid.) y a la reglamentación autónoma general que dicte el Poder 
Ejecutivo o el jerarca del ente público menoréò 107    

 
Esta desconcentración ha sido interpretada por el Ente Asesor 

del Estado, como aquella que opera a favor del órgano que ostenta 
dicha condición, pero solo y exclusivamente, en relación con la materia 
expresamente desconcentrada en la norma. Esto quiere decir, que 
nunca ocurre, materialmente, una descentralización o traslado total de 
competencias108 hacia el órgano desconcentrado, como si ocurre por 
ejemplo con las instituciones autónomas, en este caso, constituidas 
legalmente en organismos independientes  del gobierno central, que al 
contar con su personería jurídica, le concede potestades de 
autogobierno, técnica, administrativa y presupuestariamente; distinto 
                                                 
107

 Dictamen C-075-98 del 23 de abril de 1998. 
108

 Agregaríamos: Incluidas las funciones de contratación de bienes y servicios 
llevadas a cabo por la Proveeduría Institucional. 
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es lo que sucede con la ñpersonalidad jur²dica instrumentalò que le 
permite al órgano desconcentrado exclusividad sólo en aquel ámbito 
competencial que la norma, expresamente, lo dispuso.  

 
Sobre esta clara diferencia entre organismos públicos se ha 

manifestado, nuevamente, la Procuraduría General de la República109, 
quien ha dicho que: 

 
ñéla personalidad jurídica coloca al organismo en una posición 
diferente de quien, por carecer de personalidad, constituye un órgano, 
aún cuando éste fuere desconcentrado, La personalidad jurídica 
atribuye al ente una serie de derechos y de deberes en forma 
independiente. Los entes, en razón de su personalidad no están 
sometidos a una relación de jerarquía o de sumisión orgánica, sino a 
una relación de tutela, de confianza, incompatible, repetimos, con la 
dependencia jerárquica. Es la personalidad jurídica lo que permite, 
normalmente, que el ente no se integre a la organización ministerial y 
posea, al contrario, autonomía orgánica.  
 
Además, en razón su personalidad, el ente goza de un patrimonio 
propio, independientemente de cómo éste se constituya o se integre. 
La titularidad de un patrimonio implica una autonomía patrimonial y, 
por ende, la autonomía de gestión. Esa autonomía no es sino un 
corolario de la autonomía administrativa que posee el ente. Conforme 
con esa autonomía patrimonial, el ente podrá realizar todos los actos y 
contratos necesarios que impliquen gestión de dicho patrimonio. 
Queremos con ello indicar que la potestad de contratar es de principio 
y sólo será restringida en la medida en que la ley expresamente así lo 
establezcaéò Lo subrayado no pertenece al original. 
 
 ñé Lo anterior permitiría afirmar que la atribución de 
personalidad jurídica no implica necesariamente un fenómeno de 
descentralización administrativa y, consecuentemente, que las 
personas así creadas no constituyen entes descentralizados, sino que 

                                                 
109

 Dictamen C-189-96 del 27 de noviembre de 1996 
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a lo sumo puede hablarse de una desconcentración funcional (si se ha 
desconcentrado la competencia material) unida a una "personalidad" 
para efectos presupuestarios. Así tendría que explicarse la 
personalidad atribuida anteriormente por el legislador...ò 110 

 "éDe lo transcrito se deriva que la personalidad jurídica 
instrumental constituye una personalidad presupuestaria, que permite 
administrar un presupuesto y, por ende, recursos, con independencia 
del Presupuesto del Ente al que pertenece el órgano que se 
personaliza. (é), lo que implica reconocer una facultad de 
contratar. (Lo destacado es propio)111 

 Como complemento a lo dicho hasta aquí, y para mayor 
abundamiento sobre el tema, conviene referirse a lo externado por el 
Tribunal Contencioso Administrativo Sección I, Segundo Circuito 
Judicial de San José112, que al citar pronunciamientos de la propia 
Procuraduría General de la República (C-174-2001 de 19 de junio de 
2001), señaló lo siguiente: 

 ñéLa personalidad jurídica es la cualidad propia de la persona. 
En efecto, atribuir personalidad jurídica a un ente es crear un centro 
autónomo de imputación de derechos y obligaciones (persona). La 
particularidad de esa imputación radica en que se hace a la persona 
en tanto tal y no como parte de un ente mayor. La personalidad, 
además, determina que el ente no forma parte de una 
organización ministerial y que posea un ámbito de actuación 
propio  

La personalidad coloca al organismo en una posición 
diferente de quien, por carecer de personalidad jurídica, 
constituye un órgano, aún cuando éste fuere desconcentrado. 

                                                 
110 Procuraduría General de la República. Dictamen C-152-2002 del 12 de junio 

del 2002. 
111

 Procuraduría General de la República. Dictamen C-113-2003 del 25 de abril de 
2003 

112
 Sentencia 79-2007 de las 10:40 horas del 23 de febrero del 2007. 
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Los entes en razón de su personalidad, no están sometidos a una 
relación de jerarquía o de sumisión orgánica, sino a una relación 
de dirección. Dicha relación es de confianza y es incompatible con la 
dependencia jerárquica, 

(é) 

El calificativo de "instrumental" que se hace a la personalidad 
significa que es una personalidad limitada al manejo de 
determinados fondos señalados por el legislador, que permite la 
realización de determinados actos y contratos con cargo a esos 
fondos, pero que no comporta una descentralización funcional 
verdadera. Su atribución supone una gestión presupuestaria 
independiente y, por ende, la titularidad de un presupuesto 
propio.éò113  

 La jurisprudencia administrativa y judicial citada con antelación 
es conteste con la tesis sostenida de que el órgano desconcentrado, a 
través de su personalidad jurídica instrumental, y a diferencia del ente 
descentralizado, tiene la posibilidad de administrar técnicamente su 
propio presupuesto, independientemente o de manera separada, del 
presupuesto general asignado a la institución de la cual forma parte, 
incluso con la capacidad de ñcontrataci·nò inherente a sus 
competencias legalmente establecidas; habida cuenta de que continua 
manteniendo un vínculo jerárquico con la institución a la que se 
adscribe, en todas aquellas materias que no han sido 
desconcentradas por medio de la ley.  

 No obstante lo dicho hasta aquí, resulta poco claro determinar si 
esta capacidad de suscribir contratos refiere, exclusivamente, a 
aquellos convenios relacionados con su función eminentemente 
presupuestaria, en cuanto al manejo de fondos propios por parte del 

                                                 
113

 Sobre el particular se puede igualmente consultar la Sentencia número 200-
2006 de las 9:30 horas del 2 de junio del 2006, emitida por el Tribunal 
Contencioso Administrativo Sección III del Segundo Circuito Judicial de San 
José. 
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organismo desconcentrado, o en su defecto abarca otras áreas de 
competencia otorgadas mediante la ley. ¿Se podría pensar entonces 
que esta competencia discrecional, deviene también en la posibilidad 
de comandar los procesos de contratación administrativa, propiamente 
dicha, dirigidos por el jerarca institucional y delegados en una unidad 
técnica como la proveeduría interna? Sin lugar a dudas, la anterior se 
constituye en una pregunta difícil de responder, cuando involucra un 
tema tan complejo como el de la ñdelegaci·nò; àqu® nos dice el 
ordenamiento jurídico al respecto?, veamos lo que estipula, como 
punto de partida, la Ley General de la Administración Pública: 

ñéArt²culo 89.- 

1. Todo servidor podrá delegar sus funciones propias en su inmediato 
inferior, cuando ambos tengan funciones de igual naturaleza.  

2. La delegación no jerárquica o en diverso grado requerirá de otra 
norma expresa que la autorice, pero a la misma se aplicarán las reglas 
compatibles de esta Sección.  
3. No será posible la delegación cuando la competencia haya sido 
otorgada al delegante en razón de su específica idoneidad para el 
cargo.  
4. La delegación deberá ser publicada en el Diario Oficial cuando sea 
para un tipo de acto y no para un acto determinado.  
 

Artículo 90.- 

La delegación tendrá siempre los siguientes límites:  

a) La delegación podrá ser revocada en cualquier momento por el 
órgano que la ha conferido;  

b) No podrán delegarse potestades delegadas;  
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c) No podrá hacerse una delegación total ni tampoco de las 
competencias esenciales del órgano, que le dan nombre o que 
justifican su existencia;  

d) No podrá hacerse delegación sino entre órgano de la misma clase, 
por razón de la materia, del territorio y de la naturaleza de la función; y  

e) El órgano colegiado no podrán delegar sus funciones, sino 
únicamente la instrucción de las mismas, en el Secretarioéò 
 
 En relación con el contenido de los artículos precitados, la 
Procuraduría General de la República ha dicho que114: 
  

ñéLa delegación es un cambio de competencia, de acuerdo con 
el cual el superior puede transferir sus funciones en el inmediato 
inferior, cuando ambos tengan funciones de igual naturaleza (é),  
  

A diferencia de la descentralización y la desconcentración, en la 
delegación no se transfiere la titularidad de la competencia. El órgano 
delegado no ejerce una competencia propia, sino la del órgano 
delegante. En ese sentido, la delegación no impone ningún cambio en 
el orden objetivo de competencias, sino sólo en su ejercicio. Esto 
explica que la delegación pueda ser revocada en cualquier momento 
por el ·rgano delegante (é), 

 
Empero, la posibilidad de delegar la competencia es limitada. 

Así, no pueden delegarse potestades delegadas. La delegación debe 
concernir parte de la competencia y esto en el tanto en que no se trate 
de la "competencia esencial del órgano, que le da nombre o que 
justifique su existenciaò. (é)ò 115 
 

                                                 
114

 Dictamen C-009-2009 del 22 de enero del 2009. 
115

 Para mayor abundamiento sobre el tema, consultar el Dictamen C-325-2009 del 
30 de noviembre del 2009, emitido por la Procuraduría General de la República. 
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Como se puede ver, la combinación de normas y el análisis que 
de ellas se haga, no resultan suficientes, por sí solo, para establecer 
un escenario claro y contundente, que nos permita afirmar con 
propiedad la procedencia legal de crear una o varias proveedurías 
institucionales al interior de un mismo organismo o institución pública. 
Con esto queremos decir, que ni la delegación, ni la propia 
desconcentración administrativa o presupuestaria operada por ley, 
posibilitan llegar a una conclusión definitiva de cuál es el camino 
correcto que la norma prevé en estos casos. 

 De lo dicho anteriormente, sí parece correcto afirmar que la 
potestad de contratar que tiene el Estado costarricense, deviene en 
competencias propias que el mismo ordenamiento jurídico les ha 
otorgado a determinados funcionarios públicos. Estos procesos, en el 
caso de las instituciones públicas, son dirigidos por unidades técnicas 
especializadas o proveedurías, amparadas en la competencia legal 
que la ley y su personería jurídica les concede; pero, ¿qué pasa con 
los organismos que adolecen de esta personería jurídica?, ¿podrían 
disponer de fondos públicos para efectos de proveerse de bienes y 
servicios necesarios para su funcionamiento?, ¿se puede delegar esta 
función de contratación en el inferior jerárquico o un organismo técnico 
que adolece de personería jurídica, con las limitaciones que la misma 
ley establece en estos casos?. 

La mayor parte de estas interrogantes, como en otras 
oportunidades se ha insistido, corresponde resolver a la propia 
Administración Activa, y el mismo Ente Asesor del Estado lo ha 
manifestado en estos términos, al decir que: 

ñéEn ese sentido, para determinar si una determinada (sic) 
competencia puede ser delegada, el operador jurídico debe 
cuestionarse si dicha competencia se encuentra dentro de ese 
concepto (é), justifica la existencia del ·rgano de que se trataéò116  

                                                 
116 Dictamen C-009-2009 del 22 de enero del 2009. 
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    Bajo tal argumentación, tanto la norma como la misma 
jurisprudencia administrativa y judicial invocada, pareciera no amparar 
la posibilidad de que la Dirección General de Servicio Civil pueda 
contar con una unidad especializada con rango de proveeduría 
institucional, al menos hasta que la misma no cuente con personería 
jur²dica propia que le permita ampliar su grado de ñmaniobrabilidadò y 
ejecución presupuestaria, dentro del espectro de competencias 
legalmente conferidas. De tal suerte que, será la propia Dirección 
General la que deberá gestionar su posible creación con las 
justificaciones del caso y ante el organismo competente, de 
conformidad con lo que reza los numerales 105 y 26 de la Ley Nº 7494 
y el Decreto Ejecutivo Nº 30640-H, en el orden usual, supra citados. 

  
No obstante lo afirmado con antelación, y por tratarse de un caso 

particular digno de mencionar en relación con este tema, encontramos 
que la Procuraduría General de la República cuenta desde hace poco 
más de nueve años con una proveeduría institucional, creada 
mediante Decreto Ejecutivo Nº 29352-H, publicado en el Diario Oficial 
La Gaceta Nº 66 del 3 de abril del 2001. Nótese que si bien es cierto, 
el referido Ente Consultor deviene en órgano adscrito al Ministerio de 
Justicia y Paz, el mismo goza de independencia administrativa 
otorgada mediante la ley orgánica de dicho Ministerio, Nº 6739 del 28 
de abril de 1982. De igual manera, el mismo Órgano Asesor del 
Estado posee su propia ley orgánica, a saber la Nº 6815 del 27 de 
setiembre de 1982 y sus reformas,  mediante la cual se reafirma esta 
funcionalidad administrativa con un carácter eminentemente 
independiente, lo cual sugiere, en alguna forma, que la figura legal 
citada supra, podría convertirse en un mecanismo válido, 
(cumpliéndose los presupuestos jurídicos necesarios), para solicitar la 
creación de una unidad especializada en contratación administrativa o 
proveeduría institucional, según sea el caso; este debería ser un 
aspecto a valorar con este propósito, en futuras gestiones sobre este 
particular, que pretenda llevar a cabo en los próximos meses la 
Dirección General de Servicio Civil. 
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Conviene, a manera de ejemplo y para sustentar lo dicho, 
transcribir el texto del Decreto Ejecutivo Nº 29352-H, antes 
mencionado; reza la norma de comentario lo siguiente: 

 
 

ñCreación de la Proveeduría Institucional de la Procuraduría General 
de la República 

Nº 29352-H 
EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA 

Y EL MINISTRO DE HACIENDA 
Con fundamento en lo establecido en el artículo 140, inciso 8) de la 
Constitución Política, el artículo 105 de la Ley Nº 7494 denominada 
Ley de la Contratación Administrativa y el artículo segundo del Decreto 
Ejecutivo Nº 28656-H. 

Decretan: 
CREACIÓN DE LA PROVEEDURÍA INSTITUCIONAL 

DE LA PROCURADURÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA 
Artículo 1ºðSe crea la Proveeduría Institucional de la Procuraduría 
General de la República, la cual se regirá por lo dispuesto por el 
Decreto Ejecutivo Nº 28656-H. 
Artículo 2ºðRige a partir de su publicación.ò 
 
 
 
Atentamente, 
                                                      

 

 

 

                                                           Original firmado{ Lic.  Richard Fallas Arias 

Lic. Richard Fallas Arias 
         ASESORÍA JURÍDICA 
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AJ-982-2010 
     08 de diciembre de 2010 

 
 
 

 
Licenciada 
Lisbeth Fuentes Calderón117 
Departamento de Contrataciones 
Dirección de Infraestructura y Equipamiento Educativo 
Ministerio de Educación Pública 
 
Estimada señora: 

 
Con la aprobación de la señora Directora de esta Asesoría 

Jurídica,  procedemos a dar respuesta a su oficio  OD-002-2010, de 
fecha 15 de noviembre del presente año, mediante el cual se consulta 
a este centro de trabajo, acerca de algunas situaciones en torno al 
tema de la ñreasignaci·n de puestosò, entendemos, al amparo del 
Régimen de Servicio Civil. 

 
 Previo a emitir el criterio jurídico, resulta conveniente,  hacer del 

conocimiento de las y los consultantes, que es política de esta 
Asesoría Jurídica, el no pronunciarse sobre casos concretos o 
particulares, ya que suplantaríamos a la Administración Activa en la 
resolución de sus asuntos, especialmente, como en la presente 
situación que, a nuestro entender, se enmarca dentro de un Órgano 
Director del Procedimiento, el cual goza de independencia de criterio 
conforme a sus competencias legalmente establecidas; de ahí que no 
resulte procedente atender los casos hipotéticos o concretos 
planteados, de forma tal que no se vea influido o ñcontaminadoò con 
nuestros argumentos, el análisis y las posibles conclusiones a que 
                                                 
117

 A través de la Licda.  Fuentes Calderón, se hace extensivo nuestro criterio a la 
Licda. Katia Paniagua Alfaro, así como a los Licenciados Axel Avilés Guzmán y 
Hermes Chacón Navarro, quienes de igual forma, suscriben el oficio OD-002-
2010, supra citado. 
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puedan llegar, eventualmente, ese respetable órgano colegiado. No 
obstante, hemos de indicarles que la consulta será abordada desde 
una perspectiva general, analizando las normas jurídicas que puedan 
ser aplicables a la situación en examen, y de esta manera, le pueda 
servir de orientación a quienes consultan, para el logro de su 
cometido. 

 
Hecha la anterior aclaración, vemos que a través de su misiva, 

se consulta a este centro de trabajo, dos situaciones, para nuestros 
efectos, hipotéticas, que procedemos a transcribir a continuación: 

 
c) ñàPuede contabilizarse el tiempo en el cual una persona 

comienza a desarrollar funciones diferentes a las que 
corresponden al puesto en propiedad, para optar por una 
reasignación de puesto, sin contar, esa persona, con los 
requisitos académicos dispuestos (la conclusión del grado 
académico Bachiller en Educación Media) para la clase de 
puesto que pretende? Teniendo presente lo dispuesto en el 
numeral 111 inciso a y c del Reglamento del Estatuto de 
Servicio Civil, en el entendido que en el momento que se dé el 
cambio de tareas, actividades y responsabilidades que 
conforman los puestos, debe el servidor titular del puesto 
reunir los requisitos que para la clase recomendada señala el 
Manual respectivo. 

d) Bajo qué normativa se podría amparar una situación como la 
que se describe a continuación: Podría darse una 
reasignación de puesto de un servidor que ingresa a un 
puesto en propiedad, el cual por la naturaleza del trabajo que 
debe desempeñar se requiere únicamente del esfuerzo físico 
y el cumplimiento de una serie de requisitos; a una clase de 
puesto la cual, fuera de cumplir con los requisitos 
académicos, se requiere la aplicación de un examen para 
comprobar la idoneidad de la persona para ocupar dicho 
puesto. ¿Sería legal efectuar una reasignación en estas 
condiciones tomando en cuenta lo dispuesto por el artículo 15 
del Reglamento del Estatuto de Servicio Civil?ò (Tanto el 
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destacado como el subrayado corresponde al documento 
fuente) 

 
Abordando la temática central de su consulta, conviene señalar 

que, efectivamente, el marco legal que norma la figura de la 
ñreasignaci·n de puestosò dentro del R®gimen Estatutario, lo es 
precisamente el Reglamento del Estatuto de Servicio Civil, Decreto 
Ejecutivo Nº 21 del 14 de diciembre de 1954, y sus diversas reformas 
parciales, en virtud de lo cual, se hace necesario traer a colación, en lo 
que interesa, algunos de sus numerales, que permitan incorporar 
elementos que vengan a dilucidar la procedencia o no, en la aplicación 
de este importante procedimiento en la gestión del recurso humano. 
Veamos: 

 
ñArtículo 105.- Para todos los efectos se entenderá por: 

(é) 
 
b) Reasignación: Cambio que se opera en la clasificación de un puesto 
con motivo de variación sustancial y permanente en sus tareas y 
responsabilidadeséò 
 

ñArtículo 109.- Las oficinas de recursos humanos de los ministerios e 
instituciones cubiertas por el Régimen de Servicio Civil deben estar atentas a los 
cambios a que se ven sometidos los puestos y proceder a su actualización 
siguiendo la normativa establecida por la Dirección Generaléò 

 

ñArtículo 110.- Cuando el jerarca o jefe autorizado estime que en 
un puesto se han dado cambios sustanciales y permanentes en sus 
tareas, actividades y responsabilidades, como consecuencia de 
modificaciones en los objetivos y/o procesos de trabajo, que impliquen 
la obtención de productos o servicios más eficientes, salvo casos de 
excepción a juicio de la instancia competente podrán gestionar ante la 
Oficina de Recursos Humanos respectiva, el trámite de la reasignación 
del puesto, o el estudio de clasificación que correspondaéò 

ñArtículo 111.- En los casos previstos en los artículos 109 y 110 
precedentes, la reasignación se resolverá de acuerdo con el siguiente 
procedimiento: 
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a. Los cambios operados en las tareas, actividades y 
responsabilidades que conforman los puestos, producto de las 
modificaciones en los objetivos y o procesos de trabajo de las 
unidades donde se ubican, tienen que haberse consolidado 
debidamente y por ello, debe mediar entre el inicio de dichos 
cambios y la presentación de la solicitud de reasignación o el 
estudio de oficio que hace la Oficina de Recursos Humanos, 
un período no menor de seis meses. 

(é) 

c. La reasignación sólo podrá efectuarse si se cumplen los 
requisitos técnicos señalados en el artículo anterior y el servidor 
titular del puesto reúne los requisitos que para la clase 
recomendada señala el Manual respectivo, salvo casos de 
excepción contemplados en la normativa que para tal efecto 
dicte la Dirección Generaléò (Se suple el subrayado por parte de 
quien redacta) 

   
Como se puede colegir de los preceptos reglamentarios supra 

indicados, la reasignación opera, siempre y cuando, ocurran o se 
materialicen cambios en las tareas, actividades y responsabilidades 
del puesto, cuyo advenimiento obedezca a modificaciones operadas 
en los objetivos y procesos de trabajo de las unidades o dependencias 
en que se ubican dichos puestos. En este sentido, los referidos 
cambios tienen, necesariamente, que haberse consolidado por un 
período no menor de seis meses, computados, según reza la norma, 
desde el momento que inician los mencionados cambios y aquel en 
que se presenta la solicitud de reasignación o el estudio de oficio, que 
lleva a cabo la Oficina de Recursos Humanos respectiva. 

Continúa señalando la norma de comentario, que además de 
cumplir con los requisitos técnicos antes citados, (los cuales, por 
supuesto, están referidos al puesto de que se trate), deberá el servidor 
titular del mismo, reunir los requisitos que para la clase recomendada, 
establece el Manuel de Puestos correspondiente. Cumplidas estas 
condiciones o supuestos, estaríamos ante un escenario perfectamente 
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válido, para la aplicación del procedimiento de reasignación del puesto 
sometido a estudio. 

 
No obstante lo dicho con antelación, se debe dar a conocer a 

quienes consultan, que los casos de ñexcepci·nò a que hace alusi·n el 
inciso c) del artículo 111 del Reglamento del Estatuto de Servicio 
Civil118, estarían normados de conformidad con lo estipulado en la 
Resolución DG-414-2003, denominada ñNormas para la aplicaci·n de 
la excepcionalidad autorizada por el artículo 111 inciso c) del 
Reglamento del Estatuto de Servicio Civilò, emitida por la Direcci·n 
General de Servicio Civil, con fecha 6 de octubre del año 2003, vigente 
al día de hoy, y que en lo pertinente al presente caso, señala: 

 
ñéARTICULO 1° Para efectos de estudios de reasignación 

de puestos regulados por el Régimen de Servicio Civil, la falta de 
requisitos académico y/o de experiencia exigida por la clase de que se 
trate, podrá ser objeto de aplicación discrecional de la excepcionalidad 
de requisitos contemplada en el inciso c) del artículo 111 del 
Reglamento del Estatuto de Servicio Civil (dispensa de requisitos) por 
parte de la instancia competente, previo análisis de toda la información 
disponible relacionada con el servidor, así como de la verdadera 
conveniencia institucional de otorgar dicha dispensa, tal que justifique 
el carácter excepcional de este tipo de trámites, de conformidad con lo 
respectivamente indicado en los siguientes artículosé 

 
(é) 
 

ARTICULO 12° Los servidores podrán gozar de los beneficios de la 
dispensa de requisitos sólo por una vez durante su carrera 
administrativaéò (El subrayado no es del original) 
 
 Así las cosas, y al amparo de los preceptos jurídicos invocados, 
deberán los consultantes valorar las situaciones fácticas presentadas 

                                                 
118

 Este punto ha sido desarrollado por la Procuraduría General de la República, en 
el dictamen C-181-2008, del 29 de mayo del 2008. 
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al escrutinio de esta Asesoría Jurídica, y valorar su procedencia 
mediante la confrontación con las disposiciones de repetida cita. 

 
 

  
Atentamente, 

 
 
                                                          Original firmado{ Lic.  Richard Fallas Arias 

 
 

Lic. Richard Fallas Arias 

      ASESORÍA JURÍDICA 
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AJ-825-2010 
7 de octubre  de 2010 
 
 

 
 
Señora 
Haydeé Vargas Morales 
haydeevm.4@gmail.com 
 
 
Estimada señora: 
 
 
 Con la aprobación de la señora Directora de esta Asesoría 
Jurídica, damos respuesta a su correo electrónico de fecha 20 de 
agosto del presente año, mediante el cual exponen su situación 
particular en el desempeño de su cargo. 
 
  Previo a evacuar su consulta, debemos de indicarle que este 
Centro de Trabajo tiene por política no atender casos concretos, por lo 
que se referirá al análisis de los aspectos que se deben considerar 
desde el marco jurídico de aplicación, correspondiéndole a la 
Administración Activa resolver lo que proceda conforme a derecho. 
 
 Ahora  bien, respecto a la situación particular que plantea en su 
misiva, en cuanto a la materia de traslados podemos encontrar  en el 
Reglamento del Estatuto de Servicio Civil el artículo 22 bis inciso a) el 
cual dispone lo siguiente:  

 

ñArtículo 22 bis.-  Los traslados, reubicaciones y recargos de 
funciones se regirán de acuerdo con lo que se indica a continuación:  

a) Los traslados y reubicaciones podrán ser acordados 
unilateralmente por la Administración, siempre que no se cause 
grave perjuicio al  

mailto:haydeevm.4@gmail.com
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servidor. 

 (é)ò 

 Como bien lo indica la norma, esta es la disposición jurídica que 
se aplica para los traslados y reubicaciones de los servidores, como 
una potestad de imperio de la administración, sin plazo determinado, 
siempre y cuando no se cause perjuicio y se oiga de previo al 
funcionario que va ser objeto de dicho movimiento de personal. 
 
  
 Para estos efectos, debe considerarse que los vocablos  
ñtrasladoò y ñreubicaci·nò distan en su definici·n seg¼n el art²culo 3 
inciso u) y x) del Reglamento del Estatuto de Servicio Civil al decir lo 
siguiente:  

 ñArt²culo 3.- Para los efectos de las disposiciones de este texto se 
entiende: 

(é) 

 u) Por ñTrasladoò: el paso de un servidor regular de un puesto a 
otro del mismo nivel salarial; 

 x) Por reubicación: el desplazamiento de un servidor con su 
puesto dentro de un programa presupuestario, de uno a otro programa 
o de un ministerio a otro.ò. 

  
 Por otra parte tenemos lo que dispone el artículo 120 del mismo 
Reglamento supra citado, que ha sido mal interpretado por los 
operadores del derecho, al considerar que con este numeral se puede 
trasladar o reubicar a los funcionarios, pero el mismo va dirigido a 
solventar una situación referida a las exigencias del servicio público, 
antes las cuales se pueden asignar tareas diferentes, lo que en 
algunas ocasiones podría tener como efecto, el desplazamiento del 
funcionario a otro lugar para que las realice, pero repetimos, esta no 
es la norma  
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aplicable a los traslados o reubicaciones.   Aquella asignación de 
tareas puede hacerse por un plazo que no exceda de los sesenta días 
consecutivos o no durante un año, a diferencia de las otras dos figuras 
que no tienen vencimiento alguno. 
 
 Sobre este mismo tema, y concretamente relacionado con esa 
potestad de imperio de la administración,  se ha referido esta Asesoría 
Jurídica en el oficio número AJ-1196-2004 en el cual se hace 
referencia a una sentencia de la Sala Constitucional, concretamente el 
Voto  No. 2181-93 de las 14:36 horas del 21 de mayo de 1993, al decir 
lo siguiente:  
 
ñé Como se puede apreciar, la normativa no especifica las razones 
por las cuales resultaría procedente realizar un ñtrasladoò. Eso se 
explica por cuanto la decisión se configura dentro de la llamada 
discrecionalidad administrativa. 
 II.  En relación con la facultad del patrono de trasladar a 

sus funcionarios cabe manifestar lo siguiente: es una 
facultad legítima del patrono trasladar a un funcionario a 
otro puesto de la misma categoría, en especial, claro está, 
cuando el funcionario consciente expresa o tácitamente.  
Sin embargo cuando el servidor está en desacuerdo con la 
adopción de la medida, el traslado se convierte en forzoso, 
cuyo ejercicio debe ser de carácter excepcional, en 
circunstancias necesarias.  Así, debe realizarse con apego 
el principio de la buena fe, en el marco de la relación 
estatutaria, y colocando en un justo equilibrio el interés 
público, que debe motivar el traslado, y los derechos del 
trabajador. 

 
 De manera que el traslado no puede utilizarse como 
mecanismo sustitutivo de una sanción disciplinaria.  
Tampoco resulta permisible aplicarlo como una especie de 
medida precautiva entre tanto se realiza un procedimiento 
de  
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investigación Administrativa.  En fin debe aplicarse el 
traslado cuando exista una justificada necesidad del 
patrono, sin demérito de los derechos laborales del 
funcionario.  Ahora bien, el hecho de que un traslado 
obedezca a motivos irregulares, no es por sí solo suficiente 
para acudir a la vía de amparo, sino que se requiere 
además la violación de derechos constitucionales del 
servidor afectado. Si éstos se han respetado y la discusión 
versa sobre la justificación, que da lugar al traslado, 
entonces el asunto será objeto de tutela ante los órganos 
jurisdiccionales comunes.  Dentro de este contexto debe 
cumplirse con el principio fundamental del debido proceso 
(en ese sentido véase resolución de esta Sala No. 15-90) 
otorgando audiencia al sujeto que sufrirá el traslado. 
 
En esa forma la Administración deberá plasmar claramente 
los motivos del traslado, las funciones que deberá realizar, 
la oficina que atenderá, todo ello sin menoscabo de sus 
derechos laborales adquiridos,  tales como puesto, salario 
y similares.  Por otra parte la audiencia le permitirá al 
interesado externar lo que considere pertinente y en 
consecuencia, que se pueda ponderar el eventual perjuicio 
que pueda ocasionarle el traslado. 
 
Asimismo, resulta inaceptable y reprochable el acudir al 
traslado forzoso cuando ello obedezca a discriminación de 
tipo ideológico, político, religioso, sexual o cualquier otro 
supuesto contrario a la dignidad humana, pues ello 
violentaría flagrantemente la Norma Fundamental.  De lo 
anterior se puede inferir que si el traslado no ha violado, 
viola o amenaza violar ningún numeral de rango 
constitucional, el trabajador puede discutir el asunto pero 
no en vía de amparo, por tratarse de un asunto de mera 
legalidad. 
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III. En la especie es absolutamente claro que se 
omitió el otorgarle audiencia al funcionario, y en esa forma 
poder valorar el eventual perjuicio que le causaría el 
traslado. 
 
Por ello, y con base en lo expuesto, lo procedente se 
declara con lugar el amparo.  Ello no prejuzga sobre la 
necesidad y justificación del traslado, lo cual es 
competencia de la Administración de la Aduana, previo 
cumplimiento del debido proceso, consagrado a nivel 
constitucional y legal.ò 
 

Respecto al  tema de la discrecionalidad administrativa, la Sala 
Primera, en la resolución número 19-1997 de las catorce horas 
cuarenta minutos del 2 de abril de1996, ha señalado: 
 

ñé Todo acto administrativo es el resultado del ejercicio de 
una potestad.   En el caso de actos producto del ejercicio de 
una potestad discrecional, estos se componen de elementos 
legalmente determinados y de otros configurados por la 
apreciación subjetiva de la Administración ejecutora.  La 
discrecionalidad es esencialmente la libertad de elección que 
tiene la Administración, de escoger entre una pluralidad de 
alternativas, todas igualmente justas, según su propia 
iniciativa, por no estar la solución concreta dentro de la 
norma.  Esta libertad de la Administración no es arbitraria, su 
existencia tiene su fundamento en la Ley y su ejercicio está 
delimitado en esta.ò 
(el subrayado y resaltado no es del original) 

  
Sobre el mismo tema, la Sala Constitucional, en la resolución número  
 
3439-2006 de las dieciséis horas y treinta minutos del catorce de 
marzo del dos mil seis, ha señalado: 
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ñ... recu®rdese que los actos discrecionales tambi®n est§n 
sujetos a control de legalidad, de conformidad con lo 
establecido en los artículos 11 a 15 de la Ley General de 
Administración Pública. Así, dicha facultad discrecional no es 
arbitraria, su existencia tiene fundamento en la Ley y su 
ejercicio está delimitado en ésta. El Ordenamiento Jurídico, 
establece la posibilidad de un control jurisdiccional por la vía 
contencioso-administrativa, sobre el ejercicio de las 
potestades discrecionales. En este sentido, se encuentra que 
los artículos 15, 16, 17, 160 y 217, inciso 1) de la Ley General 
de Administración Pública disponen, que la discrecionalidad 
está sometida a los límites que el mismo ordenamiento le 
impone, así como las reglas de la lógica, la ciencia o de la 
técnica, y a los principios generales del Derecho, entre los 
cuales destacan los principios elementales de justicia, de 
conveniencia y de razonabilidad. Ahora, lo cierto es que ese 
poder, como toda discrecionalidad reconocida en un Estado 
de Derecho, es un compuesto de elementos legalmente 
determinados y de otros configurados por la apreciación 
subjetiva de la Administración; apreciación que en modo 
alguno puede ser arbitraria. La discrecionalidad y la 
arbitrariedad son conceptos antagónicos. El único poder que 
el Derecho de la Constitución acepta como legítimo en su 
concreto ejercicio es el que se presenta como resultado de 
una voluntad racional, demostrándose en cada caso que se 
cuenta con razones justificativas, objetivas y consistentes.ò 
(el subrayado y resaltado no es del original) 
 

Para que la Administración tome la decisión y emita el acto 
administrativo de ñtrasladoò, es indispensable que haya seguido un 
debido proceso. Sobre ese tema, la Sala Constitucional, en la 
resolución número 15345-2003 de las quince horas con once minutos 
del diecinueve de diciembre del dos mil tres, refiriéndose a los 
traslados, ha señalado: 
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IV.- Requisitos que deben cumplirse para el traslado: De 
conformidad con la jurisprudencia citada el traslado de un 
servidor que pretenda efectuar la Administración debe reunir 
los siguientes requisitos: 1) Debe ser un acto debidamente 
motivado y comunicado al interesado, de forma que el 
servidor conozca los motivos concretos o específicos que 
hacen necesaria tal decisión. No es, por tanto, suficiente que 
dicha motivación o justificación del acto se limite a una 
manifestación de que se efectúa para un mejor servicio 
público, sino que deben hacerse constar los motivos que en 
concreto hagan necesario que determinado servidor sea 
trasladado para garantizar la prestación adecuada del 
servicio público. 2) El traslado debe ser comunicado en forma 
oportuna, lo cual significa que no debe hacerse en forma 
intempestiva. Aunque no exista plazo legal para hacerlo es 
razonable que se efectúe con la mayor anticipación posible, a 
fin de permitir al trabajador tomar las previsiones que 
requiera, dársele la oportunidad de impugnar la medida, si así 
lo estimare conveniente, antes de que ésta sea ejecutada, 
dada la evidente dificultad que podría enfrentar al ejecutarse 
el traslado. 3) Deberá suministrarse al trabajador toda la 
información relativa al traslado, las funciones que se le 
asignan, si ello implica una modificación en sus condiciones 
laborales (puesto, salario, horario, etc.), y si es traslado es 
permanente y definitivo o se trata de una medida temporal, 
en este último caso indicándose el tiempo de su duración.  

 
 En síntesis, la Administraci·n puede ejecutar un ñtrasladoò 
unilateralmente siempre y cuando no le cause grave perjuicio, 
justifique o motive debidamente la decisión y otorgue el debido 
proceso al servidor.ò  

     Atentamente, 
 

                                                               Original firmado { Licda. Oralia Torres Leytón 

         Licda. Oralia Torres Leytón  
    ASESORIA JURÍDICA 
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AJ-870-2010 
21 de octubre de 2010  

 
 
 
Licenciada 
Ileana Pérez Avila 
Analista 
Área de Salarios e Incentivos 
 
Estimada señora: 
 
 Con la aprobación de la señora Directora de esta Asesoría 
Jurídica, atendemos misiva expuesta en el oficio número SI-177-10 de 
fecha trece de octubre de dos mil diez, en el cual solicita criterio 
concerniente a la ñposici·n de la Direcci·n General de Servicio Civil 
como en rector  en lo que  corresponde al pago de subsidio a los 
funcionarios que se encuentren bajo los  supuestos que establece el  
art²culo 34 supra citado.lò. 
 
 Previo a evacuar la consulta, resulta conveniente indicarle que 
es política de esta Asesoría Jurídica, el no pronunciarse sobre casos 
concretos o particulares, sino orientar la respuesta según lo dispuesto 
por el ordenamiento jurídico, en cumplimiento del Principio de 
Legalidad consagrado en el numeral 11 de la Constitución Política y su 
homólogo de la Ley General de la Administración Pública. No obstante 
lo anterior, hemos de indicarle que la consulta planteada será 
abordada desde una perspectiva general, analizando las normas 
jurídicas que puedan ser aplicables en la materia específica y con ello 
evitar suplantar a la administración activa, a quien compete aplicar lo 
que en derecho corresponde en el caso particular. 
 
 Para dar inicio al análisis del presente criterio,  es preciso hacer 

referencia a los términos salario y subsidio. Así por ejemplo en el  
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voto de la Sala Segunda N° 98, de las 10:10 horas del 21 de 
junio de 1991, en lo que interesa, dis puso:  
 
 "éIV. Echando mano de una autorizada doctrina laboral, 
podemos citar al autor Guillermo Cabanellas, quien en su obra 
"Contrato de Trabajo"119, señala que "el salario es el conjunto de 
ventajas materiales que el trabajador obtiene como remuneración del 
trabajo que presta en una relación subordinada laboral. Constituye 
el salario una contraprestación jurídica, y es una obligación de carácter 
patrimonial a cargo del empresario; el cual se encuentra obligado a 
satisfacerla en tanto que el trabajador ponga su actividad 
profesional a disposición de aquél. El salario lo constituye la 
totalidad de los beneficios que el trabajador obtiene por su trabajo y 
tiene su origen en la contraprestación que está a cargo del empresario 
en reciprocidad a la cesión del producto de su actividad por el 
trabajador". (Destacado no corresponde al original) 
 
 Por otro lado tenemos el concepto de subsidio que se refiere a 
la suspensión, a supuestos de imposibilidad sobrevenida en la 
prestación del servicio, pues se trata de hechos, como las 
incapacidades, que interrumpen o suspenden los efectos del 
nombramiento, los cuales son la obligación básica del servidor de 
prestar el servicio y del empleador de pagar el salario. Su intención 
jurídica es ñ...dotar de la m§xima estabilidad al vínculo contractual; se 
trata de garantizar el empleo, impidiendo recurrir a la resolución 
contractual cuando a una de las partes le resulta imposible en forma 
temporal o transitoria el cumplimiento de la prestación, cuando se da 
algunas de las causas de suspensión de los contratos (...) En la 
suspensión no hay trabajo y no hay salario mientras dura la causa (...)  
 
 
 
 

                                                 
119

 Parte general, volumen II, Buenos Aires. Bibliográfica Omeba, 1963, en la página 325 
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aunque en algunas causas de suspensión aparezca mecanismos de 
cobertura de la Seguridad Social sustitutivos del salario... ò120  
  

Lo cual viene dado porque las incapacidades, por cualquier 
causa, tienen como efecto jurídico suspender el la relación de servicio 
inter partes y el efecto económico es que no se pague salario, por lo 
que el salario es típicamente la retribución por el servicio prestado121 
sobre las ausencias y los subsidios por enfermedad. En nuestro país, 
la enfermedad del funcionario es causa legal de suspensión de la 
relación de servicio, sin responsabilidad para el empleador, lo que 
implica que no está obligado a pagar salario mientras dure ese 
suceso122. En este caso lo que correspondería al empleador reconocer 
en cuanto a contribución,  sería un subsidio y no un salario. 
 
 Sobre el particular, acontece que al ocurrir una incapacidad para 
laborar, se movilizan dos bloques de normas, por un lado las 
establecidas por el Estatuto de Servicio Civil y su Reglamento para las 
instituciones cubiertas por ese Régimen de Méritos, y por otro, las 
correspondientes a la Caja Costarricense de Seguro Social. 
 
 Dentro del primer bloque de normativa podemos encontrar lo 
dispuesto en el artículo 34 del Reglamento del Estatuto de Servicio 
Civil,  donde se refiere una lista taxativa en la cual se regulan los 
aspectos y porcentajes en que se debe reconocer el subsidio de los 
servidores cubiertos por el Régimen de Méritos123, contabilizándose  
un  

                                                 
120

 Palomeque López, M. C y Alvarez De la Rosa, M. Op.cit., p. 919 
121 Artículo 162 del Código de Trabajo.  
122 Ver artículo 73, 79, 80 y 236 del Código de Trabajo.  
123 Artículo 34.- El servidor que fuere declarado incapacitado para trabajar, por 

enfermedad o riesgo profesional, gozará de subsidio en proporción al tiempo 
servido, de acuerdo con las siguientes regulaciones: 

a) Durante los primeros tres meses de servicios, se reconocerá el subsidio hasta 
por un mes. 

b) Después de tres meses de servicios y hasta un año, el subsidio será hasta por tres meses. 

c) Durante el segundo año de servicios, el subsidio será hasta por cinco meses.  
d) Durante el tercer año de servicios, el subsidio será hasta por seis meses.  
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número de cincuenta y dos semanas las cuales son continuas, lo cual 
atiende bajo este precepto que el disfrute del subsidio por el plazo 
                                                                                                                                                     

e) Durante el cuarto años de servicios, el subsidio será hasta por siete meses y 
quince días. 

f) Durante el quinto año de servicios, el subsidio será hasta por nueve meses. 
g) Después de cinco años de servicios, el subsidio será de hasta 12 meses.  
El monto del subsidio será de un ochenta por ciento del monto del salario ordinario 

que esté devengando el trabajador, durante los primeros treinta días de su 
incapacidad. En ese periodo el Estado como patrono, reconocerá durante los 
tres primeros días un subsidio de un 80%; a partir del cuarto día y hasta el 
número treinta el subsidio patronal será de un 20% cuando la incapacidad será 
emitida por la Caja Costarricense de Seguro Social; la diferencia para completar 
el 80% del subsidio que otorgue el Instituto Nacional de Seguros cuando sea 
éste el órgano que incapacite. 

El subsidio será de un ciento por ciento de su salario ordinario durante el período 
de incapacidad que exceda de treinta días naturales, por un máximo de doce 
meses. Durante el período que exceda de treinta días naturales, el Estado 
como patrono otorgará un subsidio de un 40% cuando el órgano que incapacite 
sea la Caja Costarricense del Seguro Social, y pagará la diferencia del subsidio 
para completar ese 100% de lo que otorgue el Instituto Nacional de Seguros 
cuando sea éste el órgano que incapacite. Por ninguna razón, y en ningún caso 
de incapacidad otorgada, el monto del subsidio que pagaren los órganos 
aseguradores sumados a lo que le corresponde cancelar al Estado como 
patrono, podrá exceder el 100% del salario total del servidor. 

Los subsidios y licencias por razón de maternidad se regularán conforme con las 
siguientes normas:  
1. Todas las servidoras del Poder Ejecutivo en estado de gravidez tendrán 

derecho a licencia por cuatro meses, con goce de sueldo completo. El 
período se distribuirá un mes antes del parto y tres meses después. Si éste 
se retrasare no se alterará el término de la licencia, pero si el 
alumbramiento se anticipa, gozará de los tres meses posteriores al mismo;  

2. La servidora deberá tramitar su incapacidad por intermedio del jefe 
inmediato, por lo menos con quince días de anticipación a su retiro, de 
acuerdo con la fecha previamente señalada por el médico;  

3. Las servidoras interinas o excluidas del Régimen de Servicio Civil, podrán 
acogerse a la licencia por maternidad en los términos anteriormente 
indicados.  

(Así Reformado por el Decreto Ejecutivo N° 27096 de 15 de mayo de 1998 y 
posteriormente ampliado por el artículo 3° del Decreto ejecutivo No.27604 del 5 
de enero de 1999)  
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máximo lo sea, por un total de doce meses, y que  además no impide 
que una vez que el servidor se reincorpore a su actividad laboral, 
nuevamente obtenga derecho a incapacitarse con el pago de subsidio.  
 
 El sistema establecido en el artículo 34 del Reglamento del 
Estatuto de Servicio Civil sobre incapacidad por enfermedad con 
derecho a subsidio,  difiere al establecido por la normativa de la Caja 
Costarricense de Seguro Social124 en esa materia, pues este conjunto 
de normas expone instrumentos que detallan lo relativo al cómputo 
máximo de días de incapacidad con derecho a subsidio, sean éstos 
continuos o discontinuos125, prorrogables hasta por vientiseis semanas 
más en casos calificados, y además, lo concerniente a nuevas 
incapacidades con derecho a subsidio.   
 
 Al regir el numeral 34 del Reglamento del Estatuto de Servicio 
Civil la materia de subsidios en forma distinta a la de la Caja 
Costarricense de Seguro Social, resulta innecesario, al menos en lo  
 
 
aquí consultado, acudir a los procedimientos de interpretación del 
derecho.  
 
 
 Al dictaminar este,  la Procuraduría General de la República en 
varios de sus criterios como el número  C-189-99, señaló que 
transcurrido el plazo máximo de hasta un año, el Estado patrono 
carece de autorización jurídica para continuar pagando cualquier 
porcentaje de subsidio, lo hizo bajo el supuesto de una incapacidad 
continua que impide asistir al empleo por un período de la menos un 

                                                 
124 a) Reglamento del Seguro de Salud.  
  b) Reglamento para el Otorgamiento de Incapacidades y Licencias a los 

Beneficiarios del Seguro de Salud.  
  c) Instructivo para el Pago de prestaciones en Dinero.    
 
125

 365 días. 
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año, dando lugar al subsidio máximo de doce  meses. Sin embargo, 
debe entenderse que una vez que el servidor reingrese a sus labores,   
 
tiene derecho nuevamente a ser sujeto de incapacidades con pago de 
subsidio, de acuerdo con el  sistema establecido en el citado numeral 
34.     
        
 Como puede verse, la regulación del subsidio por enfermedad en 
la norma del Reglamento del Estatuto de Servicio Civil, se hace en 
proporción al tiempo servido126, en la que la incapacidad se paga 
durante el plazo correspondiente, tomando en cuenta la antigüedad 
laboral, hasta por doce meses. Por otro lado, la normativa del ente 
asegurador para el otorgamiento de incapacidades y licencias a los 
beneficiarios del seguro de salud, dispone de plazos de calificación 
para el pago de los subsidios, de manera tal que, el derecho surge 
cuando el asegurado haya cotizado con seis cuotas mensuales dentro 
de los doce  meses anteriores a la fecha de inicio de la incapacidad, 
siempre que los últimos tres meses sean continuos e inmediatamente 
anteriores a la fecha de inicio de la incapacidad. Los subsidios se 
reconocen hasta por un máximo de cincuenta y dos  semanas, y si el 
asegurado ha cotizado con nueve  cuotas mensuales dentro de los 
doce meses anteriores a la fecha de la incapacidad, se permite la  
 
prórroga del pago del subsidio hasta por veintiséis  semanas 
adicionales, de acuerdo con los procedimientos establecidos por la  
 
 
Gerencia de la División Médica de la Caja Costarricense de Seguro 
Social.127  
 
            El sistema como puede verse, es diferente, y con mayor 
regulación en el caso de la normativa de la Caja Costarricense de 
Seguro Social. Por ejemplo, contiene disposiciones sobre los plazos 
máximos de incapacidades (hasta por 365 días que puede ser 
                                                 
126

 En un sentido similar al del artículo 79 del Código de Trabajo 
127

 Artículo 34 del Reglamento de Salud.  
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ampliado), cómputo de días de incapacidad (continuos o discontinuos 
para el plazo máximo dentro de un período de setecientos treinta días) 
y otorgamiento de nuevas incapacidades con derecho a subsidio 
(requisitos), situaciones sobre las cuales ciertamente es omisa la  
 
reglamentación estatutaria del Régimen de Servicio Civil, en razón de 
que, como se indicó antes, se trata de un sistema distinto de normas 
de previsión social128.  
 
 Debe ser atendido el punto además de que actualmente se 
encuentra en la corriente de la Sala Constitucional de la Corte 
Suprema de Justicia una acción de inconstitucionalidad en contra del 
artículo 34 del Reglamento del Estatuto de Servicio Civil bajo el 
expediente 08-8326-0007-CO, misma que aún no ha sido resulta,  por 
lo cual dicha norma conserva su vigencia, sobre esta apreciación 
puede verse el criterio C-137-2003 del 19 de mayo de 2003 emitido 
por la Procuraduría General de la República, que concluye diciendo: 
 
 ñEn razón de su obligatoriedad, cabe señalar que el destinatario 
de la norma debe ajustar su conducta a lo preceptuado por la ley, sea  
 
actuando sus preceptos, sea omitiendo las conductas que el legislador 
sanciona.  
  
 Empero, esa vigencia de la norma puede verse afectada por dos 
actos: la derogatoria de la ley o la declaratoria de inconstitucionalidad. 
Dispone en lo que aquí interesa el artículo 129 de la Carta Política:  
  
 "La ley no queda abrogada ni derogada sino por otra posterior; 
contra su observancia no podrá alegarse desuso, costumbre ni 
práctica en contrario. Por vía de referéndum, el pueblo podrá abrogarla 

                                                 
128 A mayor efecto puede verse el dictamen C-344-2007 de le Procuraduría 

General de la República del 27 de setiembre de 2007. 
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o derogarla, de conformidad con el artículo 105 de esta 
Constitución".129 
  
    En tanto que el artículo 10 constitucional faculta a la Sala 
Constitucional a declarar la inconstitucionalidad de las normas  
 
jurídicas. De modo que la pérdida de vigencia de una norma legal 
puede derivar de un juicio de validez normativa (control de 
constitucionalidad) o de un juicio de oportunidad política (decisión 
legislativa). Si bien se trata de institutos diferentes, competencia de 
autoridades diferentes, la declaración de inconstitucionalidad y la 
derogación tienen el efecto común de cesar la vigencia de la ley. En 
consecuencia, la declaración de inconstitucionalidad produce el efecto 
de que la ley deje de pertenecer al ordenamiento jurídico y, en esa 
medida afecta la eficacia de la norma y la hace perder su 
obligatoriedad.ò 
  
 Sobre dicha norma ninguno de estos eventos se ha suscitado en 
concreto aún. Incluso, la interposición de esa Acción no ha suspendido 
la eficacia de la Ley, que ha seguido aplicándose. De ser acogida la  
Acción, la Sala determinará si procede dimensionar sus efectos y, por 
ende, los efectos de la declaratoria de inconstitucionalidad sobre la 
disposición  del Reglamento del Estatuto de Servicio Civil. 
  
    Ahora sobre la incidencia de la obligatoriedad de la norma al 
presentarse sobre la misma una acción de inconstitucionalidad o un 
proyecto de ley para derogar  la misma, ese órgano consultor de la 
República, en el pronunciamiento de anterior cita concluye citando: 
 
 ñé Conforme lo dispuesto en los artículos 129 y 10 de la 
Constitución Política, las leyes mantienen su vigencia y posibilidad de 
ejecución en tanto no sean derogadas por otras de rango igual o 

                                                 
129 Así reformado su párrafo último por el inciso d) del artículo 1° de la Ley N° 8281 

de 28 de mayo del 2002 
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superior, o bien, no sean declaradas inconstitucionales por la Sala 
Constitucional.  
 
 La iniciativa legislativa no tiene el efecto directo e inmediato de 
afectar la vigencia y eficacia de una norma legal. La ley que se 
pretende reformar o derogar puede ser ejecutada hasta tanto no entre 
en vigencia la ley derogante.  
  
  

En ese sentido, la presentación de proyectos de ley tendientes a 
reformar o derogar la Ley N° 7765 de 17 de abril de 1998, no afecta su 
pertenencia al ordenamiento jurídico, por lo que tampoco impide su 
ejecución. Por el contrario, la aprobación de los proyectos objeto de la 
iniciativa legislativa afectaría tanto la vigencia como la eficacia de la 
Ley.  
 
 En consecuencia, desde el punto de vista jurídico, la iniciativa 
legislativa no constituye un impedimento para que se continúe con la 
ejecución de la ley, iniciando el procedimiento licitatorio que se 
plantea. Empero, la decisión debe sopesar la situación jurídica que se  
 
 
presentaría si antes de la conclusión de dicho procedimiento se llegare 
a emitir una ley derogando o reformando sustancialmente la NÁ 7765.ò 
 
 Bajo esta inteligencia y siendo que la disposición del Reglamento 
del Estatuto de Servicio Civil que nos trae a análisis es de aplicación  
para todos los funcionarios que se encuentran cubiertos por el  
Estatuto de Servicio Civil.  En lo que respecta a los docentes,  
podemos apreciar la redacción del artículo 92 del Reglamento de la 
Carrera Docente que dice: 
 
 ñArt²culo 92.- Las situaciones no previstas en el presente 
Reglamento, relativas a derechos y deberes de los servidores 
amparados por la Carrera Docente, serán resueltos de conformidad 
con los que dispone el Reglamento del Título Primero del Estatuto. 
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  Por todo lo anteriormente expuesto y en virtud de los 
pronunciamientos emitidos por la Procuraduría General de la 
República, el Estatuto de Servicio Civil y  el numeral 92 del 
Reglamento de supra cita, los funcionarios cubiertos por el Régimen 
de Méritos  han de atender lo establecido en el numeral 34 del 
Reglamento del Estatuto de Servicio Civil en cuanto al plazo 
estipulado como máximo para el pago de subsidio por incapacidad. 
 
        

Atentamente, 
 

                                                                                 Original firmado{  Licda.  Vangie Miranda Barzallo 

 
Licda. Vangie Miranda Barzallo 
ASESORÍA JURÍDICA 
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                       AJ-760-2010 
                       22 de setiembre de 2010 
 
 

Licenciado 
William H. Kelly Picado 
Auditor Interno 
MINISTERIO DE CULTURA Y JUVENTUD 
 
Estimado señor: 
 
 Con aprobación de la señora Directora de esta Asesoría Jurídica, 
atendemos misiva expuesta en el oficio AI-0244-10 de fecha tres de 
setiembre de dos mil diez, en el cual nos solicita criterio concerniente a 
la ñobligatoriedad o no que ostenta la Administración Activa 
(Departamento de Recursos Humanos) de solicitar el certificado de 
conclusión de estudios secundario o bachiller de secundaria emitido 
por el Ministerio de Educación Pública, para realizar un determinado 
nombramiento en cualquiera de los puestos  profesionalesò. 
Adicionalmente requiere juicio sobre la competencia de la 
Administración para realizar nombramientos en puestos profesionales, 
con una constancia emitida por el Ministerio de Educación Pública, 
ñmisma que sustituiría el certificado o bachiller de secundariaò. 
 
 Previo a evacuar la consulta, resulta conveniente indicarle que 
es política de esta Asesoría Jurídica, el no pronunciarse sobre casos 
concretos o particulares, sino orientar la respuesta según lo dispuesto 
por el ordenamiento jurídico, en cumplimiento del Principio de 
Legalidad consagrado en el numeral 11 de la Constitución Política y su 
homólogo de la Ley General de la Administración Pública. No obstante 
lo anterior, hemos de indicarle que la consulta planteada será 
abordada desde una perspectiva general, analizando las normas 
jurídicas que puedan ser aplicables en la materia específica y con ello 
evitar  suplantar a la administración activa, a quien compete aplicar lo 
que en derecho corresponde en el caso particular. 
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 Para la atención de la presente consulta debemos de indicar que 
dentro de las competencias de esta Dirección General de Servicio Civil 
establecidas en el artículo 13 del Estatuto de Servicio Civil130 se 
encuentra: 
 
 ñb) Seleccionar los candidatos elegibles para integrar el personal 
del Poder Ejecutivo. 
 (é) 
 g) Evacuar las consultas que se le formulen relacionadas con la 
administraci·n del personal y aplicaci·n de esta ley; (é)ò 
 
 Bajo la comprensión de esos incisos inmersos dentro de la 
normativa estatutaria señalada se desprende que dentro del 
procedimiento de selección que debe de efectuarse, se determinan los 
candidatos idóneos para que integren parte del Régimen de Méritos, 
idoneidad que ha de comprobarse por mecanismos también 
establecidos dentro del Estatuto de Servicio Civil y dentro de los 
cuales se encuentra el que el candidato requerido para un puesto 
cuente con los requisitos establecidos para el mismo.  
  
 Podemos apreciar dicho argumento en el texto del artículo 20 del 
Estatuto de marras, el cual se encuentra en el Capítulo IV ñDel 
Ingreso al Servicio Civilò y dice: 
  
 ñArt²culo 20.- Para ingresar al Servicio Civil, se requiere: 
 
 a)  Poseer aptitud moral y física propia para el desempeño del cargo, lo que 
se comprobará mediante información de vida y costumbres y certificaciones 
emanadas del Registro Judicial de Delincuentes, de los Archivos Nacionales, del 
Gabinete de Investigación y del Departamento respectivo del Ministerio de 
Salubridad Pública. 
b) Firmar una declaración jurada de adhesión al régimen democrático que 
establece la Constitución de la República. 
 

                                                 
130

 Ley 1581, del  31 de mayo de 1953. 
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c) Satisfacer los requisitos mínimos especiales que establezca el "Manual 
Descriptivo de Empleos del Servicio Civil" para la clase de puesto de que se 
trate. 
 
d) Demostrar idoneidad sometiéndose a las pruebas, exámenes o concursos que 
contemplan esta ley y sus reglamentos. 
 
e) Ser escogido de la nómina enviada por la oficina encargada de seleccionar el 
personal. 
 
f) Pasar el período de prueba; y 
 
g) Llenar cualesquiera otros requisitos que establezcan los reglamentos y 
disposiciones legales aplicables.ò 
 

 Establece el inciso c) de este mismo cuerpo jurídico, que deben 
satisfacerse los requisitos establecidos para un puesto, los cuales se 
encuentran dentro del Manual de Clases, siendo esto así para los 
puestos profesionales,  según su consulta los requisitos establecidos 
dentro del Manual General dentro del Estrato Profesional, el rango 
inferior sería el de Profesional Bachiller Jefe 1 (G. de E), mismo que 
requiere cumplir con los siguientes requisitos: 
   
 ñREQUISITOS  
 
 Bachiller universitario en una carrera afín con el puesto y experiencia en la 
ejecución de labores relacionadas con el cargo.  
 REQUISITO LEGAL  
 Incorporado al colegio respectivo cuando así lo exija el puesto y exista la 
entidad para la correspondiente área.ò 
 

 Como puede apreciarse, dentro de los requisitos 
correspondientes a los puestos profesionales no se señala que deba 
de presentarse título en Educación Media o Secundaria, diferente es el 
caso de los puestos: Secretario de Servicio Civil 1, Técnico de Servicio 
Civil 1 o bien Oficinista de Servicio Civil 1,  así como otros menores 
que dentro de sus requisitos deben de ostentar  el título de Bachiller 
en Educación Media o título equivalente. 
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 Por otro lado y atendido el punto de la necesidad de solicitar el 
título de secundaria para fines de nombramiento, debemos continuar 
con el tema de la emisión de un certificado que demuestre la 
conclusión de los estudios de Educación Media cuando no se cuenta 
con un Título que le respalde, como pueda darse en caso de extravió 
por ejemplo. Ante esta situación deberá el consultante hacer la 
respectiva solicitud al Departamento de Evaluación, Gestión y Control 
de Calidad del Ministerio de Educación Pública a fin de que sea esta 
área competente la responsable de visualizar el panorama que se 
presenta y la validación de las certificaciones extendidas en ese 
sentido. 
  
      

 
 
     Atentamente, 
 
           Original firmado{Licda. Vangie Miranda Barzallo 

 
     Licda. Vangie Miranda Barzallo  
               ASESORIA JURIDICA 
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                AJ-501-2010 
        7 de julio de 2010 

 
 

 
Licenciada 
María Gabriela Romero Valverde 
OFICIAL MAYOR y DIRECTORA GENERAL 
ADMINISTRATIVA FINANCIERA 
MINISTERIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL 
 
Estimada señora: 

 
Procedemos a dar respuesta a su oficio OM-624-2010, de fecha 

24 de junio del presente año, mediante el cual se solicita nuestro 
criterio jurídico, en relación con la procedencia de nombrar personal 
remunerado (asistentes en derecho, secretaria y notificador), para 
laborar en el Tribunal Administrativo de la Seguridad Social del 
Régimen de Pensiones y Jubilaciones del Magisterio Nacional, con 
recursos financieros pertenecientes a la Junta de Pensiones y 
Jubilaciones del Magisterio Nacional. 

 
Como en otras oportunidades lo ha aclarado este Despacho, 

dentro de sus competencias técnicas no se encuentra el pronunciarse 
sobre temas concretos o particulares, los cuales son resorte exclusivo 
de la Administración Activa, por lo que consideramos prudente emitir 
sólo algunas consideraciones generales en torno al tema en discusión, 
a fin de que la consultante pueda tener algunos elementos de juicio, 
que lejos de ser un criterio jurídico, estricto sensu,  se convierta en 
información valiosa para la decisión que deba tomar al respecto.  

 
Efectivamente, el artículo 13 del Estatuto de Servicio Civil, 

establece en forma taxativa, las funciones esenciales que debe 
cumplir el Director General de Servicio Civil, entre las cuales, en lo que 
interesa, señala lo siguiente: 
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ñéa) Analizar, clasificar y valorar los puestos del Poder Ejecutivo 
comprendidos dentro de esta ley y asignarlos a la categoría de salario 
correspondiente a la escala de sueldos de la Ley de Salarios de la 
Administración Pública Nº 2166 de 9 de octubre de 1957éò 

 
Por su parte, el Reglamento Autónomo de Servicio y 

Organización de la Dirección General de Servicio Civil, Decreto 
Ejecutivo Nº 35573-MP del 16 de noviembre del 2009, consigna el 
nivel funcional correspondiente a esta sede de trabajo, al señalar en lo 
pertinente para el presente caso que: 

 

ñé Artículo 7º (é) Las funciones y responsabilidades de los 
mencionados niveles organizacionales, es la siguiente: 

 (é) 

  

Nivel Asesor: 

  

a) Asesoría Jurídica: Asesorar al más alto nivel jerárquico 
institucional y a los niveles intermedios en la toma de decisiones 
que tengan trascendencia jurídica a nivel interno de la institución 
y externo de las instituciones que conforman el Régimen de 
Servicio Civil, así como; emitir criterios para asegurar la correcta 
aplicación del orden jurídico vigente en las actuaciones de la 
Dirección General, en su relación con las instituciones cubiertas 
por el Régimen de Servicio Civil y los administrados, para lo cual 
deberá aportarse el criterio jurídico del área legal de la 
institución consultante (é)ò Lo subrayado no es del original. 

  
 De las normas supra transcritas se colige que hay una 
competencia exclusiva de la Dirección General de Servicio Civil en 
materia de clasificación y valoración de puestos del Poder Ejecutivo, 
los cuales deben ser asignados a una categoría salarial conforme lo 
establece la Ley de Salarios de la Administración Pública, Nº 2166  del 
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9 de octubre de 1957 y sus diversas reformas; evidentemente, la 
norma no establece como competencia de dicha dependencia estatal, 
el determinar de dónde provendrán los recursos financieros para la 
cancelación de dichos salarios, lo cual estaría desbordando su ámbito 
competencial y abriría la peligrosa posibilidad de estar incursionado en 
funciones que no son propiamente las establecidas constitucional y 
legalmente.  
 
 Bajo esta tesitura, se considera dable pensar, que la toma de 
decisiones concerniente a la materia de financiamiento de la planilla 
pública en general, deviene en competencia de otros órganos de la 
Administración Pública como bien podría ser el Ministerio de 
Hacienda, a través de dependencias técnicas especializadas, 
verbigracia, la Oficina de Presupuesto Nacional y la Autoridad 
Presupuestaria, al establecer los límites de endeudamiento público 
relacionados con el empleo estatal y la integración de los proyectos de 
presupuesto ordinario y extraordinario de la República, según sea el 
caso. 
 
 Esta posición ha sido respaldada, inclusive, por la misma 
Procuraduría General de la República al señalar en uno de sus 
pronunciamientos lo siguiente: 
 

 ñéel Estatuto otorga competencias propias a la Dirección 
en materia de selección y valoración del empleo público, lo cual cobra 
particular importancia en orden a la naturaleza del Órgano. En efecto, 
esa atribución competencial restringe en forma sensible y general (é) 
la competencia del Poder Ejecutivo en esos ámbitos (é). Así, se le ha 
encargado a este Órgano la clasificación y valoración de los puestos 
dentro del Régimen.ò 131 

 
Asimismo, el Ente Consultor del Estado ha dicho que: 
 

                                                 
131 Dictamen C-159 del 25 de setiembre de 1996. 
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ñéCabe indicar, al respecto, que efectivamente la Ley de 
Presupuesto puede contener la lista o relación de puestos con cargo al 
Presupuesto Nacional. No porque corresponda a dicha ley crear 
dichos puestos, sino a efecto de autorizar el futuro pago 
correspondiente (é) En ese sentido, tanto la jurisprudencia 
constitucional como la administrativa son claras en cuanto a que la Ley 
de Presupuesto debe concernir estrictamente la materia 
presupuestaria, sea la previsión de los ingresos y la autorización de 
los gastos (é)La Ley de Presupuesto debe limitarse exclusivamente a 
la autorización de las plazas, y por ende al financiamiento de las 
mismas 132 Lo subrayado es propio. 

  
 Lo anteriormente apuntado, evidencia una clara delimitación  en 
la competencia técnica de la Dirección General de Servicio Civil y sus 
órganos consultivos, como lo es esta Asesoría Jurídica, a la 
realización, entre otras funciones, de la clasificación de puestos dentro 
del Poder Ejecutivo y su correlativa escala de salarios, sin entrar a 
determinar la procedencia presupuestaria de tales recursos 
financieros, que como se dijo, corresponde a otras instancias públicas 
decidir por los métodos, procedimientos e instrumentos de gestión del 
gasto que correspondan. 
 

 Ahora bien, hecha la anterior aclaración, resulta importante 
enfatizar algunos aspectos generales de la temática que nos ocupa, 
que podrían ser profundizados por quien consulta, a efectos de 
resolver apropiadamente la situación que se ha presentado ante su 
Despacho.  

 
Como punto de partida resulta de interés primordial, determinar 

tanto la naturaleza jurídica como la génesis misma del Tribunal  
Administrativo de la Seguridad Social del Régimen de Pensiones y 
Jubilaciones del Magisterio Nacional y la Junta de Pensiones y 

                                                 
132

 Dictamen  C-102 del 18 de junio de 1991 
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Jubilaciones del Magisterio Nacional, como instituciones involucradas 
en la situación traída a estudio.  

 
En ese sentido, tenemos la Ley Nº 8777, publicada el Diario 

Oficial La Gaceta el 11 de noviembre del 2009, que en sus artículos 1 
y 2 señala lo siguiente: 

 
ñé ARTÍCULO 1.- Créase el Tribunal Administrativo de la 

seguridad social del Régimen de Pensiones y Jubilaciones del 
Magisterio Nacional, con sede en San José y competencia en todo el 
territorio nacional. 

Será un órgano desconcentrado del Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social, con competencia exclusiva e independencia funcional, 
administrativa y financiera en el desempeño de sus atribuciones. Los 
fallos de este Tribunal agotan la vía administrativa y sus resoluciones 
serán de acatamiento estricto y obligatorio. 

 
ARTÍCULO 2.- Cada año este Tribunal elaborará un presupuesto para 
cubrir sus gastos administrativos y de recurso humano. Dicho 
presupuesto será cubierto por el Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Socialéò Lo resaltado es suplido. 

 
 Por su parte, la Ley de Pensiones y Jubilaciones del Magisterio 
Nacional, Nº 2248, vigente desde el 31 de diciembre de 1958, y su 
reforma, según Ley Nº 8721, publicada el día 24 de abril del 2009, 
señala, en lo conducente, lo siguiente: 
 
 ñéARTICULO 97.- Naturaleza de la Junta. 
La Junta de Pensiones y Jubilaciones del Magisterio Nacional es un 
ente público no estatal, con personería jurídica y patrimonio propio.  

Como tal, está sujeta a las normas de la presente ley, así como al 
ordenamiento jurídico administrativo público y, particularmente, a las 
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ordenanzas, directrices y demás actos vinculantes emanados de la 
Superintendencia General de Pensiones. 

 

ARTÍCULO 106.- Financiamiento. 

Para atender el ejercicio de sus funciones, la Junta recibirá una 
comisión por gastos administrativos, que surgirá de deducir, a cada 
uno de sus asegurados, un cinco por mil (5 x 1000) de los salarios y 
pensiones del Régimen a su cargo.  
 
Con esta deducción, se constituirá un Fondo Especial de 
Administración, que deberá llevarse, contable y físicamente, separado 
del Fondo de Capitalización.  
 
Este fondo especial será administrado con la máxima prudencia y 
frugalidad. 
 

    Artículo 107.- Fondo Especial de Administración  

    El Fondo Especial de Administración se destinará, en forma 
exclusiva, a lo siguiente:  

a) Pagar las dietas de los miembros de la Junta Directiva, los 
salarios de su personal y, en general, sus gastos administrativos.  

b) Cubrir las obligaciones de carácter financiero derivadas de los 
convenios que la Junta celebre con las entidades financieras y 
sociales del Magisterio Nacional.  

c) Realizar préstamos directos a los pensionados y servidores 
activos, a fin de que satisfagan necesidades personales, de acuerdo 
con los reglamentos que se dicten al efecto.  
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d) Realizar préstamos directos a los pensionados y servidores 
activos, para que financien actividades de pequeña empresa, según 
los reglamentos que se emitan al efecto.  

e) Realizar préstamos o aportes de capital a las organizaciones del 
Magisterio Nacional, para la creación de programas y proyectos.  

    Los recursos ociosos del Fondo Especial de Administración podrán 
ser invertidos en valores financieros, con las limitaciones incluidas en 
los artículos del 20 al 25 de esta Leyéò Lo subrayado es de quien 
redacta. 
 
 Nótese que los artículos precedentes identifican a ambos 
organismos como entidades de diferente naturaleza jurídica, que en el 
caso del Tribunal antes mencionado, deviene en órgano 
desconcentrado del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, cuyo 
presupuesto de funcionamiento ordinario, (incluido el pago de 
personal) será cubierto por dicha Cartera Ministerial, de conformidad 
con lo que reza su ley constitutiva y reforma respectiva. Por su parte, 
la Junta de Pensiones y Jubilaciones del Magisterio Nacional, se 
constituye en un ente público no estatal con personería jurídica y 
patrimonio propio, en el cual, su funcionamiento es financiado por el 
cobro de una comisión por concepto de administración del fondo de 
pensiones a su cargo, y que es utilizada para el establecimiento de un 
fondo especial de administración, del cual se toma, para sufragar, 
entre otros, los gastos regulares relacionados con el pago de planillas 
o personal regular. 

 
Como se puede constatar de la lectura que se haga de los 

artículos transcritos en páginas que anteceden, no se puede encontrar 
norma alguna que autorice, en forma expresa, la disposición de fondos 
de una de las entidades señaladas, para cubrir gastos regulares o 
corrientes de uno de los organismos pertenecientes a la otra. 
Parecería que hacer lo contrario, exigiría, necesariamente, una 
reforma en la ley, a fin de que dicho procedimiento se encuentre 
ajustado a derecho; no obstante, y al no estar esta sede administrativa 
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facultada para pronunciarse al respecto, resulta prudente elevar la 
consulta al organismo competente, supone esta centro de trabajo, que 
debe ser el Ministerio de Hacienda o en su defecto la Contraloría 
General de la República, como ente contralor de la Hacienda Pública. 

 
Tomando como punto de partida la técnica presupuestaria, 

vemos que todo gasto con cargo al Presupuesto Nacional de la 
República, debe justificarse con y desde la perspectiva del Plan 
Nacional de Desarrollo, y bajo este supuesto, con la observancia 
estricta de los Planes Operativos Institucionales (POI) de cada uno de 
los entes pertenecientes al Estado costarricense. En esta línea, los 
mencionados POI, guardan estrecha relación con la misión, visión, los 
objetivos y metas que cada uno de estos organismos públicos se 
proponen cumplir en el plazo de ejercicio presupuestario respectivo, 
concretamente, un año.  

 
Cambiar el rumbo de los fondos presupuestados para esos fines, 

traducidos en planes, programas y proyectos específicos, o bien el 
destino final que la ley otorga al ingreso de recursos percibidos en el 
giro normal de un determinado ente que presta un servicio de carácter 
público, representa, ante ausencia de ley expresa que lo permita, el 
establecimiento de responsabilidades administrativas, civiles e 
inclusive penales, para aquellos funcionarios que autoricen 
procedimientos en esa línea. Al respecto, conviene transcribir lo que 
señala la Ley de la Administración Financiera de la República y 
Presupuestos Públicos, Nº 8131, vigente desde el 16 de octubre del 
2001, al indicar que: 

 
ñé ARTÍCULO 110.- Hechos generadores de responsabilidad 
administrativa 
Además de los previstos en otras leyes y reglamentaciones propias de 
la relación de servicio, serán hechos generadores de responsabilidad 
administrativa, independientemente de la responsabilidad civil o penal 
a que puedan dar lugar, los mencionados a continuación: 

(é) 
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e) El empleo de los fondos públicos sobre los cuales tenga 
facultades de uso, administración, custodia o disposición, 
con finalidades diferentes de aquellas a las que están 
destinados por ley, reglamento o acto administrativo 
singular, aun cuando estas finalidades sean igualmente de 
interés público o compatibles con los fines de la entidad o 
el órgano de que se trate.  
Asimismo, los funcionarios competentes para la adopción o 
puesta en práctica de las medidas correctivas serán 
responsables, si se facilita el uso indebido, por deficiencias 
de control interno que deberían haberse superado 
razonable y oportunamenteéò Lo subrayado no es del 
documento fuente. 

 
 Con estas consideraciones finales, y demás preceptos 

normativos y jurisprudenciales citados, damos por evacuada su 
consulta, al menos en lo concerniente a esta sede. 
 
 Atentamente,      
                                                      ASESORIA JURIDICA 
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     Licda. Miriam Rojas González 
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